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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros del Interior y Seguridad Pública, señor Jorge Burgos Varela; Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; Secretario General de Gobierno, señor Marcelo Díaz Díaz; de Educación, señora Adriana Delpiano Puelma, y del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González.

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:15, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 58ª y 59ª, ordinarias, en 6 y 7 de octubre del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.

IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Veintinueve de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero retira la urgencia que hiciera presente al proyecto de ley que introduce mejoras al transporte público remunerado de pasajeros mediante la modificación de las disposiciones legales que indica (boletín N°10.007-15).



--Se tiene presente el retiro y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los dieciséis siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley que modifica el régimen de probidad aplicable al Consejo Nacional de Televisión (boletín N° 9.398-04).



2) Proyecto que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a fin de permitir la creación de los consejos comunales y los planes comunales de seguridad pública (boletín Nº 9.601-25).



3) Proyecto de ley que establece una bonificación para el repoblamiento y el cultivo de algas (boletín Nº 9.151-21).



4) Proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia (boletín N° 9.790-07).



5) Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (boletín N° 7.550-06).



6) Proyecto de ley que facilita la aplicación efectiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y receptación, y mejora la persecución penal de dichos delitos (boletín N° 9.885-07).



7) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos relativo al establecimiento de una oficina regional para América del Sur en Chile y el Acuerdo Interpretativo referido a la aplicación del Artículo VI de éste” (boletín N° 9.897-10).



8) Proyecto de acuerdo que aprueba la “Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Tributaria”, firmada por la República de Chile en Santiago el 24 de octubre de 2013 (boletín N° 10.023-10).



9) Proyecto de ley que crea el plan de formación ciudadana para los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado (boletín N° 10.043-04).



10) Proyecto de ley que modifica disposiciones aplicables a los funcionarios municipales y entrega nuevas competencias a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (boletín N° 10.057-06).



11) Proyecto de ley que crea la Comisión de Valores y Seguros (boletín N° 9.015-05).



12) Proyecto que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos para introducir mecanismos de equidad en las tarifas eléctricas (boletín N° 10.161-08).



13) Proyecto de ley que otorga un aporte único, de carácter reparatorio, a las víctimas de prisión política y tortura reconocidas por el Estado de Chile (boletín N° 10.196-17).



14) Proyecto de ley que permite la emisión de medios de pago con provisión de fondos por entidades no bancarias (boletín N° 9.197-03).



15) Proyecto de ley que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (boletín N° 8.924-07).


16) Proyecto que modifica las leyes Orgánicas Constitucionales de Municipalidades y sobre Gobierno y Administración Regional, para permitir a los partidos políticos la presentación de candidaturas solo en las regiones donde se encuentren legalmente constituidos (boletín N° 9.924-07).



Con los doce siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (boletín N° 9.404-12).



2) Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (boletín N° 8.335-24).



3) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura y sus dos Anexos”, adoptado por la Conferencia de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO) el 3 de noviembre de 2001 (boletín N° 6.556-10).



4) Proyecto que modifica la ley N° 20.365, que establece Franquicia Tributaria Respecto de Sistemas Solares Térmicos; la Ley General de Servicios Eléctricos, y la ley que crea la Empresa Nacional del Petróleo (boletín N° 9.628-08).



5) Proyecto de ley que aplica la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre (boletín N° 6.829-01).



6) Proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales, mediante la introducción de modificaciones en el Código del Trabajo (boletín N° 9.835-13).



7) Proyecto de reforma constitucional que dispone la elección popular del órgano ejecutivo del gobierno regional (boletín N° 9.834-06).



8) Proyecto de ley que crea el Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor (boletín N° 9.156-32).



9) Proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (boletín N° 6.499-11).



10) Proyecto de ley que modifica el texto refundido de las disposiciones sobre nacionalización de extranjeros, en los requisitos para obtener la carta de nacionalización (boletín N° 9.455-06).



11) Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, en materia de protección del trabajador que se desempeña como pastor religioso o ministro de culto (boletín N° 9.603-13).



12) Proyecto que modifica la ley N° 19.928, sobre fomento de la música chilena, para establecer los requisitos que deben cumplir los conciertos y eventos musicales que se presenten en Chile (boletín N° 6.110-24).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha dado su aprobación al proyecto que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas a fin de incorporar la obligación de los concesionarios de asegurar el tránsito libre y fluido de los vehículos de emergencia (boletines N°s 9.311-09, 9.313-09 y 9.318-15, refundidos). 



--Pasa a la Comisión de Obras Públicas.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Adjunta sentencia dictada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de los artículos 129 bis 5, 129 bis 6 y 129 bis 9 del Código de Aguas.



--Se manda archivar el documento.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia:


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador Coloma, acerca de la asignación de urgencias a los proyectos de ley en trámite.



Del señor Ministro de Obras Públicas:


Remite, en contestación a solicitud de información enviada en nombre del Senador señor Matta, antecedentes acerca de la ejecución de obras en los sectores de Quilicura y Los Molinos, en la Región del Maule.



Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor García, sobre posibilidad de incorporar el camino Budi Sur, en la Región de La Araucanía, a un contrato global de mantención y mejoramiento de caminos.



De la señora Ministra de Salud:


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Senador señor De Urresti, relativo a la construcción del Centro de Salud Intercultural de La Unión.



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Navarro, acerca de los centros hospitalarios en condiciones de ser construidos, de los veinte comprometidos en el Programa de Gobierno.



De la señora Ministra de Minería:


Atiende consultas, dirigidas en nombre del Senador señor Navarro, respecto de los siguientes asuntos:



-Producción de carbón en los últimos cinco años en la Región del Biobío.



-Volúmenes de agua utilizados en procesos mineros y empresas que los utilizan.



Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo:


Contesta solicitud de información, efectuada en nombre del Senador señor Navarro, acerca del gasto fiscal que genera la creación de nuevas comunas y los criterios para decidirla.



Del señor Intendente de la Región del Biobío:


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Navarro, tocante a las medidas adoptadas por las municipalidades de esa Región en la prevención de accidentes por uso de hilo curado.



Del señor Alcalde de la comuna de Colbún:


Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor Matta, sobre situación de la obra “Reposición CESFAM Colbún”.



Del señor Gobernador Marítimo de Caldera:


Atiende consulta, formulada en nombre del Senador señor Prokurica, respecto del procedimiento realizado con motivo de derrame de concentrado de cobre.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Minería y Energía recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos para introducir mecanismos de equidad en las tarifas eléctricas (boletín N° 10.161-08) (con urgencia calificada de “suma”).



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la “Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Tributaria”, firmada por la República de Chile en Santiago el 24 de octubre de 2013 (boletín N° 10.023-10) (con urgencia calificada de “suma”).



--Quedan para tabla.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta.

V. ORDEN DEL DÍA

DESIGNACIÓN DE SEÑOR ENRIQUE PETAR RAJEVIC MOSLER COMO CONTRALOR GENERAL DE LA REPÚBLICA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde ocuparse en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar en el cargo de Contralor General de la República al señor Enrique Petar Rajevic Mosler, respecto del cual se ha hecho presente la urgencia en los términos del párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política.


--Los antecedentes sobre el oficio (S 1.830-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 50ª, en 8 de septiembre de 2015.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 60ª, en 13 de octubre de 2015.


El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recibió en audiencia al señor Rajevic en sesión a la que también asistieron los Ministros del Interior y Seguridad Pública, Secretario General de la Presidencia y Secretario General de Gobierno, y el Senador señor Moreira.



La Comisión deja constancia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Hernán Larraín, de que en la proposición en estudio se ha dado cumplimiento a los requisitos, formalidades y procedimiento previstos por nuestro ordenamiento jurídico para la designación del Contralor General de la República.



Cabe tener presente que el acuerdo del Senado para nombrar al señor Enrique Rajevic requiere tres quintos de los Senadores en ejercicio, esto es, 22 votos favorables.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, corresponde que el Senado se pronuncie, de conformidad con lo que prescribe el inciso segundo del artículo 98 de la Constitución Política, respecto de la proposición de Su Excelencia la Presidenta de la República para designar en el cargo de Contralor General de la República al señor Enrique Petar Rajevic Mosler.



En esta materia el Senado ejerce una función exclusiva muy relevante y que incidirá directamente en la manera en que se ejercerá la función de control de la Administración del Estado en los próximos ocho años. La ciudadanía espera que actuemos de manera responsable y pensando en el bien de Chile.



En ese espíritu, la Comisión que presido examinó la referida proposición presidencial; recibió en audiencia al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, y escuchó al señor Enrique Rajevic.



En primer lugar, tuvo presente que para ser designado Contralor General de la República se exige que el candidato sea un abogado con al menos diez años de titulación, que haya cumplido cuarenta años de edad y que posea las calidades para ser ciudadano con derecho a sufragio.



Asimismo, que su designación corresponde al Presidente de la República, previo acuerdo del Senado, adoptado por los tres quintos de sus miembros en ejercicio. Dura ocho años en el cargo, no puede ser designado para el período siguiente y cesa en él al cumplir setenta y cinco años.


De tal forma, la Comisión comprobó que el candidato es chileno, que tiene más de cuarenta años de edad y que realizó sus estudios universitarios de pregrado en la Pontificia Universidad Católica de Chile, donde obtuvo el grado de licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales y se tituló como abogado en el año 1996. En el año 2002 obtuvo el grado de máster en Política Territorial y Urbanística del Instituto Pascual Madoz de la Universidad Carlos III de Madrid. Y en el año 2011 accedió al grado de doctor en Derecho por la Universidad Carlos III de Madrid, con la tesis Cohesión social e intervención administrativa en el territorio urbano, con especial referencia a España y Chile.



Igualmente, constató que ha ejercido diversas labores profesionales, especialmente en el sector público. En efecto, a partir del año 1996, y en distintos períodos, se ha desempeñado como abogado asesor de los Ministerios Secretaría General de Gobierno, de Vivienda y Urbanismo y Secretaría General de la Presidencia.



Entre septiembre de 1997 y enero de 1999 fue jefe de Gabinete del Ministro de Vivienda y Urbanismo. Entre marzo de 2009 y enero de 2013 se desempeñó como Director Jurídico del Consejo para la Transparencia. Desde marzo de 2014 hasta la fecha ha actuado como asesor de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y, desde mayo de 2015, como asesor del Programa de Modernización del Estado de la Subsecretaría de Hacienda.



Además, se constató que el señor Rajevic ha ejercido labores docentes en la Facultad de Derecho de la Universidad Alberto Hurtado y en otros centros académicos. Cuenta con diversas publicaciones en el ámbito del Derecho Público, el Derecho a acceso a la información pública y el Derecho urbanístico. Asimismo, ha asistido o ha sido ponente en diversos congresos o seminarios sobre las materias ya indicadas, según se da cuenta en su curriculum vitae, que se anexa al informe de la Comisión.



Durante su presentación ante el órgano técnico, el candidato explicó los que a su juicio eran los tres grandes ejes que deberían proyectar el trabajo de la Contraloría y las funciones que esta debería ejercer.



En tal sentido, detalló las medidas que él implementaría para cumplir con la función de control de legalidad a través del trámite de toma de razón y registro, la emisión de dictámenes y el control de personal.


También se refirió a la función de auditoría o verificación del uso de los recursos públicos y al cumplimiento de los procedimientos que debe observar la Administración Pública.


Finalmente, mencionó la función de contabilidad general de la nación y a las labores que cumple el órgano contralor en el denominado “juicio de cuentas”.



Igualmente, observó que es muy importante revisar el Estatuto del Personal de la Contraloría, pues en la actualidad todos sus funcionarios son empleados de exclusiva confianza, lo que no se condice con la seriedad de una institución encargada de controlar el principio de probidad.



Por otra parte, indicó que se debe cuidar que la Contraloría tenga las capacidades que se requieren para cumplir con las nuevas tareas que surgen, por ejemplo, de la aplicación de la Ley del Lobby, de las que imponen las declaraciones de intereses y de patrimonio, y de otras.



En síntesis, abogó por el desarrollo de un nuevo marco legal para la Contraloría que ponga al día su regulación orgánica, que data del año 1952, con el fin de permitir que en el siglo XXI el órgano contralor siga siendo un referente de la Administración Pública chilena.



Con respecto a esta exposición, los integrantes de la Comisión formularon diversas preguntas y observaciones relativas a materias tales como la desconcentración regional del servicio, la importancia de implementar herramientas tecnológicas que permitan a la Contraloría ejercer el control de legalidad en la actuación de la Administración Pública y la inversión de los recursos públicos. 



Igualmente, se le inquirió acerca de los controles y límites que debe aplicar el ente contralor a las universidades estatales y los municipios y los esfuerzos que debe realizar en materia de fiscalización, control de legalidad y auditoría.



También se le preguntó sobre cuestiones que han difundido diversos medios de comunicación social y que dicen relación con una beca que recibió del Estado para cursar estudios de posgrado en el extranjero y la posible imparcialidad con que cumpliría la labor si fuera designado Contralor General de la República.



A todas estas observaciones y preguntas respondió el señor Rajevic, según se consigna en el informe del órgano técnico. 



En virtud de tales consideraciones, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar que la proposición de su Excelencia la Presidenta de la República para nombrar a don Enrique Petar Rajevic Mosler Contralor General de la República cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Le parece a la Sala que se abra la votación y se permita, por supuesto, que todos los Senadores funden el voto?



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, después de oír el informe del Senador De Urresti, quiero señalar lo siguiente.



En este caso, el proceso de designación del nuevo Contralor General de la República no se ha destacado precisamente por su carácter republicano.



Entre la terquedad del Ejecutivo por ubicar a uno de sus cercanos en el cargo y los confusos hechos en torno a una beca de estudios doctorales y a los vínculos contractuales que ha mantenido el candidato del Gobierno con el Estado y con varios Ministerios y servicios públicos ¿hemos debatido acaso la magnitud y la importancia del cargo de Contralor General de la República, que dura 8 años, que excederá a este Gobierno y también al próximo?



Se trata de un faro de probidad que controla todos los actos de administración del Estado.



Eso estamos votando hoy. No nos estamos pronunciando sobre la lealtad a un Programa de Gobierno. Porque he leído declaraciones de algunos Senadores -lo digo con gran cariño y respeto- que hablan de que no consideran idóneo a este candidato, pero que por lealtad a la Presidenta o a su Administración sienten el deber de votar a favor.



Eso no es lealtad: eso es obsecuencia. 



Cuando uno tiene convicción, ser leal con un Gobierno significa votar haciendo que este reconozca que hay un error.



La lógica de ello es simple, y debe ser fácil para nosotros los Senadores entender que el Estado necesita poderes claramente delimitados y separados, a fin de establecer eficaces controles en el ejercicio de aquellos que la ciudadanía nos confiere.



Y el Contralor no está al margen de esa exigencia.



En el último tiempo, producto de las investigaciones que lleva adelante el Ministerio Público, mucho se ha hablado de la relación entre lo público y lo privado. Y hemos criticado fuertemente ese vínculo. ¿Pasa lo mismo con el candidato a Contralor, el señor Rajevic? Si aprobamos su designación, ¿pasará de ser una persona controlada a un controlador?



Le pido al Senador Hernán Larraín que preste atención, porque es un tema que a todos nos debiera importar mucho.



¿Qué garantía de imparcialidad puede tener alguien que fue asesor de Ministerios del actual Gobierno y que, eventualmente, el día de mañana será controlador de lo mismo por lo que él fue controlado? ¿Eso da cuenta de un buen Contralor General?



Nunca en la historia de la Contraloría había sucedido que sus propios funcionarios emitieran juicios públicos en contra de la nominación de un candidato. Eso es algo nuevo. Pero no es antojadizo. No es un capricho de los funcionarios. Y no pongo en discusión su currículum, su idoneidad personal ni moral; este es un tema de idoneidad profesional para ese cargo en particular.



Nuestro país está al debe en todo lo que dice relación con probidad, corrupción, delimitación de lo privado con respecto a sus vínculos con la política.



Para esta designación, el Ejecutivo, usando subterfugios, ha dilatado lo más posible su proceso con el fin de acomodar los votos. Y acomodar los votos, además, mediante presiones, a mi juicio, bastante indebidas e indecorosas.



Que un Ministro del Interior señale a través de los medios de comunicación, en una especie de chantaje emocional a sus Senadores y Senadoras, que pone su cargo a disposición si no es elegido su candidato a Contralor General (que lo va a exceder en el tiempo a él, a su Gobierno y también al próximo) es una presión indebida.



Si el actual Ministro del Interior es capaz de decir esas cosas por la prensa no quiero imaginar lo que es capaz de decirles a sus Senadores por teléfono o en conversaciones privadas. ¿Qué tipo de presiones se darán? ¿Qué cosas les habrá dicho? ¿Qué existirá detrás de estas presiones?



No lo sé, y tampoco quiero especular.



Ojalá que la próxima designación del Fiscal Nacional, que veremos prontamente en el Senado, sea guiada a la altura de las circunstancias.



Y espero, de todo corazón, que hoy los Senadores y las Senadoras tomen una decisión sensata y que escuchen las exigencias de la ciudadanía.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Concluyó su tiempo, Su Señoría.



Tiene un minuto adicional.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Gracias, señor Presidente.



Por ello, voto en contra del candidato del Ejecutivo.



Deseo que el Gobierno rectifique y proponga a una persona independiente que tenga la idoneidad requerida para ejercer el cargo de Contralor General de la República.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, en nombre de Renovación Nacional, quiero empezar mi intervención con una pregunta a los señores Senadores: ¿Qué perfil se necesita en Chile para ocupar el cargo de Contralor General de la República?



Hace unos meses, la Presidenta de la República nos dio ciertos lineamientos, cuando en la despedida de Ramiro Mendoza dijo que garantizaba que la elección del nuevo Contralor General de la República, que lo sucederá tras ocho años en el cargo, se basaría en su idoneidad profesional e independencia, tal como lo exige la ciudadanía.



Dijo la Presidenta: “Se avecina una nueva etapa para la institución, sé que muchos sienten la ansiedad por conocer el nombre que propondremos. La nominación llegará en su momento. Pero tengan la certeza que la elección se basará en la idoneidad profesional, la capacidad de entender nuevos desafíos que demanda la tarea fiscalizadora de nuestro país y el compromiso irrestricto con la transparencia e independencia de esta institución, porque es esa independencia la que nos da garantía a todos los actores de la sociedad de imparcialidad, objetividad y responsabilidad en el control del uso de los recursos y bienes que nos pertenecen a todos y a todas.



“Porque la fortaleza y salud de la Contraloría y de todas las instituciones públicas, es también la fortaleza y la salud de nuestra república y democracia.”.



Hay que recordar cuál es la importancia del cargo de Contralor General de la República, que dura ocho años.



Según la Constitución, la Contraloría es un órgano autónomo. Y, a su vez, el artículo 1° de su Ley Orgánica señala: “La Contraloría General de la República, independiente de todos los ministerios, autoridades y oficinas del Estado, tendrá por objeto fiscalizar el debido ingreso e inversión de los fondos del Fisco, de las Municipalidades, de la Beneficencia Pública y de los otros Servicios que determinen las leyes”.



Eso significa que ese cargo tiene que ser ejercido por una persona que cumpla con ciertos requisitos básicos: profesionalismo, currículum, experiencia. Pero, además, y tomando en cuenta el actual ambiente de siembra de dudas sobre la actividad política y de suspicacias acerca del uso de los recursos públicos que pertenecen a todos los chilenos -como dice la Presidenta-, la persona que ocupe el cargo de Contralor debe contar con la suficiente independencia para evitar sufrir las presiones del gobierno de turno -del actual y del próximo-, de la Oposición y, también, de los grupos de poder.



Voy a leer el currículum laboral del señor Rajevic para que ustedes saquen sus propias conclusiones.



Al menos desde el año 1996, ha prestado servicios a distintas reparticiones públicas. 



Ha sido jefe de gabinete de los Ministros de Vivienda en los Gobiernos de los Presidentes Frei Ruiz-Tagle y Lagos. Asimismo, fue asesor de las Ministras de Vivienda Sonia Tschorne y Patricia Poblete.



En 2009 asumió como director jurídico del Consejo para la Transparencia, para lo cual renunció al partido político de la Concertación al que pertenecía. 



Durante el 2014 prestó servicios de asesoría a las Subsecretarías de Vivienda, de Economía y de Hacienda, y también a la Dirección de Presupuestos.



Durante este año, y hasta la fecha, desarrolla actividades en las Carteras de Vivienda y de Hacienda.



Recordemos que la ley Nº 19.880, que establece las Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado, en su artículo 12, consagra el principio de la abstención: “Las autoridades y los funcionarios de la Administración en quienes se den algunas de las circunstancias señaladas a continuación, se abstendrán de intervenir en el procedimiento y lo comunicarán a su superior inmediato, quien resolverá lo procedente.”. 



Y agrega en el punto 5 la siguiente causal de abstención: “Tener relación de servicio con persona natural o jurídica interesada directamente en el asunto, o haberle prestado en los dos últimos años servicios profesionales de cualquier tipo y en cualquier circunstancia o lugar.”.



La semana pasada en la Comisión de Constitución, el señor Rajevic, al ser consultado sobre su posible inhabilidad, sostuvo que esa causal efectivamente lo afectaría, pero solo en tres subsecretarías (Hacienda, Economía y Vivienda) y en una dirección (de Presupuestos). Según él, números mínimos si se considera el aparataje estatal. 



Sin embargo, la minimización realizada por el postulante es de la mayor gravedad. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Le doy un minuto adicional para que termine.

El señor PROKURICA.- Gracias, señor Presidente.



Sinceramente, pienso que el currículum del señor Rajevic afecta directamente su idoneidad para este puesto.



Otro elemento que atenta contra la independencia que debe tener el cargo de Contralor son los nexos del postulante con algún partido político o candidato determinado. Hay que recordar que tiempo atrás se conoció que el señor Rajevic, siendo funcionario público, aportó a la primera campaña de la Presidenta Bachelet. Y también es conocida la militancia política que suscribió.



Finalmente, luego de exponer parte de su trayectoria laboral y profesional, les pregunto: ¿cumple el candidato con el requisito de independencia necesaria para ocupar tan importante cargo? 



Yo creo que no, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, el Gobierno de la Presidenta Bachelet ha propuesto el nombre del abogado Enrique Rajevic para que asuma la Contraloría General de la República.



Durante este proceso, hemos sido invadidos por una serie de informaciones sobre su perfil. Tales antecedentes ni siquiera fueron divulgados por nosotros desde la Oposición, sino que surgieron desde los propios medios de comunicación. 



Hemos tomado conocimiento de que el señor Rajevic se vio afectado por una demanda del Consejo de Defensa del Estado a raíz de un problema con una beca para estudiar en una universidad española, y que en la actualidad tiene contratos de asesorías con distintas instancias del Gobierno.



El asunto relativo al Consejo de Defensa del Estado fue resuelto por prescripción y no por una convicción del involucrado de querer reparar la deuda. Cabe hacer notar que existen dictámenes de la Contraloría que han obligado a ciudadanas chilenas a pagar su beca.



Quiero dejar en claro que soy un ferviente partidario de que el cargo de Contralor sea asumido por un abogado independiente, sin tachas ni dudas de ninguna especie y comprometido cien por ciento con la probidad y la transparencia. Así el órgano contralor puede ejercer una correcta fiscalización de las acciones de los distintos servicios del Estado.



Señor Presidente, un principio de fiscalización fundamental es la imparcialidad en el ejercicio del cargo. 



Saquémonos la venda de los ojos: Rajevic no cumple con esa característica. Es un hombre de la actual Administración, que se desempeña como asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. Por ello, no nos da garantía de ninguna especie. Su trabajo en el servicio público siempre ha estado ligado, primero, a los Gobiernos de la Concertación y, ahora, a los de la Nueva Mayoría.



En el campo diríamos que esta persona, para ejercer bien su eventual tarea de Contralor, debería “morder la mano de quien le dio de comer”. En esto seamos sinceros: ¡por Dios que es difícil que eso pase! Tendríamos un Contralor que se “controlará” para juzgar a los suyos y que podría perder el “control” para fiscalizar a los otros.



¡No me digan que eso no es así, cuando en el 2005 Rajevic aparece en el listado de contribuyentes que dieron dinero para la campaña de la Presidenta Bachelet! ¿Existe algo más comprometedor y menos independiente que aportar recursos a una campaña política en forma pública? 



Con toda sinceridad he dicho, y seguiré diciendo, que un Contralor no puede presentar ataduras ideológicas, partidarias o laborales. Por lo mismo, desde que partió esta discusión, estimé que el nuevo Contralor puede venir perfectamente del mundo de la academia o ser un funcionario de carrera. Pero, al parecer, eso es un pecado.



Más allá de los nombres, señor Presidente, quiero dejar sentada mi idea de fondo: el Contralor en un Estado democrático, de Derecho, bajo ninguna circunstancia debe ser de confianza del gobierno de turno.



La transparencia de la que tanto hablamos, y para la cual se han creado incluso comités asesores a cargo de prestigiosos académicos, exige que sean inspeccionadas todas las dependencias públicas. Y, para que los resultados sean eficaces, el fiscalizador no puede ser dependiente del fiscalizado.



Chile se ha vanagloriado durante años de ser un lunar en el mundo. Y en esta línea siempre hemos creído que la Contraloría debe mantener su separación absoluta del gobierno. El nuevo Contralor no debiera escuchar súplicas o peticiones de quienes ejercen el poder político. Desgraciadamente, con esta designación no hay garantías de eso. 



Veo con preocupación que algunos colegas hoy se van a tener que tragar sus opiniones, que fueron sinceras y profundas, a causa de una presión indebida. Como dije en la prensa, fueron metidos en una máquina moledora de carne.



Para terminar, quiero decir que, en lo personal, para mí esta votación es difícil, pues conozco a la familia de Enrique Rajevic. Además, él es puentealtino y valoro su formación profesional. 



Sin embargo, me asiste la convicción profunda, cuidando el espíritu republicano de las instituciones, de que es nuestro deber votar en contra de este nombramiento.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela. 

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, sin duda, la proposición que nos ha formulado la Primera Mandataria para designar al nuevo Contralor General de la República presenta algunos visos de incoherencia.



Durante el año en curso el Gobierno ha hecho un esfuerzo, que la Oposición ha apoyado, para mejorar sustantivamente las normas de probidad y transparencia. La idea es que los organismos públicos se manejen con criterios objetivos y que quienes los dirigen cumplan dos requisitos básicos: autonomía e independencia. 



En definitiva, se busca garantizarle al conjunto de la sociedad que las autoridades en el ejercicio de sus funciones van a actuar de manera autónoma y con gran independencia.



Hemos conocido proyectos de ley en materia económica que fijan a quienes han ejercido determinadas funciones en el Estado la prohibición de desempeñar cierto tipo de actividades tanto en el ámbito privado como en el público durante un tiempo.



También hemos visto cómo se ha ido fortaleciendo un órgano fiscalizador esencial para la estabilidad democrática, para la transparencia de las elecciones y para el financiamiento de las campañas y los partidos. Me refiero al Servicio Electoral, entidad a la que se le otorgó autonomía constitucional y se le establecieron mecanismos objetivos para garantizar su independencia. 



Sin embargo, en la primera oportunidad que se presenta para designar a quien va a dirigir el organismo encargado de realizar el control y la fiscalización de los actos de la Administración, se propone a una persona -yo tengo una buena opinión de ella- que no tiene ni la independencia ni la autonomía para asumir ese cargo. 



En efecto, se trata de alguien vinculado esencialmente al Gobierno y a la estructura política que lo sustenta, que siempre ha estado en puestos de asesor o de jefe de gabinete, preocupado de llevar adelante e impulsar las políticas gubernamentales y de colaborar en ellas.



Se quiere poner a una persona con esas características a la cabeza de la Contraloría General de la República, cuyo deber es fiscalizar los actos de la Administración.



Estoy seguro de que a los Senadores y a las Senadoras de la Nueva Mayoría no se les escapa la conclusión: este nombramiento -en el evento de que se apruebe la solicitud- genera una duda más que razonable de que durante ocho años vayamos a tener una Contraloría enérgica, una Contraloría robusta, una Contraloría inquisitiva, como exige la ciudadanía.



Por ello, la incoherencia en esta proposición me llama profundamente la atención, y no logro escudriñar cuál fue su real objetivo.



Además, aquí no hubo una conversación previa del Gobierno con la Oposición de modo institucional, como sí ha ocurrido en otros procesos de designación. A mí, como jefe de la bancada de la UDI, el Ministro del Interior me informó solo un mes antes que la Presidenta de la República había decidido mandar este nombre.

El señor NAVARRO.- ¿Y eso qué es?

El señor PÉREZ VARELA.- No es una conversación ni un intento de socializar tal nominación. Es entregar un dato: “Vamos a proponer a esta persona”. ¡Y punto! 


¡Así no se conversa, no se socializa, no se logran acuerdos!


La Constitución establece un quórum alto sobre el particular para que la persona designada cuente con un respaldo significativo de las distintas fuerzas políticas. Ello garantiza a la ciudadanía que la futura autoridad realizará su función de acuerdo a las características propias del cargo de Contralor de la República. 



De ese modo obramos cuando acogimos el nombramiento de don Ramiro Mendoza hace ocho años.



Señor Presidente, lo que tenemos al frente, más allá de las condiciones y características personales del señor Rajevic, es una mala decisión gubernamental, en la cual, de hecho, hubo dificultades al interior de la propia coalición oficialista, como es de público conocimiento.



Por lo tanto, el pecado original de esta situación fue la determinación del Gobierno de tratar de imponer un nombre, sin sopesar que este carece de requisitos fundamentales, como autonomía e independencia, para ocupar el puesto de Contralor General de la República, autoridad que debe fiscalizar los actos de la Administración.



En consecuencia, votamos que no.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, es la primera vez que me toca participar en una decisión de esta naturaleza. Sé que es algo muy significativo, muy trascendente y, por lo mismo, nos obliga a reflexionar mucho al respecto como bancadas, como personas, como Senadores.



A mí me resulta chocante que haya argumentos descalificadores. 



Entiendo que existan discrepancias, diferentes visiones, pero de ahí a insinuar descalificaciones acerca de las características de la persona propuesta para ocupar el puesto de Contralor es otra cosa. Me parece que ello no se corresponde con esta instancia.



Yo conozco a Enrique Rajevic. Me ha tocado trabajar con él aquí, en el Parlamento, al menos durante siete años. Por tanto, conozco sus cualidades. ¡Sé lo impecable, lo íntegro, lo serio que es! 


Es una persona que, ante los distintos problemas que debe enfrenar, razona; ve distintas posibilidades, y, a partir de ello, decide.



¡Yo no tengo dudas de eso!


Además, su trayectoria profesional y académica es impecable. 


Basta ver su currículum: hizo un doctorado -siguió ciertas etapas para ello-; realizó muchos cursos; obtuvo varios títulos en distintas áreas, adquiriendo un profundo conocimiento de Derecho Administrativo; fue profesor universitario. En fin, ha demostrado en su desarrollo académico sus enormes conocimientos, capacidades y condiciones. Lo mismo, en su desempeño profesional en el Estado. 



Eso lo sabe cualquiera que lo haya conocido. De ahí que me extraña que algunos que rechazan su postulación digan que lo conocen, que han visto su trabajo. Si así fuera, sabrían que actúa con libertad y con la capacidad de emitir un juicio ecuánime respecto de distintas materias.



En todo caso, lo que más me llama la atención es el cuestionamiento a su trayectoria política: al hecho de haber trabajado en el Estado y de haber sido militante.



Quiero que reconozcan que en la Administración anterior de Michelle Bachelet se decidió nombrar a una persona precisamente del sector opuesto al de Gobierno, pues se consideró que reunía las condiciones adecuadas, más allá de su inclinación política. Algunos de nosotros estuvimos de acuerdo; otros no. Con todo, se analizó su desempeño. De hecho, se manifestó alguna objeción con relación a su trayectoria, pero nunca se le cuestionó por haber estado vinculado políticamente a determinados sectores.



Por otra parte, el hecho de haber trabajado en el Estado, a diferencia de lo que se piensa y dice acá, le da a este candidato una gran capacidad para poder enjuiciar distintas materias.



Nunca en la historia hemos contado con un Contralor que sepa de desarrollo urbano, de cómo construir ciudades y del desarrollo de las municipalidades. Pues bien, la persona que hoy propone el Ejecutivo conoce toda esa área, que está muy subdesarrollada en nuestras capacidades administrativas y de la propia Contraloría.



Asimismo, la circunstancia de haber sido militante en algún momento no descalifica al postulante. En todo caso, este ya renunció a su partido, como lo hicieron en su momento muchos otros para asumir distintas funciones. 


La historia de Chile la han construido personas que han formado parte de partidos políticos. Muchos argumentos pueden ser válidos, pero no el que cuestiona la militancia. ¡Hay gente ecuánime también en los partidos! ¡Hay gente en ellos capaz de pensar con sentido de Estado, a largo plazo!


Los argumentos dados por algunos Senadores de enfrente -esos que hoy sostienen que el candidato a Contralor no puede ser exmilitante, ni esto ni lo otro- posiblemente en algún momento se vuelvan en su contra. 



Lo importante, más allá del resultado de esta votación, es destacar los méritos de Enrique Rajevic y valorar todas sus potencialidades y capacidades. Ojalá nadie lo descalifique por la prensa y se reconozca lo que él es, independiente de las diferencias que tengamos.



¡No lo descalifiquen!


Pido a aquellos que han insinuado descalificaciones que las retiren. Ello es muy relevante si se considera que varios Senadores de las bancas de enfrente lo conocen y hasta han trabajado con él.



El señor Rajevic, quien nació en Puente Alto y estudió en esta misma comuna y también en San Bernardo, ha demostrado la capacidad de un puentealtino para llegar a ser un gran profesional, como lo ha sido en su labor en los Ministerios, en la vida nacional, y para obtener posgrados, todo lo cual lo habilita para ser un Contralor.



Como Senador por Puente Alto, me siento orgulloso de esta persona nacida y formada en dicha comuna, y que podría ser Contralor de la República. ¡Ojalá que lo sea!



Enrique Rajevic posee una enorme vocación pública y grandes conocimientos. Sin duda, realizará un tremendo aporte como Contralor, incorporando capítulos que hasta hoy no se han tratado.



Espero que la Sala apruebe su nombramiento.


Voto a favor.


--(Aplausos en tribunas). 
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Recuerdo a los asistentes en las tribunas que está prohibido aplaudir.



Tiene la palabra el Senador señor Pizarro. 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, a la Oposición, a la Derecha, le asiste todo el derecho del mundo a oponerse a una propuesta de la Presidenta de la República para llenar un cargo extraordinariamente importante en el funcionamiento de nuestro país.



Pero no tiene derecho a la descalificación gratuita; no tiene derecho a desconocer la trayectoria de una persona intachable.



No me gustan la demagogia ni el populismo con que algunos colegas han descalificado con tanta frivolidad a alguien que es hijo del esfuerzo. 



Porque el señor Rajevic estudió, al igual que miles de jóvenes, gracias al sistema de financiamiento de becas del Estado. 



Se recibió de abogado de la Pontificia Universidad Católica -entiendo que algunos Senadores de las bancas de enfrente lo conocían de aquella época- con nota 7 en su tesis, y le fue otorgado a su egreso el premio Monseñor Carlos Casanueva. ¡A más de a alguno le dirá algo tal reconocimiento! 



En fin, la trayectoria de este candidato es impecable. 



Además, ha servido a la patria en una materia altamente trascendental: en el ámbito de la transparencia.


¡No estamos hablando de cualquier persona!



En verdad, me molesta la frivolidad con que algunos descalifican los méritos de otros, en lugar de reconocerlos. 



Yo entiendo la diferencia. A algunos no les gusta que profesionales de este nivel (con estudios de posgrado, con doce cursos de perfeccionamiento) trabajen en la Administración del Estado.



Entonces, pregunto: ¿dónde labora un experto en Derecho Administrativo? ¿En Marte? A quienes son abogados les pido que me digan dónde trabaja alguien con esa especialidad. 



El señor Rajevic fue elegido por la Alta Dirección Pública para ser Director Jurídico del Consejo para la Transparencia y, además, por los consejeros de este organismo, entre los cuales hay gente representativa de los sectores de la Derecha que hoy descalifican con tanta frivolidad.



Me gustaría que hubiera un poquito más de rigor.



Y ojalá nos respondieran aquellos que en el diálogo previo, cuando se vieron muchos nombres, planteaban que fuera alguien externo al órgano contralor, porque necesitábamos una Contraloría dirigida con conocimiento, con expertise, con experiencia en el Estado.



Resulta que ahora es pecado, constituye un problema que alguien trabaje para el Estado.



Ahora es reprochable que alguien piense o posea una idea política. ¡Por favor! Si todos tenemos pensamientos. Y es lógico y natural, en una democracia como la nuestra, que cada uno crea en determinada visión de sociedad. ¡Y le descalificamos la independencia por eso!



¡Ah, fue militante! ¡Ah, entonces no puede participar!



¿Y la enorme cantidad de gente que hemos nombrado en altísimos cargos y que, teniendo militancia política, lo han hecho muy bien? Porque la independencia no dice relación con la militancia, sino, como sostenía el Senador Montes, con el buen criterio, con el conocimiento, con una persona capaz de razonar, de decidir, de saber lo que es objetivamente bueno o no y dónde hay una falta.



Y les digo lo siguiente: si el día de mañana hubiera una causa que lo afectara, no me cabe duda de que Rajevic se inhabilitaría. Porque aquí estamos hablando de una institución. ¿O me van a decir que ninguno de los Contralores anteriores se ha inhabilitado cuando les han tocado casos que los afectan? Y son otros funcionarios de la Contraloría quienes resuelven esas causas. ¡Si así funcionan las instituciones!



Entonces, francamente, una cosa es discrepar y otra es descalificar.



Se publicó una carta relativa a la designación del nuevo Contralor, firmada por los exconsejeros del Consejo para la Transparencia Alejandro Ferreiro; Raúl Urrutia, abogado, gran amigo y excolega Diputado; Roberto Guerrero y Juan Pablo Olmedo, y por el actual consejero Jorge Jaraquemada.



Ellos le pidieron a Rajevic que fuera la persona que implementara el Consejo para la Transparencia porque fue de los que más participaron en la discusión y elaboración de la Ley de Transparencia que hoy rige en nuestro país.



Yo, de verdad, les pido seriedad, colegas. Sobre todo a algunos de los que lo conocen y a algunos que dijeron que podían votar por una persona idónea, honesta, proba y sobre todo que se ha formado a sí misma, con las oportunidades pequeñas que existen en nuestro país.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en verdad, definir acerca del nombramiento de Enrique Rajevic en el cargo de Contralor General de la República es quizás para mí una de las decisiones políticas más difíciles que me ha tocado en mi trayectoria como Senador. Llevo más de veintiún años en esa calidad y pocas veces me he visto enfrentado a un dilema de esta complejidad.



Efectivamente, conozco a Enrique. Fue mi alumno; se desempeñó como mi ayudante por varios años, y sé de quién se trata.



Es más, hay quienes han señalado que yo debería inhabilitarme, precisamente por mi conocimiento acerca de él.



Creo que eso es absolutamente improcedente. Lo conozco mucho profesionalmente, pero no tengo vínculos de amistad personal ni existen otros factores de esta naturaleza que pudieran inhabilitarme para participar en esta decisión.



Pero, a mayor abundamiento, no solo hay una razón material, sino también una formal que me impide inhabilitarme.



La Ley Orgánica del Congreso Nacional señala que los Senadores no podemos inhabilitarnos cuando se trata del ejercicio de las atribuciones exclusivas del Senado, y esta es una de ellas. Por lo tanto, no procede la inhabilitación.



A lo mejor habría sido cómoda esa posición, pero no corresponde: debo votar.



Y la decisión es difícil porque conozco muy bien a Enrique. Lo conocí en su época de estudiante, hasta que se recibió. Fue un gran alumno. Se trata de una persona seria, con mucha capacidad de análisis, muy rigurosa. 



No solo lo vi en esa condición. Ustedes saben de mi vinculación con los temas de transparencia. Por ese motivo, me tocó mucho saber del trabajo del Consejo cuando se instaló y pude apreciar la contribución de Enrique Rajevic como Director Jurídico del Consejo para la Transparencia.



Por lo tanto, creo que es una persona que reúne muchas características que lo hacen ser idóneo y profesionalmente muy serio.



Eso, en un lado de la balanza.



En el otro, a nadie escapa que se trata de una decisión que ha terminado siendo política.



Los jefes de Comités de los Senadores de la antigua Alianza -hoy Chile Vamos- han manifestado su oposición. Algunas razones podrán no ser las más justas o las más adecuadas, pero se trata de una decisión que ha sido sopesada y representa el sentimiento de la Oposición.



En mi caso personal, he votado en muchas oportunidades en contra de los planteamientos de mi bancada. Y lo haré siempre que, por razones de consciencia, así lo estime necesario.



Hoy, sin embargo, me toca presidir un partido. De manera que mis responsabilidades en materia de decisiones son distintas. No creo en las órdenes de partido, pero sí en las voluntades colectivas que se van aunando para tener un sentimiento común, una expresión común que nos identifique y que nos dé cierta validez por la coherencia en el plano externo.



Sin embargo, cabe considerar otro antecedente.



Hoy vivimos quizás uno de los momentos más difíciles de la política chilena, por la crispación existente, por la desconfianza, por el descrédito, por muchas razones que todos aquí conocemos, y no es necesario abundar en ellas.



El Contralor es una figura clave como nadie precisamente en la preservación del Estado de Derecho democrático, en la seguridad, en las normas de transparencia y probidad, en el cumplimiento de los actos legales y en el uso de los recursos fiscales.



Por lo tanto, un Contralor no solo debe ser idóneo y profesionalmente serio y competente -características que posee Enrique Rajevic-, sino que también ha de reunir un respaldo que no sea mínimo.



En mi concepto, tener hoy un Contralor que no represente en forma amplia el sentimiento generalizado del Senado no le hace bien ni a la persona ni a la institución.



Lamentablemente, por la forma como esto fue hecho, no se logró ese consenso.



En tal sentido, creo que se hace muy difícil respaldar a una persona que pudiera ser elegida por un voto, y particularmente el del Presidente de un partido de la Oposición.



Es eso lo que hace, en mi caso, la situación prácticamente imposible.



Yo no podría votar en contra de Enrique Rajevic. Me parecería profundamente injusto. Pero por las razones políticas que he mencionado tampoco me puedo pronunciar a favor.



Por lo tanto, con mucha molestia y dolor personal, me abstengo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Araya.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, sin duda, no ha sido un camino fácil llegar a la decisión que nos convoca hoy día.



Soy responsable de mis actos y de las cosas que digo.



Y si bien tuve un cuestionamiento bastante serio de cómo el Gobierno llevó la discusión o la propuesta de la Presidenta de la República para nombrar nuevo Contralor a Enrique Rajevic, quiero reivindicar la labor política.



Y discúlpeme, señor Presidente -por su intermedio-, pero les digo a la Senadora Lily Pérez y al Senador Ossandón que yo no cedo a presiones: a mí me convencen con razones. Y de eso he dado muestras suficientes en los doce años que fui Diputado y en el año y medio que llevo en el Senado.



Así que yo, señor Presidente, no voy a aceptar las imputaciones que realiza la Senadora Lily Pérez al voleo. Si ella tiene conocimiento de algo, le pido -por su intermedio, señor Presidente- que se ponga seria y que señale cuáles fueron las presiones.



¿Por qué llegué a este convencimiento habiendo cuestionado al señor Rajevic?



Debo señalar que no lo conocí personalmente sino hasta su presentación ante la Comisión de Constitución.



Habían surgido cuestionamientos -esto lo conversamos largamente con el Ministro del Interior- que no fueron aclarados en su oportunidad.



Uno de ellos es el relativo a la beca. En este sentido, junto con el Senador De Urresti recabamos los antecedentes, nos reunimos con el Presidente del Consejo de Defensa del Estado. Y, efectivamente, cuando se inicia la acción judicial en contra del señor Rajevic esta estaba prescrita. Pero no nos equivoquemos acá, porque el Presidente del Consejo de Defensa del Estado nos señaló que era el mandante el que pedía los cobros de la beca. Ellos buscaban que se cumplieran los requisitos y se dieran por cumplidas las becas. Las exigencias eran tres: volver al país, hacer clases en una universidad del Estado o trabajar en la Administración Pública y graduarse.



Efectivamente, Enrique Rajevic logra graduarse después de cierto período, en el cual hizo su tesis. Tiene algunos problemas personales, pero logra cumplir el objetivo. Por esa razón tampoco sigue adelante la acción judicial de parte del Consejo de Defensa del Estado, impulsada por el Ministerio de Desarrollo Social, que era el que otorgaba las becas. Ese tema se despeja.



El segundo cuestionamiento -obviamente, es algo que a uno le puede merecer ciertas dudas- dice relación con la imparcialidad con que posiblemente actúe tal o cual Contralor o tal o cual persona. En este punto, Enrique Rajevic tuvo la honestidad suficiente para reconocer que él efectivamente militó en un partido de la antigua Concertación, hoy Nueva Mayoría. Y eso no nos debiera llamar a escándalo, porque en otras ocasiones han sido designadas personas que tienen un pensamiento político, pero que lo ocultan bajo un manto de independencia. Uno de los temas que más me complicaba radicaba en el nivel de independencia que podía tener el futuro Contralor atendidos los distintos contratos que había celebrado en la Administración del Estado.



Reitero: a él no lo conocía. Terceras personas me comentaron de su calidad y de su idoneidad profesional. Además, es uno de los pocos profesionales expertos en urbanismo, de los que carecemos en Chile. Me hablaron muy bien de él y del trabajo que desempeñó. Lo hicieron personas de la Alianza integrantes del Consejo para la Transparencia, además de los consejeros más afines a la Concertación. Se refirieron a su idoneidad profesional, a su calidad moral, a que había actuado en un rol absolutamente independiente.



Es cierto, uno puede decir: “Aquí está cuestionada la independencia”. Y se coloca como un bien absoluto que no hubiera ningún tipo de control. Si uno siguiera el razonamiento de nuestros colegas de la Alianza, lo que ocurre es que por tener el Contralor cierta inclinación política no hay forma de controlarlo. Parece que a muchos de ellos se les olvidó leer la Constitución, que les permite acusar constitucionalmente a un Contralor por notable abandono de deberes. Y si actúa en forma parcial, obviamente está cayendo en esa circunstancia.



Entonces, aquella independencia que probablemente se ve afectada tiene su contrapeso en la misma Carta Fundamental. Y al interior de la propia Contraloría, si hubiera cuestionamientos derivados de los trabajos que él hubiese desempeñado, por esta inhabilidad de los dos años, existen las formas de subrogación interna para que, en la eventualidad de que el Contralor no pueda sancionar una materia, la resuelva el subrogante legal.



Entonces, por esa lógica, es falso hablar de que se afecta la independencia y no hay cómo controlar lo que haga el Contralor. Las normas de control existen.



Yo llegué a un convencimiento, producto de distintos informes jurídicos y también de cartas de respaldo a Enrique Rajevic suscritas no solo por gente de la Concertación, sino también de la Alianza. En ellas se sostenía que era una persona que había dado testimonio de absoluta independencia e imparcialidad cuando ejerció sus cargos públicos, en una labor tan trascendental como la que le correspondió desarrollar en el Consejo para la Transparencia en los comienzos de ese organismo.



En razón de eso, con el convencimiento personal producto de la discusión llevada adelante -yo revindico el rol del Ministro del Interior de debatir, de entregar argumentos-, he decidido apoyar esta nominación.



Por cierto, hoy no estamos en una discusión técnica sobre si el Contralor cumple o no los requisitos. Si al final del día esto se ha terminado transformando en una pugna política donde legítimamente la Alianza puede plantear que no le gusta este nombre porque quiere una persona con otras características. Y es legítima la discusión política.



Es cierto que quienes apoyamos a una coalición de Gobierno estamos dispuestos muchas a veces a aprobar lo que pide el Ejecutivo. Pero sinceremos esta discusión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto adicional.

El señor ARAYA.- Termino pidiendo que no ahondemos en un tema que, a mi juicio, está resuelto en la propia ley, en la propia Constitución. Y, además, el candidato propuesto por el Gobierno ha dado garantías de su imparcialidad en un órgano tan trascendental como el Consejo para la Transparencia, labor reconocida no solo por quienes lo propusieron en su minuto -gente de la Concertación-, sino también por personas de la Alianza.



Voto a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero rescatar el tono de este debate y hacer presente que, más allá de la fuerza con que se expongan los argumentos, yo al menos soy de aquellos que se apartan por definición de toda descalificación personal. Y creo que esa debiera ser una norma permanente. No solo no debe haber descalificaciones personales a la hora de la designación de una autoridad, sino tampoco entre nosotros en el momento de las argumentaciones respecto de los distintos proyectos de ley.



Me da la impresión de que esa norma no siempre se cumple entre quienes estamos presentes.



¿Qué estamos discutiendo? ¿Cuál es el fondo de este debate? Ni más ni menos que cuáles son los requisitos que ha de cumplir el Contralor en este momento determinado de la historia de nuestro país, en el que vivimos una situación institucional compleja.



En la Oposición, desde el día uno, señalamos que debía haber dos criterios fundamentales. Por un lado, el de la competencia profesional y lo que podríamos denominar la “solidez académica”. Pero, al mismo tiempo, coincidimos en la Oposición en hacer presente que en este caso en particular, por el cargo de que se trata, la independencia política era fundamental. Y ella tenía que poder expresarse, porque de alguna manera era un pasaporte respecto de la imparcialidad que se requiere para desempeñar este cargo.



Durante todas estas semanas yo escuché decir en muchas oportunidades a personeros de Gobierno -no sé si la frase original provino o no de la Presidenta de la República- que una decisión de esta naturaleza no podía zanjarse por un voto. ¿Y por qué pretendemos hacerlo, entonces, por un voto?



Me pregunto si no existen, entre todos los destacados posibles candidatos a este cargo, personas que cumplan con esos dos requisitos elementales: competencia profesional, capacidad académica y conocimiento de la materia e independencia política.



Señor Presidente, ¿algunos de los Senadores que van a apoyar esta designación consideran de verdad, en el fondo de su corazón, que se cumple el requisito de independencia política?



Cuando surgieron otros nombres, muchas veces se hizo ver, y eso lo entendió el propio Gobierno, que era fundamental en esta etapa -y en cualquier otra, pienso yo- que lográramos combinar estos dos elementos. ¿Por qué, entonces, se insiste en una persona que a todas luces no refleja el concepto de independencia política, que resulta indispensable para el ejercicio de este cargo? ¿O ustedes me van a decir que una persona que es aportante en campañas, que se desempeña con una clara orientación política durante toda su vida profesional, da garantías de independencia e imparcialidad política? ¡Por supuesto que no!



¡Este es el punto de fondo!



Pero lo que yo veo acá es un propósito que francamente no logro entender: ¿por qué se busca este camino en circunstancias de que ha existido la posibilidad tan amplia de buscar a otros candidatos que reúnan estos dos requisitos? ¿O me van a decir ustedes que no hay en el panorama chileno alguien capaz de ser Contralor que reúna estos dos requisitos elementales, lo que nos lleva a optar siempre por alguien con una clara orientación política? ¿Por qué tiene que ser así?



Lo que veo acá es una decisión equivocada, y sobre todo cierta obcecación. Perfectamente podría haberse optado por otros nombres que reunieran los dos requisitos que la Oposición está solicitando: competencia profesional e independencia política. Y a lo menos en este segundo punto para mí es evidente que ese umbral, esa exigencia no se cumple.



Por esa razón, rechazo este nombramiento.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, valoro la forma tranquila en que se está debatiendo. Pero, ciertamente, no puedo compartir los argumentos que he escuchado de la parte de enfrente del Hemiciclo.



Acá la Derecha chilena ha dicho que aquellos que tienen ideas, que las expresan y que quieren participar en la cosa pública han de asumir un costo.



Eso es lo que están señalando.



Ahora, el argumento de la independencia política tiene que ver con decir “Usted fue militante: esa es una tacha”. Así lo planteó un Senador de las bancas de enfrente: “Está tachado por haber sido militante”.



Y no se valora nada más.



Entonces, aquí se castiga tener ideas, visiones, querer participar en la cosa pública.



¿Qué señal se les está dando a los ciudadanos? Que se les da la espalda a quienes quieren trabajar en lo público.



Eso es lo que se está haciendo: se penaliza tener una idea.



Un especialista en Derecho Administrativo -lo manifestó el Senador Pizarro- ¡dónde más va a trabajar si no es en el Estado! ¿Va a ir a una empresa privada a hablar de Derecho Público y de Derecho Administrativo?



¡No es así!



Acá hay una falacia. Y la señal que se entrega es pésima.



De otro lado, se habla del momento complejo que vive la política. Se está diciendo que estar en política es un problema: “Participar en lo público va a traer un costo. ¡Váyase al sector privado a trabajar!”



Ese discurso está tan en sintonía con lo que he escuchado de algunos Senadores y de cierto sector de nuestro país que reniegan de la política, de la cosa pública, que cuando uno quiere hablar de una nueva Constitución se expresa: “No le importa a los chilenos” 



¡Sí importa! Ustedes saben que es así. Porque lo que decidamos establecer en una nueva Carta va a afectar en el día a día.



¡Pero seguimos con la martingala de decir que a nuestros compatriotas no les gusta la política!



Todo lo que está pasando ahora va a ser noticia hoy en la noche y saldrá en los diarios: tiene relevancia.



Yo habría preferido que señalaran otro argumento, y no que plantearan que el candidato “no es independiente”.



Más duele todavía cuando se expresa: “Estoy en un brete; soy presidente de un partido y, en consecuencia, debo optar”.



Yo entiendo la difícil situación en que se encuentra el Senador Larraín. Pero -y me permito reflexionar al respecto- ¡precisamente este es el minuto de hacer la diferencia en el sentido de que no se puede penalizar a quien piensa distinto!



¡Si eso es lo que están haciendo!



El mensaje que están dando es: “¡Guarde, mi amigo! ¡Guay de que yo llegue algún día a tener que adoptar alguna decisión; porque si piensa distinto, no voy a confiar en usted!”.


También escucho decir: “¡Un puentealtino como yo!”.



No, señor Presidente. No es como creen algunos.




El señor Rajevic es un puentealtino sacrificado: estudió y se sacó la mugre.



¿Pero qué ocurre? Se le castiga porque piensa distinto.



No hay ni una razón para penalizar de esa forma a una persona de esas características.



La señal que se está dando es: “No participe en política; no se comprometa; no dé su opinión; no se exprese, porque eso va a tener un costo”.



Enrique Rajevic fue Director Jurídico del Consejo para la Transparencia, seleccionado a través de un concurso público del Sistema de Alta Dirección Pública.



Eso no es suficiente: ¡Idoneidad!



Por último, quiero terminar mi intervención señalando tres ejemplos que tal vez ayuden a la Derecha chilena y a algunos Senadores a reflexionar su voto.



Aylwin Azócar, no el Presidente de la República, sino su hermano: ¡cinco años Contralor!



¿Alguien lo cuestionó?



Enrique Silva Cimma, no el que fuera Canciller: ¡Contralor durante nueve años! Todos saben que ejerció bien su cargo.



¿Alguien no estaba al tanto de que era radical?



No quiero hablar de Sergio Fernández Fernández. Sobre él tampoco hubo cuestionamiento.

El señor MONTES.- ¡El Senador designado…!

El señor LAGOS.- Exactamente.



Señor Presidente, sé que hay posiciones de bancada, acuerdos políticos. Pero ojalá tengamos los 22 votos que se requieren para que el señor Rajevic sea Contralor y que la señal no sea: “Quienes participen de la cosa pública serán sancionados; aquellos que no piensen como yo van a ser castigados; quienes no compartan mi visión no tendrán la posibilidad de ejercer un cargo como corresponde”.



Voto a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, se han objetado la independencia política y la imparcialidad de don Enrique Rajevic. 



Yo quiero leer una carta que escribieron personas de distinto signo político (de Gobierno y de Oposición; de Derecha, de Centro y de Izquierda), que dice: “se han expresado cuestionamientos que, en nuestra opinión, resultan totalmente injustos. En particular, nos referimos a la supuesta falta de independencia política para asumir la función de contralor general.


“Los abajo firmantes” -Alejandro Ferreiro, Raúl Urrutia (ex Diputado de Renovación Nacional), Roberto Guerrero, Jorge Jaraquemada, Juan Pablo Olmedo (o sea, hay personas de Derecha que la suscriben)- “compartimos la condición de haber sido miembros del primer Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia, entidad en la que Enrique Rajevic se desempeñó como su director jurídico entre 2008 y 2012.” (es decir, Gobiernos de la Presidenta Bachelet y del Presidente Piñera) “En esa condición, fuimos testigos” -durante cuatro años- “de un desempeño profesional de excelencia, siempre riguroso e imparcial, tanto en tiempos del primer gobierno de la Presidenta Bachelet como en el del Presidente Piñera.” (dos y dos) “Por ende, podemos afirmar con plena convicción y conocimiento que Enrique Rajevic cuenta con las credenciales profesionales, la idoneidad moral y el carácter necesario para desempeñar funciones de control en relación con la administración del Estado con los mayores estándares de ética pública y al margen de cualquier consideración relativa a las ideas políticas de quien gobierne el país.”.



Aquí tenemos, señor Presidente, el testimonio de cinco personas (de Centro y de Derecha) que conocieron al señor Rajevic, que trabajaron cuatro años con él y que dan cuenta de su imparcialidad y de su independencia política.



Es más, Sus Señorías pueden ver en el Directorio Transparencia Activa, -lo acabo de leer- que Enrique Rajevic fue contratado en 2013 por el Gobierno del Presidente Piñera para el estudio de la reforma del Código Procesal Civil.



Entonces, muchas personas de Derecha o de Centroderecha dan testimonio de su imparcialidad.



El señor Jaraquemada es Director Ejecutivo de la Fundación Jaime Guzmán.



Por otra parte, se ha dicho que aquí existirían conflictos de intereses, porque el señor Rajevic se habría desempeñado en algunos servicios públicos o Subsecretarías del Estado.



Señor Presidente, ¿qué persona, especialista en Derecho Público y en Derecho Administrativo, puede no estar relacionada con la Administración del Estado?



Eso sería muy raro.



Se señala que el señor Rajevic habría trabajado en algunos servicios públicos y en tres Subsecretarías.



¡Pero eso es lógico!



Tiene la formación académica (doctor en Derecho Administrativo por la Universidad Carlos III, de España) y cuenta con la experiencia práctica. Por lo tanto, posee las dos cosas que se necesitan para desempeñarse como un buen Contralor.



Entonces, cómo puede plantearse que un experto en Derecho Administrativo, al cual se propuso para ser Contralor General de la República, tenga conflictos de intereses por haberse desempeñado en la Administración del Estado y, además, trabajado en el Consejo para la Transparencia.



Ahora, señor Presidente, para ser franco, yo no conocía ni de nombre a Enrique Rajevic.



Pero desde marzo pasado presido la Comisión de Vivienda y Urbanismo. Y lo aprendí a conocer durante estos siete meses.



Se trata de una persona de excepción. Estoy seguro de que los miembros de la referida Comisión aquí presentes podrán dar cuenta de ello. Porque el señor Rajevic es un gran experto en materias de urbanismo, en cuestiones de ciudad.



Sepamos, pues, reconocer el mérito de las personas.



Enrique Rajevic nació en la comuna de Puente Alto. Estudió en San Bernardo y Puente Alto.



Ingresó a la Escuela de Derecho de la Pontificia Universidad Católica, donde pudo estudiar por becas del Ministerio de Educación y de la Fundación Juan Pablo II. No contento con ello, fue presidente del centro de alumnos de esa casa de estudios.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Su Señoría dispone de un minuto adicional para terminar.

El señor WALKER (don Ignacio).- Obtuvo el premio Monseñor Carlos Casanueva. Su tesis de licenciatura fue calificada con nota siete.



Después estudió en España gracias a una beca de MIDEPLAN. Realizó un doctorado en la Universidad Carlos III, de Madrid.



Entonces, hay independencia política e imparcialidad en Enrique Rajevic (lo atestiguan las personas que señalé). No existen en él conflicto de intereses, pues es lógico que un especialista en Derecho Administrativo se desempeñe en la Administración del Estado.



El perfil del señor Rajevic es el prototipo de lo que queremos en una sociedad meritocrática, que no es neutra políticamente y que valora el esfuerzo, el currículum.



Por todo lo expuesto, con mucho gusto voto a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Don Iván Aróstica, ex Jefe de la División Jurídica del Ministerio del Interior del Gobierno del Presidente Sebastián Piñera, hoy Ministro del Tribunal Constitucional; don Cristián Letelier, ex Diputado de la UDI, hoy Ministro del Tribunal Constitucional; don Jorge Jaraquemada, miembro del Consejo para la Transparencia, Director Ejecutivo de la Fundación Jaime Guzmán; don Raúl Urrutia, militante de Renovación Nacional y ex Presidente del Consejo para la Transparencia; don José Antonio Galilea, militante de Renovación Nacional y miembro del Directorio de Televisión Nacional de Chile; don Cristián Leay, ex Diputado de la UDI, militante de este partido y miembro del Directorio de Televisión Nacional de Chile.



Esos son algunos de los nombramientos que Senadores de la vereda del frente aprobaron para la integración de diversas instituciones de nuestro país: señor Allamand, señora Pérez y muchos otros Senadores que han intervenido acá concurrieron con su pronunciamiento favorable (porque me di el trabajo de leer la votación de cada uno de esos parlamentarios muy distinguidos). Y en ninguna de las oportunidades pertinentes tuvieron argumentos como los que adujeron esta tarde. No cuestionaron las militancias políticas tratándose de la integración de instituciones tan importantes como el Tribunal Constitucional, el Consejo para la Transparencia, el Directorio de Televisión Nacional. 



Sin embargo, ahora, cuando hay un nombre que no les satisface, realizan cuestionamientos acerca de la ex militancia política de un destacado profesional.



Despejado ese punto, en primer lugar, quiero agradecerle al señor Rajevic, tal como lo hice en la Comisión de Constitución cuando concurrió a presentar sus ideas y su visión con respecto a lo que debiera ocurrir en materia de modernización de la Contraloría General de la República, por su disposición para participar en el proceso de designación de una autoridad tan importante como la del Contralor, a sabiendas de los cuestionamientos públicos de que iba a ser objeto, a pesar de que tenía claro que algunos Senadores o dirigentes políticos utilizarían la descalificación como una forma de inhibir su postulación.



Le agradecí la disposición a una persona que -como se señaló- en virtud del mérito, de las becas, del esfuerzo personal y familiar logró formarse como abogado en la Pontificia Universidad Católica obteniendo ni más ni menos que nota siete en su examen de grado. Probablemente ninguno de nosotros la alcanzó, ¡salvo el Senador Larraín…!



Lo que quiero connotar, señor Presidente, es que se trata de un profesional destacado.



Posteriormente, realizó un doctorado.



A pesar de todo ello, de sus altas calificaciones, de su vasta trayectoria laboral, dadas su experiencia y sus numerosas publicaciones, el señor Rajevic opta por servir a nuestro país desde una posición tan importante como la Contraloría General de la República.



También es relevante destacar que durante su presentación el señor Rajevic no solo esclareció -a mi juicio, de manera contundente- los cuestionamientos que se habían hecho, sino también se permitió exponer sobre los avances que ha experimentado la Contraloría en los últimos años y plantear desafíos, como la necesidad de ir descentralizándola cada vez más, de darles estabilidad laboral a sus funcionarios, de crear mecanismos de celeridad en los procesos preventivos. Es decir, que no solo sea el órgano encargado del control de legalidad de los actos de la Administración, sino que tenga, además, un rol formativo en la Administración Pública, para prevenir los eventuales conflictos de intereses, los conflictos de legalidad o, incluso, las faltas a la probidad.



En consecuencia, cuando no solo estamos ante una persona que se halla disponible para ejercer determinado cargo, sino que también es especialista en la materia, creo que corresponde que la valoremos, más allá de las diferencias que tengamos.



Espero, pues, que Enrique Rajevic sea nombrado Contralor General de la República.



Voto a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, en primer lugar, debo hacer presente que no conozco a don Enrique Rajevic. Y lo señalo porque el Senador Ignacio Walker, ex Presidente de la Democracia Cristiana, también manifestó algo similar: dijo que lo conoce desde hace siete meses.



Considero importante destacar aquello, pues no se trata de una persona que haya estado en las filas de la Concertación o de la Nueva Mayoría, que hubiera participado en la elaboración de programas de Gobierno, en fin.



Las funciones que Enrique Rajevic ha realizado en el Estado han sido muy acotadas, en aspectos muy específicos.



En la Subsecretaría de Vivienda y Urbanismo: Ley General de Urbanismo y Construcciones; cuestiones relativas a ciudad; asuntos vinculados con lo urbanístico.



No ha sido asesor del Ministerio del Interior, ni del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 



Probablemente, muchos Senadores habrán visto al señor Rajevic, pero no lo han podido conocer porque no ha trabajado como asesor en materias políticas.



Sí, es un destacado abogado.



Ahora bien, como varios parlamentarios señalaron, una persona experta en Derecho Administrativo ¡dónde puede trabajar si no es en ese ámbito entregando su mirada, por ejemplo, respecto del Estatuto Administrativo o de materias vinculadas con probidad!



Se desempeñó en el Consejo para la Transparencia.



Señor Presidente, poco a poco se ha ido cayendo la argumentación un tanto odiosa con la que algunos Senadores de las bancas de enfrente comenzaron este debate, mediante la cual cuestionaban la imparcialidad del señor Rajevic.



A esta altura eso ya no se sostiene.



Me parece que lo expresado por los integrantes -todos muy destacados- del Consejo de la Transparencia, quienes han dado fe de los méritos profesionales y académicos de Enrique Rajevic, pero en particular, de la forma como resuelve las situaciones a las que se ve enfrentado, echa por tierra tal cuestionamiento.



El Honorable señor Harboe señaló recién ejemplos de nombramientos que Senadores de Oposición aprobaron para la integración de diversas instituciones de nuestro país, tan importantes como la Contraloría General de la República. Y en ninguna de las oportunidades pertinentes cuestionaron las militancias políticas ni tuvieron argumentos como los que invocaron ahora.



Creo que no existen razones para maltratar (a ratos así me ha parecido) de esa manera al señor Rajevic.



No hay duda que él reúne todos los méritos profesionales, académicos (realizó, además, un doctorado) que le permiten encabezar un organismo tan relevante como la Contraloría General de la República, que desde los tiempos de la Real Audiencia ha cumplido una función fundamental en los juicios de cuenta, en materia de control de juridicidad, en fin.



Tengo la certeza de que Enrique Rajevic, si es ratificado por el Senado, enfrentará sus tareas con autonomía, independencia y capacidad de juicio.



Yo me quedo con las palabras de quien probablemente lo conoce mejor que muchos de nosotros. El Senador Larraín dijo que se trata de una persona seria y competente.



Como señaló Su Señoría, y con mucha honestidad, aquí el asunto finalmente es de índole político.



Algunos dijimos que acá faltó diálogo. Y tal vez hubo más conversaciones con algunos parlamentarios de Oposición que con personeros de nuestras propias bancas.



Señor Presidente, pese a la historia meritocrática del señor Rajevic, un puentealtino auténtico, de esfuerzo, algunos Senadores le están negando la posibilidad de ser nombrado Contralor.



Yo espero que Sus Señorías recapaciten; que no cometamos una injusticia.



No fue la generalidad, pero recuerdo que hubo casos de personas provenientes de la empresa privada, lo cual no es un pecado, que incluso eran contraparte en tribunales, y sin embargo desempeñaron funciones destacadas durante el Gobierno anterior.



Por lo tanto, creo que este no es momento para rasgar vestiduras, sino para entender que como país atravesamos todavía por una crisis de confianza muy importante.



Argumentar, como lo han hecho algunos Senadores, que militar o haber militado en un partido o tener o haber tenido una opinión política puede ser motivo para recibir una objeción significa haber entendido muy poco lo que nos ha ocurrido como nación en el último tiempo, y particularmente hoy, cuando hemos de resolver en torno a una institución como la Contraloría, que deberá funcionar a base de una lógica muy distinta, pues en el Estatuto Administrativo hay un capítulo muy específico sobre la probidad, el cual deberá ser impulsado y llevado adelante por el nuevo Contralor.



Voto a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, el Congreso chileno siempre es una sorpresa: nunca imaginé que se pudiera dar como argumento para descalificar a alguien el que haya aportado a una campaña electoral, sobre todo si lo ha hecho como persona natural, que es lo que postulan las actuales reformas.



Tampoco me parecería lógico que se objetara a quien ha servido en el Estado, como si eso fuera una especie de demérito para ascender a un cargo importante.



Más me llama la atención que se confunda la independencia política con la independencia de criterio. 



Don Enrique Silva Cimma y don Arturo Aylwin, mencionados acá, pertenecían a partidos -se sabía, era público-, pero tenían independencia de criterio para discernir entre lo correcto y lo incorrecto, entre lo legal y lo ilegal, entre lo bueno y lo malo. Y eso los hizo grandes, no la independencia o la asepsia política.



Pero que de aquel hecho se haga cuestión en el Parlamento me llama la atención.



También me llama la atención la creciente descalificación que se está utilizando cada vez que alguien asoma como probable candidato a un cargo de servicio público con alguna jerarquía: en los medios de comunicación, en la opinión pública y también en el Congreso Nacional.


Yo tenía ciertas dudas, a raíz de una información que recibí por los medios de comunicación, acerca del señor Rajevic, a quien no conozco. Sin embargo, creo que en su exposición ante la Comisión de Constitución aclaró muchas cosas.



El que ha debido estudiar con beca entiende mejor a aquellos que vienen de la educación pública, de familias modestas, quienes no gozan de tiempo indefinido para sacar sus títulos, sino que deben apegarse al rigor de dicho beneficio, que se otorga bajo condiciones estrictas, las que no siempre se pueden cumplir.



No creo que el señor Rajevic sea la primera persona en pasar por tal situación. El porcentaje de chilenos que cursan estudios de pregrado o de posgrado y se atienen exactamente al tiempo establecido al comenzarlos es reducido.



Por lo tanto, su explicación no me pareció incorrecta.



Tampoco considero que don Enrique Rajevic esté inhabilitado moralmente.



Además, demostró una gran capacidad y una trayectoria adecuada.



En consecuencia, creo que nos estamos ofuscando o molestando más por cuestiones referidas al procedimiento o el modo mediante el cual el Gobierno -y hay que asumir la crítica- ha ido buscando a las personas para que ejerzan determinados cargos en la Administración Pública.



Empero, hay que poner las cosas en el lugar que corresponde.



Pienso que, efectivamente, en las decisiones en que se comprometen varios Poderes del Estado falta más diálogo, falta más apertura, falta considerar más la visión de los otros, y llegar a consensos de mayor amplitud.



Pero hacer escarnio de una persona porque el sistema político chileno no está funcionando bien me parece un exceso.



Originalmente, yo tenía ciertas dudas. La exposición del señor Rajevic me aclaró algunas.



Siempre hay personas mejores que otras; siempre algunas resoluciones son mejores que otras. Sin embargo, hay que tomar decisiones.



Ahora, lo que no podemos hacer es empezar a descalificar a la gente por su desempeño público como un factor que pudiera inhibir o limitar sus posibilidades para asumir cargos en el Estado. Ello, a mi entender, envuelve una contradicción absoluta.



Por esa misma razón, voy a apelar primero a la situación política. Porque, finalmente, esta es una decisión política; lo dijo el propio Presidente de la UDI, Senador don Hernán Larraín, por quien tengo gran respeto. Hay que ponderar muchos factores.



En consideración a todo aquello, admitiendo que el proceso de selección no fue el mejor, no quiero descalificar a la persona en cuestión, ni tampoco que a alguien que ha sido capaz de abrirse camino en la vida en función del mérito se le bloquee simplemente porque nuestra clase política no está actuando bien.



Solo quiero decirles a quienes están condicionando el nombramiento propuesto que he sido testigo de cómo aquí se cuotean cargos para la Corte Suprema o para el Tribunal Constitucional. Y no creo que haya habido el mismo equilibrio o igual consideración o ponderación al decidir sobre la designación de Contralor General de la República.



Entonces, me parece bien el paso que se está dando.



No obstante, espero que aquel criterio tan riguroso se aplique también tratándose de los otros cargos de la Alta Administración del Estado.



Por ahora, y dado que nuestra realidad es esta, voy a votar que sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, de un tiempo a esta parte, en general las relaciones Senado-Gobierno se han visto como en el caso del rey Midas, quien transformaba en oro todo lo que tocaba: lo que tocamos lo transformamos en conflicto.



En efecto, hay procedimientos que debieran ser connaturales al ejercicio de las escasas facultades que tiene la Cámara Alta en un sistema presidencialista monárquico, donde todo el poder se concentra en el Primer Mandatario. Desde tal perspectiva, los nombramientos de esta índole abren un poquito de democracia.



Empero, hemos pasado de la crítica política a la inquisición política.



Porque lo que yo tengo en este caso es una crítica política de procedimiento.



En el año 2006 Paulina Veloso, a la sazón Ministra de la SEGPRES, durante nueve meses intentó conciliar con la Derecha, con la Oposición, un nombre para el empleo de Contralor General de la República.



Lamentablemente, Paulina Veloso salió del Gobierno. Llegó Viera-Gallo; repuso la política de los acuerdos -¡la nefasta política de los acuerdos!-, y hubo Contralor, Ramiro Mendoza, quien no era un candidato que la Presidenta de la República hubiera propiciado.



Fue un acuerdo político de Viera-Gallo, ¡el rey de los acuerdos!



Entonces, hubo Contralor, pues medió un acuerdo político con la Oposición.



Señor Presidente, podemos criticar. Pero transformar en la Inquisición el nombramiento de una autoridad es una mala práctica, que nos perjudica a todos. Porque si en nuestro país hay un ente que todavía mantiene prestigio es la Contraloría General de la República, lo mismo que la Fiscalía. Y debemos cuidar las instituciones.



Por lo tanto, si el debate que se abre se hace en términos descalificatorios, termina contaminando tanto a ese organismo cuanto al Senado.



Señor Presidente, debo decir que yo no me dejo presionar. Y lo he demostrado en esta Sala: cuando tengo convicción, actúo con ella hasta el final.



Siento, pues, que aquí ha habido una acción política carente de diálogo.



¡La política del secretismo le ha hecho mal a este Gobierno, a mi Gobierno! 



El secretismo -es decir, tomar decisiones no consultadas- envuelve el riesgo de equivocarse. Y se comparte ese riesgo, mas no se discute antes de nominar.



Ahora, uno quisiera pensar que en la designación del próximo Fiscal Nacional va a haber más diálogo: con el Gobierno, con la Oposición. La idea es que podamos tener opinión ex ante y no ex post, porque en este último caso después no hay modo de corregir.



En tal sentido, debo puntualizar que el nombramiento de Contralor General de la República tiene una condición especialísima: esa autoridad ejerce dominio pleno sobre los funcionarios del Órgano Contralor, pues absolutamente todos son de confianza, dependen de ella.



¡En la Contraloría no hay carrera funcionaria!



Allí sobrevive el que está de acuerdo con el Contralor. Allí se es evaluado por una sola persona o por el entorno del Contralor.



¡En ninguna otra parte de la Administración Pública existe tanto poder concentrado!



En mi concepto, es una situación que debemos revisar.



Señor Presidente, en esta lección de contradicciones uno debiera evaluar lo que han planteado los funcionarios de la Contraloría: que un funcionario de carrera sea designado por el Presidente de la República y votado por el Senado, y que se les dé carrera funcionaria.



Pero en este esquema, en que el Contralor determina quién sigue y quién se va, quién asciende y quién no, ello es imposible, porque el control que se ejerce en dicho ente es muy poco democrático.



Por eso, voy a votar a favor de la propuesta de la Presidenta de la República. Y si alguna lección hay que sacar, lo veremos dentro de la Nueva Mayoría. Para el nombramiento, estableceremos procedimientos de diálogo permanente y evitaremos lo que ha sido esta cantinela de Senadores que antes cuestionaron duramente y hoy cambiaron de posición -lo valoro- para apoyar el nombramiento propuesto.



No sé si reuniremos el quórum exigido, pues se requerían votos más allá de la Nueva Mayoría. Era una tarea política del Ministro del Interior, quien dijo claramente que asumiría las consecuencias de llevar adelante la negociación. Espero que los tengamos, para nombrar al Contralor y con ello evitar que la Contraloría siga acéfala (en otros gobiernos lo ha estado durante varios meses).



Además, espero que evaluemos seriamente el establecimiento de la carrera funcionaria en la Contraloría General de la República y la decisión de que el próximo Contralor sea de las filas de esa institución, propuesto por la Presidenta de la República y votado por el Senado.



Voto a favor.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señora Presidenta, yo no iba a intervenir, pues tengo criterio formado sobre lo que debo hacer.



Sin embargo, a raíz del debate habido aquí, quisiera que reflexionáramos los Senadores que estamos en esta Sala, y principalmente aquellos que se han manifestado en forma crítica respecto del candidato a Contralor General de la República que se nos propuso.



De la discusión y de los antecedentes que se nos han entregado fluye que don Enrique Rajevic tiene todos los méritos desde los puntos de vista académico y formativo.



Se trata de una persona, como se ha dicho acá, con una carrera profesional, especialmente en el ámbito administrativo, ejemplar.



Escuché el testimonio de un profesor del señor Rajevic, de quien este fue ayudante: el Senador Hernán Larraín, quien lo calificó como un hombre meritorio. 



Se ha expresado desde todas las bancas: nadie discute los méritos del postulante a Contralor General de la República; todos los reconocen.



¿En qué se escudan, señor Presidente?



El Senador Allamand dijo -y creo que citó a la Presidenta de la República- que para un cargo como ese se necesita más que un voto de diferencia.



Efectivamente, es mucho mejor que un candidato reciba mayor cantidad de votos y tenga una mayoría importante. Pero darle el respaldo no depende solo de nosotros, sino también de ustedes, sobre todo si se reconocen los méritos del postulante.



Nadie ha afirmado que el señor Rajevic tiene deméritos.



La probidad, aspecto que se pudo poner en duda, tampoco está en juego: todos hacen un reconocimiento a ese respecto.



Entonces, ¿qué se dice? Que no tiene independencia.



Empero, no nos encubramos con ese argumento.



Todos sabemos -y el Senador Guillier lo dijo muy bien aquí- que la independencia de una autoridad en sus actuaciones es muy distinta de las ideas que ella pueda tener.



Una autoridad debe tener ideas, pero ha de garantizar su independencia al ejercer el cargo correspondiente.



No podemos prejuzgar en el sentido de que un hombre con todos esos méritos no va a responder a su independencia. De ella, por lo demás, también dan cuenta cartas escritas y juicios emitidos por gente que conoce a don Enrique Rajevic como persona que ha actuado con independencia; por ejemplo, en el Consejo para la Transparencia.



¿Por qué sancionarlo, entonces? ¿Por qué castigarlo con una votación negativa? ¿Es solo un objetivo político lo que se persigue con un pronunciamiento de tal índole? ¿Por qué no reflexionamos? ¿Por qué no actuamos en consecuencia y le damos la confianza a alguien que tiene méritos para ocupar el cargo en cuestión?



Ahora, si lo hace mal o no cumple sus obligaciones -lo decía muy bien el Senador Pedro Araya-, para eso está la responsabilidad política, que permite perseguir el incumplimiento.



Por tales razones, insto a que quienes debemos votar esta tarde nos pronunciemos conforme a los méritos de la persona propuesta y a que no juzguemos sus conductas antes de que se registren.



Por tales razones, señor Presidente, voto a favor. Y pido que emitamos nuestro pronunciamiento en conciencia. No carguemos nuestra conciencia con una votación injusta respecto a una persona que no merece que se le niegue la posibilidad de ejercer el cargo de Contralor General de la República.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quizás el Senador Navarro, en legítima argumentación de sus posiciones, esclareció una cuestión de fondo que está detrás del nombramiento del Contralor General de la República.



Nuestro colega se refirió a lo sucedido hace ocho o nueve años, cuando, en circunstancias parecidas, el Gobierno propuso un nombre, el que fue objetado -estuve viendo las actas- por una mayoría de Senadores en función precisamente de aquello de lo que estamos hablando esta tarde: de la independencia. Y se hizo mención de la independencia jerárquica con relación al Poder Ejecutivo, de la independencia funcional con respecto a los actos objeto de fiscalización por la Contraloría.



El Senador Navarro nos recordó algo bien interesante. Dijo que la Ministra Veloso, quien buscó acuerdo durante nueve meses, propuso un nombre sin ningún grado de consenso y que ello no resultó. Añadió que posteriormente el Ministro Viera-Gallo, con (voy a citar textualmente lo que dijo Su Señoría) “la nefasta política de los acuerdos”, logró lo que no había conseguido su antecesora, la Ministra Veloso: el nombramiento, en aquel escenario, de Ramiro Mendoza.



Entonces, estimados parlamentarios, formulo mi pregunta de fondo: ¿Fue Ramiro Mendoza un mal Contralor?

La señora ALLENDE.- ¡Sí!

El señor COLOMA.- Lo pregunto por su intermedio, señor Presidente.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Les pido a los presentes en las tribunas guardar silencio. No se permiten las manifestaciones.



Continúa con el uso de la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Yo creo que Ramiro Mendoza fue un buen Contralor.

El señor MONTES.- ¡Yo,  no!

La señora ALLENDE.- ¡Fue bastante malo!

El señor COLOMA.- No siempre estuve de acuerdo con lo que él sostenía. No siempre concordamos. Pero, en mi concepto, logró darle a la Contraloría un carácter y una impronta que fueron importantes para dicho ente.



En todo caso, debo señalar que yo tenía muchas dudas respecto de tal nombramiento, pues pensaba que debía estar vinculado al Órgano Contralor. Sin embargo, estimo que el “nefasto acuerdo” a que hizo referencia el Senador Navarro fue virtuoso.



Ahora, quiero decirle al colega que me antecedió en el uso de la palabra que si uno no se pronuncia a favor ello no puede significar una descalificación. Porque si es así, no hagamos votaciones. Si alguien cree que porque uno no apoya a un candidato lo está descalificando, entonces no tengamos sistema, porque significa que estamos obligados a votar solo de determinada manera.



Precisamente, lo que pide el constituyente -porque se trata de una norma que viene de la Carta- es que cada uno resuelva en conciencia lo que resulta mejor para una institución vital como la Contraloría, respecto de la cual -en esto todos vamos a estar de acuerdo- el concepto de independencia, aunque importante, no es el único. Porque no es el único: tiene que haber una impronta, una capacidad, un grado de conocimiento.



Entonces, señor Presidente, creo que el Senador Navarro aclaró parte de la cuestión: no cualquier persona que proponga la Presidenta de la República, por mucho que ostente este cargo, va a tener que recibir la aprobación de todos.



Y yo reclamo precisamente la política de los acuerdos, que, en la lógica de país, permite elegir por una mayoría amplia -y no gracias a un voto de diferencia- a un Contralor que se sentirá facultado durante ocho años y no tendrá pendiendo sobre su cabeza la espada de Damocles de la eventual acusación constitucional como única alternativa.



Entonces, creo que uno, respetando a las personas, respetando a las instituciones, tiene derecho a reclamar una política de entendimiento basada en razones de Estado. Y si la Contraloría no es una cuestión de Estado, ¡díganme qué es! Porque creo que aquí todos vamos a coincidir en que no puede ser de un lado o de otro: debe ser un ente capaz de representar los actos del Gobierno, cualquiera que este sea.



Por eso, señor Presidente, siento que uno no ningunea a nadie, no ataca a nadie, no denigra a nadie cuando actúa en conciencia.



Creo, pues, que en esta materia no hay que aplicar la política de las imposiciones, sino la política de los entendimientos. Y, tal como resultó fructífero a mi juicio -a juicio de todos, aparentemente no- un escenario donde aquello fue posible, yo reclamo que en nuestro país eso puede seguir siendo viable. No estamos condenados a tener un desacuerdo permanente en esta materia: nos hallamos estimulados a lograr que la persona elegida tenga un amplio respaldo y que todos sientan que están cumpliendo con su deber.



Por eso, señor Presidente, en este caso no voy a apoyar la propuesta del Gobierno, a la espera de que haya otro tipo de políticas de acuerdo en esta materia.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, la Contraloría General de la República, por definición, es la entidad fiscalizadora superior de Chile. Todo lo que es ingreso, gasto, inversión, fondos fiscales, municipales, organizaciones y servicios, incluso personas públicas, pasa por dicha institución.



Ese ente viene aparejado desde la propia Colonia. Comisiones especiales de la Universidad de Princeton analizaron en su minuto la situación de nuestro país y propusieron la creación de la Contraloría, que cumple ochenta y ocho años.



Deseo señalar lo anterior porque nosotros, como herencia de la corona española -sin ser todos de ese origen-, somos tremendamente legalistas y apegados a las formas. Y ello nos ha jugado siempre en contra. Por eso, la Contraloría desempeña un rol clave.



En seguida, se ha planteado a esta Corporación la persona de Enrique Rajevic Mosler. Tengo el mejor concepto a su respecto en todo sentido. O sea, no solo cumple con las normas legales y constitucionales.



El que esté vinculado a un sector político no es pecado. Se ha nombrado en el cargo a gente que hemos conocido. En efecto, Enrique Silva Cimma, radical, fue Contralor en la época de Jorge Alessandri y de Eduardo Frei Montalva, y Arturo Aylwin Azócar, gran regionalista, fue independiente incluso de las posiciones de su hermano Presidente de la República. O sea, el factor político tampoco influye.



Creo que existe otro aspecto. En primer lugar, tenemos que reformar la Contraloría, como institución. No puede ser que hasta la última persona del organismo se halle condicionada al Contralor de turno por ejercer funciones críticas, por ser de dependencia exclusiva. Eso no habla bien de una entidad de esta naturaleza, y, además, amplifica, por cierto, todo el centralismo.



En segundo término, no puede convertirse a la Contraloría, como lo vimos en los últimos años, en otro poder del Estado, el cual, en el fondo, influye en todas las decisiones públicas y municipales o las frena. Independientemente de quien ejerza el cargo que nos ocupa, no cabe que el paso por ella tome cuatro meses o que una resolución o un decreto sean devueltos por no estar tachada una página en blanco. A esos extremos hemos llegado.



A mi juicio, es preciso mantener algunos conceptos mínimos en la materia. Desde luego, estimo que los dos tercios de los Senadores en ejercicio que la Constitución exige para la designación son pocos. Y ello queda demostrado aquí. No puede ser que definamos a un Contralor por un voto para allá o un voto para acá. El candidato actual presenta, como se ha expresado, todas las características académicas y profesionales para ocupar el cargo, pero no cuenta con una adhesión transversal para ello. Y eso lo perciben las propias personas en la Contraloría y la gente externa.



La propia Presidenta de la República ha dicho: “No podemos tener un jefe de esta naturaleza, de tanta implicancia nacional, por un voto a favor o un voto en contra”. Considero que esto último es un error profundo.



También entendemos que muchos otros cumplen con los mismos requisitos.



No voy a descalificar para nada a Enrique Rajevic, porque creo que está siendo sometido a un cálculo o una posición tremendamente injusta. De hecho, tiene que persistir respecto de la condición de servidor público. Pero no concita una adhesión transversal ni nos da garantía de una Contraloría para el siglo XXI regionalizada como queremos.



Por eso es que no voy a rechazarlo, pero sí me voy a abstener.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 21 votos contra 12 y 3 abstenciones, se rechaza la proposición de Su Excelencia la Presidenta de la República al no reunirse el quórum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa las señoras Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.



Se abstuvieron los señores Horvath, Hernán Larraín, y Moreira.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se suspende la sesión para celebrar una reunión de Comités.

)----------------(



--Se suspendió a las 17:59.



--Se reanudó a las 18:4.

)--------------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Continúa la sesión.



En la reunión de Comités se determinó que la Sala tratara en seguida el proyecto que se halla en el quinto lugar del Orden del Día, relacionado con la pesca y las zonas afectadas por el tsunami.



Intervendrá un Senador por bancada, porque después se le rendirá homenaje a la radio Cooperativa. Las personas que hoy la dirigen o trabajan en ella nos están esperando hace bastante rato, por lo que vamos a pedirles a los Senadores, a las bancadas, que se acoten en los tiempos, por favor.



El acuerdo de Comités fue unánime, ya que las zonas afectadas están esperando con mucha impaciencia la iniciativa a que me he referido.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, pido ponerla en votación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La Sala toma conocimiento de la solicitud.



Ello se agrega a que haga uso de la palabra un solo Senador por bancada, como máximo. Ojalá algunos no lo hicieran…



Y después vendrá al homenaje a radio Cooperativa.

El señor COLOMA.- Tenemos trabajo en la Subcomisión de Presupuestos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entiendo que muchos de Sus Señorías se encuentran en esa situación. Por eso, veremos con posterioridad -esperamos que con buen criterio- si alcanzamos a ocuparnos en lo que sigue.

NORMAS PERMANENTES PARA CONSECUENCIAS DE CATÁSTROFES NATURALES EN SECTOR PESQUERO
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto de ley, iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que establece normas permanentes para enfrentar las consecuencias de catástrofes naturales en el sector pesquero, con certificados de las Comisiones de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura y de Hacienda. La urgencia ha sido calificada de "discusión inmediata".



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.338-21) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 60ª, en 13 de octubre de 2015.



Informes de Comisión:



Hacienda (certificado): sesión 60ª, en 13 de octubre de 2015.



Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (certificado): sesión 60ª, en 13 de octubre de 2015.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El principal objetivo de la iniciativa es el que se acaba de exponer.


La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura discutió el proyecto en general y en particular, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, y lo acogió por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señoras Goic y Muñoz y señores García-Huidobro y Quinteros, en los mismos términos en que fue remitido por el Ejecutivo.



Conforme a su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció respecto de los cinco artículos de la iniciativa, los que aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Coloma, García, Montes y Zaldívar, en los mismos términos en que fueron despachados por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.


El texto que se propone aprobar es el del mensaje y se incluye en el comparado que se encuentra en los escritorios de Sus Señorías.



Nada más.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, qué bueno que esta Corporación haya podido abocarse al proyecto con la urgencia que se requiere.



Con la Senadora señora Muñoz y los Diputados señores Walker, Núñez, Saldívar, Lemus y Alvarado, los parlamentarios de la Región de Coquimbo sostuvimos una reunión de trabajo muy importante la semana pasada con las autoridades centrales de Gobierno, con el Ministerio de Economía y el Ministerio de Hacienda.



Hicimos ver la necesidad de que en el sector de la pesca artesanal se pudiera tener la oportunidad de trabajar, mediante la declaración de zona de catástrofe, en embarcaciones de otros pescadores o de traspasar, en parte, sus cuotas de pesca o de captura, en la medida en que, producto del tsunami que llegó a la Región y al terremoto, se perdieron los implementos propios y no existe posibilidad alguna de salir a realizar su labor.



Como la reposición de las embarcaciones es lenta -no se pueden comprar como quien va a adquirir un auto, sino que es preciso mandarlas a hacer, proceso en el cual el Gobierno ha estado colaborando-, la iniciativa apunta a que, en casos de emergencia o de catástrofe natural, se autorice, con la declaración respectiva, el traspaso, el arriendo e incluso la venta de las cuotas, para los efectos de generar ingresos a las familias de los pescadores artesanales perjudicados.



Ello es beneficioso para todo el país, en realidad. No es solo un asunto de nuestra Región. Lo que pasa es que la solución se buscó porque, cuando se generaron problemas por el terremoto en el norte o en la Tercera Región, fue algo que pareció necesario corregir.



Me alegro mucho de que la aprobación del proyecto en el Senado sea con “discusión inmediata”, porque puede empezar a regir la semana próxima, una vez promulgado. Eso puede facilitarles la vida a cientos de pescadores artesanales de la Cuarta Región, quienes vieron cómo se perdían todos sus materiales de trabajo, embarcaciones, motores y aparatos de pesca, y cómo las áreas de manejo se vieron afectadas, al igual que el sector ostionero. Se puede mencionar los casos de la bahía de Tongoy, de Guanaqueros y de Coquimbo, y de las caletas Sierra y La Cebada.



Otro tanto ocurrió en las provincias de Limarí y de Choapa, donde se hundieron embarcaciones y no existe hoy día la posibilidad cierta de salir a trabajar.



Hay todo un sistema, además, que permite facilitar las cosas. SERNAPESCA se halla en conocimiento de las cantidades de productos que cada uno de los pescadores registrados ha sacado durante la temporada y de lo que es posible obtener con los traspasos y las autorizaciones de excepción que se establecen en el proyecto.



Por eso, me alegro mucho de que tanto la Comisión de Pesca como la de Hacienda lo hayan aprobado de manera unánime.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir la Senadora señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, seré muy breve.



Agregaré a la intervención del Honorable señor Pizarro solo que la iniciativa, si bien se presenta en el marco del fenómeno ocurrido recientemente en nuestra Región de Coquimbo, tiende a establecer una normativa de carácter permanente que se haga cargo de las consecuencias de las catástrofes en el sector pesquero.



Ello, por cierto, se implementará desde ahora y tendrá un impacto inmediato en esa zona; pero creo que nuestra legislación está recogiendo, con la normativa en estudio, una realidad dramática en la medida en que tales trastornos tienen lugar cada cierto tiempo y afectan a las distintas regiones a lo largo de nuestro país.



Es por eso que resulta muy importante una aprobación rápida, ya que se trata de disposiciones que operarán directamente en beneficio de miles de pescadores artesanales e industriales de la Cuarta Región, como también de armadores, ya que se han perdido las naves y no se obtiene un ingreso para estas personas y sus familias.



La iniciativa va a permitir que quienes se han visto privados de sus embarcaciones vuelvan a trabajar prontamente y que la no operación como resultado de los hechos acaecidos no lesione sus derechos.



Para ello, se propone:



a) No computar, para efectos del plazo de caducidad al que la persona se pueda ver afectada, la paralización de operaciones extractivas en que se incurra con ocasión de la catástrofe, siempre que se haya operado e informado de capturas o desembarques al Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura durante los tres años anteriores.



b) Autorizar a los armadores artesanales cuyas embarcaciones se hayan siniestrado, por medio de un régimen de sustitución transitoria, a que operen con naves que no sean de su propiedad, sin desmedro de la cuota que les corresponde.



c) Permitir que los titulares de asignaciones otorgadas en el marco del régimen artesanal de extracción cedan total o parcialmente las respectivas cuotas asignadas, sin que ello signifique la pérdida de su inscripción por una caducidad en el Registro Artesanal.


Por todos estos motivos, invito a votar con prontitud y afirmativamente la iniciativa que la Presidenta Bachelet ha hecho llegar muy rápido al Congreso, la cual va a constituir un enorme apoyo a nuestra Región y, por cierto, ante cada una de estas situaciones dramáticas que toque vivir en otras del país.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, Honorables colegas, Chile es un país de catástrofes. Hace unos meses fue la Región de Atacama la que sufrió un aluvión, con grandes pérdidas. Ahora le toca a la Cuarta Región, especialmente a los sectores costeros.



Creo que esta es una buena reacción. Tal como lo han planteado los señores Senadores que intervinieron con anterioridad, numerosos pescadores resultaron privados de su fuente laboral y perdieron botes, motores, redes, medios de trabajo.



En virtud del proyecto de ley, los inscritos en el Registro Pesquero Artesanal cuyas embarcaciones estén impedidas de operar con motivo de uno de estos trastornos se entenderán autorizados por el plazo de dos años, contado desde la entrada en vigencia de la declaración que haya tenido lugar, para poder hacerlo en otras embarcaciones. También podrán transar o transferir sus cuotas, de tal manera que puedan subsistir.



A mí me parece que esta es una buena forma de reaccionar frente a un problema que ha afectado a mucha gente que ha perdido todas sus posesiones.



Y quisiera agregar una reflexión que ya hice en la Comisión de Pesca.



Cuando tiempo atrás ocurrió el fenómeno de las heladas en la zona central, el sector agrícola perdió su producción, perdió todo lo que tenía. Y lo que se hizo fue generar un seguro obligatorio cuya parte principal pagaba el Estado y que permitía indemnizar a aquellos agricultores que habían perdido sus cosechas, que habían perdido sus bienes.



La bancada de Renovación Nacional va a votar a favor de este proyecto, pero creo que debiéramos pensar en algo que se insinuó en algún minuto en el Gobierno anterior, en el sentido de financiar parte importante de un seguro de vida que cubra además los bienes de los pescadores, de tal manera que no se repita la situación que estamos observando en estos días: que los trabajadores deben estar esperando al gobierno de turno, a un Ministro o a un subsecretario que tenga la buena voluntad de tomar esa decisión. 



Al revés, si ellos contaran con un seguro de vida -hoy no lo tienen- y un seguro para resguardar sus bienes, sus botes, sus motores, sus redes, financiado con recursos y el apoyo del Estado, creo que estaríamos frente a una situación distinta y se evitaría este habitual peregrinar de pescadores que no poseen recursos para pedir que les repongan sus bienes, así como la intervención política que muchas veces se da en esta materia en las caletas.



Vamos a apoyar este proyecto de ley, porque constituye una forma de ayudar a miles de pescadores que lo perdieron todo y que hoy no tienen cómo aportar a sus familias sin sus instrumentos de trabajo.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Solo para conocimiento de los Senadores: es muy probable que el próximo martes haya sesión de Sala en la mañana, porque tenemos varios proyectos con urgencia (el de los centros de formación técnica, que no sabemos si vamos a alcanzar a votar ahora; el del Transantiago; el de los ex presos políticos). Y queremos sacarlos sí o sí a más tardar el martes o miércoles de la semana que viene. Lo digo para que se hagan la idea de que probablemente haya sesión de Sala el martes en la mañana. 



Además, informo que en este minuto hay muchas Comisiones funcionando en paralelo, entre otras la de Probidad y las Subcomisiones de Presupuestos, pues ya se inició la discusión de la Ley de Presupuestos.



Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, efectivamente, hay muchas Comisiones funcionando simultáneamente, de modo que si hay pocos Senadores en la Sala no es porque el tema que estamos tratando no tenga en sí mismo una gran relevancia.



Creo que estamos frente a un proyecto bien diseñado. Y me gustaría dar una pequeña explicación complementaria.



La Ley General de Pesca y Acuicultura exige, con razón, que los pescadores artesanales, los titulares de autorizaciones de pesca, permisos y licencias transables de pesca y las embarcaciones respectivas estén funcionando en forma permanente conforme a las cuotas que se han asignado según el tipo de pesquería.



Esto es algo que tiene sentido, ya que se entiende que los derechos que poseen aquellas personas  son para realizar tareas productivas que forman parte de su vida. Y no fue objeto de discusión cuando se analizó la Ley General de Pesca y Acuicultura.



Lo que pasa es que hemos aprendido -esta es la tercera vez que ocurre lo mismo- que por imprevistos de la naturaleza (terremotos, aluviones, erupción de volcanes) la realización de actividades pesqueras se ha visto impedida de hecho, durante un período más bien largo, a raíz de ese tipo de catástrofes.



Las dos veces anteriores la situación fue resuelta a través de leyes especiales, que, atendiendo al problema ocurrido en tal o cual lugar, exceptuaban a ese sector de la costa para cumplir con las obligaciones pertinentes por un período de dos años, que es el tiempo que generalmente toma rearmar todo el sistema, en particular cuando se han perdido los botes.



La idea contenida en este proyecto es resolver dicha contingencia en forma permanente, a partir del hecho sobreviniente que ocasione la declaración de estado de catástrofe.



Eso es lo que, en el fondo, va a gatillar, como norma general, la suspensión de las obligaciones que hoy se imponen a los pescadores y embarcaciones respectivas.



Entonces, se supone -va a ser uno de los elementos a considerar cuando se declare estado de catástrofe- que, además de lo que conlleva tal declaración en materia de facultades a la autoridad y en materia de uso de recursos, automáticamente, en la medida en que haya costa, las obligaciones de permanencia en la actividad quedarán suspendidas hasta por dos años, a fin de no perder la licencia o los derechos, que es lo que la ley plantea en términos generales.



Así que, en vez de estar resolviendo al efecto, en cada situación, los problemas que se producen en este sector productivo, que constituye un modo de vida para miles de personas, me parece mucho mejor establecer una norma general.



Y es lo que se busca a través de este proyecto de ley -a mi juicio, en forma adecuada-, consagrando en el artículo 1° precisamente una excepción, consistente en que no se considerará, durante el plazo de dos años contados desde la entrada en vigencia de la declaración de estado de catástrofe efectuada en conformidad a la ley, la obligación de realizar actividad pesquera extractiva para las personas ahí señaladas.



Por eso, señor Presidente, nos parece que estamos frente a un texto bien diseñado, que evita ir actuando legislativamente respecto de cada catástrofe y que genera un marco que también podría vincularse -sería una buena idea- a otro tipo de actividades.



Vamos a votar a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, por fin tenemos una normativa permanente que hará que las medidas de emergencia sean de verdad de emergencia, pues, sin duda, entrar a dictar una ley cada vez que se produzca un desastre pone en riesgo la viabilidad de la pesca artesanal.



Leyendo la prensa de agosto -y este es el punto que quiero plantear-, me he informado que más de cien embarcaciones artesanales quedaron destruidas por las marejadas.



La Armada dio aviso con tiempo de su ocurrencia, pues se habían pronosticado con anticipación durante todo el fin de semana. Sin embargo, a pesar de que se dio aviso con antelación, más de cien embarcaciones fueron destruidas, lo que necesariamente nos lleva a revisar el tiempo de respuesta y la obligatoriedad y si existen los medios necesarios para que, cuando se registren marejadas, exista un lapso adecuado para sacar del agua las embarcaciones.



En el último caso ello no ocurrió. Se advirtió con tiempo, pero igual cien embarcaciones fueron destruidas.



Las preguntas que surgen son: ¿Pudo actuarse a tiempo en Coquimbo para impedir la destrucción de tales embarcaciones? ¿Faltó infraestructura para retirarlas y ponerlas en tierra firme, o, simplemente, no se dio el aviso adecuado?



Hasta donde las noticias indican, las marejadas fueron previstas con 48 y hasta 72 horas de anticipación.



El proyecto de ley dice relación con el sismo ocurrido el 16 de septiembre último, de 8,4 grados en la escala Richter, que sin duda dio muy poco tiempo para efectuar la evacuación del borde costero. 



Se percibió a las 19:55 y ya a las 20:03 horas la Oficina Nacional de Emergencia estaba pidiendo la evacuación. Y, según el horario establecido por el SHOA, hay de 15 a 20 minutos para la llegada de las grandes olas producto del movimiento.



Voy a votar a favor, señor Presidente, porque el proyecto contiene un instrumento valioso para prevenir y mitigar los daños. En lo sucesivo, cada vez que se produzca un evento de la naturaleza que pueda afectar a las embarcaciones artesanales, habrá que llevarlas a tierra firme si existe el tiempo necesario, pero, para ello, se requiere infraestructura. Si no, van a quedar destruidas igual. Y para mí no basta su reposición. 



Les vamos a pedir al SERNAPESCA y al Ministerio de Economía que informen si en las caletas afectadas existe efectivamente infraestructura adecuada para poner a resguardo las embarcaciones.



Eso significa inversiones que los pescadores no pueden hacer. Se necesitan huinches, mecanismos de arrastre y lugares apropiados para salvaguardar los bienes.  



Ojalá tuviéramos una legislación que facultara a la autoridad para actuar de manera inmediata y en forma preventiva, pero también, en casos en que fuera imposible prever los daños, para reparar sin tener que andar pidiendo ley ni fondos a Santiago y para proceder a la más inmediata restitución de las embarcaciones, y, mientras durara ese período, que la facultara para que los pescadores no sufrieran pérdida de cuotas ni pérdida de tiempo de temporada, posibilitándolos para usar embarcaciones distintas, de otros propietarios, pero asignadas a la cuota y a lo que el proyecto determina.



Todo eso está muy bien, siempre que seamos capaces de tener mayor capacidad de prevención, lo cual se traduce en mejor infraestructura para cada una de nuestras caletas. Si vuelven las marejadas y no hemos hecho las obras de infraestructura necesarias, de nuevo los botes quedarán destruidos y tendremos que pagarlos, una vez más, con dinero de todos los chilenos.


 
Solo quiero llamar la atención en cuanto a que se requieren inversiones en las caletas que protejan y resguarden adecuadamente, frente a eventos de esa naturaleza, las embarcaciones de nuestros pescadores artesanales, quienes claramente no pueden realizar dichas inversiones.



Voto a favor, señor Presidente, felicitando a las Comisiones por la rapidez con que despacharon el proyecto, el cual, en mi opinión, es una buena noticia para los pescadores artesanales del norte.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Recuerdo a Sus Señorías que solo puede hablar un Senador por bancada, porque en algunas aparece más de uno inscrito. 



Tiene la palabra el Honorable señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, no voy a repetir lo que ya se ha dicho. 



La verdad es que el terremoto no solo afectó a la Región de Coquimbo, sino también a la de Atacama, a las del sur de nuestro país y a otras.



Este proyecto, específicamente, permitirá que quienes hayan  perdido sus embarcaciones, en este caso específico con motivo de una catástrofe, vuelvan a operar prontamente y que esta nueva operación, como resultado de los hechos acaecidos, no afecte sus derechos, siempre que se haya declarado estado de catástrofe en conformidad a la ley.



Me voy a referir exclusivamente a algo que, en mi concepto, se halla incompleto en el texto. 



Cuando se habla de “Autorizar a los armadores artesanales cuyas embarcaciones se hayan siniestrado, por medio de un régimen de sustitución transitoria, a que operen con naves que no sean de su propiedad”, ¿se refiere a naves de la misma región o también a naves de otras regiones?



Eso no queda claro en la ley. Si se limita a la misma región, es posible que las otras naves se hallen en idéntica situación. 



También se habla de “Permitir que los titulares de asignaciones otorgadas en el marco del Régimen Artesanal de Extracción puedan ceder total o parcialmente las respectivas cuotas asignadas, sin que ello signifique pérdida de su inscripción por caducidad en el Registro Artesanal”.



¿A quién se le permite asignar? ¿A alguien de la misma región?



Es una interrogante similar a la anterior, que ojalá se puedan clarificar en el reglamento o como lo estime pertinente la Subsecretaría. Pero creo que es necesaria una aclaración.



El proyecto, señor Presidente, viene a solucionar en parte el problema de los daños causados por catástrofes naturales.



Sin embargo, desde mi punto de vista, la mayor dificultad se produce por efecto de los costos, de las reposiciones y de las reparaciones de la infraestructura y los equipos dañados: caletas, huinches, botes, mallas o redes, etcétera.



Como es común en ocasiones de catástrofe, el Gobierno redestina recursos, ya sea de los mismos sectores o de otros que no hayan sufrido sus efectos. En el caso de la pesca artesanal, ello repercute en el presupuesto del FAP (Fondo de Administración Pesquero) y en el del FFPA (Fondo de Fomento para la Pesca Artesanal), cuyos montos son bastante exiguos. El año 2015 alcanzan a 4 mil 657 millones de pesos, el primero, y a 5 mil 135 millones de pesos, el segundo. Sumando ambos fondos para la pesca artesanal, no se llega a los 10 mil millones, los que deben distribuirse entre los aproximadamente 83 mil beneficiarios que existen a lo largo de todo el país.



¿Qué quiero decir con esto, señor Presidente? Que al tomarse, de una vez por todas, la decisión de enviar este proyecto de ley, ojalá los recursos extra no constituyan una redestinación dentro del mismo sector. Un fondo de contingencia para reparar en parte los daños causados por situaciones de catástrofe no debe afectar significativamente, más allá de la necesaria solidaridad, los planes de desarrollo y fomento de otras zonas pesqueras.



Como bancada, apoyamos este proyecto. Pensamos que es parte de la solución y esperamos que el sector pesquero artesanal siga recibiendo, con mayor fuerza aún, los recursos necesarios para su desarrollo y crecimiento. 



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (28 votos a favor) y, por no haber sido objeto de indicaciones, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Hernán Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
)----------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Informes



De las Comisiones de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un aporte único, de carácter reparatorio, a las víctimas de prisión política y tortura reconocidas por el Estado de Chile (boletín N° 10.196-17) (con urgencia calificada de “suma”).



--Quedan para tabla.
)-----------------(
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, en representación de la Comisión de Economía, pido un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto que modifica diversos cuerpos legales con el fin de estandarizar los contratos de adhesión (boletín N° 9.916-03), de preferencia no antes del 30 de octubre.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará nuevo plazo hasta el lunes 2 de noviembre.



--Así se acuerda.
HOMENAJE A RADIO COOPERATIVA EN SU OCTOGÉSIMO ANIVERSARIO
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Como señalamos anteriormente, corresponde rendir homenaje a Radio Cooperativa con motivo de cumplir 80 años de existencia.



Desde el l9 de agosto de 1922, cuando se realizó la primera transmisión nacional, la radio nos ha acompañado entregando información, entretención y compañía.



En 1935 nace Cooperativa Vitalicia, hoy Radio Cooperativa, transformándose a lo largo de su historia en uno de los referentes informativos más importantes del país.



Voces inconfundibles, como la del poeta Jorge Raúl Guerrero y la de Petronio Romo, con su programa El Diario de Cooperativa está llamando, y  periodistas de la estatura de Lenka Franulic, Manola Robles, Sergio Campos, por nombrar solo algunos, han permitido que hoy Radio Cooperativa sea un medio de comunicación veraz, valiente y profundamente comprometido con el país.



Saludo a quienes nos acompañan esta tarde en las tribunas: al señor Presidente del Directorio de Radio Cooperativa, don José Luis Moure; al señor Gerente General de la estación, don Luis Ajenjo; a los señores Directores de la radio; al señor Presidente y al Directorio de la ARCHI; al señor Presidente del Sindicato de Trabajadores de Radio Cooperativa, don Christian Quezada; a la señora Presidenta del Directorio de CONAR, doña Maribel Vidal Giménez; al señor Secretario Ejecutivo del Fondo de Fomento de la Música Nacional, don Ricardo Lira; a don Sergio Campos -veo en las tribunas a varios periodistas-; a don Carlos Figueroa, ex Ministro de Estado; en fin, a muchos otros (perdón que no los mencione a todos, pero no tenemos todos los nombres y sería tal vez un poco largo hacerlo).


A todos ustedes les damos las gracias por acompañarnos.



En primer lugar, tiene la palabra la Senadora señora Carolina Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, estimados y estimadas colegas, quiero partir saludando a cada hombre, a cada mujer que forma parte de la familia de Radio Cooperativa.



El señor Presidente ya nombró al Presidente del Directorio, al Gerente, al Directorio de la ARCHI, que nos acompañan. Y yo saludaría, en general, a quienes forman parte de esta gran familia, cuando hoy me corresponde rendir homenaje a Radio Cooperativa, al cumplir una significativa edad: ochenta años de una larga historia.



Se trata de ocho décadas, a lo largo de las cuales Radio Cooperativa ha dejado un legado, ha construido -como señalábamos- una historia en este extenso Chile, en esta faja de tierra desde el norte al sur, desde la cordillera hacia el mar, con su misión permanente de informar, de entretener y de educar.



La historia de la radio en Chile nos dice que fue justamente en estas ocho décadas cuando se inició un proyecto que aún tiene, y quizás más que nunca, plena vigencia. Así, a pesar del tiempo y de la llegada de la tecnología, de los cambios, ha mantenido su señal al aire, incluso en momentos muy difíciles en nuestro país.



Locutores, periodistas, controladores, técnicos, administrativos, todos ellos han sido testigos de cada uno de estos años y de lo que han implicado para Chile. Son quienes han tenido la hermosa responsabilidad de informarnos día a día de los hechos más importantes que ocurren en el quehacer nacional, en el quehacer regional e internacional, y con una audiencia de distintas generaciones a lo largo del tiempo.



Mientras pronuncio estas palabras se me viene a la memoria esa música característica -que todos recordamos- y la voz que escuchábamos a fines de los años 70 y también durante la década de los 80. Probablemente, quienes nos escuchan recordarán cómo frente a esa música se guardaba silencio en nuestras casas, o quizás en algún negocio de barrio, o en el colectivo. 



Se trata de “¡El Diario de Cooperativa está llamando!”.



Cómo no recordar esa corta frase que, indudablemente, marcó una época tan relevante en nuestras vidas.



Y “Usted y Cooperativa, amigos para siempre”; “Cooperativa, una radio de verdad”; “Cooperativa es parte de Chile”, y “La verdad, como la queremos escuchar”, forman también parte de esta historia de 80 años.



Radio Cooperativa se ha caracterizado por su entrega informativa veraz y objetiva. Y, sin duda, eso la ha hecho ganarse un espacio sólido, reconocido en su audiencia.



Por eso, a través de estas palabras -ya lo hacía el Presidente del Senado-, creo que es justo mencionar a algunos hombres que fueron las voces de la conducción de distintos espacios noticiosos: Raúl Matas, Javier Miranda, Sergio Silva, Hernán Millas, Carlos Ansaldo, Emilio Filippi, Rafael Otero, Juan Campbell. Todos ellos están grabados en esta historia.



Sin duda, Cooperativa, como radio, vivió tiempos difíciles.



Recordábamos, a raíz de algunos relatos, cómo la destrucción de nuestra democracia, el golpe militar, encontró a Radio Cooperativa en una situación económica difícil. Y, sin embargo, a partir de esa dificultad, fue capaz de pararse con gran fuerza. Sus propietarios no eludieron la responsabilidad frente al país de un medio de comunicación tan importante, más aún cuando eran tiempos en que muchos medios de comunicación eran clausurados, censurados y sus dueños y sus trabajadores perseguidos por los organismos de seguridad de la dictadura.



Eso no los hizo flaquear.



Conversábamos con el Senador Zaldívar acerca de cómo uno podría hoy parafrasear al Cardenal Silva Henríquez, cuando decía que probablemente la radio fue “la voz de los sin voz”; “la voz de los demócratas”; “la voz de la disidencia junto a la radio chilena”, bajo el riesgo de ser perseguida, pero sin jamás amilanarse por aquello, siempre abierta.



Lo fue con tanta fortaleza, que jamás se calló, aun ante la persecución de la dictadura.



Cuando en 1976 nace El Diario de Cooperativa, uno ve una respuesta profesional a la censura de los espacios que se habían cerrado, a los continuos ataques a la libertad de prensa, a la falta de lugares de expresión para quienes no estaban de acuerdo con el régimen militar.


Recordábamos también cómo fue la columna vertebral de un espacio tan relevante para la reconstrucción de la democracia.



¿Hubiera sido lo mismo el plebiscito del año 88 sin la voz de Radio Cooperativa?



Probablemente, no.



Y podríamos buscar varios otros ejemplos en nuestra historia reciente de cosas que no hubieran sido lo mismo.



Como señalaba inicialmente, por sus micrófonos han pasado grandes voces. Quiero nombrar a algunas (es posible que deje a bastantes fuera): a mujeres como Manuela Robles, Gema Contreras, Carmen Castro, y también a hombres como Eduardo Segovia, entre tantos otros, que convirtieron a Cooperativa en el medio más significativo y clave en la defensa de los derechos humanos y -como dije- en la tarea de recuperar la democracia.


Por cierto, hago un reconocimiento a Sergio Campos, quien nos despierta todas las mañanas y nos acompaña cuando estamos a veces en el taco en Santiago, o que ha entrevistado a tantos de nosotros. Y cómo no mencionar a una gran mujer y periodista, a Cecilia Rovaretti, que con su El primer café nos trae diversos temas y ha sido capaz de invitar, como ha sido tradición y parte de la historia de la Radio, a distintas voces.



Si hay algo que nadie puede desconocer de Radio Cooperativa es que quizás es el símbolo, como medio de comunicación, del pluralismo, de haber tenido una postura marcada, pero no por eso dejar de dar espacios a quienes piensan distinto y garantías para su expresión.


Esa diversidad no es fortuita. Es el resultado de una convicción: la comunicación es una actividad de las personas, pero también para las personas. Y, asimismo, es el resultado de un compromiso histórico con el desarrollo del país, con la verdad, con la justicia, con el bienestar de todas las familias chilenas.



Son precisamente esos valores los que le han permitido caminar a lo largo de estos 80 años de la mano de las inquietudes, de las preocupaciones, de los temores, de los anhelos y de las esperanzas de los chilenos.


Para terminar estas palabras de homenaje, además de agradecer y de reconocer a todos quienes han sido parte de esta historia, quiero decir que Radio Cooperativa es más que un dial, es mucho más que la 104.3 FM en mi Región de Magallanes: ¡mucho más! Es el sonido que entra, que tiene esa capacidad de permear nuestras vidas cotidianas; que refleja nuestros sueños, los esfuerzos diarios de tantos chilenos y chilenas que creen en el derecho a estar informados, en el derecho real a la libertad de expresión, y que buscan contribuir desde su actividad a que el país sea más justo, a que crezca, a que se desarrolle para todos y para todas.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, estimados Senadores, directivos, periodistas, locutores y trabajadores de Radio Cooperativa, directivos de la ARCHI que hoy día nos acompañan y, en general, todos los hombres y mujeres que han contribuido a la historia de Radio Cooperativa:



En nombre del Comité de Senadores de Renovación Nacional, me es muy grato rendir un merecido homenaje a Radio Cooperativa, el medio de radiodifusión más relevante de nuestro país en la actualidad.



Y digo que me resulta particularmente grato, porque esta importante radioemisora nació en este puerto de Valparaíso, al cual tengo el honor de representar en el Hemiciclo, e inició sus transmisiones el 21 de abril de 1935 con el nombre de Radio Cooperativa Vitalicia, ya que la compañía de rentas del mismo nombre estimó necesario contar con un medio de difusión de esta naturaleza para promover parte de sus emprendimientos, de sus negocios.



Sus comienzos fueron muy modestos, ya que transmitía en onda corta, en una banda de 40 metros. Funcionó muchos años en un edificio que llegó a ser muy conocido por la comunidad porteña, ubicado en la calle Lira, a un costado de la entonces existente Iglesia del Espíritu Santo y colindante con el edificio en que funcionaba el Club de Deportes Santiago Wanderers, otro ícono de nuestro puerto.



En esta radio, que durante largos años fue dirigida por el destacado periodista don Carlos Spahie, se realizaron numerosas transmisiones famosas, tales como La hora del niño del Hada Madrina, programa para niños conducido por Berta Rioja; Cantemos con Ambrosoli, auspiciado por esta fábrica de confites y por el recordado Padre René Pienovi; y también se cultivó el radioteatro y se realizaron importantes programas noticiosos.



Esta radioemisora constituyó una verdadera escuela para periodistas y locutores que hicieron sus primeras armas en las comunicaciones radiales. En esta ciudad permaneció con sus estudios hasta el año 1998.



En el año 1939 la radio pasó a formar parte de la Compañía Chilena de Comunicaciones, creada por la Sociedad de Rentas Cooperativa Vitalicia, y poco a poco fue creciendo y se instaló con su sede principal en Santiago, donde llegó a tener gran importancia, especialmente con su lema “La voz de Chile para toda América”, que la caracterizaba por la objetividad en sus informaciones.



Con el paso del tiempo, la radioemisora fue estableciendo señales en las ciudades más significativas del país, lo cual le permitió formar una cadena de difusión de noticias que hoy es una de las de mayor audiencia en Chile.



Muchos periodistas han prestado servicios a Radio Cooperativa en sus diversos programas, tales como El reporter Esso, que durante bastantes años fue uno de los principales noticieros y era muy escuchado por las familias de nuestro país, hasta que posteriormente pasó a formar parte de la programación de Televisión Nacional.



También integró su elenco la primera periodista radial y destacada escritora Lenka Franulic, como también otros relevantes periodistas que hasta el día de hoy cumplen una notable trayectoria, como es el caso del Premio Nacional de Periodismo, nuestro amigo Sergio Campos, quien hoy nos acompaña, y que desde hace casi 40 años conduce El Diario de Cooperativa, de gran audiencia en todo el territorio nacional, y al cual -tal como señalara nuestra destacada Senadora Carolina Goic- desde el año 1976 le tocó cumplir un rol importante: tratar de generar un juicio objetivo respecto a la contingencia nacional y, asimismo, la capacidad de hacer prospectiva en la noticia.



Desde hace algunos años, y aprovechando los avances de la tecnología, se ha incorporado a la red de Internet, lo que permite seguir su programación desde otras latitudes vía streaming.



Esta radioemisora ha cumplido su extensa trayectoria, destacándose por su objetividad, imparcialidad y seriedad en la difusión de sus programas noticiosos, como también por la solidez de sus demás programas, lo que le ha significado el justo reconocimiento de la comunidad nacional.



La radiodifusión, pese a los avances de la tecnología, especialmente en el área informática, constituye aún un importante medio de comunicación, sobre todo en las zonas geográficas más apartadas, lo que constituye un innegable servicio de carácter social, que cumple íntegramente la Radio Cooperativa.



Claramente, las encuestas sobre confianza revelan que hoy las radioemisoras son el medio de comunicación que genera más confianza en la ciudadanía. Eso se debe a que acompañan a los ciudadanos en el día a día y le permiten informarse al minuto mientras desarrollan sus actividades.



Por ello, y con un enorme agrado, felicito a los miembros del directorio de Radio Cooperativa, a sus periodistas y a sus trabajadores tanto técnicos como administrativos, por la línea editorial que la ha hecho sobresalir en el espectro radial de nuestro país. Y ojalá que cumpla muchos años más satisfaciendo las necesidades noticiosas de la comunidad nacional.



Con un gran orgullo de nuestro puerto de Valparaíso y un gran orgullo de la radiodifusión nacional, quiero desearle a Radio Cooperativa que siga haciendo la labor tan extraordinaria, tan impecable, tan objetiva y tan de prospectiva que realiza hasta ahora.



Ha sido un honor, señor Presidente, rendir este homenaje en nombre de los Senadores de Renovación Nacional.


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, estimados colegas, representantes de Radio Cooperativa, trabajadoras, trabajadores, integrantes de ayer y de hoy, mi bancada del Partido Por la Democracia me ha honrado al pedirme que rinda este homenaje cuando se celebran los 80 años de la Radio Cooperativa.



El 21 de abril de 1935, desde Valparaíso, se inician las transmisiones de Radio Cooperativa Vitalicia. Habían transcurrido solo 13 años desde la primera transmisión radial en Chile. El decreto que autorizó el funcionamiento de la Compañía Chilena de Comunicaciones fue firmado el 25 de marzo de 1940 por el entonces Presidente de la República, Pedro Aguirre Cerda. 



Sus primeras oficinas se localizan en calle Prat número 668, que luego se trasladan a calle Lira 543, y su antena de transmisión fue instalada por el ingeniero ruso Jorge Wechmakov en el Alto de Placilla (Ruta 68).



La puesta al aire de Radio Cooperativa fue un acontecimiento nacional. El discurso inaugural lo efectuó el propio Presidente Alessandri Palma y fue transmitido en vivo desde el Palacio Presidencial de Viña del Mar para todo el país, a través de una conexión de equipos en la calle y vías telefónicas. Esto sería para algunos “la primera cadena nacional de emisoras”, que traspasó nuestras fronteras con la transmisión efectuada por Radio La Voz del Aire de Buenos Aires y Radio Carvé de Montevideo.



La prensa de la época calificó a la emisora como una de las más grandes y poderosas de Sudamérica. Su señal fue reportada en Mendoza, Panamá, Cabo de Hornos, Brasil, Uruguay y Paraguay.



Radio Cooperativa Vitalicia transmitía en onda corta bajo la denominación CE-970 y 1190, lo que le permitía cubrir a América y llegar a todo el orbe, respectivamente. Por ello, el eslogan de la radio fue: “Radio Cooperativa, la voz de Chile para toda América”.



Sus primeras transmisiones no fueron continuas, se efectuaban en la mañana, a mediodía y en la tarde. Hoy cuenta con transmisiones ininterrumpidas, con señal FM, on line y vía streaming, lo que refleja la evolución del mundo de las comunicaciones y su capacidad de adaptación, sin perder ese timbre y sello caracterizado por un compromiso irreductible por la verdad y un periodismo profesional.



Parecen muy lejanos los programas en vivo La hora del niño del Hada Madrina, de 1936, o las Audiciones, transmitidas desde el auditorio del Teatro Condell los sábados y domingos. Con la velocidad de las redes sociales y de las comunicaciones digitales es difícil dimensionar ahora el esfuerzo técnico que significaba sacar al aire programas en vivo en aquellos años.



Es en la década de los 40 cuando surgen los noticiarios de la Radio Cooperativa. Las primeras noticias se transmitían a las 8 de la mañana, luego a las 13:30 y, por último, a las 19 horas. 



En 1939 el rol informativo de Radio Cooperativa Vitalicia adquiere mayor relevancia con la transmisión en vivo desde la plaza de Chillán durante el megaterremoto del 24 de enero, información replicada por la BBC de Londres.



En el ámbito internacional, Radio Cooperativa constituyó un puente de información de Chile con el extranjero al descifrar las noticias que se recepcionaban a veces en clave morse, en francés o en otros idiomas. El encargado de traducirlas era el periodista José María Navasal.



Cooperativa y su equipo deportivo transmitieron el Campeonato Mundial de Fútbol de Chile de 1962. Muchos pensaron que la transmisión de televisión de este evento planetario iba a dar la estocada final a la radio. 



Sin embargo, la vigencia de Al aire libre da cuenta de que la radio y sus equipos periodísticos, además de los relatores y comentaristas, mantienen viva la experiencia de millones de auditores de participar de la pasión del deporte a través del dial.



Pero, sin lugar a dudas, el sello de los tambores informativos, creados por Ernesto Merino, se situó en la memoria y en la conciencia democrática de Chile durante el período de resistencia a la dictadura militar.



Para las actuales generaciones es imposible reconocer las emociones que provocaban aquellos tambores con el anuncio: “El diario de Cooperativa está llamando”. 



Fue así como nos informamos del secuestro y posterior asesinato del líder sindical Tucapel Jiménez o del degollamiento de los profesionales Santiago Nattino, Manuel Guerrero y José Manuel Parada.



Fue ese mismo timbre el que precedió la horrible noticia que daba cuenta de que una patrulla militar había quemado vivos a Carmen Gloria Quintana y a Rodrigo Rojas de Negri.



Este medio fue un espacio de libertad y pluralismo como pocos. Pero no estuvo ajeno a la represión y al control ejercidos por la dictadura militar. El 13 de mayo de 1983 los programas informativos de la Radio Cooperativa Vitalicia de Santiago, Temuco y Valparaíso fueron silenciados indefinidamente mediante el decreto supremo Nº 593, firmado por el Ministro del Interior de entonces,  Sergio Onofre Jarpa.



La División de Comunicación Social (DINACOS) señaló que tal medida se tomó debido a la tergiversación de la información respecto a las agitaciones del 11 de mayo que había realizado la emisora, con la clara intencionalidad política de crear un clima artificial de agitación y de efervescencia pública. 



Como siempre, una excusa para justificar la censura.



Pero Cooperativa ya se había instalado en el imaginario colectivo democrático como la radio de todos los chilenos, pues encarnaba “el alma de Chile” a que se refería el Cardenal Raúl Silva Henríquez.



Las tres mil firmas y mensajes que se reunieron hasta el momento en que se levantó la suspensión daban cuenta de la sintonía que existía entre la radio y el movimiento democrático que avanzaba y crecía en el país.



La objetividad periodística y el pluralismo forman parte del sello de la identidad de Radio Cooperativa. Y en nuestros días, frente a la crisis de legitimidad, sigue siendo un aporte a la conciencia crítica y ciudadana, al control social de los actores políticos y a la generación de espacios de discusión e información profesional y veraz. 



Es un medio implacable, que no transa su autonomía y la libertad de expresión bajo ningún concepto o circunstancia. Tal actitud constituye un aporte, porque democracia y libertad de prensa son valores indisolubles.



No obstante la crisis económica que golpeó a diversos medios de comunicación, Cooperativa no sucumbió al proceso de concentración que afectó a varios de ellos, especialmente en el ámbito radial, con el ingreso de las grandes cadenas internacionales.



La autonomía y la credibilidad son parte de su capital principal. La variedad de su parrilla programática, su contribución a la diversidad y su compromiso con la cultura constituyen un aporte que se extiende a todos los rincones del país. 



A primera hora del día escuchamos El diario de Cooperativa; luego, El primer café, y después, Una nueva mañana. Posteriormente, repasamos el deporte con Al aire libre; oímos otras página de El diario de Cooperativa, y nos informamos en Lo que queda del día, para luego regresar a casa con Los sospechosos de siempre. Pero antes disfrutamos de Dulce patria y de Tus años cuentan, aunque para algunos de nosotros suman y suman.



Siempre en el dial con Cooperativa, “la verdad como la queremos escuchar”.



Gracias al trabajo de sus equipos humanos, profesionales, técnicos, administrativos y directivos, Chile ha contado desde 1935, de generación en generación, con una radio comprometida con la verdad, que, sin duda, es parte de nuestro país, porque ha aportado al fortalecimiento del pensamiento democrático, laico y pluralista, y ha encarnado los mejores valores de nuestra tradición republicana. 



Para ustedes, los trabajadores y las trabajadoras de la radio, nuestro reconocimiento y agradecimiento.



¡Felicidades y que sigan teniendo éxito por muchos años más!



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).  

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, saludamos con mucho cariño a todos los trabajadores, profesionales, funcionarios y amigos de Radio Cooperativa; a su directorio; a los representantes de la ARCHI, y a todos quienes han querido hoy participar de este merecido reconocimiento. 


Usualmente en este Hemiciclo rendimos homenaje a personas que han desempeñado labores notables en algún ámbito de la ciencia, las artes, la política, el deporte o el servicio público en general. Pero hoy, aunque no es la primera vez, homenajeamos a una institución.


Se trata de una entidad muy especial para todos los chilenos. Es un medio de comunicación, una radio que durante ya ocho décadas ha contribuido de manera superlativa a informar y entretener a las personas a lo largo y ancho de toda la geografía nacional.



Cuando el 8 de agosto de 1939 la Sociedad de Rentas Cooperativa Vitalicia creó la Compañía de Comunicaciones para que se hiciera cargo de la emisora, probablemente sus asociados no previeron la enorme trascendencia que en lo sucesivo tendría su emprendimiento en la historia del país.



Radio Cooperativa Vitalicia fue señera en el desarrollo de la radiodifusión nacional, yendo a la vanguardia en la introducción de diversos formatos de programas radiales, como sus shows en vivo en la década de los 50, los radioteatros en la década siguiente o su perfil marcadamente informativo a partir de 1970.


Además, fue pionera en unir bajo una misma señal el extenso territorio nacional, al transmitir en red con estaciones desde Antofagasta a Punta Arenas ya a mediados del siglo XX.



Fue así como, a finales de la década de los 90, Radio Cooperativa se convirtió en una de las primeras emisoras en pasar de la frecuencia de amplitud modelada, que era la forma tradicional en que  transmitían, a la frecuencia modulada, mejorando considerablemente la calidad de su sonido y la cobertura de sus transmisiones, con lo cual inició su expansión a todo Chile.



En tiempos en que la crisis de confianza azota a todas las instituciones de la república, la ciudadanía se refugia en la credibilidad de algunos pocos medios de comunicación, que, gracias a profesionales y trabajadores como los de Radio Cooperativa, se esfuerzan por llevar a todos los chilenos una información veraz, objetiva y con sentido crítico con vistas al bien común.



A través de estas palabras, en nombre del Comité de la UDI, he querido participar de este sentido homenaje a la Radio Cooperativa, que, como dice uno sus eslóganes, “es parte de Chile”.



Muchas gracias, señor Presidente.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Quiero hacer presente, nuevamente, que muchas Comisiones están funcionando en paralelo: entre otras, la de Probidad y Transparencia y algunas Subcomisiones Mixtas de Presupuestos. 


Tiene la palabra el Senador señor  Quinteros.
El señor QUINTEROS.- Señor Presidente; estimados y estimadas colegas, deseo saludar al presidente del directorio de Cooperativa, don José Luis Moure; a los señores gerentes y miembros del directorio; a los representantes de la ARCHI, y a los profesionales, técnicos y trabajadores de Cooperativa.



También saludo de manera muy cordial a don Carlos Figueroa.



Desde su primera transmisión en febrero de 1935, y ya por más de 80 años, Radio Cooperativa ha caminado de la mano de los chilenos. Sus ondas han transmitido mucho más que noticias: han dado cuenta de los dolores y las alegrías de nuestro pueblo, de sus derrotas y triunfos, de sus frustraciones más desgarradoras y de sus más profundos anhelos.



Por ocho décadas, Cooperativa ha contribuido de manera innegable a la construcción de una sociedad más informada y, por tanto, también más libre y más segura de sí misma. 



Su historia está llena de hitos, que son también los hitos de la historia de Chile. Entre ellos, su estrecho vínculo con la defensa de la democracia es uno de los atributos que con mayor energía prevalecen en la mente y en el corazón de los chilenos.


Porque, cuando el miedo campeaba por las calles de nuestro país, Cooperativa hablaba sobre lo que algunos ocultaban.



Porque preguntaba cuando otros preferían el silencio cómplice.



Porque observaba y cuestionaba el poder sin complacencia.



Porque alzaba la voz sobre la realidad dolorosa de una nación que estaba condenada a sufrir en silencio, en un tiempo en el que abrir espacios para la verdad no oficial era un acto que se perseguía; se castigaba, y se pagaba con la censura, con la pérdida de la libertad e, incluso, con la vida.


En los momentos duros de la patria, Cooperativa, junto a un pequeño puñado de medios, fue valiente e hizo lo que hacía falta, inscribiendo su voz en un capítulo destacado de la memoria sonora de Chile.



Quienes vivimos esa época guardamos una profunda gratitud hacia la gente que, pública o anónimamente, contribuyó a que Cooperativa fuera siempre una radio fiel a los principios de la imparcialidad, la objetividad y la seriedad.



Hoy, en tiempos en que la sobreinformación se confunde con el ruido; en que la rigurosidad pierde espacio frente a lo banal, y en que las nuevas plataformas y redes sociales parecen ocupar todo el espectro con voces urgentes y apresuradas, Cooperativa sigue aportando el necesario rigor periodístico a la hora de dar cuenta de la realidad y contribuye a interpretarla a través de opiniones fundadas y, sobre todo, diversas, sin perder la esencia del rol social presente quizás en la radio con más fuerza que en cualquier otro medio.


En el norte, en el sur, en las grandes ciudades, en los pequeños poblados, hay radios que subsisten con esfuerzo y compromiso, y que tienen en Cooperativa un referente del tipo de emisora que sirve a la comunidad.



Probablemente el mejor homenaje que podemos hacer a Radio Cooperativa -como sociedad y, fundamentalmente, como Estado- es el de garantizar la pluralidad de los medios y asegurar su desconcentración. 



Ya lo hemos visto: la concentración de los medios trae consigo la unificación del discurso, la manipulación de la realidad y la hegemonía en el ejercicio del poder. ¡Y no queremos eso para Chile!


Dicen que una buena radio es aquella que nos cautiva a todos porque nos habla a cada uno como si fuéramos viejos e íntimos conocidos.



Dicen que una buena radio nos acompaña, nos apoya, nos abre la mente al mundo, nos relata la realidad, nos conecta y nos acerca, por lejos que estemos, por solos que estemos, por atribulados que estemos.


Chile y Radio Cooperativa han cultivado esa amistad valiosa y sincera en la que no caben dobleces ni verdades a medias.


Hoy rendimos tributo a ese vínculo virtuoso, al importante rol que ha jugado la radio en el devenir del país y a quienes han hecho posible su presencia en el aire por ochenta años, defendiendo la democracia, la verdad y la paz social con profesionalismo, dedicación, compromiso y amor por el país y su gente.



“Chile no sería el mismo sin Cooperativa”. Es mucho más que un eslogan; es una realidad innegable.


A todos los que laboraron y laboran en Radio Cooperativa, nuestro cordial saludo, en nombre de la bancada del Partido Socialista.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero enviar un saludo muy sentido a todos los trabajadores y las trabajadoras de Radio Cooperativa.



Hace poco se celebró el Día del Trabajador Radial. 



Muchos años atrás en ese día se suspendían las transmisiones de radio y quedaba solo una emisora de turno. Los trabajadores y sus familias aprovechaban de pasear, de divertirse y de conocer mejor a sus colegas. No eran competencia, sino una gran familia.



Pero esa tradición se perdió. En la actualidad todas las radios transmiten ese día y no se deja a una de turno.



Recuerdo aquello porque desde muy pequeño tuve una relación estrecha con el mundo de la radio a través de mi familia, cuyos miembros formaron parte del Sindicato de Locutores y de radio Pacífico en la época de los radioteatros, que nos electrizaban a todos. Como olvidar La tercera oreja, Lo que cuenta el viento. Ahí uno se daba cuenta de que la radio transformaba la realidad y la presentaba de manera distinta.



“Sépalo todo sin tener la vista fija” era el gran lema de la radio. ¡Y todavía sigue vigente!



Radio Cooperativa, fundada el 17 de febrero de 1935 en Valparaíso, nació como un medio de comunicación al servicio de la Sociedad de Rentas Cooperativa Vitalicia -de ahí su nombre-, empresa que decidió crear una emisora orientada a promover esa área de negocios. 


Pero no es su origen lo que marca definitivamente la historia de lo que evoca dicha emisora.



Cooperativa ha marcado hitos en diferentes épocas: efectuó shows en vivo en la década del 50; desarrolló los radioteatros en los 60 y, desde la década del 70, lideró las preferencias del público como emisora informativa.



Si bien puede parecer ligada a la Democracia Cristiana y a la Iglesia católica, la verdad es que este medio ha sido siempre plural y abierto indistintamente a todas las corrientes de opinión. Ese reconocimiento ha sido muy amplio y perdura hasta nuestros días.



Dice Arnold Toynbee: “Todo observador de los acontecimientos humanos contemporáneos es también un participante en ellos, y, en consecuencia, está involucrado moralmente en ellos…”.



Tal pensamiento uno podría reflejarlo en el actuar de la Radio Cooperativa durante los ochenta: involucrada moralmente en los hechos. 



En distintas actividades en mi rol de dirigente estudiantil, cuando era presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Concepción, siempre encontré acogida en dicha emisora, que estaba disponible permanentemente a dar cabida a todas las voces, asumiendo los riesgos que significaba ofrecer micrófono abierto para que algunos dijéramos lo que muchos no se atrevían a declarar.



El 13 de mayo de 1983 los programas noticiosos de Radio Cooperativa Vitalicia de Santiago, Temuco y Valparaíso fueron suspendidos indefinidamente mediante el decreto supremo Nº 593, firmado por el Ministro del Interior de la época, señor Sergio Onofre Jarpa.



La División de Comunicación Social (DINACOS) señaló a los medios que tal medida se tomó debido a la tergiversación de la información respecto a las agitaciones del 11 de mayo que había realizado la emisora, a través de entrevistas, comentarios, noticias y transmisiones de toda índole, con clara intencionalidad política de crear un clima artificial de agitación y de efervescencia pública.



Ese mismo día en que la señal informativa de Cooperativa se apagó del dial, el apoyo desde distintos sectores de la sociedad se hizo sentir públicamente. El Colegio de Periodistas, la Comisión de Derechos Humanos, los estudiantes de la Universidad de Chile, las asociaciones gremiales e incluso la Iglesia Católica hicieron causa común por recuperar la voz de una de las radios con más auditores a lo largo de Chile.



El 11 de mayo de 1983, Luis Ajenjo, Gerente General de la emisora, se encontró camino al trabajo -según narra- con una manifestación en la calle Fleming, en la comuna de Las Condes. Comenzó inmediatamente una transmisión en directo, con la ayuda de los propios manifestantes. El resto de los periodistas se movilizó a otros puntos de la ciudad donde también se estaban gatillando las movilizaciones. Fue allí -recuerda Ajenjo- cuando Sergio Campos se consolidó como la voz de Cooperativa. Esa primera transmisión creó un aumento significativo de audiencia. Los teléfonos no paraban de sonar, estableciendo una relación directa con los oyentes, quienes suplieron la falta de personal de la emisora. Cuatro días después vino la primera clausura, bajo la orden del Ministro Secretario General de Gobierno, Ramón Suárez.



La cobertura noticiosa de las protestas le significó un alto costo a la emisora. La clausura que esta sufriera en 1983 tuvo una doble significación para el medio.



Desde el punto de vista comercial, los avisadores, que en su mayoría se encontraban repactando las deudas ocasionadas por la recesión, se negaban a invertir en un medio que no ofrecía seguridad debido a su rechazo por parte de la oficialidad. Y ese era un tema real: las crudas lucas.



Por otra parte, las transmisiones de las protestas le permitieron a la radio posicionarse como el medio más creíble para los auditores: ¡la credibilidad! El aumento de la sintonía fue notorio, llegando a desplazar a Radio Portales, que en esa época competía en sintonía.



Cartas, llamadas telefónicas, inserciones en otros medios escritos dejaron ver e hicieron sentir el apoyo nacional a la labor de los periodistas de la radio, a pesar de que muchos criticaban a dichos profesionales por determinado sesgo. Ese sesgo era la libertad.



Hay una carta de apoyo escrita en la época, que me permito leer, y que relata fielmente cuál era el ambiente:



“Señor Director:



“En el Chile actual ya nada puede asombrarnos, pero sí indignarnos. Sé que muy poco o nada servirá el hecho de demostrar, como una dueña de casa más, mi más absoluta solidaridad y completo apoyo a los abnegados trabajadores de Radio Cooperativa, la cual fue silenciada, justamente, horas antes de celebrarse el DÍA DE LAS COMUNICACIONES SOCIALES. ¡Qué sarcasmo!



“Somos muchos los chilenos que deseamos a nuestro Chile paz, tranquilidad y sobre todo justicia verdadera y no más arbitrariedades y represiones absurdas, como actualmente está sucediendo.”.



Plagado de este tipo de reconocimientos se encuentra el rol de la Radio Cooperativa.



Para muchos jóvenes de la generación del 80 no solo la voz de Sergio Campos, sino también la frase “El Diario de Cooperativa está llamando” y la música característica de Cooperativa daban cuenta de que había un espacio de libertad sobre el cual podían sentirse unidos todos los chilenos, de Arica a Magallanes; un espacio en el cual nos encontrábamos conociendo y sabiendo que había muchos que pensaban que las cosas estaban mal y había que cambiarlas.



La historia de Radio Cooperativa ha sido meritoria en todos los períodos de su vida. Pero quiero recalcar en este homenaje el mérito de su actuar particularmente durante la dictadura.



La radio tomó cariz, sentido, nobleza, dignidad, que fue transmitida a todos los chilenos. Y la identificación con Cooperativa era tremenda.



Yo lo recuerdo entre las federaciones de estudiantes. Si había que informarse, se tenía que sintonizar Cooperativa, porque por lo menos ahí iban a decir la firme, la verdad sin censura, y con los riesgos que ello tenía. En momentos en que esa libertad era amenazada, era mucho más valioso que hoy.



No tuve oportunidad de conocer en esa época a los periodistas o a los equipos de la radio. Les digo desde aquí, por si alguno se encontrara en las tribunas -espero que haya muchos-, que efectivamente fueron un factor determinante en recuperar la dignidad de un país que la clamaba, en interpretar a una generación de jóvenes que luchaba por recuperar la democracia y, en particular, en demostrar que la radio con solo decir la verdad, atreverse y tener valentía se transformaba en un medio muy poderoso que ninguna dictadura iba a ser capaz de derrotar.



Mi más sentido homenaje a los hombres y mujeres trabajadores de Radio Cooperativa al cumplir 80 años. Y esperamos que siga cumpliendo muchos años más, con la característica esencial de Cooperativa: decir la verdad cuando hay que decir la verdad.



Un saludo para todos ustedes.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- De esta forma, el Senado de la República ha rendido homenaje a Radio Cooperativa.



A todos sus trabajadores, trabajadoras, directorio y personas que nos acompaña les agradecemos su presencia.

)------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señores Senadores, solicito su atención.



Como el proyecto relativo a los CFT estatales no lo alcanzaremos a ver hoy, la Ministra de Educación planteó tratarlo el martes en la mañana, en la sesión convocada de 11:30 a 14.



Por otra parte, solicito acuerdo de la Sala para tratar y votar ahora la iniciativa que otorga un aporte único, de carácter reparatorio, a las víctimas de prisión política y tortura.



No hay acuerdo.



En consecuencia, ese proyecto también se verá el martes próximo, pues no existió unanimidad para tratarlo ahora.



Ha terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En Incidentes, en el tiempo del Comité del Partido MAS, tiene la palabra el Senador señor Navarro.
SOLICITUD DE ANTECEDENTES ACERCA DE PROCESO DE FIJACIÓN DE TARIFAS DE AGUA POTABLE. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito que la Superintendencia de Servicios Sanitarios nos entregue todos los antecedentes que obren en su poder respecto del proceso de fijación de tarifas sanitarias, particularmente del agua potable.



Este procedimiento que realiza cada cinco años. Es complejo, cargado al secretismo, toda vez que los informes técnicos para determinar cuánto pagarán los chilenos por el agua potable son secretos y solo son conocidos una vez que el precio está fijado.



Diversos estudios preliminares señalan que podemos tener alzas superiores al 5 por ciento. Esta es siempre una mala noticia para la ciudadanía, en particular para las personas de menores ingresos.



Hemos reiterado en múltiples ocasiones que el mecanismo de cálculo del valor del agua potable debe ser transparente. No puede estar basado en informes secretos, porque, en definitiva, las asociaciones de consumidores y la ciudadanía quedan impávidas, solo tienen que aceptar la tarifa cuando ya está fijada y no hay vuelta atrás.



Por lo tanto, solicito que la Superintendencia de Servicios Sanitarios ponga a disposición de este Senador todos los antecedentes que tenga a la vista y que pueda pronunciarse sobre reiteradas solicitudes acerca del cambio del mecanismo actual, de esta empresa modelo que siempre tiene alzas, lo que va aumentando el costo del agua potable.



Se trata de una materia de interés nacional, señor Presidente.



Por tanto, espero que podamos modificar el sistema, que se abra el debate a nivel nacional, que se consideren las expectativas de crecimiento y que se remitan los informes pertinentes. Hay interés en muchas asociaciones de consumidores a lo largo de todo Chile. Existen expectativas respecto de cuál será ese procedimiento y de si habrá participación ciudadana.



En el mecanismo de fijación de precios debieran garantizarse paneles de expertos que representen a todos los interesados. Hasta ahora solo las empresas tienen participación en informes que conocemos cuando ya es tarde, cuando la tarifa ya está fijada.



Por lo expuesto, pido que se envíe a la brevedad este oficio a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, dado que el proceso de fijación tarifaria se encuentra en pleno desarrollo.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

)------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Quiero explicarles a quienes se encuentran en las tribunas lo que acaba de pasar, porque parece que no entendieron.



Estaba antes en la tabla la iniciativa relativa a centros de formación técnica estatales. Por eso, para alterar el orden, pedí unanimidad en la Sala, de manera de poder tratar sin discusión el proyecto reparatorio de víctimas de prisión política y tortura. No hubo unanimidad y, en consecuencia, no tengo la facultad para que se vea ahora.



Entonces, esperamos votarlo el próximo martes.

)------------(



--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Partido Unión Demócrata Independiente, Partido Por la Democracia, Independientes, Partido Demócrata Cristiano e Independiente, Partido Renovación Nacional y Partido Socialista, ningún señor Senador interviene.

)------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:24.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción

A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 363ª

ACTAS APROBADAS

SESIÓN 58ª, ORDINARIA, EN MARTES 6 DE OCTUBRE DE 2015


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker, y de la Vicepresidenta, Honorable Senadora señora Adriana Muñoz.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro,  Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker, don Ignacio y Zaldívar.


Concurren, asimismo, el Ministro Secretario General de Gobierno, señor Marcelo Díaz y la Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.

- - -

ACTAS




Las actas de las sesiones 55ª, ordinaria, de martes 29 de septiembre pasado, 56ª, especial, y 57ª, ordinaria, del día siguiente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

- - -

CUENTA

Mensajes


Cuatro de S.E. la Presidenta de la República:


Con el primero, comunica que no hará uso de la facultad establecida en el artículo 73 de la Carta Fundamental, respecto del proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07).


-- Se toma conocimiento y se remitió el proyecto al Excelentísimo Tribunal Constitucional.

Con el segundo, comunica que retira y hace presente la urgencia establecida en el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental, respecto de la solicitud de acuerdo del Senado para designar en el cargo de Contralor General de la República, al señor Enrique Petar Rajevic Mosler (Boletín N° S 1.830-05).


Con el tercero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica disposiciones aplicables a los funcionarios municipales y entrega nuevas competencias a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (Boletín N°10.057-06).


Con el último, hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas (Boletín N° 10.008-04).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, remite el Mensaje de S. E. la Presidenta de la República, mediante el cual inicia la tramitación del proyecto de ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2016 (Boletín N°10.300-05). 


Asimismo, para los efectos de lo establecido en el inciso primero del artículo 67 de la Carta Fundamental, hace presente que dicho Mensaje fue recibido, en esa Corporación, el día 30 de septiembre del año en curso.


-- Pasa a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.


Con el segundo, informa que ha dado su aprobación al proyecto de ley que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas (Boletín N° 10.008-04) (con urgencia calificada de “simple”).


-- Pasa a la Comisión de Educación y Cultura y a la de Hacienda, en su caso.

De la Excelentísima Corte Suprema


Emite su parecer, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, respecto del proyecto de ley que crea la XVI Región de Ñuble y las provincias de Diguillín, Punilla e Itata (Boletín N° 10.277-06).


- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide sendas copias autorizadas de las sentencias definitivas pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:


1) Artículo duodécimo transitorio de la ley N° 20.720.


2) Artículos 505, 505 bis y 506 del Código del Trabajo.


-- Se manda archivar los documentos.


Adjunta resolución dictada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto del inciso final del artículo 6° de la ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria.


-- Se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público


Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, antecedentes estadísticos relacionados con delitos de tráfico de drogas y porte ilegal de armas en la Región del Biobío.

Del señor Subsecretario de Justicia


Atiende petición de antecedentes, formulada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, respecto de la creación de unidades regionales de Derechos Humanos en Gendarmería de Chile.


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, sobre posibilidad de enviar a trámite legislativo un proyecto para el fortalecimiento institucional de Gendarmería de Chile y el resguardo de la dignidad y de las condiciones laborales de sus funcionarios.

Del señor Intendente de la Región de Atacama


Contesta inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, acerca de los beneficios a los que podría optar la agricultora que individualiza, cuya propiedad fue usada como helipuerto en los aluviones del pasado mes de marzo en la localidad de Chiguinto, comuna de Alto del Carmen.

Del señor Alcalde de la comuna de Arauco


Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, antecedentes del recurso de protección interpuesto en contra de la empresa Harting Aromas S.A.

Del señor Superintendente de Salud


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, respecto de la fiscalización que realiza esa Superintendencia a las clínicas privadas y acerca de la regulación de los aranceles de esas entidades para las diversas prestaciones.

Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, acerca de las investigaciones realizadas con ocasión del sumario iniciado en el Servicio Agrícola y Ganadero de la Región de Atacama, por la vacunación errónea de siete funcionarios con un producto para animales, en lugar de la dosis correspondiente a la hepatitis A.

Del señor Secretario General de Carabineros de Chile


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Espina, acerca del avance en la adquisición de un nuevo retén móvil para la Tenencia de Carabineros de la comuna de Renaico.


Contesta consulta, formulada en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, en lo relativo a un aumento de dotación policial para el periodo estival 2016 en la localidad de Coñaripe, comuna de Panguipulli.

De la señora Directora Nacional del Servicio Nacional del Adulto Mayor


Atiende consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor García, acerca de la factibilidad de construir un establecimiento de larga estadía para adultos mayores o un proyecto de viviendas tuteladas en la ciudad de Pitrufquén.

Del señor Director General de la Dirección General de Aeronáutica Civil


Absuelve consulta, planteada por la Honorable Senadora señora Allende, acerca de la responsabilidad que le corresponde a las empresas prestadoras de servicios de transporte aéreos, en la disponibilidad de itinerarios o vuelos que hagan posible la interconexión entre distintos lugares del territorio nacional.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito y la ley N°18.287, con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (Boletín N° 10.125-15) (con urgencia calificada de “simple”).


De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre publicidad de los alimentos (Boletín N° 8.026-11).


De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 37 de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, a fin de establecer nuevas obligaciones a los proveedores de crédito y a las empresas de cobranza extrajudicial (Boletín N°10.226-03).


-- Quedan para Tabla.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:


1.- Tratar en el tercer y cuarto lugar del Orden del Día, de la sesión ordinaria de hoy, respectivamente, los siguientes asuntos:



a) Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Goic y señores Chahuán y Lagos, en primer trámite constitucional, que establece medidas de protección a la lactancia materna y su ejercicio (Boletín Nº 9.303-11), y



b) Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables Senadores señor Rossi, señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.779 con el fin de eliminar, en los exámenes de detección del VIH, el consentimiento de un representante legal para los mayores de 14 años de edad (Boletín Nº 10.130-11).



2.- Considerar en Fácil Despacho, en la sesión ordinaria de mañana miércoles 7 de octubre, los siguientes asuntos:



a) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza la construcción de un monumento en homenaje a los ex mineros del carbón, en la comuna de Coronel (Boletín Nº 9.876-24), y



b) Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio, en primer trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento en memoria del poeta Jorge Teillier, en la comuna de Lautaro (Boletín Nº 10.291-14).

- - - - 



A solicitud de la Honorable Senadora señora Muñoz, la Sala acuerda  que el proyecto de ley que crea bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas (Boletín Nº 9.151-21) pase a la Comisión de Hacienda en el primer trámite reglamentario.

- - - - 



La Mesa propone fijar como plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que establece regulación de la actividad apícola (Boletín Nº 10.144-01), hasta el lunes 19 de octubre a las 12 horas. Así se acuerda.

- - - - 



A solicitud del Honorable Senador señor Espina, la Sala acuerda que el proyecto de reforma constitucional que dispone la elección popular del órgano ejecutivo del gobierno regional (Boletín N° 9.834-06), sea discutido en general y en particular en su primer trámite reglamentario.

- - - - 


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la Enmienda de Doha al Protocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, adoptada en Doha, Qatar, el 8 de diciembre de 2012, con informe  de la Comisión de Relaciones Exteriores (Boletín N° 9.625-10).

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto de acuerdo Boletín N° 9.625-10 cuenta con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda; y tiene urgencia calificada de “simple”.


Añade que el objetivo principal es dar inicio a un segundo período de compromisos para reducir gradualmente las emisiones de gases efecto invernadero.

Finalmente señala que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Chahuán, García Huidobro, Lagos, Letelier y Pizarro.

El señor Presidente pone en discusión el proyecto de acuerdo, en general y en particular, y otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Chahuán, García Huidobro y Moreira.


Cerrado el debate el Presidente pone en votación la iniciativa, la que es aprobada por 30  votos a favor.


Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer, y señores Araya, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señor Horvath, señora Goic, señores Quintero, Coloma, Navarro y Lagos.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase la Enmienda de Doha al Protocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, adoptada en Doha, Qatar, en la Octava Conferencia de las Partes en calidad de Reunión de las Partes en el Protocolo de Kyoto, el 08 de diciembre de 2012.”.
____________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, con segundo informe de las Comisiones de Agricultura y Salud, unidas. (Boletines Nos. 2.973-11, 4.181-11, 4.192-11 y 4.379-11, refundidos).


La Mesa reanuda la votación en particular del proyecto de ley de la referencia.

- - -


Puesta en votación la modificación propuesta por las Comisiones Unidas de Agricultura y Salud, que incorpora un numeral 4°, nuevo, en el artículo 3°, del texto aprobado en general, fue rechazada por 16 votos en contra y dos votos favorables.


Votan en contra los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Coloma, Guillier, Larraín, Montes, Moreira, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


Fundamentan su voto negativo los Honorables Senadores señores Coloma, Larraín, señora Von Baer, y señores Moreira y Prokurica.


Votan por la afirmativa la señora Pérez San Martín y el señor Lagos.
- - - 


Concluida la votación el Honorable Senador señor Chahuán manifiesta su intención de votar a favor la señala disposición.

- - - 


La Mesa pone en votación la modificación propuesta por las Comisiones Unidas de Agricultura y Salud, para suprimir el numeral 4° del texto aprobado en general, la que es aprobada con 18 votos afirmativos y 1 abstención.


Votan favorablemente la disposición los Honorables Senadores señoras Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.

Se abstiene la Honorable Senadora señora Goic.
- - - 


Enseguida el Presidente pone en votación la modificación propuesta por las Comisiones Unidas de Agricultura y Salud, para agregar un numeral 5° al texto; la que es aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - - 


La Mesa pone en discusión la enmienda propuesta por las Comisiones Unidas de Agricultura y Salud en relación a la letra a) del numeral 5° del texto aprobado en general, y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Chahuán.


Cerrada la discusión pone en votación la disposición, la que es aprobada por 21 votos a favor, 4 en contra y 1 abstención.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y los señores Araya, Chahuán, De Urresti, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.

Fundamentan su voto favorable los Honorables Senadores señor Navarro, señoras Pérez San Martin y Goic, y señor Lagos. 


Votan por la negativa los Honorables Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señores Coloma y Pérez Varela.

Fundamentan su voto negativo los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma y Pérez Varela.


Se abstiene el Honorable Senador señor Moreira.
- - - 


La Mesa pone en votación la enmienda propuesta por las Comisiones Unidas de Agricultura y Salud en relación a la letra b) del numeral 5° del texto aprobado en general, la que es aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.
- - - 


La Mesa pone en votación la enmienda propuesta por las Comisiones unidas para incorporar un número 7, nuevo, que es rechazada por 12 votos en contra, 2 votos a favor y 1 abstención.


Votan por la negativa los Honorables Senadores  señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Coloma, Larraín, Matta, Pérez Varela, Pizarro, Walker, don Patricio y Zaldívar.

Fundamentan su voto negativo los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Pizarro.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señores Chahuán y Quinteros.

Fundan su voto afirmativo ambos Senadores.


Se abstiene la Honorable Senadora  señora Goic.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Guillier.
- - -


La Mesa pone en discusión el número 6, que pasa a ser 8, del texto aprobado en general y ofrece la palabra a los Honorables Senadores  señor Chahuán, señoras Van Rysselberghe, Von Baer y Pérez San Martín, señor Zaldívar, señora Goic y señor Coloma.


A solicitud del Honorable Senador señor Chahuán se vota separadamente las oraciones de la disposición contenida en la letra a) del número 6 propuesto por las Comisiones Unidas.


Puesta en votación la primera oración fue rechazada por 14 votos en contra y 2 a favor.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Larraín, Letelier, Moreira, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señora Goic y señor Horvath.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Guillier.
----


Enseguida se pone en votación la segunda oración de la disposición ya individualizada y se produce el siguiente resultado: 6 votos a favor, 4 en contra y 7 abstenciones.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Goic y Pérez San Martín y señores Chahuán, Horvath, Moreira y Prokurica.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Allende y señores Letelier, Quinteros y Zaldívar.


Se abstienen, los Honorables Senadores señoras Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Coloma, Larraín, Pérez Varela y Walker, don Patricio.


A continuación, el señor Secretario General precisa que, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento de la Corporación, corresponde repetir la votación.

- - -


Repetida la votación, se rechaza la norma ya señalada,  por 6 votos a favor, 10 votos en contra y 1 abstención.

Votan por la negativa los Honorables Senadores señoras Allende, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Coloma, Lagos, Larraín, Letelier, Pérez Varela, Quinteros y Zaldívar.

Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Goic y Pérez San Martín y señores Chahuán, Horvath, Moreira y Prokurica.


Se abstiene la Honorable Senadora señora Muñoz.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Guillier.
- - -


Enseguida la Vicepresidenta señala que se ha pedido, por la Honorable Senadora señora Von Baer, reabrir el debate sobre la última oración de la letra b) del artículo 5° del texto aprobado en general.


Puesta en votación dicha solicitud, se produce el siguiente resultado: 10 votos a favor, 5 en contra y 2 abstenciones. Por no reunirse el quórum requerido se desecha la solicitud.

Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Horvath, Larraín, Moreira, Pérez Varela y Prokurica.

Votan por la negativa los Honorables Senadores señora Allende y señores Lagos, Letelier, Navarro y Quinteros.


Se abstienen las Honorables Senadoras señoras Goic y Muñoz.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Guillier.

- - -



Por haber llegado el término del Orden del Día, queda pendiente el tratamiento de la iniciativa.
- - -

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que el Honorable Senador   señor Ossandón, ha requerido  que se dirija oficio, en su nombre, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


La señora Vicepresidenta anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Senador indicado, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la Sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
SESIÓN 59ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 7 DE OCTUBRE DE 2015


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker, y de la Vicepresidenta, Honorable Senadora señora Adriana Muñoz.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín y Von Baer y señores Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma y Walker, don Ignacio.


Concurren, asimismo, la Ministra de  Justicia, señora Javiera Blanco y el Subsecretario de Salud Pública, señor Jaime Burrows.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 36.
- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones, 55ª, ordinaria, de martes 29 de septiembre pasado, 56ª, especial, y 57ª, ordinaria, del día siguiente, que no han sido observadas.
_________

CUENTA

Mensajes


Seis de S.E. la Presidenta de la República:


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica disposiciones aplicables a los funcionarios municipales y entrega nuevas competencias a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (Boletín N°10.057-06).


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (Boletín Nº 9.369-03).


Con los cuatro que siguen, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1) Proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (Boletín N°6.499-11).


2) Proyecto de ley que regula la actividad apícola (Boletines            N°s 9.479-01 y 10.144-01, refundidos).


3) Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales con el fin de estandarizar los contratos de adhesión (Boletín N° 9.916-03).


4) Proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo Adicional al Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico, suscrito entre la República de Colombia, la República de Chile, los Estados Unidos Mexicanos y la República de Perú (Boletín N°10.205-10).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados, con los que informa que ha aprobado, en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, los siguientes proyectos de ley:


1) El que modifica el decreto ley Nº 2.833, en materia de alzamiento de prohibiciones de gravar, enajenar y celebrar actos y contratos en viviendas financiadas mediante subsidio habitacional (Boletín N°10.203-14).


2) El que suspende por el plazo de cinco años la inscripción de taxis en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros (Boletín N° 9.816-15).


-- Se agregan a sus antecedentes y se mandan comunicar los proyectos a S.E la Presidenta de la República.

Del señor Ministro de Obras Públicas


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Matta, sobre operarios de cuadrilla en vialidad de la provincia de Linares.


Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, informe de falla y diagnóstico estructural del puente Cau Cau, en la ciudad de Valdivia.


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor García, acerca del estado de avance del proyecto de asfaltado de la ruta Gorbea-Los Galpones, en la comuna de Gorbea.


Responde solicitud de información, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, sobre inspección vial en la ruta Lanco-Tripayante, en la provincia de Valdivia.


Atiende consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre proyectos de puente Industrial y construcción de Costanera Chiguayante-Hualqui, en la Región del Biobío.


Contesta solicitud de información, expedida en nombre del Honorable Senador señor Moreira, sobre aplazamiento del diseño del puente sobre el canal de Chacao, en la Región de Los Lagos.

De la señora Ministra de Salud


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Ossandón, sobre el estado en que se encuentra el mamógrafo del Hospital Nacional del Cáncer.


Responde petición de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, acerca del número de pacientes de la Región de Atacama en espera de ser trasladados a otros recintos asistenciales.

Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, acerca de los problemas de salud de una persona convocada a cumplir el servicio militar en la Armada de Chile.

Del señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado


Entrega respuesta a solicitud de antecedentes, expedida en nombre de los Honorables Senadores señores Araya y De Urresti, acerca de los procedimientos utilizados por esa entidad para los efectos de los cobros asociados al sistema de becas de estudios otorgados por el Estado.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Mociones


De los Honorables Senadores señor García-Huidobro, señoras Muñoz y Van Rysselberghe y señores Coloma y Letelier, con la que inician un proyecto de ley que facilita la entrega de propinas en establecimientos de comercio (Boletín Nº10.329-13).


-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


De los Honorables Senadores señor Horvath, señora Pérez San Martín y señores Guillier, Quinteros y Zaldívar, con la que dan inicio a un proyecto de reforma constitucional en materia de descentralización del Estado, y que instituye la elección de los intendentes mediante sufragio universal (Boletín Nº 10.330-06). 


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

- - -


Terminada la Cuenta, llega a la Mesa el siguiente documento:

Informe


De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura y sus dos Anexos”, adoptado por la Conferencia de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), el 3 de noviembre de 2001 (Boletín N° 6.556-10).


-- Queda para Tabla.

- - -


La Sala acuerda – a instancias del señor Presidente-  autorizar a las Subcomisiones de Presupuestos para sesionar simultáneamente con la Sala.

- - -


A solicitud del Honorable Senador señor Harboe la Sala acuerda ampliar el plazo para presentar indicaciones hasta el 16 de octubre, 12:00 horas, al proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales con el fin de estandarizar los contratos de adhesión (Boletín Nº 9.916-03).

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza la construcción de un monumento en homenaje a los ex mineros del carbón, en la comuna de Coronel, con informe de la Comisión de Educación y Cultura.

(Boletín N° 9.876-24).


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El  Secretario General informa que el objetivo principal es autorizar la construcción del señalado monumento.


Añade que la Comisión de Educación y Cultura discutió el proyecto en general y en particular, en virtud del acuerdo de la Sala de fecha 15 de septiembre de 2015, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana y Walker, don Ignacio, en los mismos términos en que lo despachó la Cámara de Diputados.


El señor Presidente pone en votación en general la iniciativa y es aprobada por 21 votos a favor.


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Coloma, García, Harboe, Horvath, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Girardi.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señores Navarro, Prokurica, Pérez Varela y  Harboe.


El Presidente declara despachado, asimismo, en particular la iniciativa en virtud del artículo 126 del Reglamento del Senado. 

- - - 


Queda terminada la tramitación del proyecto.


La iniciativa despachada por la Sala del Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 1°.- Autorízase erigir un monumento, en la comuna de Coronel, en homenaje a los mineros del carbón.


Artículo 2°.- Las obras se financiarán mediante erogaciones populares, obtenidas por medio de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados. Las colectas públicas se efectuarán en las fechas que determine la comisión especial que se crea en el artículo 4°, en coordinación con el Ministerio del  Interior y Seguridad Pública. Su producto se depositará en una cuenta especial que al efecto se abrirá en el Banco Estado.


Artículo 3°.- Créase un fondo especial con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que señala el artículo anterior.


Artículo 4°.- Créase una comisión especial ad honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará integrada por:


a) El alcalde de la comuna de Coronel o a quien designe en su representación.


b) Los diputados y senadores del distrito y circunscripción correspondiente.


c) El secretario regional ministerial de educación de la Región del Bío Bío o a quien designe en su representación.  


d) El Presidente de la Unión Comunal de Juntas de Vecinos de Coronel o a quien designe en su representación.


Artículo 5°.- La comisión tendrá las siguientes funciones:


a) Fijar las bases, llamar a concurso público del proyecto, y resolverlo.


b) Determinar el sitio en que se ubicará el monumento, en coordinación con el alcalde de la comuna de Coronel y con el Consejo de Monumentos Nacionales.


c) Organizar las colectas públicas dispuestas en el artículo 2°.


d) Administrar la cuenta y el fondo especial establecidos en los artículos 2° y 3°.


e) Cualquier otra destinada a la concreción de las obras.


Artículo 6°.- Si al concluir la construcción del monumento resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, estos serán destinados a los fines que la comisión especial determine.


Artículo 7°.- El monumento deberá erigirse en un plazo de cinco años, contado desde la publicación de esta ley.”.

- - - - -

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio, en primer trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento en memoria del poeta Jorge Teillier, en la comuna de Lautaro, con informe de la Comisión de Educación y Cultura.

(Boletín Nº 10.291-04)


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.

El  Secretario General informa que el objetivo principal de la iniciativa es autorizar la construcción del referido monumento en memoria del poeta Teillier.


Agrega que la Comisión de Educación y Cultura discutió el proyecto  en general y en particular, en virtud del acuerdo de la Sala de fecha 15 de septiembre de 2015, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana y Walker, don Ignacio.


El Presidente pone en discusión y votación, en general,  el proyecto  de ley de la referencia, el que es aprobado por 17 votos favorables.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y los señores Araya, García, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Navarro, Ossandón, Quintana, Quinteros, Tuma y Walker, don Patricio.


Funda su voto el Honorable Senador señor Quintana.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Girardi.

- - - 


El Presidente declara despachado, asimismo, en particular la iniciativa en virtud del artículo 126 del Reglamento del Senado. 

- - - 


Queda terminada la tramitación del proyecto.


La iniciativa despachada por la Sala del Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 1°.- Autorízase erigir un monumento, en la comuna de Lautaro, Región de la Araucanía, en memoria del poeta y docente señor Jorge Octavio Teillier Sandoval.


Artículo 2°.- Las obras se financiarán mediante erogaciones populares, obtenidas por medio de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados. Las colectas públicas se efectuarán en las fechas y lugar que determine la comisión especial que se crea por el artículo 4°, en coordinación con el Ministerio de Educación.


Artículo 3°.- Créase un fondo especial con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que señala el artículo anterior. Los fondos que se obtengan se depositarán en una cuenta especial que, al efecto, se abrirá.


Artículo 4°.- Créase una Comisión Especial ad honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará integrada por un Senador patrocinante de esta moción; el Secretario Ejecutivo del Consejo de Monumentos Nacionales; un representante del Consejo Nacional de la Cultura y las artes, un representante de la Sociedad de Escritores de Chile, el alcalde de la comuna de Lautaro, el Secretario Regional Ministerial de Educación de la Región de la Araucanía y los diputados perteneciente al distrito respectivo.


El quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría de sus miembros.


Artículo 5°.- La comisión especial tendrá las siguientes funciones:


a) Determinar la fecha y la forma en que se efectuarán las colectas públicas, como también realizar las gestiones legales destinadas a que éstas se efectúen;


b) Determinar el sitio exacto en que se ubicará  el monumento; 


c) Llamar a concurso público de proyectos para la ejecución de las obras, fijar sus bases y resolverlo; 


d) Abrir una cuenta corriente especial para gestionar el fondo a que se refiere el artículo 3°,  y 


e) Administrar la cuenta y el fondo creado por el artículo 3°.


Artículo 6°.- Si al concluir la construcción del monumento resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados a financiar la publicación de obras  con su legado y demás iniciativas literarias que la comisión especial determine.”.

_________________________

ORDEN DEL DÍA
Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito y la ley N°18.287, con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales.

(Boletín N° 10.125-15).


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto de ley ya individualizado tiene el Boletín N° 10.125-15 y está con  urgencia calificada de “simple”.


Añade que el objetivo del proyecto es hacer frente a la evasión en el transporte público remunerado de pasajeros de todo el país, logrando controlarla de mejor manera, sancionarla con mayor eficacia y en definitiva reducirla, implementando al efecto una serie de medidas y sanciones administrativas y penales orientadas a disminuir la evasión en el pago de los medios de transporte público de pasajeros y la educación y control respecto de tal conducta


La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Girardi, Letelier, Matta y Ossandón.


Hace presente, asimismo, que el inciso tercero del artículo 22 bis, nuevo, propuesto en el número 3) del artículo 2º del proyecto tiene carácter orgánico constitucional.


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Girardi, Prokurica y Chahuán.


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 25 votos favorables y 2 en contra, de un total de  36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señora Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y los señores Araya, Chahuán, Coloma, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


Fundamentan su voto favorable los Honorables Senadores señores Coloma, García, Guillier y señora Von Baer.


Votan por la negativa los señores Larraín y Navarro.


Funda su voto negativo el Honorable Senador señor Navarro.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Girardi.

- - - 


Queda terminada la discusión de este asunto y la Mesa propone fijar plazo para formular indicaciones hasta el lunes 2 de noviembre próximo a las 12 horas, así la Sala lo acuerda.
___________________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, con segundo informe de las Comisiones de Agricultura y Salud, unidas.

(Boletines Nos. 2.973-11, 4.181-11, 4.192-11 y 4.379-11, refundidos).


La Mesa reanuda la votación en particular del proyecto de ley de la referencia.

- - -


El Presidente pone en discusión la letra b) del número 6  del artículo 3ª propuesta como enmienda por las Comisiones Unidas y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señoras Von Baer y  Goic y señores García, Quinteros, Girardi, Coloma, Prokurica y señora Pérez San Martín.


El Presidente luego del debate y recogiendo la opinión de varios señores Senadores propone dos modificaciones al texto en discusión.


El Secretario General señala que el texto en discusión, con las enmiendas propuestas, quedaría como sigue:


“Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el inciso anterior, quienes atiendan en esos establecimientos podrán exigir la cédula de identidad u otro documento de identificación expedido por la autoridad pública, a todas las personas que soliciten adquirir bebidas alcohólicas y tengan, aparentemente, menos de dieciocho años de edad. Asimismo, y mientras se encuentren cumpliendo con sus funciones fiscalizadoras, los inspectores municipales estarán facultados para solicitar alguna identificación que acredite la edad de los compradores.”.

La Mesa pone en votación el texto indicado y es aprobado por 19 votos a favor y 2 en contra.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, García, Guillier, Horvath, Matta, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señores Girardi y Moreira.

------


El Presidente pone en discusión la letra c), nueva, del número 6  del artículo 3ª propuesta como enmienda por las Comisiones Unidas, y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señora Goic y señor García


La Mesa pone en votación la enmienda señalada la que es aprobada por 16 votos a favor.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Chahuán, García, Guillier, Horvath, Matta, Moreira, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma, Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


No vota por estar pareado, el Honorable Senador señor Girardi.

- - - 

Terminada la votación expresa su intención de votar favorablemente el Honorable Senador señor Pérez Varela.

- - -

El Presidente pone en discusión el número 7 del texto aprobado en general y ofrece la palabra al Honorable Senador señor Coloma.


Pone luego en votación la disposición y el resultado es de 8 votos a favor, 7 en contra y 4 abstenciones.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende y Goic y señores Guillier, Matta, Moreira, Quinteros, Tuma y Walker, don Ignacio.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señora Von Baer y  señores Chahuán, Coloma, García, Horvath, Prokurica y Walker, don Patricio.


Se abstienen los Honorables Senadores señoras Muñoz y Pérez San Martín y señores Ossandón y Pizarro.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Girardi.

------


A continuación, el señor Secretario General precisa que, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento de la Corporación, corresponde repetir la votación.

Repetida la votación el resultado es 7 votos a favor, 10 votos en contra y 3 abstenciones.

Votan por la negativa los Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, García, Horvath, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica y Walker, don Patricio.

Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende y Goic y señores Guillier, Matta, Moreira, Quinteros y Walker, don Ignacio


Se abstienen los Honorables Senadores señores Girardi, Pizarro y Tuma.


El Secretario General hace presente que de conformidad al Reglamento las abstenciones se agregan a los votos por el no.

El Presidente declara rechazado el artículo.
------


La Mesa pone en votación la enmienda propuesta por las Comisiones Unidas que añade un numeral 10, nuevo, al texto aprobado en general, el que es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

 - - - - -  


Queda terminada la discusión de este asunto.

El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:


“Artículo 1°.- Toda bebida alcohólica de graduación igual o mayor a un grado, que esté destinada a su comercialización en Chile, deberá llevar en el envase que la contenga una advertencia sobre las consecuencias de su consumo excesivo. Esta advertencia deberá ser fácilmente legible en condiciones normales, esto es, aparecerá escrita en letras negras sobre un fondo blanco, debiendo incluirse en cualquier campo visual del envase, sin superponerse con otro etiquetado que establezca esta ley u otra legislación específica.  El tamaño mínimo de la letra de esta advertencia será de 1,5 milímetros para envases menores de 237 mililitros; de 2 milímetros para envases de hasta 1,5 litros, y de 3 milímetros para envases de más de 1,5 litros.  Asimismo, se establece un máximo de 10 caracteres por centímetro para letras de 1,5 milímetros; de 8 caracteres por centímetro para letras de 2 milímetros, y de 5 caracteres por centímetro para letras de 3 milímetros. Igual advertencia deberán contener las cajas o embalajes de carácter promocional destinadas al consumidor, que contengan bebidas alcohólicas, y cuya venta se refiera a períodos extraordinarios, tales como fiestas patrias, año nuevo, época estival y eventos deportivos. El tamaño mínimo de la letra de esta advertencia deberá equivaler a la mitad del tamaño de la letra de la marca principal, según las reglas antes mencionadas.


La advertencia referida deberá incluir la siguiente leyenda: “Beber en exceso daña su salud y puede dañar a terceros”, precedida de la palabra “ADVERTENCIA” escrita en letras mayúsculas y en el mismo formato indicado en el inciso anterior.  A continuación de la frase indicada, y precedida de un punto seguido, se deberá adicionar alguna de las siguientes oraciones, a elección del productor, fabricante o importador:


“-La mujer embarazada no debe beber alcohol.”.


“-El consumo de alcohol limita su capacidad para conducir.”.


“-El consumo de alcohol en menores daña su desarrollo físico e intelectual.”.


Adicionalmente, en los envases se deberá adherir o contener impreso una advertencia gráfica que muestre un auto, una mujer embarazada o un número 18, rodeados cada uno por una circunferencia, en conformidad a la oración escogida en el inciso anterior. Las dos primeras advertencias, deberán tener una línea que atraviese la circunferencia desde la esquina superior a la inferior, con la finalidad de señalar simbólicamente que no se debe consumir alcohol en el caso de conducir vehículos motorizados o cuando una mujer está embarazada. El tamaño de la etiqueta que contenga la advertencia deberá ser de 0,8 centímetros de largo y de alto.


El responsable de la adhesión de estas etiquetas será el productor o fabricante en el caso de los productos de origen nacional y el importador cuando las bebidas alcohólicas sean importadas.


En el caso de bebidas alcohólicas importadas, la advertencia deberá realizarse por medio de etiquetas autoadheridas al envase, de manera que no puedan ser despegadas fácilmente. Esta obligación recaerá en el productor, fabricante o importador antes de que el producto se libere e ingrese al territorio nacional, ya sea en el punto de origen o en el depósito aduanero.


La misma advertencia se incluirá también en toda acción gráfica, ya sea publicitaria o de estimulación al consumo de alcohol, que sea difundida a través de medios de comunicación escrita o carteles publicitarios de todo tipo. Dicha advertencia deberá insertarse dentro del recuadro que abarque al menos el 15% de la superficie total de tal aviso.


En la publicidad audiovisual, se proyectará, mientras se exhiba el comercial y por un lapso no inferior a tres segundos, una leyenda que cumpla con lo establecido para el etiquetado.


En el caso de los avisos radiales, se reproducirá a continuación del aviso, y por un lapso no inferior a tres segundos, cualquiera de las advertencias indicadas en el inciso segundo.


El Ministerio de Salud fiscalizará el cumplimiento de esta ley, sin perjuicio de las atribuciones fiscalizadoras que recaen en los organismos competentes del Ministerio de Agricultura o en otros servicios públicos de conformidad a leyes especiales.


Artículo 2°.- La publicidad de bebidas alcohólicas en televisión sólo podrá realizarse entre las veintidós y las seis horas. Se prohíbe la publicidad, directa o indirecta, de bebidas alcohólicas en radios, entre las dieciséis y las dieciocho horas.


Los artículos deportivos destinados a ser distribuidos masivamente, tales como camisetas, uniformes u otros, y aquellos objetos promocionales vinculados a actividades deportivas y que tengan por destinatarios a menores de edad, no podrán contener nombres, logotipos o imágenes de marcas de bebidas alcohólicas, incluido todo signo o alusión a sus marcas o productos.


Se prohíbe cualquier forma de publicidad, comercial o no comercial, directa o indirecta, de bebidas alcohólicas en cualquier producto, publicación o actividad destinada, exclusivamente, a menores de edad.


Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas:


1.- Modifícase la letra l) del artículo 3° en los siguientes términos:


a) Agrégase, después de la expresión “HOTELES,” lo siguiente: “APART HOTELES,”.


b) Intercálase la siguiente letra b), pasando la actual letra b) a ser c), y así sucesivamente:


“b) Apart hotel, en el que se presta al turista servicio de hospedaje, sin perjuicio de otros servicios, con expendio de bebidas alcohólicas. Valor Patente: 5 UTM.”.


2.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 9°, por el siguiente:


“Igual anotación se hará respecto del adquirente de una patente, en caso de transferencia, o respecto del poseedor o tenedor a cualquier título de ella. Si fuere una persona jurídica, deberá dejarse constancia del o los administradores o gerentes. Las patentes sólo pueden transferirse previa inscripción en la oficina municipal que corresponda, y a personas que no estén comprendidas en las prohibiciones del artículo 4°.”.


3.- Incorpórase, en el artículo 19, el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero, y así sucesivamente:


“Prohíbese la venta de bebidas alcohólicas en estaciones de servicio o bombas bencineras, salvo que en ellas existieran establecimientos o restaurantes que cuenten con patente que permita su venta.”.


4.- Modifícase el artículo 33 en el siguiente sentido: 


a) Intercálase en el inciso primero, entre las palabras “de” y “tratamiento”, lo siguiente “prevención,”.


b)  Agrégase en el inciso segundo, antes del punto aparte (.), el siguiente texto:


“y las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud. Estas últimas deberán diferenciar y coordinar con otros sectores e instituciones de la sociedad civil, medidas de protección de la salud pública en relación al consumo nocivo de alcohol”.”.


5.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 39.


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “se estimulará” por la frase “el currículo de enseñanza del establecimiento deberá incorporar”.


b) Sustitúyese el inciso cuarto, por el siguiente:


“No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, la dirección del respectivo establecimiento, sólo a solicitud del centro general de padres y apoderados o con la aprobación de éste, podrá autorizar que se proporcionen y consuman bebidas alcohólicas durante Fiestas Patrias o actividades de beneficencia que se realicen hasta por tres veces en cada año calendario.  Se deberá contar, asimismo, con la autorización de Carabineros de Chile y de la respectiva municipalidad, las que no se concederán durante el año escolar a establecimientos que cuenten con internado.  La dirección del establecimiento velará por el correcto uso de la autorización concedida y porque la realización de la actividad no afecte, de manera alguna, el normal desarrollo de las actividades educacionales. Este permiso será válido sólo para aquellas localidades que no cuenten con un lugar para dicho evento.”.


6.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 42:


a) Introdúcese el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:


“Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el inciso anterior, quienes atiendan en esos establecimientos podrán exigir la cédula de identidad u otro documento de identificación expedido por la autoridad pública, a todas las personas que soliciten adquirir bebidas alcohólicas y tengan, aparentemente, menos de dieciocho años de edad. Asimismo, y mientras se encuentren cumpliendo con sus funciones fiscalizadoras, los inspectores municipales estarán facultados para solicitar alguna identificación que acredite la edad de los compradores.”.


b) Sustitúyese, en el inciso tercero, la expresión “diez a veinte” por “cincuenta a cien”.


7.- Modifícase el artículo 57 de la siguiente manera: 


a) Intercálase entre las palabras “de” y “rehabilitación”, lo siguiente: “prevención, tratamiento y”.


b) Reemplázase la palabra “alcohólicas”, por el siguiente texto:


“que presentan un consumo perjudicial de alcohol y dependencia del mismo y a las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud para medidas de protección de la salud pública en aspectos relativos al consumo nocivo de alcohol”.


c) Intercálase entre la palabra “prevención” y la conjunción “y” la siguiente frase “del consumo perjudicial de alcohol”.


d) Agrégase entre las palabras “rehabilitación” y “de”, la palabra “social”.


e) Agrégase el siguiente inciso final:


“El reglamento a que hace mención el artículo 33, regulará la forma de administración de los montos correspondientes a salud.”.”.


Artículo 4°.- Los planes y programas de estudio y prevención a que se refieren los incisos primero, segundo y final del artículo 39 de la ley N° 19.925, deberán estar en ejecución un año después de la publicación de esta ley.


Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso primero del artículo 13 de la ley N° 18.290:


a) Sustitúyese en el número 3.- la conjunción “y” final y la coma (,) que la precede por un punto y coma (;).


b) Reemplázase en el número 4.- el punto final (.) por una coma (,) y agrégase a continuación la conjunción “y”.


c) Agrégase el siguiente número 5:


“5.- No haber sido sorprendido por Carabineros realizando alguna de las conductas descritas en los incisos primero de los artículos 25 y 26 de la ley N° 19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas, en los últimos doce meses.”.


Artículo 6°.- Los fabricantes, productores, distribuidores e importadores de bebidas alcohólicas deberán informar en los envases o etiquetas de éstas, la cantidad de energía presente en la bebidas alcohólicas por cada 100 mililitro del producto, según las normas establecidas en el Reglamento Sanitario de los Alimentos. Dicha obligación no obsta al cumplimiento de la normativa específica en materia de producción, elaboración, comercialización y rotulación de bebidas alcohólicas.



Artículo transitorio.- El artículo 1° de esta ley entrará en vigencia a partir de un año contado desde la fecha de su publicación.



El artículo 2° de esta ley entrará en vigencia a partir de dos años contados desde la fecha de su publicación.”.

___________________

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre publicidad de los alimentos, con informe de la Comisión de Salud.

(Boletín N° 8.026-11).


El Presidente pone en discusión el proyecto de la referencia.


El Secretario General señala que la Comisión de Salud aprobó todas las enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados, con las diferencias siguientes: que prestó su aprobación por unanimidad respecto de dos de las modificaciones propuestas al inciso segundo del artículo primero, y de aquellas propuestas para el inciso segundo del artículo 2° y para el artículo 3°. Esas están aprobadas unánimemente en la Comisión de Salud.


Las restantes enmiendas solo fueron aprobadas por mayoría de votos.


El Presidente propone que sean aprobadas todas aquellas normas que la Comisión de Salud aprobó por unanimidad; así la Sala lo acuerda por la unanimidad de sus miembros presentes.

- - - -


El Presidente pone en discusión y votación las enmiendas propuestas por  la Cámara de Diputados  al inciso segundo del artículo 1° de la iniciativa. 


Terminada la votación la enmienda es aprobada por 14 votos a favor, 7 en contra y 1 abstención.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Girardi, Guillier, Horvath, Letelier, Matta, Ossandón, Pizarro, Quinteros, Tuma, Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señores Pizarro y Girardi.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, García, Larraín, y Prokurica.


Se abstiene el Honorable Senador señor Moreira.


Luego de la votación manifestó su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Montes.

- - - 


El Presidente pone en votación la enmienda propuesta por  la Cámara de Diputados  al inciso primero del artículo 2° de la iniciativa. 


Terminada la votación la enmienda es aprobada por 12 votos a favor, 5 votos en contra y 1 abstención.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Girardi, Horvath, Letelier, Matta, Montes, Pizarro, Quintana, Quinteros y Walker, don Ignacio.


Funda su voto favorable la Honorable Senadora señora Goic.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señores Chahuán, Coloma, García, Larraín y Prokurica.


Fundamenta su voto negativo el Honorable Senador señor Chahuán.


Se abstiene el Honorable Senador señor Tuma.

- - - - 


El Presidente pone en votación la enmienda propuesta por  la Cámara de Diputados  al artículo 4° de la iniciativa. 


Terminada la votación la enmienda es aprobada por 12 votos a favor, 10 votos en contra y 1 abstención.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Goic y Muñoz y señores Girardi, Guillier, Horvath, Matta, Ossandón, Pizarro, Quintana, Quinteros, Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


Fundan su voto afirmativo los Honorables Senadores señora Goic y señor Girardi.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señoras Allende y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, Larraín, Letelier, Moreira, Pérez Varela y Prokurica.


Fundan su voto negativo los Honorables Senadores señores Chahuán y Letelier.


Se abstiene el Honorable Senador señor Tuma.

---------


El Presidente pone en votación la enmienda propuesta por  la Cámara de Diputados que incorpora un artículo 5° nuevo a la iniciativa, la que es aprobada por 12 votos a favor y 5 abstenciones.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Girardi, Guillier, Letelier, Matta, Moreira, Ossandón, Prokurica, Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señora Goic y señor Girardi.


Se abstienen los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Coloma, García y Pérez Varela.

- - - 


Una vez finalizada esta votación el Honorable Senador señor Espina, manifiesta su intención de votarla a favor.

- - - - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:


“Artículo 1°.- Se prohíbe la publicidad que induzca al consumo de los alimentos señalados en el inciso primero del artículo 5° de la ley N° 20.606, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, que, por su presentación gráfica, símbolos y personajes utilizados, se dirija a menores de catorce años, captando preferentemente su atención.


Ninguna publicidad de alimentos podrá afirmar que los referidos productos satisfacen por sí solos los requerimientos nutricionales de un ser humano. Además, no deberá usar violencia o agresividad y no podrá asociar a menores de edad con el consumo de bebidas alcohólicas o tabaco.


Se prohíbe el ofrecimiento o entrega a título gratuito de los alimentos señalados en el inciso primero, con fines de promoción o publicidad, a menores de catorce años.


Artículo 2°.- Todas aquellas acciones de publicidad destinadas a promover el consumo de los alimentos señalados en el inciso primero del artículo 5° de la ley N° 20.606, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, en todos los servicios de televisión y de cine, sólo se podrán transmitir en dichos medios entre las 22:00 y las 6:00 horas, siempre que no estén dirigidas a menores de catorce años.


Excepcionalmente, se podrá efectuar acciones de publicidad de los alimentos anteriormente señalados a propósito de eventos o espectáculos deportivos, culturales, artísticos o de beneficencia social, fuera del horario establecido en el inciso precedente, cuando se cumplan los siguientes requisitos:


a) Que el evento o espectáculo no sea organizado o financiado, exclusivamente, por la empresa interesada en la publicidad o por sus coligadas o relacionadas.


b) Que la publicidad no esté destinada o dirigida, directa o indirectamente, a menores de catorce años.


c) Que la publicidad no muestre situaciones de consumo que induzcan a éste ni al producto promocionado.


d) Que la publicidad se encuentre acotada a la exhibición de la marca o nombre del producto.


Artículo 3°.- Agrégase en el artículo 6° de la ley N° 20.606, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, el siguiente inciso final:


“En todas aquellas disposiciones de esta ley donde se utilice la expresión “menores de edad”, deberá entenderse que se refiere a menores de catorce años.”.


Artículo 4°.- Los reglamentos que se dicten sobre la publicidad y promoción de alimentos serán expedidos por el Presidente de la República a través del Ministerio de Salud.


Artículo 5°.- Se prohíbe toda publicidad de alimentos sucedáneos de la leche materna. Se entiende por sucedáneos de leche materna las “fórmulas de inicio” y “fórmulas de continuación” hasta los doce meses de edad, según lo establecido en el Reglamento Sanitario de los Alimentos, contenido en el decreto supremo N° 977, del Ministerio de Salud, promulgado el año 1996 y publicado el año 1997.


El profesional que requiera indicar estas fórmulas deberá garantizar que el usuario cuente con la información necesaria para seleccionar adecuadamente la fórmula respectiva, señalando en la receta el nombre genérico de ésta, es decir, fórmula de inicio o de continuación, y la edad del niño o niña que la recibirá.


Las infracciones a las disposiciones de este artículo serán sancionadas de acuerdo al Libro Décimo del Código Sanitario.”.

_________


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________
Incidentes


Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido MAS (Movimiento Amplio Social); Partido Unión Demócrata Independiente; Partido por la Democracia; Independientes; Partido Demócrata Cristiano e Independiente; Partido Renovación Nacional, y Partido Socialista.


Se levanta la Sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
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PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY DE CONCESIONES DE OBRAS PÚBLICAS INCORPORANDO LA OBLIGACIÓN DE LOS CONCESIONARIOS DE ASEGURAR EL TRÁNSITO LIBRE Y FLUIDO DE LOS VEHÍCULOS DE EMERGENCIA

(9.311-09, 9.313-09 y 9.318-15, refundidos)
Oficio Nº 12.135


VALPARAÍSO, 13 de octubre de 2015

Con motivo de las mociones, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que establece la exención de pago de peaje de los vehículos de emergencia por rutas concesionadas, correspondiente a los boletines N°9311-09, 9313-09 y 9318-15, refundidos, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto N°900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N°164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, ley de Concesiones de Obras Públicas:

1. Incorpóranse en su artículo 11° los siguientes incisos segundo y final, nuevos:

“No obstante lo señalado en el inciso anterior, estarán exentos del pago de peaje, ya sea en forma manual, con sistema automático o de telepeaje, los vehículos de emergencia definidos en el artículo 2°, número 43, de la ley N°18.290, de Tránsito, cuando se encuentren cubriendo una situación de tal naturaleza. Se presume que estos vehículos se encuentran atendiendo una situación de emergencia cuando se trasladen con balizas o sirenas encendidas, en el marco de un procedimiento y conforme a las normas institucionales que les permitan utilizar dichos sistemas de alerta y sonido.

En tal caso, ninguna persona o entidad, bajo circunstancia alguna, podrá impedir u obstaculizar su paso, ni cuestionar el mérito de la emergencia invocada, tratándose especialmente de plazas de peaje.”.

2. Agrégase en su artículo 42 el siguiente inciso final, nuevo:

“La empresa concesionaria que no diere cumplimiento a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 11 será sancionada con multa a beneficio fiscal de 1 a 50 unidades tributarias mensuales cada vez que se transgreda la norma , sin perjuicio de su derecho a repetir en contra de quien resulte directamente responsable.”.
Artículo 2°.- El Ministerio de Obras Públicas podrá celebrar los correspondientes convenios complementarios a los contratos de concesión vigentes incorporando las condiciones contenidas en las presentes modificaciones mediante los mecanismos que la ley de Concesiones de Obras Públicas establece. Asimismo, podrá incorporar estas condiciones en los futuros contratos.
Artículo 3°.- Intercálase en el artículo 2°, número 43, de la ley N°18.290, de Tránsito, entre la palabra “Bomberos” y la conjunción copulativa “y”, la frase “, a las brigadas forestales de la Corporación Nacional Forestal, a las Fuerzas Armadas”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE SERVICIOS ELÉCTRICOS PARA INTRODUCIR MECANISMOS DE EQUIDAD EN LAS TARIFAS ELÉCTRICAS

(10.161-08)

Honorable Senado:




Vuestra Comisión de Minería y Energía tiene el honor de informaros, en general, acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, para cuyo despacho se ha hecho presente calificación de urgencia “suma”.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 1 de julio de 2015, disponiéndose su estudio por la Comisión de Minería y Energía, y la de Hacienda, en su caso.





Asistieron a sesiones de la Comisión, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Horvath y Navarro.

- - -





Cabe hacer presente que este proyecto de ley se discutió sólo en general, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - -





A las sesiones en que se discutió este proyecto, concurrió, especialmente invitado, el Ministro de Energía, señor Máximo Pacheco, acompañado del Secretario Ejecutivo y de la Jefa del Departamento Eléctrico de la Comisión Nacional de Energía (CNE), señor Andrés Romero y señorita Ximena Oviedo, respectivamente; del Jefe de Comunicaciones del Ministerio, señor Daniel Gómez; de los asesores ministeriales señores Marcelo Drago, Rubén Muñoz y Felipe Venegas; del Jefe de Energías Renovables, señor Christian Santana, y del abogado de la CNE, señor Fernando Dazzarola.





Concurrieron, también:


- El profesional de SYNEX Ingenieros Consultores, señor Sebastián Bernstein.


- La investigadora del Programa Chile Sustentable, señora Sara Larraín, acompañada de la coordinadora institucional señora Pamela Poo.


- El Director Ejecutivo de la Asociación Chilena de Energías Renovables (ACERA) A.G., señor Carlos Finat.


- El Director Ejecutivo de Empresas Eléctricas A.G., señor Rodrigo Castillo, acompañado del Director Jurídico, señor Ricardo Eberle; de los encargados del Comité de Regulación, señora Leslie Sepúlveda y señor Cristián Martínez, y de la asesora señora Rosa Serrano.


- El Presidente de la Asociación de Consumidores y Usuarios de Chile (ODECU), señor Stefan Larenas.


- El Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Sergio Puyol, en compañía de su Jefa de Gabinete, señora Isabel Flores, y del abogado de la organización gremial, señor Malik Mograby.


- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los asesores señoritas María Fernanda Cuevas y Tania Larraín y señores Luis Batalle, Daniel Portillo y Erick Schnake.


- Del Instituto Igualdad, la asesora señorita Daniela Fuentes.


- De Gestión Comunicación, su Directora, señorita Carolina Tirado, y la asesora señorita Maria Fernanda Cuevas.


- Del Instituto Libertad y Desarrollo, la abogada señorita Cristina Torres.


- Del Instituto Libertad, los especialistas señores Hugo Álvarez y Gonzalo Streitt.


- Los asesores parlamentarios que se indican: de la oficina de la Honorable Senadora señora Allende, el señor Cristián Arancibia; de la oficina del Honorable Senador señor Chahuán, señor Nasslo Avio; de la oficina del Honorable Senador señor García-Huidobro, la señorita Cristina Zúñiga; de la oficina del Honorable Senador señor Guillier, la señorita Natalia Alviña; de la oficina del Honorable Senador señor Horvath, los señores Manuel Baquedano y Andrés Bascuñán, y de la oficina del Honorable Senador señor Prokurica, la señora Carmen Castañaza y el señor Rodrigo Suárez.


- De la Biblioteca del Congreso Nacional, el analista señor Rafael Torres.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO




Persigue fundamentalmente, por una parte, disminuir las tarifas de los clientes regulados en aquellas comunas que posean centrales de generación de energía eléctrica y, por otra, acotar las diferencias de tarifas eléctricas residenciales entre las distintas zonas del país.

- - -

ANTECEDENTES

1.- Antecedentes normativos.


1) Decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos.


2) Ley N° 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


3) Decreto supremo N° 14, del Ministerio de Energía, de 2012, que fija tarifas del sistema de subtransmisión y de transmisión adicional y sus fórmulas de indexación.


4) Decreto supremo N° 61, del Ministerio de Energía, de 2011, que fija instalaciones del sistema de transmisión troncal, el área de influencia común, el valor anual de transmisión por tramo y sus componentes con sus fórmulas de indexación para el cuadrienio 2011-2014. 

2.- Mensaje del Ejecutivo.


El Mensaje con que se origina este proyecto de ley destaca que en el mes de mayo de 2014 se presentó al país la “Agenda de Energía”, cuyo propósito fue establecer un plan de acción claro para que Chile cuente con energía confiable, sustentable, inclusiva y de precios razonables. En dicho plan, agrega, se definieron siete ejes estratégicos, con metas y plazos delimitados, a objeto de que en los próximos diez años se logren avances sustanciales que permitan concretar un proceso de transición energética. 


El desafío de obtener precios de la energía razonables dice relación con que en la actualidad existe una evidente y considerable dispersión en las tarifas eléctricas residenciales a lo largo de nuestro territorio, lo que se expresa en que, por ejemplo, una cuenta de 180 kWh/mes fluctúa entre $16.335 (en las comunas que menos pagan) y $28.754 (en las comunas que más pagan), esto es, una diferencia de 76%. 


Diferencias de esta magnitud, afirma el Mensaje, no se observan en otros mercados interconectados, lo que es aún más llamativo considerando que los cargos por generación y transmisión en las tarifas eléctricas no difieren a lo largo del país. Asimismo, se da la paradoja que comunas intensivas en generación eléctrica tienen tarifas mucho más elevadas que comunas donde no existe dicha generación. 
Respecto de esto último, se puede constatar que en distintos países se retribuye la contribución que se hace desde la comuna generadora a los sistemas de generación centralizados. Añade el Mensaje que, para ello, en la experiencia comparada se han utilizado diversos instrumentos, como el reconocimiento a través de algún esquema de reducción en los precios locales de la energía. Es así como en Noruega las municipalidades en cuyos territorios se instala un proyecto hidroeléctrico tienen derecho, entre otros beneficios, a comprar hasta un 10% de la energía generada por la central, siendo el precio de venta asimilado al costo de generar la electricidad o el costo total del suministro de electricidad. De esta forma, la generación aledaña se asocia directamente con la cuenta eléctrica de los habitantes del lugar donde se emplaza el proyecto. En nuestro país, sin embargo, no existe reconocimiento alguno para aquellas comunas que hacen un aporte al sistema interconectado al contar con plantas generadoras de energía. 


Enseguida, el Mensaje recuerda que este problema ha sido evidenciado por el Congreso Nacional. Con fecha 13 de diciembre de 2011, un grupo de Diputados suscribió el proyecto de acuerdo N° 475, mediante el cual se solicitó a los Ministros de Energía y de Economía rebajar el valor de las cuentas que, por concepto de electricidad, deben pagar los habitantes de comunas donde se sitúan centrales generadoras. En la misma línea, se presentó una moción de varios Diputados, de distintos sectores políticos, que propone rebajas en las cuentas de electricidad a aquellas personas que tienen domicilio en una comuna en cuyo territorio está ubicada una empresa generadora de electricidad (Boletín N° 9.234-08). 


Por último, la materia también ha sido abordada desde la ciudadanía. En diversos foros ciudadanos (como en la Comisión Ciudadana Técnico Parlamentaria de 2011 Chile Necesita una Gran Reforma Energética, y en el informe final de la Mesa de Gestión Territorial: Ordenamiento Territorial y Asociatividad de 2014), se ha expresado la necesidad de generar mecanismos para que el precio de la energía sea más bajo para las localidades y regiones en donde se emplaza un proyecto de generación. 


La tarifa eléctrica a nivel residencial es una tarifa regulada por ley, la que se construye en base a los precios a nivel de generación y transmisión, a lo que se le suman cargos por distribución.


El sistema eléctrico chileno, arguye el Mensaje, es un sistema interconectado que, a partir del segundo semestre de 2017, estará unido desde Arica hasta Chiloé. En un sistema de estas características la generación que se produce mediante distintas tecnologías y costos de producción, en diferentes partes del país, transita por las redes de transmisión sin que pueda identificarse a nivel de consumidor el “origen” de la electricidad que se consume. Por ello es que, respecto de los componentes de las tarifas relacionadas con la generación y la transmisión, se han efectuado modificaciones legales destinadas a establecer mecanismos de ajuste de precios que eliminan las  significativas diferencias de los cargos que por estos conceptos existen dentro del país. Así, el artículo 157° de la Ley General de Servicios Eléctricos establece un mecanismo de ajuste de los Precios de Nudo Promedio (que corresponde al promedio de los precios obtenidos en las licitaciones de cada empresa distribuidora), merced al cual si el precio promedio de energía de una distribuidora excede en más de 5% el precio promedio del SIC y del SING se deberá ajustar para suprimir dicho exceso, el que será absorbido por el resto de las empresas distribuidoras a prorrata de su energía.


La finalidad del mecanismo antes descrito es evitar que usuarios finales tengan que pagar íntegramente las diferencias de precio producto de las distintas condiciones en que se realizan las licitaciones al interior de cada uno de los sistemas SIC o SING. La ley N° 20.805 modificó el señalado artículo 157°, en el sentido de que el ajuste se efectúe comparando el precio promedio de los contratos de las distribuidoras de ambos sistemas interconectados y no en cada uno separadamente (lo que permite ampliar el alcance del efecto de compensación entre clientes). Como el artículo 181° de la Ley General de Servicios Eléctricos dispone que la estructura de los precios a nivel de distribución debe considerar un cargo único por concepto de uso de transmisión troncal, a nivel de transmisión no existen diferencias entre las tarifas. Sin embargo, a nivel de distribución existen diferencias significativas en las tarifas, las cuales son producidas, principalmente, porque el valor de éstas varía en función de la densidad poblacional de la zona debido a su componente de distribución.


Sostiene el Mensaje que si bien las razones de costo asociadas a las economías de densidad de los sistemas de distribución justifican diferenciales de precios, en la práctica éstos son muy significativos y pueden no dar cuenta de otro tipo de factores externos vinculados a los costos de aglomeración. En este marco, el Ejecutivo estima que existen los antecedentes suficientes para adoptar decisiones como Estado y fijar pautas de acción. En particular, se observa la necesidad de reconocer a todas las comunas que aportan de manera relevante a la generación de energía de la que se benefician todos los chilenos y chilenas. Asimismo, si bien las diferencias de precios en las tarifas eléctricas entre comunas responden en parte a factores económicos objetivos, las asimetrías que se observan son muy elevadas y no necesariamente dan cuenta de otro tipo de externalidades.


De esta manera, y como respuesta a estos problemas, el Supremo Gobierno somete el proyecto de ley en informe a consideración del Congreso Nacional para, por una parte, disminuir las tarifas de los clientes regulados en aquellas comunas que posean centrales de generación de energía eléctrica y, por otra, acotar las diferencias de tarifas eléctricas residenciales entre las distintas zonas del país.


Para cumplir con tales objetivos, la iniciativa contempla dos medidas:


1. Reconocimiento de la Generación Local (RGL), en virtud de la cual se establece un descuento en el componente de energía de las tarifas reguladas (no sólo las residenciales) de las comunas intensivas en generación eléctrica, que será asumido por los usuarios de comunas que no son consideradas como intensivas en generación. Si se atiende a las comunas con mayor intensidad en generación de acuerdo a la actual capacidad instalada y número de clientes regulados, el mayor descuento que se alcanzaría si se aplicase la medida hoy sería de 35%. Con todo, la medida contempla la posibilidad de reconocer mayores factores de intensidad, alcanzando un descuento de hasta 50%. Lo anterior pretende mantener una señal de costos asociados al suministro eléctrico, compatible con el beneficio que prestan las comunas que poseen capacidad instalada de generación.


2. Equidad Tarifaria Residencial (ETR), en cuya virtud se modifica el componente “distribución” de las tarifas residenciales (hoy BT1), para que la diferencia entre el promedio de las cuentas a nivel nacional y la cuenta más alta no sea superior al 10%. Esta medida será financiada por todos los clientes sometidos a regulación de precios. Los clientes regulados residenciales sólo aportarán al financiamiento cuando estén bajo el promedio y tengan un consumo promedio mensual del año calendario anterior superior a 180 kWh, en tanto el ajuste no signifique una tarifa sobre dicho promedio. Este límite de 180 kWh busca que contribuyan al financiamiento de esta medida sólo aquellos clientes de mayor consumo (lo que es consistente con los desafíos en materia de eficiencia energética).


Para ejemplificar sobre los efectos del proyecto el Mensaje arguye que la medida de RGL implicaría que 59 comunas del país podrían ver reducidas sus tarifas eléctricas entre 2,54% y 19,6%, dependiendo de la relación entre la capacidad instalada de generación que exista en dicha comuna y su número de clientes regulados. Y la medida de ETR significará que la variación de las cuentas a nivel país, considerando una cuenta de 180 kWh/mes, podría fluctuar entre $16.959 y $21.968, versus la actual diferencia que oscila entre $16.335 y $28.754. El efecto combinado de ambas medidas implicaría una disminución de tarifas en 238 comunas del total de 329 interconectadas a alguno de los sistemas eléctricos (SING, SIC, Aysén, Magallanes, Hornopirén y Cochamó) con disminución de tarifas que irían desde 0,3% hasta 44,1%.

3.- Estructura del proyecto de ley.





La iniciativa consta de un artículo único, compuesto de tres numerales, y cinco artículos transitorios.

El artículo único introduce tres modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos:


1) Al artículo 157°, para incorporar el mecanismo de reconocimiento de generación local respecto de aquellas comunas intensivas en generación eléctrica ubicadas en los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 200 megawatts. Dicho descuento será de hasta un 50% en función del factor de intensidad de cada comuna. El factor de intensidad de cada comuna será calculado por la Comisión Nacional de Energía en función de la capacidad instalada de generación y el número de clientes regulados de cada comuna, de acuerdo al mecanismo que dicha Comisión establezca, en conformidad con la ley.


2) Al artículo 191°, para introducir el mecanismo de equidad tarifaria residencial en los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 1.500 kilowatts en su conjunto, y para las opciones tarifarias correspondientes a los usuarios residenciales. Al respecto, se establece que las tarifas máximas que las empresas podrán cobrar a dichos suministros no diferirán en más de 10% del promedio simple de éstas, considerando una muestra estadísticamente homogénea.

Las diferencias serán absorbidas por todos los demás suministros sometidos a regulación de precios de las comunas que están bajo el promedio señalado, de modo que la recaudación total sea la misma que si se hubiesen aplicado las tarifas máximas sin dicho ajuste. Lo anterior, bajo la condición de que ello no implique que las tarifas residenciales excedan este promedio, y exceptuando a aquellos usuarios residenciales cuyo consumo promedio mensual de energía del año calendario anterior sea menor o igual a 180 kWh.  

Finalmente, se dispone que: a) la Comisión Nacional de Energía calculará los ajustes a que dé origen el mecanismo señalado y establecerá el mecanismo de reliquidación de las diferencias de facturación entre empresas concesionarias de distribución, y b) las transferencias entre empresas distribuidoras a que den origen las diferencias de facturación producto de la aplicación del mecanismo antes mencionado, serán calculadas por los CDEC respectivos, de manera coordinada.


3) Al artículo 225°, mediante la incorporación de las definiciones de “factor de intensidad”, esto es, la razón entre la capacidad de generación instalada en cada comuna y el número de clientes sometidos a regulación de precios, y de “comuna intensiva en generación”, esto es, aquella cuyo factor de Intensidad es mayor a 2,5.

El artículo primero transitorio considera un período de vacancia legal por un plazo de noventa días, a contar de la publicación del proyecto.

El artículo segundo transitorio establece la gradualidad de su entrada en vigencia, partiendo por beneficiar a aquellas zonas del país que tienen las tarifas más altas. 

El artículo tercero transitorio indica qué debe entenderse por usuario residencial para efectos de la aplicación de la presente ley, según las disposiciones tarifarias vigentes.

El artículo cuarto transitorio contempla los aumentos de dotación que requieren los organismos públicos encargados de regular, aplicar y fiscalizar las medidas. 

Finalmente, el artículo quinto transitorio contiene la correspondiente imputación presupuestaria.

4.- Informe financiero.


En este documento se consigna que la implementación del proyecto de ley implica un gasto fiscal anual en régimen de $333.057 miles, según el siguiente detalle:

	Concepto de gasto
	1° año aplicación 
	2° año y régimen

	Gastos en personal
	333.057
	333.057

	Adquisición Activos no Financieros
	13.040
	           0

	· Mobiliario
	3.840
	

	· Máquinas y Equipos
	1.600
	

	· Equipos Informáticos
	7.600
	

	Total gastos
	346.097
	333.057



En términos institucionales, el desglose es el siguiente:

	Servicio
	1° año aplicación
	3° año y régimen

	Subsecretaría de Energía
	36.034
	34.404

	Comisión Nacional de Energía
	200.224
	193.704

	Superintendencia de Electricidad y Combustibles
	109.839
	104.950

	Total Gastos
	346.097
	333.058



Respecto de los mayores gastos en personal, agrega el informe, se incrementan las dotaciones de la Subsecretaría de Energía en un profesional grado 4; de la CNE en cuatro profesionales niveles I y II, y de la SEC en tres profesionales grados 8, 9 y 10. Este incremento obedece a la necesidad de contar con personal especializado para la implementación, cálculo, revisión, seguimiento y fiscalización de los nuevos procedimientos.


En cuanto a los gastos en mobiliarios y equipos, se asocian a las contrataciones, no siendo permanentes.


El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Energía, y en lo que faltare el Ministerio de Hacienda podrá suplementarlo con cargo a los recursos de la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público. En los años siguientes se estará a lo considerado en la Ley de Presupuestos.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Al comenzar la discusión acerca de la idea de legislar en la materia, hizo uso de la palabra, en primer término, el señor Ministro de la Cartera, quien recordó que la Agenda de Energía contempló un plan de acción para que Chile cuente con energía confiable, sustentable, inclusiva y a precios razonables. Así, la Agenda propuso legislar a fin de estructurar un mecanismo de asociatividad que regule el pago de patentes en comunas generadoras, la promoción y el desarrollo local y la equidad tarifaria. En este último sentido y sobre la base de un mismo nivel de consumo, añadió, existe una importante dispersión de las tarifas eléctricas a lo largo del país, las cuales oscilan entre $16.335 en Santiago hasta $28.754 en Linares. 

Ante una consulta del Honorable Senador señor Guillier relativa a si en la actualidad se está pagando la patente municipal en la comuna donde se instala un proyecto energético, el señor Ministro aseguró que sobre el 85% de las patentes municipales se pagan en tales comunas sin necesidad de ninguna norma que lo exija.
En ese marco, adujo el personero de Gobierno, el proyecto de ley de asociatividad concreta el pilar de equidad que se pretende. Por otra parte, destacó que el servicio eléctrico es integrado, interconectado, único y de carácter nacional, por cuanto otorga un beneficio conjunto al 98% de los habitantes del país. De esta manera, cuando se conecte el SIC con el SING habrá una sola línea de transmisión desde Arica a Chiloé. 

En relación con la tarificación –que comprende los elementos generación, transmisión, distribución e impuesto al valor agregado (IVA)- explicó que actualmente tanto el componente de generación, como el de transmisión, están sometidos en la ley a mecanismos de ecualización sin que haya mayores diferencias entre los distintos lugares del país. Las diferencias que se observan en el factor de distribución responden a la circunstancia de que el valor de las tarifas varía en función de la densidad poblacional de la zona. En ese marco, dijo, se da la paradoja que comunas intensivas en generación de energía eléctrica tienen tarifas más elevadas que las que se cobran en zonas donde no existe dicha generación. En la experiencia internacional se retribuye la contribución que hacen las comunas generadoras, utilizándose diversos instrumentos. La autoridad ministerial precisó que el objetivo de la equidad tarifaria residencial es atenuar las diferencias existentes en las cuentas de electricidad de los clientes finales respecto de aquellos sometidos a regulación. Esto se obtiene mediante la modificación del componente de distribución de las tarifas residenciales, lo cual permite que las diferencias promedio de las cuentas tipo y aquellas más altas no sea superior a 10%.

La señalada medida, arguyó, se financiará por todos los clientes sometidos a regulación de precios y, en el caso de los clientes residenciales, merced a la exclusión de los que se ubican bajo el promedio nacional y los que exhiban un consumo promedio mensual en el respectivo año calendario inferior a 180 Kwh. En consecuencia, sólo contribuirán los clientes residenciales con consumos mayores a 180 Kwh/mes. Tratándose de las cuentas sobre el promedio, acotó, los clientes BT1 son beneficiados independientemente de su consumo, mientras que otras tarifas reguladas no reciben este provecho aunque tampoco lo absorben. En el caso de las cuentas bajo el promedio, los clientes BT1 con un consumo igual o menor 180 Kwh/mes no soportan la medida, en tanto aquellos con uno superior a la cifra señalada y otras tarifas reguladas soportan esta carga. Finalmente, las cuentas que están en el promedio y que comprende todos los tipos de tarifas reguladas ni reciben beneficio ni absorben. En tal contexto el 17% de los clientes (945.598 consumidores) se mantendrán en idéntica situación a la actual; el 48% (2.716.571 personas) tendrán bajas en sus tarifas, y el 35% restante (1.951.604 clientes) absorberán el costo. En la práctica lo anterior se traduce en que para 2,7 millones de clientes se reducirá la cuenta en un promedio de 13,7% ($4.150). El rango de disminución va desde 39,1% ($13.000) a 0,03%. Para 1,9 millones de clientes habrá un incremento promedio de 4,7% (casi $893), siendo el rango de aumento de 0,8% a 6,7% ($1.300).

El Secretario Ejecutivo de la CNE sostuvo que los llamados “clientes BT1” corresponden a consumidores residenciales y a pequeñas y medianas empresas (pymes), mientras que los BT2, BT3 y BT4 pagan por potencia instalada.

La Honorable Senadora señora Allende, refiriéndose al aumento y disminución de las tarifas pormenorizado por comunas, manifestó su preocupación acerca de las razones que determinan que ciertas urbes experimenten disminuciones mayores en relación con las demás.

El Honorable Senador señor Guillier expresó que, en su concepto, el Ejecutivo propone dos medidas diversas: por una parte, promediar a nivel nacional las tarifas eléctricas; por otra, compensar a las comunas que generan energía merced a un criterio de asociatividad. La cuestión radica en determinar si el cálculo global se efectuará en función del promedio tarifario o si, por el contrario, se realiza un segundo ejercicio contable una vez establecido el promedio y se distribuye en la región a partir de parámetros regionales o a nivel nacional recurriendo a parámetros que consideran a todo el país.

En opinión del Honorable Senador señor Prokurica un asunto a dilucidar consiste en cuál debe ser el factor a considerar para la medición: si la cantidad de MW generados o el número de habitantes de la comuna, o una combinación entre ambos.
El señor Ministro de Energía adujo que las diferencias en la estructura de costos atienden a la situación de las distribuidoras, de las cooperativas y la densidad poblacional. El cálculo se realiza a nivel nacional pues no se trata de un sistema aislado, sino que único, interconectado, integrado y nacional: la medición considera capacidad instalada o infraestructura dividida por el número de habitantes. El descuento será asumido por usuarios de comunas no intensivas en generación. El indicador de factor es la capacidad instalada en MW por habitante.

Según dijera el personero de Gobierno, el objetivo del reconocimiento a la generación local es el de establecer un descuento en las tarifas reguladas de las comunas intensivas en generación eléctrica que pueda ser asumido por aquellas que no son consideradas como tales. Al aplicarse la medida el mayor descuento en la componente de energía de la tarifa podría llegar al 35%, lo que abre la posibilidad de reconocer mayores factores de intensidad en el futuro (hasta el 50%). Esto significa que en cincuenta y nueve comunas se reducirán las tarifas en un rango de entre 2,54% y 19,6%, según la relación entre capacidad instalada de generación y número de clientes regulados. El efecto combinado de ambas medidas significa una disminución de -0,3% a -44,1% y la reducción de tarifas en doscientas treinta y ocho comunas del país de un total de trescientas veintinueve interconectadas a algunos de los sistemas eléctricos existentes (SIC, SING, Aysén, Magallanes, Hornopirén y Cochamó). Por ejemplo, Alto Biobío es la comuna beneficiada con la mayor rebaja como consecuencia del efecto combinado: su cuenta decrece de $33.958 a $18.973.

En cuanto a la gradualidad en la implementación de las medidas, el Secretario de Estado destacó que la ley entrará en vigencia noventa días después de su publicación en el Diario Oficial. La equidad tarifaria residencial tendrá plena aplicación en dos años: en el primer año, se aplicará en las áreas 5 y 6, esto es, aquellas con tarifas más altas; en el segundo, se hará extensiva al resto de las áreas típicas (el país está dividido en seis).

Consultado por el costo fiscal del proyecto de ley, el señor Ministro dijo que el gasto público en el primer año ascenderá a $346.097 miles, para pasar el segundo –una vez que la normativa entre en régimen- a ser de $333.057. Dicho costo se traduce en adquisiciones de activos no financieros y gastos en personal a causa del aumento de la dotación del Ministerio y del Servicio (un cupo en la Subsecretaría de Energía; cuatro en la CNE, y tres en la SEC).

El Honorable Senador señor Horvath destacó que el concepto país planteado en esta iniciativa legal suscita un efecto de regionalización que permite desconcentrar las grandes ciudades y obliga al Estado a asumir el costo, mientras que a los demás habitantes las externalidades del sistema. Cabe determinar, agregó, si la idea planteada en el Mensaje significa un cambio en el valor agregado de distribución. Si no hay modificación del criterio de negocio, quienes se encuentren en lugares densamente poblados harán un relevante esfuerzo económico mientras las empresas de distribución no efectuarán aporte alguno, en circunstancia que tienen rentabilidades aseguradas.

Respecto de las zonas que generan energía, el señor Senador consultó si las comunas que compensarán el mayor beneficio en torno a las áreas que se sacrifican son las que consumen esa electricidad o serán todas.

En opinión de Su Señoría, este proyecto de ley constituye una gran oportunidad para incentivar la generación local, como ocurre con el plan de zonas extremas.

El Honorable Senador señor Prokurica, sostuvo haber planteado con anterioridad ideas similares a las contenidas en este Mensaje. Lo que resulta inaceptable, dijo, es que la capital del país tenga una calidad de vida sustancialmente mejor desde el punto de vista de la educación, la salud, el transporte y el menor valor de la energía, en comparación con las regiones que soportan los proyectos energéticos. Por eso, si se piensa en asociatividad una política similar debería plantearse respecto de otros rubros, de manera de incentivar a que la gente vuelva a vivir en provincias. Sin embargo, advirtió, no se trata sólo del mayor valor de las tarifas eléctricas, que desde ya es injusto con las regiones donde hay mayor generación. Un aspecto adicional y de relevancia es el de que no se puede igualar en términos de valorización y compensación un proyecto de ERNC, como solar o eólico, con una termoeléctrica, pues en esencia no son lo mismo. No se puede olvidar, añadió, que cinco comunas tienen todas las termoeléctricas a nivel nacional. Este elemento debe ser incorporado en el proyecto.

En ese orden, la Honorable Senadora señora Allende acotó que esta iniciativa legal al concebir el mecanismo de compensación no consideró el tipo de generación, aun cuando algunas formas de generación producen externalidades negativas mientras que otras son más limpias. Este proyecto debe reconocer a regiones que soportan un sacrificio mayor al existir en sus territorios instalaciones que generan electricidad mediante energías contaminantes. Así, el Ministerio debe propender a esclarecer el cuadro específico de disminuciones y aumentos tarifarios según comunas, distinguiendo el tipo de generación y las condiciones de ordenamiento territorial existentes. En este sentido, si bien la idea del Mensaje es positiva su aplicación debe revisarse en detalle. Ejemplificó esta necesidad con el caso de la Región que representa: en circunstancias que en Atacama el costo de la vida es alto, la calidad de la misma es muy baja.

El Honorable Senador señor Guillier indicó que este proyecto de ley pretende disminuir la desigualdad en las tarifas eléctricas mediante una compensación en beneficio de las regiones que pagan un costo mayor por la energía. Al efecto se propone un cálculo de premio en regiones que generan energía y, posteriormente, se materializa el efecto combinado. La inquietud se refiere a las regiones que soportan un sacrificio mayor. En estas zonas se debe hacer partícipe a la comunidad de las utilidades, avances y logros que obtienen las empresas que se instalan en la comuna, pero por medio de un mecanismo de compensación que promueva efectivamente el desarrollo local y que considere, entre otros aspectos, obras públicas, viviendas y servicios básicos de excelencia.

El Honorable Senador señor García-Huidobro previno que la Región que representa aparece muy desfavorecida en el cálculo, por cuanto 2/3 de los clientes de ella sufrirán alzas no obstante el aporte que realiza al erario nacional. En la Región Metropolitana el 25% de la población tendrá una rebaja en su tarifa, pero el resto se verá afectado por el aumento. Siendo lo anterior de alta complejidad política, agregó, es indispensable que el Ejecutivo contemple otras alternativas. Luego, expresó que el Ministerio de Energía debería estudiar cuál es el promedio de las tarifas de energía eléctrica en Latinoamérica para adoptar una solución fundada.

El señor Ministro de la Cartera resaltó no sólo el carácter ciudadano de esta iniciativa legal, sino también su vocación descentralizadora y regional. La finalidad superior es alcanzar un sistema nacional e interconectado que esté basado en criterios de equidad. Esto no se da en muchos mercados.

Por otra parte, el Secretario de Estado explicó que si el proyecto apunta a un concepto de neutralidad tecnológica es porque, en su opinión, discriminar en función de la tecnología puede acarrear efectos diversos y complejos, como sería el de mercantilizar la relación de asociatividad.

Enseguida, ante una inquietud de la Honorable Senadora señora Allende relativa a la eventual existencia de nuevos proyectos termoeléctricos en Atacama, el señor Ministro enfatizó que no existe ningún proyecto de esas características en el Plan de Obras de la CNE referido a la Región de Atacama.

El Honorable Senador señor Prokurica señaló que en la actualidad los proyectos energéticos ubicados en regiones sacrificadas suscitan problemas no sólo de contaminación, sino también de costo de la energía y de acceso al agua. Son en general regiones con baja calidad de vida. A la postre lo usual es que resulten beneficiadas las comunas que tienen mayor número de consumidores. Pero esta es una opción que se debe reestudiar: en caso contrario se insistirá en una de las principales razones de la inequidad social, esto es, la deficiente calidad de vida de las personas. 

La Honorable Senadora señora Allende rechazó la utilización en esta iniciativa del concepto de neutralidad tecnológica: si se atiende a que existen tecnologías que contaminan y otras que no, es de toda lógica promover estas últimas. Esa ha sido la clara opción y voluntad política adoptada con la Ley 20/25, por ejemplo. Además, arguyó, el concepto de asociatividad es más amplio que el que propone el Ejecutivo pues incluye la idea de que, al instalarse un proyecto energético en una zona determinada, la comunidad local se hace socia en el emprendimiento y participa en la rentabilidad y en las utilidades que se obtengan, sin perjuicio de que en forma complementaria deberá existir un compromiso con el desarrollo comunal. De no seguirse esta línea conceptual se corre el riesgo de que existan eventuales chantajes en perjuicio de las comunidades.

En idéntico sentido, el Honorable Senador señor Guillier adujo que si bien el proyecto procura reducir las diferencias en materia tarifaria, debe pronunciarse también por el pago de las patentes en la comuna donde se instala el proyecto y definir qué habrá de entenderse por promoción del desarrollo local. No se puede pretender que existan áreas de sacrificio que sigan recibiendo inversión sin nada a cambio. Debe instarse por un sistema donde las comunas que hagan un sacrificio mayor tengan un beneficio mayor para la comunidad.

El Secretario de Estado precisó que el concepto de neutralidad tecnológica se aplica a este proyecto como instrumento de igualdad tarifaria y reconocimiento a las localidades que tienen capacidad de generación. Existen otros mecanismos, añadió, para despejar las inquietudes de la Comisión, como el llamado impuesto verde. La compensación por el impacto medioambiental y las externalidades se encuentra en el estudio de impacto ambiental (EIA) y en la resolución de calificación ambiental (RCA). 

La asociatividad, dijo, se vincula con patentes, tarifas y desarrollo local: el proyecto debe ser beneficioso para la comunidad. En relación con el ordenamiento territorial, existe un comité interministerial en el que participan cerca de nueve ministerios y es presidido por la Ministra de Vivienda y Urbanismo, el cual tiene como función resolver los conflictos en esta materia mediante distintos instrumentos de política pública. No sería justo, arguyó, criticar el proyecto de ley sobre equidad tarifaria y reconocimiento a la generación eléctrica por insuficiencias y carencias en otros ámbitos de nuestra legislación.

La Honorable Senadora señora Allende reiteró su discrepancia con el principio de neutralidad tecnológica para esta iniciativa legal. La existencia de algunas tecnologías de generación eléctrica más contaminantes que otras no alude sólo a compensación económica, sino también a la calidad de vida de las personas. Una modificación en este sentido se encontraría dentro del marco que intenta regular el Mensaje.

El Secretario Ejecutivo de la CNE comentó que los aumentos tarifarios no afectarán a la comuna en su totalidad, sino sólo a los clientes dentro de ella que consumen más de 180 Kwh. El componente distribución hace la diferencia en el total de la tarifa porque operan los factores de densidad habitacional y de ruralidad: mediante este proyecto se corrige esta distorsión regulatoria. Los 180 Kwh se fijaron como límite por estimarse un consumo razonable para un grupo familiar de cuatro miembros, en el promedio del país.

Ante una preocupación del Honorable Senador señor García-Huidobro en orden a flexibilizar las normas contenidas en el proyecto de ley en función de las circunstancias de cada región, el Secretario de Estado respondió que esto no sería posible por cuanto se quiere establecer un sistema nacional que reconozca a las comunas que son generadoras.

Con motivo de su exposición, el especialista de SYNEX Ingenieros Consultores, señor Sebastián Bernstein, recordó que, en circunstancias que la Ley General de Servicios Eléctricos traspasa a las tarifas los costos eficientes de las actividades de generación, transmisión y distribución, los precios de generación varían poco entre los distintos puntos del sistema eléctrico interconectado, debido a que es un mercado único y tiene establecido en la legislación un sistema de compensaciones. La “transmisión” fluctúa levemente de un punto a otro, pero en el caso de los clientes regulados está estampillada por ley. La “distribución” refleja los costos deficientes de dicho factor, de acuerdo a la densidad en el suministro de las redes (y arroja cifras disímiles). Como resultado de esta disparidad las tarifas residenciales para 180 kWh, van de $16.000 en Santiago a $29.000 en Linares.

El proyecto de ley pretende disminuir las diferencias en las tarifas residenciales, básicamente aquellas de baja tensión número 1 (BT1). La idea es que la discrepancia entre cuentas típicas mensuales no supere el 10% respecto del promedio. Lo anterior se logra mediante un mecanismo de subsidio cruzado, que no altera los ingresos de las distribuidoras y aplica un recargo al valor agregado de distribución (VAD) de las empresas de bajo costo, respecto del promedio. Este engranaje afectará a todos los clientes regulados de esas compañías, pero no a los residenciales de consumo bajo 180 kWh/mes. El recaudo obtenido se rebajará a todos los residenciales de las empresas de alto costo, respecto del promedio. Así, el 17% de los clientes residenciales (cerca de 900.000 consumidores) no sufrirán modificación alguna, mientras que el 48% (2.700.000 clientes) obtendrá una baja promedio de 13,7%, y 35% (1.900.000 clientes) tendrá un alza promedio de 4,7%.

El señor Bernstein adujo que si bien este proyecto de ley complejiza e interviene un sistema simple y transparente, tiene la virtud de introducir una mayor equidad en el tratamiento a clientes residenciales que no pueden elegir suministro. Esta opción no afecta la eficiencia de uso debido a la baja elasticidad del consumo residencial y a que la tarifa no incide en la selección del lugar en que se habita. Por otra parte, la iniciativa afecta a tarifas no residenciales o residenciales mayores de 180 kW/h con alzas muy moderadas. En la práctica, los principales pagadores son clientes de CHILECTRA y CGE, con densidades altas y parecidas entre sí, en tanto que los principales beneficiarios son clientes de áreas rurales, suscritos a FRONTEL, SAESA o a determinadas cooperativas.

El mecanismo propuesto, agregó, no altera el criterio vigente de regulación de tarifas para distribuidoras, permaneciendo las señales de eficiencia para su gestión. De allí es que los beneficios de este proyecto de ley sean mayores que los costos que pueda ocasionar. Por tal razón, compartió los objetivos centrales de la iniciativa.

En cuanto al reconocimiento a la generación local, señaló que el objetivo es incentivar el respaldo de las comunidades a la instalación de generación eléctrica en su comuna, mediante el mecanismo de descuento en todas las tarifas reguladas de las localidades con alta densidad de generación. Esta fórmula será determinada a partir del uso de un precio de generación menor al real, para el suministro de esas comunas. El sistema se financiará con recargo en las tarifas reguladas, excepto las residenciales de menos de 180 kWh/mes, en centros urbanos de baja densidad de generación, calculado a partir del uso de un precio de generación mayor al real para el suministro de éstos.

En tales condiciones, aseveró el profesional, cincuenta y nueve comunas verán reducidas sus tarifas (entre ellas, destacan Mejillones, Antuco y Alto Biobío, con rebajas de entre 18% y 19%). Otras diez comunas se beneficiarán con disminuciones de entre 8% y 9%, mientras que las restantes con reducciones de entre 2% y 5%. El punto crítico radica en que la disminución tarifaria de cierta significación en trece comunas por concentración histórica de generación, no motivará necesariamente adhesión ciudadana al desarrollo de nuevos proyectos en ellas. En estos casos la rebaja será considerada un derecho adquirido. El stock histórico de proyectos no debiera ser la variable para incentivar adhesión de la comunidad local, sino más bien los beneficios tangibles asociados al desarrollo de proyectos nuevos.

En opinión del especialista, es discutible que la rebaja tarifaria sea socialmente el mejor beneficio porque es regresiva: los grandes consumidores de altos ingresos serán los más favorecidos. De allí es que sea preferible usar recursos en proyectos de mayor provecho social, como construcción de infraestructura comunitaria o apoyo local a las personas de más bajos ingresos o en condiciones de alta vulnerabilidad social.

Así las cosas, dijo, el cargo por kW o kW/h a nuevos proyectos y por km de línea según el voltaje, a beneficio local, o bien el tributo local, parecen soluciones más apropiadas para generar adhesión a los proyectos. El cargo moderado no alterará decisiones de inversión ni tendrá un alto impacto en rentabilidad, mientras que parte de él podría ser descontado de impuesto y constituye un flujo permanente. Por eso, una propuesta alternativa, si no se quiere afectar a los inversionistas, sería el recargo general pequeño al precio de la energía a nivel mayorista, que se debería distribuir en una fracción a comunas de alta densidad de generación y otra a localidades donde se estén desarrollando proyectos de generación y transmisión.

Con motivo de su exposición, la investigadora del Programa Chile Sustentable, señora Sara Larraín, señaló que la Comisión Ciudadana Técnico Parlamentaria diagnosticó la existencia de inequidad social y regional en el abastecimiento y pago por servicios eléctricos. De esta forma, en Chile los sectores más pobres pagan mayor porcentaje de sus ingresos por abastecimiento eléctrico, aumentándose esta asimetría en regiones más distantes, como Los Lagos y Aysén, donde cancelan entre un 30% a 70% adicional. El subsidio a sectores de menores ingresos de la ley N° 20.040, añadió, sólo benefició a familias pertenecientes al SIC, SING, Aysén y Magallanes, entre los años 2005 y 2006. Al extinguirse este subsidio el Estado estableció un apoyo permanente para familias carenciadas (de $18.000 para las pertenecientes al SIC y de $12.000 para las del SING) e hizo entrega de ampolletas eficientes, que no favoreció a toda la población necesitada. Pero, además, adujo la especialista, existe una distorsión en el cálculo del valor agregado de distribución (VAD) que incide directamente en las tarifas y que se traduce en que muchas veces los consumidores han terminado pagando infraestructura eléctrica (como postes y cables) sin que les corresponda hacerlo.

La Comisión Ciudadana Técnico Parlamentaria, comentó la señora Larraín, efectuó una serie de recomendaciones en esta materia, a saber: 1) la instauración de una tarifa social para el segmento de menores ingresos, tal como ocurre con el servicio de agua potable; 2) el incentivo a la soberanía y equidad energética mediante la generación local en base a ERNC y la venta de excedentes a sistemas interconectados; 3) el fomento de la generación distribuida y el incentivo a la autogeneración domiciliaria (net metering); 4) el establecimiento de un impuesto específico a beneficio municipal por la instalación de infraestructura eléctrica (supone una reforma fiscal para el pago de impuestos en regiones y municipios donde se emplazan las generadoras); 5) la fijación de un precio de energía más bajo en localidades afectadas por proyectos energéticos; 6) el ordenamiento territorial y la incorporación de externalidades en el desarrollo eléctrico; 7) la proposición de una ley de desacople de ventas e ingresos de las empresas distribuidoras, 8) la corrección de la distorsión de la tarifaria por cobro perpetuo de infraestructura de distribución, como postes, cables y transformadores, a través del denominado VAD.

Luego de aludir a los principales objetivos de la iniciativa legal en estudio, la señora Larraín destacó la idea que contiene de reducir la actual inequidad y distorsión tarifaria, que alcanza al 76% en el factor de distribución, y el establecimiento de una compensación monetaria colectiva que reconoce la generación local y los impactos que la infraestructura eléctrica produce en diversas áreas en las zonas de sacrificio, como la salud y el medio ambiente. El efecto combinado de las medidas propuestas reducirá las tarifas entre 0,3% y 44% en 238 comunas (de un total de 329 que están interconectadas al SIC, SING, Aysén, Magallanes, Hornopirén y Cochamó); mejorará la transparencia del sistema y del mercado eléctrico, y permitirá al Estado asumir un rol activo en la fijación tarifaria y la fiscalización del negocio de la distribución.

No obstante, arguyó, el proyecto de ley sólo concreta dos demandas de las ocho recomendaciones de la Comisión Ciudadana Técnico Parlamentaria. En tal sentido, no resuelve la necesidad de mitigar y compensar los impactos y daños socio-ambientales de la infraestructura eléctrica, lo cual resulta crítico en caso de las zonas de sacrificio. Tampoco entrega señales de desincentivo a las empresas para incorporar externalidades al desarrollo eléctrico. En los términos de este proyecto sólo pagan los consumidores, mientras las generadoras y distribuidoras no soportan carga alguna para reducir distorsiones. Por otra parte, agregó, el Mensaje no corrige la distorsión del sobrepago de la infraestructura de distribución (VAD) ni la distorsión tarifaria que sufre la autogeneración domiciliaria (net metering), donde las distribuidoras pagan precio mayorista y cobran uno minorista y desincentivan la generación distribuida. Por último, la iniciativa tampoco asume el desafío de avanzar hacia una tarifa social para el segmento de menores ingresos.

Además, prosiguió la especialista de Chile Sustentable, el proyecto muestra limitaciones respecto de los desafíos del ordenamiento y la coherencia territorial del desarrollo eléctrico para la equidad, y es neutral en lo relativo a la soberanía energética regional y la generación distribuida. Lo que se requiere, afirmó, es establecer una relación con la legislación vigente en materia de desacople de ventas e ingresos de las empresas distribuidoras y una reforma fiscal para la desconcentración y descentralización.

Al finalizar, sostuvo que si bien la propuesta del Ejecutivo es una corrección importante de lo que hoy rige, se mantiene al margen de las distorsiones tarifarias vigentes de carácter sustancial. En esas condiciones, explicó, es dudoso que ayude a destrabar proyectos energéticos en conflicto con las prioridades de desarrollo de las comunidades locales y regionales.

La Honorable Senadora señora Allende recordó el reclamo que años atrás hiciera un usuario por los cobros irregulares que se le efectuaban a título de mantención de un medidor de su propiedad, en circunstancias que dicha mantención no se realizaba. A la época del reclamo estos servicios no se encontraban regulados y se pagaba por algo que no se recibía. Sobre el particular, la señora Senadora consultó si esta clase de situaciones anómalas estaban ya regularizadas.

En otro orden de ideas, junto con manifestar su inquietud por la proliferación de cables en altura que no se utilizan y que correspondería retirar por el impacto ambiental que generan, abogó por la necesidad de que las empresas involucradas se hagan cargo del asunto.

El Honorable Senador señor García-Huidobro, refiriéndose al net metering, comentó que tal como en Corea y Japón se asiste a la instalación masiva de paneles fotovoltaicos en el sector residencial, para el país se trata de una tecnología que constituye una importante oportunidad para el desarrollo de la autogeneración. En este sentido, dijo, la legislación debe abrirse a quienes quieran participar, removiendo obstáculos y estableciendo incentivos.

La representante del Programa Chile Sustentable, aun cuando señaló carecer de información respecto de lo que ha ocurrido con las distorsiones relativas a los servicios anexos, advirtió que algunas empresas distribuidoras siguen cobrando por la mantención de medidores. Generalmente se trata de servicios de mantenimiento que las distribuidoras realizan mediante terceros. En el caso de CHILECTRA no sucede, agregó, pero sí en dos regiones del país y no sólo en lo relativo a infraestructura.

En cuanto al retiro de cables, sostuvo que como las distribuidoras cobran una cantidad a empresas de televisión por cable o de telefonía por la utilización de esta infraestructura, se excusan alegando que cabría abordarla en forma conjunta asumiéndose entre todos sus costos. Por lo mismo, este problema debería ser objeto de una regulación especial.

Concluyó abogando por una ampliación de la potencia en materia de net metering: de continuar aplicándose la actual estructura tarifaria –a su juicio, abusiva- no existirá aliciente alguno. Por el contrario, habrá un desincentivo en razón de la inequidad tarifaria.

El señor Ministro de Energía hizo presente que los llamados “servicios asociados” se encuentran regulados en el ordenamiento jurídico y se fijan cada cuatro años. Hay un informe de la SEC que detalla la forma en que se ha fiscalizado este tema.

A continuación expuso el Director Ejecutivo de ACERA A.G.

El personero consideró que el sector eléctrico se encuentra en un momento de profundo cambio a causa de las transformaciones climáticas, la irrupción de las ERNC y la participación de las comunidades. Como consecuencia, por una parte, ciertos conceptos han ido perdiendo validez y, por otra, los megaproyectos han sido reemplazados por otros de menor tamaño pero de mayor capacidad de distribución. En la actualidad, dijo el especialista, en circunstancias que el 10% de la energía eléctrica generada en Chile proviene de fuentes de ERNC, desde el año 2012 este sector ha invertido cerca de US$4.000 millones en centrales generadoras, mientras que las que están en construcción implican una inversión estimada de US$4.800 millones.

En el período enero-mayo de 2015, prosiguió, las ERNC han generado el 37% de lo que nominalmente habría generado Hidroaysén en el mismo período. Pero en condiciones diversas porque el sector de las ERNC mantiene un estrecho contacto con las comunidades a lo largo de Chile, y sus proyectos se distribuyen desde la Región de Arica y Parinacota hasta la Isla Grande de Chiloé. Son 147 proyectos en operación y 44 en construcción. La recepción de las comunidades ha sido positiva en el caso de los proyectos de ERNC, porque no producen distorsiones ambientales, son fácilmente desmontables al término de su vida útil y pueden convivir con otras actividades económicas.

Refiriéndose al reconocimiento de la generación local (RGL), el profesional de ACERA A.G. indicó que se establece un descuento en el componente de energía de las tarifas reguladas en las comunas intensivas en generación eléctrica que será asumido por los usuarios de localidades que no son consideradas como tales. Por otra parte, se modifica el componente “distribución” de las tarifas residenciales (BT1), para que la diferencia entre el promedio de las cuentas a nivel nacional y aquella más alta no sea superior al 10% de dicho cociente. Sólo aportarán al financiamiento los usuarios que estén bajo el promedio señalado y que consuman más de 180 kWh. Según las cifras del Ministerio de Energía, en las comunas intensivas en generación se alcanzará hasta un 35% de rebaja en la tarifa. Si se toma en cuenta que clientes de hasta 5 MW pueden ser regulados, puede darse una migración de usuarios libres a regulados en estas comunas. Esto significa una eventual instalación de industrias en zonas intensivas en generación.


En tales términos, dijo, si bien el proyecto de ley está en línea con la Agenda de Energía y es respaldado por el sector de las ERNC, requerirá una reglamentación detallada para su funcionamiento. Además, será necesario que el mecanismo de cálculo y recaudación de los pagos en favor de los consumidores situados en comunas intensivas en generación eléctrica asegure que no se produzcan efectos en los contratos de suministro a las empresas distribuidoras.


El Honorable Senador señor Guillier, proclive a las ERNC, instó por el desarrollo de la marca “Desierto de Atacama”: en esta zona, dijo, se hallan las mejores condiciones climáticas para la expansión de las ERNC, en especial la solar.


Enseguida, sostuvo que si las comunidades rechazan los proyectos energéticos es porque no observan beneficios directos para ellas, o bien, porque advierten que las tarifas eléctricas no se reducen aunque deben soportar los efectos de la transformación de sus territorios en zonas de sacrificio. De allí la conveniencia de examinar también otros mecanismos de incentivo para destrabar los conflictos, como, por ejemplo, la creación de ciudades intermedias o urbanizaciones pilotos, estimular el empleo, entregar un porcentaje de las utilidades o establecer beneficios tributarios especiales.


El señor Finat opinó que un proyecto energético deficiente no podrá materializarse mientras no se cumplan etapas hoy inexcusables, como el establecimiento de un diálogo transparente y franco con la comunidad. No siempre se trata de un conflicto de índole monetario.


Luego, informó que los proyectos de ERNC, que tienen un financiamiento bancario de un 70%, originan competencia y ostentan márgenes más bajos. Como se relacionan tempranamente con las comunidades, se rigen por principios claros y poseen garantías explícitas, pueden motivas la confianza del público. Sin embargo, se requiere todavía un sistema normativo que opere en forma igualitaria respecto de las energías convencionales y las ERNC.


Sobre el particular, la señora Sara Larraín estimó que la oposición de las comunidades a los proyectos energéticos evidencia un nítido problema de gobernabilidad, que afecta la participación de los ciudadanos y exige propender al ordenamiento territorial.

Consultado el parecer de la especialista del Instituto Libertad y Desarrollo, señora Susana Jiménez, remitió por escrito su opinión acerca del proyecto. En este documento la especialista distingue y trata separadamente los dos aspectos regulados en el proyecto.


En lo que concierne a la rebaja de tarifas en las comunas donde existen generadoras de energía eléctrica, esto es, el denominado “reconocimiento de la generación local” (RGL), la profesional indica que la medida propuesta por el Ejecutivo surge como una alternativa a la necesidad de compartir beneficios con las comunidades receptoras de proyectos de generación para equiparar los costos locales con las ventajas nacionales que derivan de la mayor oferta de suministro eléctrico. Esto permitiría incentivar el respaldo de las comunidades a la instalación de generación eléctrica en sus comunas, morigerando la creciente oposición ciudadana a estos proyectos de inversión.


Sin embargo, agrega, el mecanismo escogido no parece el más adecuado. Al establecer descuentos en todas las tarifas reguladas de comunas con alta densidad de generación local, financiado con el recargo en las tarifas reguladas (excepto residenciales de menos de 180 kWh/mes) en comunas de baja densidad de generación, lo que se produce es un subsidio cruzado entre comunas, que podría traducirse en rebajas de distinta magnitud para cincuenta y nueve comunas, con reducciones significativas para doce de ellas (como resultado de una concentración histórica de generación). El cuadro que refleja lo anterior, es el que sigue:

	N° 
	Comuna 
	% Descuento componente Energía 
	Descuento % Cuenta 
	N° 
	Comuna 
	% Descuento componente Energía 
	Descuento % Cuenta 
	N° 
	Comuna 
	% Descuento componente Energía 
	Descuento % Cuenta 

	1 
	Mejillones 
	35,00% 
	-19,60% 
	21 
	Los Vilos 
	8,75% 
	-5,19% 
	41 
	El Olivar 
	4,38% 
	-2,54% 

	2 
	Antuco 
	35,00% 
	-18,91% 
	22 
	Coronel 
	8,75% 
	-5,20% 
	42 
	Yerbas Buenas 
	4,38% 
	-2,34% 

	3 
	Alto Biobío 
	35,00% 
	-18,28% 
	23 
	La Higuera 
	8,75% 
	-5,19% 
	43 
	Los Andes 
	4,38% 
	-2,53% 

	4 
	Huasco 
	17,50% 
	-9,80% 
	24 
	Río Bueno 
	8,75% 
	-4,78% 
	44 
	Til Til 
	4,38% 
	-2,47% 

	5 
	Litueche 
	17,50% 
	-9,38% 
	25 
	Puyehue 
	8,75% 
	-5,33% 
	45 
	Mostazal 
	4,38% 
	-2,41% 

	6 
	Colbún 
	17,50% 
	-8,96% 
	26 
	Quintero 
	8,75% 
	-5,07% 
	46 
	Melipeuco 
	4,38% 
	-2,36% 

	7 
	Tocopilla 
	17,50% 
	-10,17% 
	27 
	Machalí 
	8,75% 
	-5,08% 
	47 
	Pirque 
	4,38% 
	-2,54% 

	8 
	Santa Barbara 
	17,50% 
	-9,83% 
	28 
	Llay Llay 
	8,75% 
	-4,57% 
	48 
	Panguipulli 
	4,38% 
	-2,50% 

	9 
	Diego de Almagro 
	17,50% 
	-9,06% 
	29 
	San Fernando 
	4,38% 
	-2,54% 
	49 
	Iquique 
	4,38% 
	-2,35% 

	10 
	Taltal 
	17,50% 
	-10,09% 
	30 
	Putre 
	4,38% 
	-2,51% 
	50 
	Lautaro 
	4,38% 
	-2,39% 

	11 
	Quilleco 
	17,50% 
	-9,18% 
	31 
	Renca 
	4,38% 
	-2,53% 
	51 
	San Vicente de T.T. 
	4,38% 
	-2,34% 

	12 
	Codegua 
	17,50% 
	-9,38% 
	32 
	San Esteban 
	4,38% 
	-2,54% 
	52 
	Arauco 
	4,38% 
	-2,43% 

	13 
	San José de Maipo 
	8,75% 
	-5,07% 
	33 
	Ovalle 
	4,38% 
	-2,39% 
	53 
	Collipulli 
	4,38% 
	-2,53% 

	14 
	Puchuncaví 
	8,75% 
	-5,06% 
	34 
	Puerto Octay 
	4,38% 
	-2,39% 
	54 
	Concón 
	4,38% 
	-2,34% 

	15 
	Canela 
	8,75% 
	-4,88% 
	35 
	Copiapo 
	4,38% 
	-2,36% 
	55 
	Valdivia 
	4,38% 
	-2,53% 

	16 
	Limache 
	8,75% 
	-5,07% 
	36 
	Pozo Almonte 
	4,38% 
	-2,34% 
	56 
	Puerto Montt 
	4,38% 
	-2,46% 

	17 
	Cabrero 
	8,75% 
	-5,19% 
	37 
	Dalcahue 
	4,38% 
	-2,44% 
	57 
	Requinoa 
	4,38% 
	-2,59% 

	18 
	Ránquil 
	8,75% 
	-4,92% 
	38 
	Teno 
	4,38% 
	-2,47% 
	58 
	Constitución 
	4,38% 
	-2,54% 

	19 
	Quillota 
	8,75% 
	-5,06% 
	39 
	Laja 
	4,38% 
	-2,10% 
	59 
	Chonchi 
	4,38% 
	-2,54% 

	20 
	San Clemente 
	8,75% 
	-5,01% 
	40 
	Nacimiento 
	4,38% 
	-2,45% 



Según señala la especialista, la idea principal no debiera ser beneficiar a comunas por concentración histórica de proyectos de generación, sino que motivar la aceptación de nuevos proyectos que hoy se ven enfrentados a oposición ciudadana. En la medida que se visibilicen beneficios vinculados a la instalación de nuevos proyectos, será posible incentivar la adhesión de comunidades locales. Cuando se beneficia a comunas por el stock existente de generación, el beneficio derivado de proyectos nuevos puede ser inferior (lo cual no incentiva su mayor aceptación).


Por otra parte, arguye, la medida tiene aspectos regresivos, puesto que los beneficiados serían todos los consumidores de las comunas intensivas en generación, lo que conlleva un beneficio proporcionalmente mayor para aquellos consumidores de altos ingresos que son los que más consumen.


Además, el proyecto sólo se aboca a las centrales de generación, sin considerar la infraestructura de transmisión que también ha enfrentado oposición ciudadana y podría tener iguales “externalidades” para las comunidades afectadas. Luego, dice, resultaría razonable diseñar un esquema de aportes locales que considere la capacidad instalada de generación y las líneas de transmisión.


En tal sentido, explica la especialista, la propuesta del Instituto Libertad y Desarrollo es establecer un sistema de asociatividad donde los recursos recaudados sean destinados a proyectos de mayor beneficio social, como financiar escuelas, plazas, seguridad pública, infraestructura, etc. Los aportes monetarios (la rebaja de tarifas se acerca a ello) tienden a generar mayor reticencia al ser interpretados como una “compra de voluntades”, mientras que la entrega de infraestructura y servicios públicos se perciben como un beneficio para la comunidad en su conjunto (y no meramente privados). Además, esta opción tiene la ventaja de permitir dar a los recursos el mejor uso que la comunidad estime pertinente, y que no necesariamente es una rebaja en las cuentas de la luz.


Así, prosigue la señora Jiménez, sería preferible establecer un cargo por kW o kWh a nuevos proyectos y un cargo por kilómetro de línea –según voltaje- a beneficio local, iniciativa considerada durante el gobierno del ex Presidente señor Sebastián Piñera en la llamada Agenda Impulso Competitivo. Ello se asemeja a establecer impuestos locales, que bien calculados podrían contribuir con un flujo permanente para el desarrollo de actividades locales de alta rentabilidad social, sin afectar de manera sustancial la rentabilidad privada del proyecto (podría incluso mejorarla si permite sacar adelante proyectos en menor plazo y con menos costos asociados a su aprobación).


La especialista plantea que existe una opción adicional, que podría incluso resultar menos gravosa para el desarrollo de proyectos eléctricos de generación y transmisión. Se trata del traspaso del costo del aporte comunal a los clientes finales. De esta manera, se socializaría el costo entre todos los beneficiarios (consumidores de energía eléctrica), sin afectar las decisiones de inversión y se lograría el objetivo final, cual es disponer de financiamiento que permita dar beneficios a la comunas de alta densidad de generación (si se persiste en esta idea) y a aquellas comunas donde se estén desarrollando nuevos proyectos de generación y transmisión. Esta modalidad tiene la virtud que no establece sobrecostos a los proyectos de energía eléctrica, lo que podría interpretarse como una medida discriminatoria respecto de otros proyectos de inversión que también tiene incidencia local.


Cualquiera sea el modelo escogido, sostiene la señora Jiménez, es importante establecer un mecanismo transparente y participativo para el uso de los recursos recaudados. Los proyectos a ser financiados con los recursos destinados a las comunidades afectadas, debieran estar idealmente priorizados en función de una cartera de alternativas consensuadas con la comunidad, la autoridad local y eventualmente una autoridad central. Esto permitiría un proceso transparente y justo de repartición de rentas, y evitaría que solo un grupo pequeño pero mejor organizado perciba la mayor parte de los beneficios.


En lo que atañe a la nivelación de tarifas de distribución, denominada “equidad tarifaria residencial” (ETR), la especialista aduce que la ley traspasa a tarifas los costos eficientes de generación, transmisión y distribución. Tanto el componente de generación como transmisión, tienen mecanismos de ecualización, puesto que en el caso de la generación hay compensaciones para que el costo para empresas distribuidoras no presente diferencias superiores al 5% desde Arica a Chiloé. La transmisión, en tanto, representa un porcentaje menor del costo total (10%) y existe un cargo único por transmisión troncal para clientes pequeños, independiente de su ubicación geográfica. La distribución, que tiene precio regulado, varía según la densidad (clientes por kilómetro de línea): en las grandes ciudades, los costos se dividen por un mayor número de usuarios, y la tarifa resulta inferior a la de centros urbanos más pequeños o zonas rurales. Hay seis zonas o “áreas típicas” con costos de distribución dispares, lo que explica la asimetría en las cuentas de la luz.


Agrega que el objetivo buscado para reducir las diferencias en las tarifas residenciales (equidad tarifaria) se haría a través de un subsidio cruzado: se recarga el valor agregado de distribución (VAD) de empresas de bajo costo (respecto del promedio), lo que afecta a todos los clientes regulados de esa empresa, salvo a los residenciales de consumo bajo 180 kWh al mes, y lo recaudado se utiliza para rebajar las tarifas de todos los residenciales de las empresas de alto costo (respecto del promedio). El resultado es que 17% de los clientes residenciales no verían modificadas sus tarifas; 48% verían reducidas las tarifas en 13,7% promedio ($4.150, con un rango de disminución que va desde un 39,10%, esto es, $13.000 app., a 0,03%), y 35% registrarían alzas promedio de 4,7% ($983, con un rango que va desde los 0,8% a 6,7%, esto es, $1.300).


En opinión de la señora Jiménez, la medida propuesta es compleja porque obligaría a realizar un doble cálculo (remuneración por distribuidora y subsidio cruzado), pero no debiera existir dificultad técnica para hacerla aplicable. Además, introduce mayor equidad en el tratamiento de los clientes residenciales, sin que la distorsión de precios tenga necesariamente efectos en la eficiencia del mercado. En particular, desde el punto de vista de la demanda, existe una baja elasticidad en el precio del consumo residencial (no cambia mayormente el patrón de consumo) y las tarifas no inciden en la decisión de dónde residir. Por el lado de la oferta, no se altera el ingreso de las distribuidoras (VAD), manteniendo por ende las señales de precio necesarias para la eficiencia de su gestión.


Por último, concluye la profesional de Libertad y Desarrollo, las alzas de tarifas para no residenciales y residenciales mayores de 180 kWh serían moderadas y aplicadas con alguna gradualidad (dos años), lo que reduce el impacto de la medida. Los beneficiarios de las menores tarifas residenciales, en tanto, serían de áreas rurales y de baja densidad. Por lo mismo, la medida propuesta en materia de equidad tarifaria resulta razonable. El cuadro explicativo es el siguiente:

Efectos ETR a Nivel Nacional (Número de personas)

	REGIÓN 
	Clientes c/Baja 
	Clientes c/Alza 
	Clientes s/cambios 

	ARICA 
	71.108 
	- 
	- 

	TARAPACÁ 
	89.215 
	- 
	- 

	ANTOFAGASTA 
	- 
	100.281 
	60.955 

	ATACAMA 
	282 
	46.005 
	45.007 

	COQUIMBO 
	255.658 
	- 
	- 

	VALPARAÍSO 
	669.056 
	- 
	- 

	METROPOLITANA 
	99.258 
	1.497.005 
	570.533 

	O’HIGGINS 
	60.064 
	124.232 
	107.973 

	MAULE 
	286.073 
	43.453 
	38.908 

	BIOBÍO 
	396.668 
	133.280 
	115.837 

	ARAUCANÍA 
	302.144 
	7.347 
	6.385 

	LOS RÍOS 
	123.950 
	- 
	- 

	LOS LAGOS 
	274.339 
	- 
	- 

	AYSEN 
	34.993 
	- 
	- 

	MAGALLANES 
	53.763 
	- 
	- 

	TOTAL 
	2716571 
	1951603 
	945598 


El Presidente del Consejo de Administración de la Federación Nacional de Cooperativas Eléctricas (FENACOPEL), luego de entregar algunos datos relativos a la historia de esta entidad, destacó que, en conjunto, los asociados que la componen distribuyen electricidad a 125.000 clientes pertenecientes a sesenta comunas, con una venta de energía de 490 GWh al año, instalaciones por 21.000 km de redes e igual número de transformadores de distribución. En su momento llegaron a existir veinte cooperativas distribuidoras, mientras que actualmente sólo subsisten siete en el SIC (varias fueron absorbidas por las grandes empresas).

Las cooperativas de que se trata, agregó, se crearon para electrificar zonas rurales y promover su desarrollo, en circunstancia que las grandes empresas no quisieron entregar servicios en tales localidades. Lo anterior explica que estas cooperativas entreguen a sus cooperados una atención más personalizada, y tengan mayor fidelización de sus clientes y una reducida tasa de reclamos. Además, suscitan competencia con distribuidoras grandes, lo que beneficia a los usuarios, y abastecen zonas cordilleranas, lo cual permite la conexión de pequeños medios de generación distribuidos, principalmente hidráulicos. Así, en zonas rurales y de baja densidad atienden en promedio a seis clientes por kilómetro de red.

Por otra parte, precisó, como estas cooperativas no distribuyen dividendos a sus socios, los remanentes se reinvierten para mejorar el sistema de distribución o se utilizan como capital de trabajo. Por esta razón se ubican en los mejores lugares del ranking de calidad de suministro eléctrico de la SEC.

A continuación, el representante de la Federación aludió a la equidad tarifaria residencial (ETR) y al reconocimiento de la generación local (RGL).

En lo tocante al primer punto, el personero arguyó que las tarifas de distribución tienen tres componentes: el precio nudo promedio, que da cuenta de la compra de suministros de energía; el cargo único de transmisión troncal, y el valor agregado de distribución (VAD). Respecto del primer componente, dijo, existe un mecanismo de ajuste, mientras que el segundo es un mismo cargo para todos los clientes de un mismo sistema interconectado. En lo que atañe al VAD no existe una fórmula de distribuir la tarifa, aun cuando este factor es el más importante para las cooperativas. Al existir un ajuste sólo en un componente, puede ocurrir que en algunas ocasiones opere en el sentido contrario: aumentarán las tarifas de clientes con un factor más bajo, pero con mayor tarifa total. 

La propuesta del Ejecutivo, comentó el personero, beneficia a los clientes residenciales –en principio tarifas BT1- cuya cuenta sea superior en más de un 10% del promedio nacional, en áreas tarifarias 3, 4, 5 y 6. Se financian todas las tarifas, excepto en el caso de los clientes residenciales con consumos menores a 180 KWh/mes y aquellos cuya cuenta sea menor al promedio nacional.

En opinión del Presidente de FENACOPEL, si bien la distribución eléctrica se reconoce como monopolio natural, las concesiones no son exclusivas: existen zonas donde coexiste más de una empresa distribuidora. El nivel tarifario depende de la densidad de cada empresa. Por eso en algunas zonas se producen condiciones de borde con diferencias tarifarias significativas al coexistir empresas con distintas densidades, lo que perjudica a las cooperativas. En dicho contexto, la equidad tarifaria disminuye ostensiblemente estas diferencias para los clientes residenciales.

Según dijera, la iniciativa de ley resuelve inequidades tarifarias y beneficia a los clientes abastecidos por las cooperativas, los que actualmente pagan tarifas muy superiores al promedio. Pero, además, aminora un problema de condiciones de borde al superponerse concesiones de empresas más densas con aquellas de menor densidad (con mayor índice de ruralidad), y soluciona el problema eventual de contemplar ajuste en sólo un componente de la tarifa (no obstante de que en algunas ocasiones el ajuste de dicho factor cause más inequidad sobre la tarifa total). En tales términos, precisó, FENACOPEL está de acuerdo con el proyecto de ley en estudio.

Sin embargo, adujo enseguida, requiere una mayor definición acerca de aspectos técnicos y sobre el modo en que se llevará a la práctica la ETR.

En lo que concierne al RGL, acotó que se beneficiarán todos los clientes regulados en las comunas con un factor de intensidad en generación eléctrica superior 2,5. Existirá, también, un descuento progresivo que oscilará entre 4,38% y 50% sobre el precio de nudo promedio en el abastecimiento a las distribuidoras. Financiarán esta disminución quienes experimenten aumento de sus tarifas, esto es, todos los clientes regulados situados en comunas no intensivas en generación eléctrica.

A juicio del personero, es razonable que los clientes de comunas con mayor capacidad instalada de generación tengan un beneficio. En la medida que este provecho local facilite la mayor instalación de generación, favorecerá a todos los clientes a través de disminución de tarifas.

Ante una consulta del Honorable Senador señor García-Huidobro, relativa a las dificultades que sufrieron las cooperativas a causa de los últimos temporales que afectaron al país, el Presidente de FENACOPEL afirmó que hubo algunas situaciones complejas que debieron enfrentar las distribuidoras asociadas, sin entregar mayores detalles sobre el particular.

Seguidamente expuso el Director Jurídico de Empresas Eléctrica A.G., señor Ricardo Eberle, quien sostuvo que la iniciativa legal intenta subsanar la situación que incumbe a algunas zonas del país en las que los costos de la energía son significativamente más altos que los del promedio nacional. En este sentido, añadió, el proyecto se hace cargo de problemas surgidos en los últimos años, como el relacionado con la afectación de centrales generadoras a sus comunidades próximas. No obstante, arguyó, sería necesario revisar y perfeccionar algunos de los mecanismos que propone el Mensaje.

Tratándose de la ETR, el personero sostuvo que dado que se deberán incluir los descuentos y recargos en las fórmulas asignadas a los clientes regulados, correspondería aplicar la modificación en la próxima fijación tarifaria prevista para el año 2016. Lo razonable es que los recargos sean absorbidos progresivamente por los clientes que pagan las menores tarifas. Con todo, cabría evaluar la aplicación del recargo en la energía o potencia, para evitar el impacto excesivo en los clientes residenciales que deberán asumirlo. Un reglamento o informe técnico debería establecer pormenorizadamente el modo de determinar los ajustes y recargos implicados y los mecanismos de reliquidación.

En cuanto al RGL, el personero hizo hincapié en la necesidad de analizar la factibilidad de otorgar el beneficio a usuarios que si bien se encuentran próximos a centrales de generación, pudieran no recibirlo por encontrarse en una comuna distinta.

Al concluir su intervención, consideró que aun cuando el proyecto es positivo, cabría revisar la compleja metodología propuesta, incorporar perfeccionamientos y reenviar regulaciones de detalle a un reglamento o informe técnico. Por último, reiteró que el proyecto de ley debería entrar en vigencia para la próxima fijación de los precios de distribución en el año 2016.

Consultados los representantes de Empresas Eléctricas A.G. si las precisiones que plantean impactan en la fijación de la tarifa misma o sólo persiguen una mayor transparencia del mecanismo propuesto, la encargada del Comité de Regulación de la organización gremial adujo que aclarar las condiciones mediante un reglamento u otro instrumento permitiría un mejor conocimiento de la forma en que se aplicará esta nueva normativa y precavería, en consecuencia, eventuales conflictos de interpretación.

El Honorable Senador señor Prokurica aludió a la labor que han efectuado las empresas eléctricas y el Estado en aras de la denominada seguridad cibernética. En relación con esta materia, el señor Senador consideró que existe una deuda como país, por lo que sería necesario establecer una política nacional al respecto. 

El señor Eberle se comprometió a remitir información acerca de cómo se está trabajando en dicha materia por cada una de las empresas asociadas a la entidad que representa. Por otra parte, destacó que existe una constante interacción con los Ministerios para establecer criterios sobre esta clase de seguridad, conformándose a la fecha distintas mesas de trabajo.

El señor Ministro de Energía, coincidiendo con la relevancia del tema, anunció una presentación sobre vulnerabilidad y riesgos del sistema eléctrico en conjunto con la SEC (organismo responsable de la calidad del servicio y de la seguridad del suministro).

Ante consultas de la Honorable Senadora señora Allende sobre el grado de avance y coordinación existente con las empresas de distribución en la regulación de los servicios asociados y el retiro de cables en desuso del tendido eléctrico, el Secretario de Estado hizo presente que el proceso sancionatorio llevado a cabo por la SEC por cortes de suministro en los meses de julio y agosto se encuentra en su etapa final, lo cual dice relación con dos conceptos: cortes de servicio por fallas de mantención y falta de servicio con una tasa de abandono de 80%. En circunstancias que existe tecnología para mejorar la calidad del servicio, se ha constituido un equipo de trabajo en el que participan la CNE y las distribuidoras para acometer el problema.

En relación con la transparencia en la información del servicio de distribución, señaló que los servicios asociados se establecen en el proceso de fijación tarifaria y actualmente son veinticinco. Sus precios se encuentran regulados por la SEC y el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (TDLC).

El Director Jurídico de Empresas Eléctrica A.G. acotó que los problemas de retiro de cables sin uso del tendido eléctrico también constituyen un inconveniente para las propias empresas de distribución. En no pocas oportunidades, dijo, los cables en desuso pertenecen a empresas de telecomunicaciones o de televisión por cable. Aun cuando es obligatorio su retiro, existe una limitación respecto de las líneas de otras empresas de servicio público, como las de telefonía, incluso con ciertos tipos penales.

En cuanto a los servicios asociados, el Honorable Senador señor Prokurica fue partidario de estudiar la factibilidad técnica de enviar la información de cobro vía telefonía celular y de instalar medidores que comuniquen los datos que registran directamente a las empresas.

El Honorable Senador señor García-Huidobro, luego de aludir al carácter abusivo de algunos de los cobros de servicios asociados, como los relativos al envío postal de la boleta o a la mantención y reemplazo del medidor, solicitó al señor Ministro revisar y simplificar esta clase de cobros, lo cuales a su parecer constituyen un exceso.

El señor Ministro de la Cartera manifestó su intención de analizar los servicios asociados para su incorporación en el proceso de tarificación.


El economista y académico de la Universidad de Chile, señor Aldo González, consultado respecto de la iniciativa de ley remitió sus planteamientos por escrito.


En este documento el profesor señor González, luego de recordar que las tarifas de distribución de energía eléctrica para clientes residenciales están sujetas a regulación de precios y que se fijan en base al costo medio del servicio, hace presente que en ausencia de subsidios los ingresos tarifarios de cada sistema deben cubrir los costos totales –inversión, operación y mantención– de proveer el servicio en el respectivo sistema.


Advierte, enseguida, que la distribución de energía está sujeta a fuertes economías de escala, por lo que presenta costos medios decrecientes. Los sistemas que poseen más clientes tienen costos medios menores que aquellos sistemas con menor número de usuarios. Una implicancia de las economías de escala es que el costo marginal es inferior al costo medio. Como conectar y abastecer a un usuario adicional es menor al costo medio y, por lo tanto, a la tarifa que paga el cliente, se producen distorsiones en el consumo. Así las cosas, desde el punto de vista económico, el óptimo social se logra cuando el precio por el servicio es igual al costo marginal de proveerlo. La tarificación o fijación de precios en base a costo marginal, se le denomina de primer mejor. En servicios sujetos a economías de escala, la tarificación a costo marginal no permite cubrir el costo total de proveer el servicio.


Existen dos soluciones a dicho problema: subsidiar a la empresa o subir las tarifas desde el costo marginal al costo medio. La ley chilena, agrega el académico, no permite aplicar subsidios a las empresas eléctricas, por lo que el autofinanciamiento se logra tarificando a costo medio. Esta solución regulatoria se conoce como de segundo mejor, puesto que introduce distorsiones en el consumo del bien al cobrarse más de lo que cuesta –en el margen- producirlo.


Según el señor González, la propuesta de equidad tarifaria implica que a los sistemas (áreas tarifarias) de menores tarifas, se les incrementa el precio por la energía, mientras que a los de mayor tarifa se les reduce. La pregunta es cómo cambia la distorsión en el consumo producto de esta corrección por equidad. Si las tarifas actuales se fijaran por costo marginal (primer mejor), la propuesta de equidad produciría sin ambigüedad una distorsión, pues ambos grupos –sistemas caros y baratos- se estarían alejando de la condición óptima dada por la tarificación a costo marginal.


Sin embargo, previene, cuando hay tarificación a costo medio, como es el caso actual, incrementar la tarifa a un grupo y reducirla a otro produce un impacto ambiguo en el bienestar. El grupo que se ve favorecido con la propuesta de equidad acerca su tarifa al costo marginal y, por lo tanto, reduce su distorsión derivada del menor consumo. Por el contrario, el grupo que debe pagar más debido a la propuesta de equidad ve incrementada su distorsión, pues la tarifa se aleja más del costo marginal. El efecto neto de estos cambios es a priori desconocido y dependerá de las elasticidades del precio de la demanda de cada grupo afectado tanto positiva como negativamente con el cambio.


Si los usuarios perjudicados son más inelásticos que los favorecidos, entonces es probable que la medida incluso pueda incrementar el bienestar. Los clientes que ven incrementada su tarifa al ser inelásticos reducirán muy marginalmente su consumo, mientras que los clientes que se ven favorecidos por la reducción en tarifas, aumentarán su consumo debido a que son elásticos.


En Chile, dice el especialista, no se conocen estimaciones de demanda por grupos de ingresos socio-económicos o por regiones. Sin embargo hay referencias internacionales que señalan que los grupos de alto ingreso tienden a ser más inelásticos que aquellos de menores ingresos. Si extrapolamos este resultado a la realidad chilena, significaría que la distorsión en el consumo producto del alza tarifaria derivada del programa de equidad sería comparativamente de menor impacto.


En cuanto a los incentivos a la inversión por parte de las empresas eléctricas, el cambio de ley no los afecta puesto que las empresas siguen recibiendo el mismo ingreso que en la situación actual. Los subsidios cruzados son percibidos por los clientes y no por los concesionarios de servicios. El autofinanciamiento de cada empresa se asegura por la vía de transferencias que se aplicarán entre ellas producto del cambio tarifario. De este modo se garantiza que mantengan el ingreso que les permite autofinanciarse, según lo establece la ley y el modelo regulatorio inherente.


Para determinar cómo la propuesta de equidad tarifaria afecta a las comunas según su nivel de pobreza, se recurre a la encuesta CASEN 2011 que provee información acerca del porcentaje de la población que vive en situación de pobreza. Se considera que una persona vive bajo el nivel de pobreza si con su ingreso no es capaz de comprar una canasta definida como básica.


Al efecto, el académico muestra dos gráficos que contienen la misma información, pero que se ilustra de modo distinto. En el primer gráfico se consignan las comunas ordenadas de menor a mayor índice de pobreza (color azul) y también para cada comuna se muestra el cambio tarifario (color naranja) debido a la propuesta de equidad, el cual puede ser positivo o negativo.
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El segundo gráfico indica la correlación entre el porcentaje de población que vive en la línea de pobreza (eje horizontal) y el cambio tarifario experimentado (eje vertical). De ambos gráficos se desprende que, en general, las comunas con mayor índice de pobreza tienden a ser favorecidas con la propuesta de equidad tarifaria. Ello implica que comunas de menores ingresos tienen actualmente las mayores tarifas por consumo eléctrico.


El señor González observa, finalmente, que hay comunas con altos indicadores de pobreza que verán incrementadas sus tarifas eléctricas con el cambio propuesto. Este es el caso de comunas de bajos ingresos de zonas urbanas con alta densidad de población. Con todo, las alzas tarifarias solo recaerán en los clientes que tengan un consumo superior a los 180 Kwh/mes, por lo que los sectores de más bajos ingresos dentro de dichas comunas no se verán afectados.
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Por su parte, el académico emérito de la Facultad de Ingeniería de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Hugh Rudnick, quien también remitiera por escrito su opinión, arguye que en circunstancias que esta iniciativa legal es coherente con los objetivos de la Agenda de Energía del actual Gobierno, esto es, que el país cuente con energía confiable, sustentable, inclusiva y de precios razonables, le presta su respaldo.


Una primera dimensión del proyecto, añade el académico, busca avanzar en pos de la asociatividad en el desarrollo de la infraestructura eléctrica. El objetivo básico es hacer socias a las comunidades donde se desarrollan proyectos de generación de los beneficios que éstos conllevan para toda la sociedad. En el pasado hubo proyectos de generación (por ejemplo, hidro y termoeléctricos) que produjeron impactos negativos en las comunidades donde se instalaron, sea por razones ambientales o sociales, mientras los beneficios fueron a las grandes ciudades y a la industria. Si bien transitoriamente puede producirse un mayor desarrollo económico local durante el proceso de construcción de las centrales, éste no ha continuado una vez terminadas las obras. Frecuentemente las comunidades continúan en el mismo nivel de desarrollo en que se encontraban previo al inicio de la construcción de las centrales. En opinión del señor Rudnick se debe cambiar este paradigma y hacer socias del beneficio nacional de esta infraestructura a las comunidades impactadas por estos desarrollos.


Para lograrlo, dice el académico, se deben crear mecanismos que procuren beneficios de desarrollo local de la infraestructura de generación eléctrica. Una nueva central de generación no sólo debe favorecer al país en su conjunto, sino que también debe extender el beneficio a nivel local, donde se concentran los mayores costos sociales y ambientales. El proyecto de ley es una primera iniciativa en este sentido, al reducir las tarifas eléctricas de las comunas intensivas en generación de energía eléctrica. De allí es que el señor Rudnick considere pertinente esta iniciativa, pues contribuirá a hacer más atractivos estos desarrollos a nivel local. Con todo, previene que esta medida es sólo una parte menor de un proceso de asociatividad que debe ser mucho más ambicioso.


Una segunda dimensión del proyecto, agrega el especialista, persigue una mayor equidad tarifaria a nivel nacional, concepto que también apoya. La regulación del sector eléctrico chileno originalmente buscaba transmitir señales de precios que reflejaran los costos en que se incurría para su participación en el mercado a todos los agentes, productores, transmisores y consumidores. Así, se buscaba transmitir a los consumidores los costos de generación, transmisión y distribución asociados directamente a su suministro.


Aduce el especialista que los costos de generación son muy parecidos a nivel nacional. El año 2004 se decidió socializar los costos de transmisión a nivel nacional (todos los consumidores pagan lo mismo, según su consumo). Pero a nivel de distribución se mantienen grandes diferencias, pues las tarifas no se socializan y reflejan los mayores costos unitarios que tienen las comunas de poca densidad de consumo (redes más largas para abastecer a consumos más dispersos dan lugar a mayores costos por consumidor). Esto se ejemplifica en la siguiente figura:
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La figura ilustra las tarifas para consumidores domiciliarios (la denominada tarifa BT1) en distintas ciudades a diciembre de 2013. En ella se separan los costos de generación (energía y potencia en azul), transmisión (rojo y verde) y distribución (celeste), más el IVA. Si bien la suma de costos de generación y transmisión a nivel nacional están en un rango limitado (con mayor diferencia entre ciudades de 17 pesos por kilo Watt hora), los costos de distribución tienen una diferencia de hasta 66 pesos (entre Santiago y La Serena).


El proyecto busca reducir estas diferencias, que perjudican a consumidores que viven en zonas de baja densidad de consumo, para materializar la equidad tarifaria. La idea es lograr este objetivo sin subsidiar a grandes consumidores (se limita la equidad a consumidores de menos de 180 kWh por mes, de modo de no beneficiar a grandes consumidores que vivan en zonas de baja densidad). En tal sentido, como el proyecto busca una mayor socialización de las tarifas de distribución, así como de hecho se decidió hacer en la transmisión, se beneficiará a sectores más rurales en desmedro de sectores urbanos de alta densidad.

Con motivo de su exposición, el abogado del Instituto Libertad, señor Hugo Álvarez, sostuvo que la idea del proyecto de ley de incorporar mecanismos de equidad supone que la actual normativa eléctrica no contempla este principio. En circunstancias que la legislación hace obligatorios principios y valores que se consideran de relevancia social, agregó el especialista, el concepto de equidad hace referencia a la igualdad de trato: esta simetría permite restablecer equilibrios perdidos. Pero un objetivo adicional es el de la sustentabilidad social, esto es, que todos los estratos sociales se beneficien del crecimiento económico. Lo anterior, busca que las comunas intensivas en generación eléctrica, que sufren externalidades positivas y negativas (costos a soportar), sean también favorecidas con un restablecimiento de los equilibrios.

Según dijera el señor Álvarez, los beneficios que genera la electricidad son percibidos a nivel nacional mientras que los impactos y externalidades negativas producidos por los proyectos de generación impactan a los habitantes de las comunas en las cuales se instalan. Estos costos pueden afectar la salud, el medio ambiente o el paisaje y producir emisiones no deseadas. Costos de esta índole no se reflejan en el precio pagado por los consumidores finales de la electricidad.

Debe considerarse, agregó, que las comunas intensivas en generación eléctrica tienen peculiaridades especiales, como viento, radiación solar, ríos, campos para la generación eólica, entre otros, que son características que no se encuentran en todas partes. Las personas afectadas con un alza en sus tarifas que no pertenecen a las comunas de intensivas en generación eléctrica no tienen la oportunidad de rebajar sus aranceles, lo que en parte se podrá compensar vía equidad tarifaria residencial. El punto, en opinión del profesional, es que no sólo se deben considerar los costos para estas comunas, sino que también sopesar los efectos positivos vinculados a la generación eléctrica, y que se manifiestan a través de la creación de empleos, capacitación, turismo, medios de comunicación, infraestructura local, producción local de materiales de construcción y en otros servicios y mejoras.

A continuación, el profesional advirtió que si bien puede ser optimista pensar en un relevante desarrollo económico y social de las comunas en las que se emplazan los proyectos energéticos a través de este sistema de compensación, en la medida que la autoridad adopte decisiones coherentes se lograrán metas en este sentido. Esto incluye el análisis de la tecnología a utilizar en la generación de electricidad, pues no es lo mismo generar energía a través de ERNC que hacerlo mediante utilización de combustibles fósiles. Por otra parte, la compensación por la contribución de estas comunas no puede ser lineal: se debe incorporar una fórmula que diferencie una comuna de otra según factores como densidad poblacional, externalidades positivas y negativas y aporte efectivo en generación, todo ello para que los mecanismos de retribución elegidos sean justos.

Posteriormente, el especialista indicó que en lo tocante a RGL existen dos aristas. La primera alude al riesgo de un trato distinto para unas comunas, lo que podría eventualmente suscitar discriminación no deseada al momento de establecer un descuento en el componente de energía de las tarifas reguladas (no sólo de las residenciales). La segunda es el gravamen por ley que se consulta y que se traduce en una carga pública que obliga a asumir un mayor costo de la energía a los usuarios de comunas que no son consideradas intensivas en generación.

Respecto del primer aspecto, es importante no establecer tratos diferentes sin justificación normativa. Así, debiera darse idéntico trato a todas las comunas intensivas en generación, aunque considerarse algunas diferencias como resultado de políticas públicas de orden social destinadas a mejorar la calidad de vida de grupos más desfavorecidos. La cuestión es que no se observan con nitidez grupos en estas condiciones, por lo que la sola circunstancia de vivir en una comuna intensiva en generación no justifica el trato desigual. Dado que la igualdad y la no discriminación arbitraria tienen protección constitucional, la estructura de la norma de compensación tarifaria debiera justificar expresamente la intención del legislador para fundar las diferencias de trato. Esto es concordante con la ley N° 20.609, que incluye el concepto de “discriminación arbitraria”, esto es, toda distinción, exclusión o restricción que carezca de justificación razonable, efectuada por agentes del Estado o particulares, y que cause privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo de los derechos fundamentales. Si la distinción carece de justificación objetiva y razonable se podría incurrir en dicha discriminación mediante la compensación tarifaria y el aumento del valor a quienes no viven en comunas intensas en generación, porque por beneficiar a unos se estaría tratando en forma desigual a otros. En este orden de ideas, el sólo hecho de residir en una comuna intensiva en generación no es razón suficiente para disminuirle una carga a algunos y aumentársela a otros. El onus probandi recaerá en quien ha realizado la diferenciación y lo obligará a probar la legitimidad de su acción. De allí es que sea oportuno mejorar el texto de la norma e incorporar la finalidad que se pretende con la compensación tarifaria.

En lo que atañe al segundo aspecto de la compensación tarifaria, referida a que la rebaja será asumida por usuarios de comunas no intensivas en generación, el especialista hizo presente que podría dar lugar a una colisión de derechos y originar responsabilidad objetiva para el Estado, en los términos del artículo 38, inciso segundo, de la Carta Fundamental. En la especie, habría una situación objetiva de lesión a los derechos de una persona que deba pagar por la compensación tarifaria o por equidad tarifaria residencial un monto de dinero que considere injusto y que esté obligado a soportar por imposición de la ley. El fundamento de la responsabilidad del Estado sería que no habría razón para que el administrado soporte el daño que la Administración le causa con su actividad, que implica un atentado contra el derecho constitucional de igual repartición de las cargas públicas.

En lo relativo a las diferencias de tarifas eléctricas residenciales entre las distintas zonas del país, que se producen por la variación tarifaria desde la perspectiva de la densidad poblacional de la zona, explicó que mientras mayor densidad exista en una zona geográfica más energía consume y, por ende, tiene un menor costo brindar el servicio y distribuir el precio entre estos clientes finales.

Enseguida, el profesional arguyó que el objetivo de disminuir las tarifas de los clientes regulados de comunas intensivas en generación eléctrica pugna con el de acotar las diferencias de tarifas eléctricas residenciales entre las distintas zonas del país. Lo dicho, porque introduce un elemento de discriminación positiva sin atender al hecho de que haya o no externalidades. El mayor impacto en esta distribución del precio recaerá en las pymes o medianos productores, lo que aumentará los costos de producción de estos emprendedores y afectará su desarrollo económico.

Hacer un reconocimiento a las comunas intensivas en generación, añadió, si bien podría incentivar y facilitar nuevos proyectos, tendrá no obstante efectos marginales. En este sentido las medidas legales deberían tender sistemática y decididamente destrabar la inversión eléctrica y perfeccionar el funcionamiento del sector energético, y propender a evaluar si estas modificaciones producen un impacto social de relevancia como política pública y rentabilidad social. Los desarrolladores han enfrentado dificultades para realizar proyectos, lo que se traduce en la reticencia a vender energía en contratos de largo plazo por la incertidumbre y el alto precio de la energía por los elevados costos que deben acometer.

El Honorable Senador señor Prokurica fue partidario de establecer compensaciones preferentes a favor de las comunas que reciben proyectos termoeléctricos. Esta clase de beneficios no debería hacerse extensivo a todas las comunas, cualquiera sea el tipo de proyecto y tecnología de que se trate. Pero, arguyó, la lógica del proyecto de ley es tan amplia y lineal que el incentivo se torna imperceptible e injusto. Por otra parte, dijo, estos costos deben soportarlos las empresas que instalan los proyectos y no los consumidores. Así las cosas, a pesar de que la iniciativa legal tiene una buena inspiración no producirá los efectos deseados.

A continuación, expuso el Presidente de la Asociación de Consumidores y Usuarios de Chile (ODECU), señor Stefan Larenas.

El personero sostuvo que en circunstancias que la construcción de una sociedad más justa y solidaria debería ser un compromiso permanente y sistemático, como este proyecto de ley pretende mayores niveles de equidad social, aunque puntuales, cuenta con el apoyo de ODECU.

Luego destacó que como el costo asociado será asumido por todos los usuarios residenciales, excepto por aquellos que en promedio no superen los 180 kwh/año, el proyecto propende a incentivar la eficiencia energética mediante este límite. En el caso del reconocimiento a la generación local, el costo también será asumido por los usuarios de comunas no intensivas en generación. En ambos casos los criterios son válidos para afianzar niveles de equidad en el uso y acceso a la energía eléctrica, particularmente en el sector residencial. Pero esto es insuficiente, porque también se deben dar señales en materia de derechos y deberes.

En tal sentido, el personero propuso: incorporar otros criterios de equidad, como considerar niveles de ruralidad y vulnerabilidad social de la población comunal; permitir la participación de los usuarios en los procesos de fijación tarifaria (cuestión pendiente aun cuando se consagra para el caso de las organizaciones de consumidores en el artículo 8°, letra f), de la ley N° 19.496), y eliminar el paradigma del monopolio natural del servicio eléctrico para avanzar hacia un sistema que permita la libre elección de los usuarios.

Al finalizar su intervención, el Presidente de ODECU si bien manifestó su apoyo a la iniciativa legal, la estimó una solución temporal frente al conjunto de los problemas tarifarios que –a su juicio- padecen los consumidores chilenos.

Enseguida, intervino el Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Sergio Puyol, quien manifestó su interés en imponerse del modo cómo este proyecto de ley incidirá en las tarifas eléctricas a nivel país, si se toma en consideración que, según dijera, la fijación cada cuatro años de las tarifas eléctricas se somete a un procedimiento extremadamente complejo y engorroso. Sobre el particular, recordó que si bien el componente distribución, como cargo fijo, no se aplicó en un principio, cuando posteriormente se hizo efectivo produjo un alza importante en los montos de las cuentas de los usuarios. Y en el juego entre alzas y reducciones en la tarifa, el personero edilicio pidió considerar que, por razones sociales, se realizan aportes directos de las municipalidades a los clientes que no pueden cancelar su cuenta de luz eléctrica, lo que supone un impacto más o menos relevante en los presupuestos institucionales.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Prokurica referida al promedio de consumo de energía eléctrica en el país, el Secretario Ejecutivo de la CNE sostuvo que ese baremo alcanza en la Región Metropolitana a 220 kw/h mientras que en regiones se ubica alrededor de los 160 kw/h.

Según dijera el representante del Gobierno, parte de la complejidad del procedimiento de fijación tarifaria se soluciona con este proyecto de ley. Las tarifas eléctricas, agregó, no se formulan cada cuatro años: lo que en rigor se calcula en dicho lapso es el componente distribución (VAD). La última determinación se efectuó en el año 2012. Luego, explicó que las cuentas eléctricas se componen de tres factores o componentes: generación, transmisión y distribución, correspondiendo este último a un valor que oscila entre el 20% y el 23% de la cuenta en la Región Metropolitana. No obstante, el mayor factor de la cuenta eléctrica final lo constituye el precio de la generación, que se determina por licitaciones periódicas. A su turno, la transmisión se determina cada cuatro años pero de manera desfasada.
El componente distribución ofrece dificultades porque la ley obliga a determinar zonas similares en base a una empresa modelo. En Chile existen seis áreas típicas con igual número de tarifas distintas de distribución: la iniciativa en análisis pretende disminuir el valor de las tarifas para beneficiar a 2,6 millones de usuarios, estableciéndose un consumo límite bajo el cual los clientes no contribuyen al mecanismo. En cuanto al apoyo que entregan los municipios para el pago de la cuenta eléctrica a usuarios vulnerables, esta iniciativa legal puede ser una ayuda pues el proyecto debería propender a disminuir el monto de los aportes municipales.

Requerido por el Honorable Senador señor García-Huidobro acerca de la situación en que queda el alumbrado público con este proyecto de ley, el Secretario Ejecutivo de la CNE precisó que existe disparidad en el tratamiento del consumo a nivel municipal. Así, algunas alcaldías poseen la tecnología que permite medir el consumo eléctrico del alumbrado público, lo cual contribuye a una mejor negociación en el tarifado. Las restantes municipalidades, que no tienen incorporada esta tecnología, deben pagar un consumo proyectado mediante el mecanismo del “contrato a caja negra”. Esta última, dijo el funcionario gubernamental, es una figura contractual no deseable.

El Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades expresó, a vía ejemplar, que la I. Municipalidad de Macul paga entre $120M y $140M en alumbrado público. Luego, previno que cuando se alude a los componentes de la tarifa de la energía eléctrica debe incluirse también el correspondiente IVA, que es una carga adicional para los municipios. En esta materia, dijo además, debe tenerse presente que la luminaria pública es un elemento fundamental en materia de seguridad ciudadana, por lo que no es un ítem que los municipios puedan soslayar.

El Honorable Senador señor Prokurica, luego de recordar que la actual legislación diferencia entre clientes libres y aquellos que se benefician de la negociación que hace el Estado con las empresas, acotó que en circunstancia que las municipalidades tienen un alto consumo de energía eléctrica deberían hacerse asesorar para negociar con las distribuidoras mejores precios y condiciones contractuales.

La Honorable Senadora señora Allende fue partidaria de, por una parte, masificar entre las municipalidades el uso de medidores y tecnologías destinadas a cuantificar el consumo exacto del alumbrado público y, por otra, de instar decididamente por la sustitución del alumbrado a gas por luminarias LED.

En tal sentido, la señora Senadora estimó oportuno que la Agenda de Energía optimice las políticas públicas destinadas a subsidiar a las corporaciones edilicias en lo relativo a alumbrado público de tipo LED. Con todo, advirtió que la tecnología no podría instalarse en ciertas comunas si ello implica contaminación lumínica y afecta la limpieza de los cielos para la observación astronómica, como en el caso de Chañaral.

El Honorable Senador señor Horvath afirmó que como las tarifas eléctricas garantizan en último término el negocio de las empresas, el mecanismo de fijación tarifaria debería revisarse en profundidad y ser objeto de simplificación para que sea comprensible por los consumidores. En cuanto a los municipios, dijo, debe apuntarse tanto al gasto de ellos cuanto al de sus habitantes. Los municipios que hayan de pagar más deberían ser capacitados mediante un programa especial de eficiencia energética y net metering. Por último, explicó que merced a la alfabetización energética las familias ahorran entre 15% y 35% de su consumo.

El Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades adujo la existencia de malas condiciones en la distribución de energía eléctrica, como ocurre con los postes, las torres de alta tensión que se localizan cerca de viviendas y las líneas de distribución que se apoyan en árboles. Por tal razón cabría obligar a las empresas concesionarias de distribución de energía eléctrica a invertir en el mejoramiento y mantención de sus instalaciones, otorgándoseles un plazo acorde con su situación y, en caso de incumplimiento, aplicar las respectivas sanciones.

El Secretario Ejecutivo de la CNE explicó que, por regla general, los municipios se califican como clientes regulados y que los equipos de medición son costosos y se instalan por sectores de sistemas de iluminación. En ese orden, cerca del 60% de las municipalidades tienen tarifa BT1, es decir, tienen medición efectiva. En materia de alumbrado público, la política del Ministerio ha sido colaborar con los municipios en un programa de recambio de luminarias: así, a fines de 2014 se adjudicaron 85 alcaldías con planes por 127 mil luminarias, con un costo total de US$80 millones.

En todo caso, dijo, el Banco Interamericano de Desarrollo en conjunto con el Ministerio de Energía realizó una consultoría para determinar la realidad del alumbrado público a nivel nacional. En los últimos años se han realizado programas de recambio con sodio de alta presión (tecnología eficiente pero en menor grado que la LED).


El Honorable Senador señor Prokurica advirtió que la sustitución del sodio a alta presión por LED debe cuidar que el reemplazo sea de buena calidad, para evitar interrupción de las ondas de radio y televisión.

El Secretario Ejecutivo de la CNE sostuvo que en circunstancias que la tecnología LED implica un ahorro de 40% en relación al sodio de alta presión, casi el 100% de los municipios tienen esta última tecnología (muy pocos utilizan la LED). Sin embargo, arguyó, la disparidad tecnológica no está asegurando calidad como para hacer un programa masivo. Por eso la política que se impulsa es de recambio de luminaria pública, sobre todo en municipalidades con tecnología más antigua.

Consultado por la Honorable Senadora señora Allende respecto al tipo de tecnología a la que acceden los municipios que se acogen al reemplazo del alumbrado que propicia el Ministerio y acerca del seguimiento de la autoridad fiscalizadora del estado de los postes del alumbrado público para evitar riesgos, el personero de la CNE aclaró que estos programas se llevan a cabo mediante licitaciones abiertas tecnológicamente, pero que en su mayoría corresponden a tecnología LED. Así las cosas, agregó, el proyecto total contempla doscientas mil luminarias LED en cuatro años a un costo de US$140 millones. El problema, comentó, es que existe diversidad de propietarios de postes de alumbrado público. Algunos son de propiedad municipal, otros de las empresas distribuidoras. Si el estado del poste de la luminaria pública incide en la calidad de la prestación del servicio eléctrico, la SEC tiene competencia para ordenar a la empresa que corrija el problema y sancionarla, si procediere.

El personero explicó que la política regulatoria introduce un mecanismo de fiscalización mediante un sistema de desempeño, que se materializa en el proyecto de ley que establece un nuevo sistema de transmisión de energía eléctrica y crea un organismo coordinador independiente del sistema eléctrico nacional (Boletín N° 10.240-08). Con todo, también se llevará a cabo en materia de distribución. Además, el proyecto de ley sobre eficiencia energética supone modificaciones importantes en la regulación de la distribución, principalmente en lo que concierne al mecanismo de definición tarifaria, pues parte de las dificultades se originan por un mecanismo donde el cálculo que hace el Gobierno tiene un determinado peso relativo frente al realizado por la empresa, produciéndose un cómputo de un tercio (empresa) y dos tercios (gobierno).

El Honorable Senador señor Prokurica abogó por la necesidad de que el Estado negocie en representación de los usuarios en forma clara y transparente. Cuando la autoridad ejerce sus funciones en esta materia, agregó, debe velar por los intereses de sus representados y, más tarde, ejercer una adecuada fiscalización. Lo anterior se hace especialmente exigible cuando las empresas distribuidoras actúan abusivamente con sus clientes.

El Honorable Senador señor Pizarro recordó que el objeto del proyecto es propender a una mayor solidaridad y equidad respecto de comunas que han sufrido el costo de la generación, en particular tratándose de aquellas donde se han instalado centrales termoeléctricas.

El Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades opinó que los aumentos que producirá este proyecto de ley en las cuentas de energía eléctrica no serán comprendidos por las comunidades, si se atiende al hecho de que los anuncios del 21 de mayo pasado comprometieron una disminución de las tarifas eléctrica en general. Por lo tanto, será imprescindible informar a los consumidores de manera veraz. Finalmente, informó que las empresas distribuidoras no pagan patentes al instalarse en una comuna.

El Honorable Senador señor Horvath hizo hincapié en el sentido de justicia social del proyecto de ley en estudio: según dijera, el sistema chileno se caracteriza por la desigualdad existente entre las comunas en relación con sus tarifas eléctricas. Sin embargo, agregó, así como se debe propender a un estímulo diferenciado para las comunas más afectadas por la generación eléctrica, también correspondería capacitar en materia de eficiencia energética a los habitantes de las comunas donde subirá el costo de la electricidad. Por lo mismo, concluyó, ésta es la instancia oportuna para desarrollar el net metering, que hasta ahora ha tenido baja penetración.


- Cerrado el debate y sometida a votación la idea de legislar en la materia, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier, Pizarro y Prokurica.

Al fundar su voto favorable el Honorable Senador señor Guillier, si bien fue partidario del proyecto, abogó por un mecanismo más consistente que el previsto para facilitar y atraer inversiones productivas hacia las regiones, por ejemplo, bajo la forma de un tributo regional capaz de promover el desarrollo comunitario. En tal sentido, el señor Senador adujo que la iniciativa en informe tiene un carácter más simbólico, pues sólo beneficiará marginalmente a algunas pocas localidades de regiones que concentran la generación de energía. No se trata, agregó, de un beneficio sustentable y que se mantenga en el tiempo. Por el contrario, en la medida que merced a algún sistema de tributación regional las comunidades perciban réditos económicos tangibles, es probable que se destrabe la oposición a los proyectos energéticos.

Aunque también partidario de la iniciativa legal, el Honorable Senador señor Prokurica previno, sin embargo, que el mecanismo que se consulta presenta ciertas complejidades que dificultan su aceptación. Así, y coincidiendo con el Ejecutivo en cuanto a la pertinencia de dar este paso legislativo en aras de la equidad tarifaria para evitar la paralización de inversiones en las regiones, destacó que el valor de la energía eléctrica en algunas comunas intensivas en generación llega a ser sustancialmente más alta que en la Región Metropolitana, como en el caso de Huasco donde las cuentas son 27% más dispendiosas que en Santiago. Lo anterior, dijo, persuade acerca de la necesidad de pensar en una fórmula legislativa para que la equidad tarifaria tenga una expresión real en estas comunas.

No obstante, arguyó el señor Senador, no es posible compartir la totalidad del planteamiento del Gobierno en esta materia porque no se visualiza un esfuerzo de la industria para contribuir a la solución del problema: lo que se plantea es únicamente la disminución de las tarifas eléctricas en las comunas más pequeñas y, paralelamente, su aumento en las más grandes, lo cual puede terminar beneficiando a las empresas eléctricas. El foco también debe estar puesto en los efectos ambientales que producen ciertas tecnologías –como la termoeléctrica- y que inciden en la existencia de una matriz contaminante. Lo que se requiere es tender a un resarcimiento mayor de las comunas que soportan la generación a carbón, y sufren la contaminación que este tipo de tecnología produce.

Por tal razón, sostuvo Su Señoría, correspondería exigirle a las generadoras termoeléctricas la creación de un fondo de compensación destinado a mejorar el nivel de vida de las comunas más afectadas, a saber, Mejillones, Tocopilla, Huasco, Puchuncaví y Talcahuano. De no procederse en este sentido, concluyó, la resistencia de las comunidades continuará ya que no observarán cambios significativos en sus condiciones de vida.

La Honorable Senadora señora Allende fundó su voto afirmativo en la circunstancia de que este proyecto de ley constituye un primer paso en la línea adecuada, y es una señal relevante de política pública. Pero, agregó, siendo una manifestación de voluntad política, es todavía insuficiente. Sobre el particular, la señora Senadora recordó que existen comunas intensivas en generación que por largo tiempo han sufrido pasivos ambientales sin que, hasta la fecha, hayan sido compensadas de modo proporcional al perjuicio se les ha causado o que sólo se les ha resarcido tangencialmente. Estos problemas, dijo, muestran por otra parte la necesidad de propender a un urgente ordenamiento territorial y una temprana asociatividad entre empresa y comunidad: estas son las herramientas que contribuirán a una verdadera reparación.

Enseguida, la señora Senadora hizo presente que en circunstancias que existe falta de capacitación en la instalación de paneles solares y carencia de personal técnico chileno para cumplir este objetivo, ha sido necesario contratar trabajadores búlgaros para desarrollar dichas labores. Esta falencia debe ser corregida a la brevedad, para lo cual es indispensable que haya coordinación entre los Ministerios de Energía y de Economía, Fomento y Turismo, y el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo (SENCE).

En otro orden de ideas, la señora Senadora abogó por una determinación certera de las comunas que se beneficiarán con este proyecto de ley. Al respecto comentó que del informe suministrado por el Ministerio de Energía se colige que en la Región de Atacama, por ejemplo, mientras hay comunas pequeñas, como Diego de Almagro y Freirina, que aparecen como beneficiadas con el mecanismo de equidad tarifaria, hay otras que no figuran entre las favorecidas no obstante ser intensivas en generación, como Huasco que soporta varias termoeléctricas.

Finalmente, Su Señoría hizo hincapié en la necesidad de avanzar en el principio de smart grid o red de consumo inteligente, directamente vinculado con la eficiencia energética (una de las ideas centrales de la Agenda de Energía del Gobierno).

El Honorable Senador señor García-Huidobro, quien estuvo por aprobar la idea de legislar aun cuando el proyecto en su forma actual le merece observaciones, valoró la apertura del Ministerio de Energía a discutir futuras indicaciones que lo perfeccionen.

Luego, el señor Senador previno acerca de la necesidad de distinguir adecuadamente en la hipótesis normativa el caso de aquellas personas que trabajan en una determinada comuna pero que viven en otra. Esta movilidad hace indispensable revisar la propuesta en relación con los límites de consumo que no contribuirán al mayor precio de la energía y los incentivos que habrá en esta materia.

Por otra parte, el señor Senador solicitó analizar la posibilidad de aplicar esta normativa sobre equidad tarifaria en forma gradual.

Por último, instó a los personeros de Gobierno a estudiar mecanismos que disuadan prácticas irregulares ejercidas por algunas empresas destinadas convencer engañosamente a las comunidades mediante ofertas de empleo o regalías cuestionables.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO





En concordancia con el acuerdo anteriormente expresado, vuestra Comisión de Minería y Energía os recomienda aprobar en general el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense en el decreto con fuerza de ley N° 4/20.018, de 2006, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos, en materia de energía eléctrica, las siguientes modificaciones:

1) Modifícase el artículo 157° en el siguiente sentido:

a) Intercálanse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser quinto y así sucesivamente:

“Adicionalmente, en aquellas comunas intensivas en generación eléctrica ubicadas en los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 200 megawatts, se aplicará un descuento al precio de nudo establecido en el punto de conexión con las instalaciones de distribución que las concesionarias de distribución traspasan a los suministros sometidos a regulación de precios. Este descuento se aplicará luego de aplicado el mecanismo contemplado en el artículo 191° y se calculará en función del factor de intensidad de cada comuna, de acuerdo a la siguiente escala:

	Descuento según factor de intensidad

	Factor de Intensidad kW/N° Clientes
	Descuento [%]

	Máximo
	Mínimo
	

	         > 2.000
	50,00%

	2.000
	> 1.500
	45,00%

	1.500
	> 1.000
	40,00%

	1.000
	> 350
	35,00%

	350
	> 75
	17,50%

	75
	> 15
	8,75%

	15
	2,5
	4,38%


El Factor de Intensidad de cada comuna será calculado por la Comisión sobre la base de los datos que ésta obtenga para tales efectos, e informado al Ministerio con ocasión de la fijación de precios a que se refiere la letra a) del artículo 158°. Los descuentos señalados serán absorbidos por los suministros sometidos a regulación de precios de las comunas no intensivas en generación, a través de un cargo en la componente de energía del precio de nudo establecido en el punto de conexión con las instalaciones de distribución.”.

b) Reemplázase en el inciso tercero actual, que ha pasado a ser quinto, la expresión “inciso anterior” por la siguiente: “presente artículo”.

c) Agrégase, el siguiente inciso final, nuevo:

“Para efecto de la aplicación del presente artículo, las empresas concesionarias de distribución deberán proporcionar toda la información que sea requerida por los CDEC y la Comisión.”.

2) Agréganse en el artículo 191° los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:

“Sin perjuicio de lo anterior, en el conjunto de los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 1.500 kilowatts, las tarifas máximas que las empresas distribuidoras podrán cobrar por suministro a usuarios residenciales no podrán diferir del promedio simple de éstas en más de un 10% del mismo, considerando una muestra estadísticamente homogénea. En caso que dichas tarifas excedan este porcentaje, deberá aplicarse un ajuste a la componente contemplada en el número 3.- del artículo 182°. Si a pesar de ello no se lograre alcanzar el porcentaje antes mencionado, se aplicará el máximo descuento obtenido, sin que procedan ajustes adicionales. Las diferencias serán absorbidas por todos los demás suministros sometidos a regulación de precios de las comunas que están bajo el promedio señalado, con excepción de aquellos usuarios residenciales cuyo consumo promedio mensual de energía del año calendario anterior sea menor o igual a 180 kWh, de modo que no varíe la recaudación total inicial. Sin perjuicio de lo anterior, las tarifas correspondientes a aquellos usuarios residenciales que deban absorber las diferencias señaladas, no podrán resultar superiores al promedio simple de éstas.

Los ajustes a que dé origen el mecanismo señalado, serán calculados por la Comisión e informados al Ministerio con ocasión de la fijación de precios a que se refiere la letra a) del artículo 158°. A su vez, las transferencias entre empresas distribuidoras a que den origen las diferencias de facturación producto de la aplicación del mecanismo antes mencionado, serán calculadas por los CDEC respectivos, de manera coordinada. El mecanismo de reliquidación de las diferencias de facturación entre empresas concesionarias de distribución, será establecido por la Comisión mediante Resolución Exenta. Para estos efectos, las empresas concesionarias de distribución deberán proporcionar toda la información que sea requerida por los CDEC y la Comisión.”. 

3) Incorpóranse al artículo 225°, a continuación de la letra ac), las siguientes letras ad) y ae), nuevas:

“ad) Factor de Intensidad: se define como la razón entre la capacidad de generación instalada en cada comuna, expresada en kilowatts, y su número de clientes sometidos a regulación de precios.

ae) Comuna Intensiva en Generación: Comuna cuyo Factor de Intensidad es mayor a 2,5 kW/N° Clientes.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero transitorio.- La presente ley entrará en vigencia noventa días después de su publicación en el Diario Oficial. 

Artículo segundo transitorio.- En el primer año de vigencia de la presente ley, el mecanismo a que se refiere el artículo 191° de la Ley General de Servicios Eléctricos se aplicará exclusivamente a las áreas típicas de distribución 5 y 6, según la definición vigente de las áreas realizada por la Comisión Nacional de Energía de conformidad a los artículos 183°, 188° y 225° letra m) de la precitada ley. A partir del segundo año, este mecanismo deberá aplicarse respecto de la totalidad de las áreas típicas definidas por la Comisión. 

Artículo tercero transitorio.- Para la aplicación de la presente ley, la Comisión, en el Informe Técnico que fija las fórmulas tarifarias para las concesionarias de servicio público de distribución, determinará las opciones tarifarias correspondientes a los usuarios residenciales. No obstante lo anterior, para estos efectos, mientras se encuentre vigente el Decreto Supremo N° 1T, de fecha 5 de noviembre de 2013, del Ministerio de Energía, que fija fórmulas tarifarias aplicables a los suministros sujetos a precios regulados que se señalan, efectuados por las empresas concesionarias de distribución que indica, se considerará como usuarios residenciales a aquellos clientes que se encuentren dentro de la opción tarifaria BT1.

Artículo cuarto transitorio.- Increméntanse, ajustándose el número total de cargos respectivos, las siguientes dotaciones para el año 2015:

a. Ministerio de Energía, en un cupo;

b. Comisión Nacional de Energía, en cuatro cupos, y

c. Superintendencia de Electricidad y Combustibles, en tres cupos.

Artículo quinto transitorio.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Energía, y en lo que faltare el Ministerio de Hacienda podrá suplementarlo con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.”.

- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 8 de julio; 12 y 19 de agosto; 2, 9 y 30 de septiembre, y 7 de octubre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señor Alejandro García-Huidobro Sanfuentes (Presidente), señora Isabel Allende Bussi y señores Alejandro Guillier Álvarez, Jorge Pizarro Soto y Baldo Prokurica Prokurica.





Sala de la Comisión, a 9 de octubre de 2015.

(Fdo.): Ignacio Vásquez Caces, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA LA “CONVENCIÓN SOBRE ASISTENCIA ADMINISTRATIVA MUTUA EN MATERIA TRIBUTARIA” FIRMADA POR LA REPÚBLICA DE CHILE EN SANTIAGO EL 24 DE OCTUBRE DE 2013

(10.023-10)

Honorable Senado:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 27 de enero de 2015, con urgencia calificada de “suma”.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 12 de agosto de 2015, donde se dispuso su estudio por las Comisiones de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores: el Director Jurídico, señor Claudio Troncoso, y el Asesor legal del Departamento de Servicios, Inversiones y Transporte Aéreo de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales, señor Pablo Nilo.





También concurrió el Asesor de Política Tributaria del Ministerio de Hacienda, señor Ricardo Guerrero. Del mismo modo, asistieron, en representación del Servicio de Impuestos Internos: el Asesor legal del Departamento de Técnica Tributaria, señor Patricio Baraona, y el Asesor legal del Departamento de Normas Internacionales de la Subdirección Normativa, señor Néstor Venegas.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM





Hacemos presente que, en opinión de la Comisión, el artículo 22 del Convenio, debe aprobarse con quórum calificado, en virtud de lo dispuesto en el N° 1) del artículo 54, y del inciso segundo del artículo 8°, en relación con el inciso tercero del artículo 66, todos de la Constitución Política de la República. Ello, porque el artículo 22 del Convenio establece la obligación de mantener en secreto la información que reciba una Parte contratante.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Decreto ley Nº 824, sobre impuesto a la renta, del 31 de diciembre de 1974.





2.- Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.- El Mensaje señala que la Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Tributaria, fue firmada por nuestro país en Santiago, el 24 de octubre de 2013.





Agrega que la referida Convención fue adoptada conjuntamente por los Estados Miembros del Consejo de Europa y los Estados Miembros de la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), y originalmente solo estuvo abierta para firma de los Estados pertenecientes a estas instituciones, desde el 25 de enero de 1988. Sin embargo, añade que el año 2010 los Estados miembros de estas entidades suscribieron un Protocolo para adaptar las disposiciones de la Convención a los estándares internacionales en materia de intercambio de información con fines tributarios y para abrir este instrumento a la firma del resto de los países, respondiendo a un llamado del G20, un foro de cooperación internacional constituido por diecinueve países más la Unión Europea. El texto suscrito por Chile contiene las modificaciones introducidas por este protocolo modificatorio, que entró en vigor el 1 de junio de 2011.





El Ejecutivo indica que, en la actualidad, la Convención ha sido suscrita por más de sesenta países, número que crece constantemente, como resultado de los esfuerzos que desarrolla el G20 y el Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de Información Tributaria (GTEI, por sus siglas en inglés), creado por iniciativa de la OCDE, por lo que se espera que en el futuro gran parte de las principales economías del mundo, los centros financieros más importantes y un creciente número de países en desarrollo, sean parte de este esfuerzo de cooperación global para asegurar el correcto pago de los impuestos en cada país.





El Mensaje expresa que, en términos generales, la Convención aspira a ayudar a los gobiernos a hacer cumplir sus leyes tributarias, proporcionando un marco legal internacional para la cooperación entre países, a fin de combatir la elusión y la evasión tributaria.





Asimismo, la Convención ofrece una gran variedad de herramientas para la cooperación administrativa en materia tributaria, contemplando todas las formas de intercambio de información (por solicitud, automático o espontáneo), inspecciones simultáneas, inspecciones en el extranjero, asistencia en el cobro de impuestos, y notificación de documentos y medidas precautorias.





Contempla, además, la posibilidad de compartir información con otras autoridades para combatir el lavado de dinero, el cohecho, el financiamiento del terrorismo y otros ilícitos, cuando se cumplan ciertas condiciones. Bajo supuestos similares, puede también compartirse información con terceros Estados.





Igualmente, la Convención respeta los derechos de los contribuyentes, proporcionando extensas salvaguardas para proteger la confidencialidad de la información intercambiada, en particular en relación a los datos personales. Del mismo modo, la operación de la Convención es autosuficiente y está supervigilada por un Cuerpo Coordinador constituido por las Partes.





Además la Convención permite efectuar reservas, respecto de ciertas materias que enumera, al momento de su firma o depósito del correspondiente instrumento de ratificación, aceptación o aprobación, o en cualquier fecha posterior.





Por último, el Mensaje enumera las declaraciones y reservas que Chile formulará a los depositarios:





Anexo A: impuestos a los que la Convención se aplica. Nuestro país notificará a los depositarios que la lista de los impuestos vigentes a la fecha de la firma y respecto de los que desea que se aplique la Convención, son los siguientes:





- Impuestos contenidos en la Ley sobre Impuesto a la Renta.





- Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicio.





- Impuesto de Herencias, Asignaciones y Donaciones.





Anexo B: Chile notificará a los depositarios que la expresión “autoridad competente” significa: “el Ministro de Hacienda, el Director del Servicio de Impuestos Internos o sus representantes autorizados”.





Anexo C: Declaraciones.





- Definición de “nacionales” para los fines de la Convención: “En relación a la República de Chile, el término “nacionales” significa todas las personas naturales que posean la nacionalidad chilena y cualquier persona legal o asociación constituida de acuerdo a las leyes en vigor en la República de Chile”.





- Las autoridades chilenas pueden informar a sus residentes antes de remitir información relacionada con ellos, que se efectúe en conformidad a lo dispuesto en los artículos 5 y 7 de la Convención.





- Como regla general, Chile no aceptará  las solicitudes  mencionadas en el número 1 del artículo 9 de la Convención, es decir, las solicitudes para que se permita que los representantes de la autoridad competente del Estado requirente estén presentes en la auditoría tributaria en el Estado requerido.





Otras reservas.





Del mismo modo, nuestro país reserva:





- El derecho a no prestar ningún tipo de asistencia en relación a impuestos de otras Partes distintos de los impuestos incluidos por Chile en el Anexo A de la Convención.





- El derecho a no prestar asistencia en el cobro de cualquier impuesto o en el cobro de una multa administrativa, respecto de todos los impuestos.





- El derecho a no otorgar asistencia en la notificación o en el traslado de documentos.





- El derecho a no aceptar la notificación o traslado de documentos a través del correo, de conformidad con lo previsto en el número 3 del artículo 17 de la Convención.





- El derecho de aplicar el número 7 del artículo 28 de la Convención (temas tributarios penales) exclusivamente para la asistencia administrativa relacionada con períodos tributarios que empiecen el, o después del 1 de enero, del tercer año que preceda a aquel en que la Convención entró en vigor con respecto a Chile; o, cuando no exista un período tributario, para la asistencia administrativa relacionada  con los cobros de impuestos que surjan el o a partir del 1 de enero del tercer año que preceda a aquél en que la Convención entró en vigor con respecto de Chile.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, de 5 de mayo de 2015, donde se dispuso su análisis por parte de las Comisiones de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana y por la de Hacienda.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana estudió la materia en sesión efectuada el día 12 de mayo de 2015 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, el proyecto en informe. A su vez, la Comisión de Hacienda trató la iniciativa en sesión realizada el día 3 de junio de 2015, y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes el Convenio.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 11 de agosto de 2015, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes (107 votos a favor).





4. Instrumento Internacional.- El Convenio consta de un Preámbulo y 32 artículos.





El artículo 1 establece que el objeto de la Convención comprende la asistencia administrativa mutua en materias tributarias, incluyendo las medidas adoptadas por autoridades judiciales. La asistencia administrativa, igualmente, comprende el intercambio de información, la realización de auditorías simultáneas y de auditorías tributarias en el extranjero, la asistencia en la cobranza y las medidas precautorias. Respecto de las personas, las Partes proporcionarán asistencia administrativa, ya sea si la persona afectada es residente o nacional de una Parte o de cualquier otro Estado.





A su vez, el artículo 2 señala los impuestos comprendidos en la Convención: impuestos sobre la renta o utilidades; impuestos sobre ganancias de capital, los cuales son exigibles en forma separada de los impuestos sobre la renta o utilidades; impuestos sobre el patrimonio neto, que se exijan en nombre de una de las Partes. También a los siguientes impuestos: impuestos sobre la renta, utilidades, ganancias de capital o patrimonio neto que se exigen por parte de subdivisiones políticas o autoridades locales de una Parte; contribuciones obligatorias de seguridad social pagaderas al gobierno general o a instituciones de seguridad social establecidas de conformidad con el derecho público; impuestos en otras categorías, excepto los aranceles, exigibles en nombre de una Parte; impuestos en categorías distintas a las referidas en el numeral anterior, que sean exigibles en nombre de las subdivisiones políticas o autoridades locales de una Parte. 





El artículo 3 define algunos términos que utiliza, tales como: “Estado requirente” y “Estado requerido”, “impuesto”, “créditos tributarios”, “autoridad competente” y “nacionales” de un Estado Parte.





Luego, el artículo 4 dispone que las Partes intercambiarán cualquier información que sea de interés para la administración y para la aplicación de su derecho interno, relativa a los impuestos a que se refiere la Convención. Asimismo, cualquier Parte, mediante una declaración dirigida a uno de los depositarios, puede indicar que de acuerdo a su legislación interna puede, previo a remitir la información, informar a sus residentes o nacionales que está remitiendo información que les afecta.





El artículo 5 regula el intercambio de información por solicitud, requerido un Estado para que proporcione información, deberá proporcionarla al Estado requirente. Sin embargo, si no tiene la información solicitada, deberá tomar todas las medidas necesarias para obtenerla.





Por su parte, el artículo 6 norma el intercambio de información automático, el cual se contempla respecto de rentas del mismo tipo y de acuerdo a procedimientos determinados por acuerdo mutuo entre dos o más Estados. Se trata de un volumen importante de información referente a muchos casos individuales del mismo tipo, normalmente relacionados a rentas sujetas a impuestos de retención y que pueden ser transmitidas automáticamente de acuerdo a procedimientos rutinarios preestablecidos.





El artículo 7 regla el intercambio de información espontáneo, este se caracteriza porque un Estado, sin haber recibido una petición previa, transmite información que obra en su poder y que puede ser de interés para el otro Estado.





Además, el artículo 8 contempla la posibilidad de auditorías tributarias simultáneas, donde las autoridades competentes de cada Estado se coordinan para revisar simultáneamente, pero de manera independiente y cada cual en su territorio, los temas tributarios de una persona en la que tengan un interés común o relacionado.





El artículo 9 dispone que se puedan realizar auditorías tributarias en el extranjero. Bajo este supuesto, funcionarios de la autoridad competente del Estado que ha requerido información estarán presentes en la auditoría tributaria que realiza el Estado requerido. Las Partes podrán informar a uno de los depositarios su intención de no aceptar, como regla general, dichas solicitudes. Esta declaración puede hacerse o retirarse en cualquier tiempo.





Seguidamente, el artículo 10 señala que, respecto a la existencia de información contradictoria, el Estado requirente de información pondrá ese hecho en conocimiento del Estado requerido.





El artículo 11 señala que, a solicitud del Estado requirente, el Estado requerido tiene que emprender todas las medidas necesarias para recaudar los créditos tributarios del Estado requirente, como si se tratara de la recaudación de los créditos tributarios adeudados por sus propios contribuyentes.





A continuación, el artículo 12 expresa que, con la finalidad de salvaguardar los derechos del Estado requirente, el Estado requerido puede tomar medidas precautorias, aunque todavía no sea posible exigir su cobro.





El artículo 13 indica que la solicitud de asistencia en la cobranza debe estar acompañada por una declaración de que el impuesto cuya cobranza se solicita está contemplado en la Convención, por una copia oficial de los instrumentos que permiten el cobro en el Estado requirente y por cualquier otro documento que se requiera para la cobranza o para tomar medidas precautorias.





A su vez, el artículo 14 dispone que el límite de tiempo para perseguir la cobranza de un crédito tributario se regula por la ley del Estado requirente. Sin perjuicio de ello, el Estado requerido no está obligado a cumplir con un requerimiento de cobranza que exceda de un período de quince años, contado desde la fecha del instrumento original que permite la cobranza.





El artículo 15 establece que la asistencia en la cobranza no tiene en el Estado requerido ninguna prioridad para la cobranza.





Luego, el artículo 16 regula que el Estado requerido está autorizado para permitir el pago en cuotas del impuesto, si su legislación así lo permite en relación a sus propios impuestos.





El artículo 17 norma que el Estado requerido, a petición del Estado requirente, enviará al destinatario todos los documentos relacionados con la cobranza que se le está efectuando. El propósito de esto es asegurar que los documentos realmente lleguen al contribuyente, con la finalidad de evitar que se emprendan acciones contra un contribuyente que es genuinamente ignorante de sus impuestos o es meramente negligente.





Por su parte, el artículo 18 señala que el requerimiento de asistencia debe incluir el nombre de la autoridad que dio inicio al requerimiento hecho por la autoridad competente; la información necesaria para identificar a la persona respecto de la que se solicita información; la forma en que se desea recibir la información; la naturaleza y monto del crédito tributario que se cobra, en el caso de asistencia en la cobranza o de medidas precautorias; la naturaleza y materia del documento que debe ser notificado o trasladado, cuando se solicita su notificación o traslado; si es consistente con la legislación y práctica administrativa del Estado requirente; y que este acredite que se han utilizado todas medidas razonables disponibles de conformidad con su legislación.





El artículo 20 indica que para responder a una solicitud de asistencia, el Estado requerido debe informar respecto de las diligencias que ha efectuado y el resultado de estas. En el caso que decline entregar asistencia, debe explicar las razones de su negativa.





Seguidamente, el artículo 21 destaca que la Convención no afecta los derechos y salvaguardas garantizados a las personas por la legislación o práctica administrativa del Estado requerido. Igualmente, las disposiciones de la Convención no serán interpretadas para obligar al Estado requerido a llevar a cabo medidas contrarias a su legislación interna o práctica administrativa o a las del Estado requirente; llevar a cabo medidas que sean contrarias al orden público; suministrar información que no sea factible de obtener conforme a su legislación o a la del otro Estado o que revele cualquier práctica administrativa, secreto comercial, industrial, de negocios o profesional; suministrar información en la medida que la tributación del Estado requirente sea contraria a los principios de tributación generalmente aceptados o a un tratado tributario bilateral que pudiera estar en vigor entre los países involucrados; otorgar asistencia que implique una discriminación para un nacional del Estado requerido; otorgar asistencia cuando el Estado requirente no haya ejercido todas las medidas razonables disponibles de conformidad con su legislación o práctica administrativa; y entregar asistencia en el cobro cuando la carga sea desproporcionada respecto del beneficio que obtendría el Estado requirente. Del mismo modo, las limitaciones de la legislación interna no serán aplicadas de forma que menoscaben el objeto y el fin de la Convención.





Adicionalmente, siguiendo el estándar internacional, se establece que la falta de interés tributario interno o el secreto bancario, no puede usarse para negar la asistencia conforme a la Convención.





El artículo 22 establece, respecto a la confidencialidad, que la información se tratará como secreta y estará protegida en el Estado receptor de la misma manera que contemple su legislación interna. Si se proporcionan datos personales, el Estado receptor los tratará de acuerdo a su propia legislación interna y considerando las garantías que pudieran ser requeridas para asegurar la protección de datos, conforme a la legislación interna del Estado que proporciona la información. La información será revelada únicamente a personas o autoridades (incluidos los tribunales y órganos administrativos o de supervisión), encargadas de la determinación, recaudación o cobro de los impuestos, de los procedimientos declarativos o ejecutivos relativos a dichos impuestos o de la resolución de los recursos relativo a estos o de la supervisión de lo anterior. Dichas personas o autoridades podrán utilizar la información únicamente para los fines establecidos en la Convención. Podrán, sin embargo, revelarla en las audiencias públicas de los tribunales o en las sentencias judiciales relacionadas con los impuestos comprendidos por la Convención.





La información recibida por un Estado (Estado requirente) puede ser utilizada para otros fines cuando dicha información pueda ser así utilizada conforme a la legislación del Estado requerido y cuando la autoridad competente de ese Estado autorice dicho uso. A  su vez, la información que una Parte (Estado requerido) otorgue a otra Parte (Estado requirente), puede transmitirse por esta última a una tercera Parte, previa autorización de la autoridad competente del Estado requerido.





A continuación, el artículo 23 regula que los procesos relacionados con medidas tomadas por el Estado requerido, se presentarán ante el órgano correspondiente de ese Estado. Igualmente, los procesos relacionados con medidas tomadas por el Estado requirente, se llevarán a cabo ante el órgano correspondiente de dicho Estado.





El artículo 24 dispone que, en lo relacionado con la implementación de la Convención, las Partes se comunicarán entre ellas, por intermedio de sus respectivas autoridades competentes.





A su vez, se contempla un procedimiento de consultas entre las autoridades competentes para resolver problemas que surjan frente a un caso específico. Las autoridades competentes deberán hacer esfuerzos para resolver el caso. Se establece también un organismo, conformado por las autoridades competentes, al que le corresponde el monitoreo de la implementación de la Convención y, específicamente, recomendar cualquier acción conducente a cumplir el propósito de esta, actuando como foro para el estudio de nuevos métodos y procedimientos para incrementar la cooperación internacional en materia tributaria. Cuando sea apropiado, puede también recomendar revisiones o modificaciones a la Convención y asistir a las Partes dando su opinión sobre cuestiones de aplicación o interpretación de las disposiciones de esta. Los Estados que hayan firmado, pero que aún no han ratificado, aceptado o aprobado la Convención, tienen derecho a ser representados en este organismo como observadores.





Después, el artículo 25 señala que los requerimientos de asistencia y su respuesta se efectuarán en alguno de los idiomas oficiales de la OCDE (inglés y francés) o en cualquier otro idioma acordado bilateralmente entre los Estados que participan en el intercambio.





El artículo 26 dispone que los costos ordinarios de las asistencias serán sufragados por el Estado requerido y los extraordinarios por el Estado requirente.





Por su parte, el artículo 27 norma que las posibilidades de asistencia establecidas en la Convención no restringen, ni están limitadas, por aquellas contenidas en los acuerdos internacionales existentes o futuros u otros acuerdos entre las Partes, u otros instrumentos sobre la cooperación en materia tributaria. Los Estados son libres de elegir cualquier instrumento que consideren más apropiado para el caso en particular.





El artículo 28 regula que la Convención entrará en vigor, para nuestro país, el primer día del mes siguiente a la expiración de un periodo de tres meses posteriores a aquél en el que se deposite el instrumento de ratificación.





Con respecto a su fecha de aplicación, para temas tributarios civiles, a menos que se acuerde lo contrario por las Partes, las disposiciones de la Convención surtirán efecto para la asistencia administrativa relacionada con los ejercicios tributarios que se inicien el o a partir del 1° de enero del año siguiente a aquel en que la Convención entre en vigor. No obstante, se entiende que se puede pedir información de años anteriores a la entrada en vigencia de la Convención si esa información se requiere para determinar el pago de impuestos devengados en ejercicios tributarios que se inicien después de su entrada en vigencia. En el caso, por ejemplo, que se quisiera verificar una ganancia de capital por la venta de un bien raíz efectuada en un ejercicio en que la Convención estuviera vigente, se podría pedir información respecto de la compra de ese bien raíz efectuada en ejercicios anteriores a la entrada en vigencia de la Convención, incluyendo información bancaria respecto del monto efectivamente pagado por la compra. Para temas tributarios penales, la Convención se aplica tan pronto como entre en vigor, y por lo tanto, se aplica también con relación a periodos tributarios pasados.





El artículo 29 dispone que, respecto a la aplicación territorial de la Convención, las Partes pueden especificar el territorio o territorios a los que se les aplicará a partir de la firma, cuando depositen los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación, o en una etapa posterior.





A su vez, el artículo 30 permite que se pueden formular reservas únicamente respecto a las siguientes materias:





- Otorgar asistencia administrativa de cualquier clase con respecto a cualquier impuesto para una o más de las categorías que se presentan en el artículo 2 de la Convención, siempre que el Estado no haya incluido ningún impuesto interno de esa categoría en el Anexo A de esta.





- Otorgar asistencia en la recaudación de impuestos o multas administrativas, incluyendo medidas cautelares.





- Otorgar asistencia administrativa con respecto a devoluciones fiscales existentes antes de la entrada en vigor de la Convención.





- Otorgar asistencia sobre la notificación o traslado de documentos.





- El uso de servicios postales en la notificación de documentos.





- La fecha de aplicación de la Convención para temas tributarios penales, restringiéndola a ejercicios fiscales que se inicien a partir del 1° de enero del tercer año que preceda a aquél en que la Convención entró en vigor; o, cuando no exista ejercicio fiscal, para la asistencia administrativa relacionada con los cobros de impuestos que surjan el o a partir del 1° de enero del tercer año que preceda a aquel en que la Convención entró en vigor.





Las reservas se pueden formular al momento de la firma o cuando se deposite el instrumento de ratificación, y pueden retirarse posteriormente. Si un Estado ha efectuado una reserva, puede rechazar el otorgar asistencia a ese respecto y no podrá solicitar dicha asistencia. Aun cuando un miembro haya efectuado una reserva para un tipo de impuesto en particular o alguna forma de asistencia, ese miembro, si así lo desea, no está impedido para proporcionar dicha asistencia en casos particulares.





El artículo 31 permite que el Convenio se denuncie en cualquier momento, mediante notificación dirigida a uno de los depositarios. La denuncia tendrá efecto el primer día del mes siguiente a la expiración de un período de tres meses después de la fecha de recepción de la notificación por el depositario. Con todo, la Parte que denuncia el Convenio continuará sujeta a la obligación de reserva respecto de cualquier documento o información obtenida mediante la Convención.





Por último, el artículo 32 norma que las funciones de los depositarios consisten, básicamente, en recibir el depósito de los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación, y notificar la fecha de entrada en vigor de la Convención respecto de cada Parte y las reservas que se formulen y cualquier otro acto, notificación o comunicación relacionado con la Convención.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR




El Director Jurídico de la Cancillería, señor Claudio Troncoso, señaló que la aprobación de la Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Tributaria es un compromiso asumido por nuestro país en el ámbito internacional. Precisó que el citado acuerdo ha sido suscrito por 70 países y tiene especial relevancia para combatir la evasión y la elusión fiscal en operaciones transfronterizas, en el marco de una transparencia global, para lo cual el intercambio de información es muy importante.





A continuación, el Asesor de Política Tributaria del Ministerio de Hacienda, señor Ricardo Guerrero, informó que este Acuerdo fue firmado por Chile el 24 de octubre de 2013. Añadió que la “Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Tributaria”, tiene su origen el año 1988, siendo impulsada por los países de la OCDE y del Consejo de Europa. Precisó que en el año 2010 los países de la OCDE y el Foro Global, ante un llamado que hicieron las distintas naciones del G 20, invitaron al resto de los Estados que no formaban parte de las referidas organizaciones a que suscribieran el Acuerdo.





Indicó que el Convenio permite al Servicio de Impuestos Internos contar con mayores herramientas para el combate de la elusión y de la evasión fiscal. Agregó que, sin perjuicio de los Tratados de doble tributación que nos permiten intercambiar información, este Acuerdo nos permite ampliar la red de Tratados con países de baja y nula tributación, a los cuales nosotros solicitamos datos de utilidad.





Destacó que esto se aplica para los casos en que ellos piden información respecto de sus contribuyentes domiciliados o residentes en Chile, no respecto de nuestros contribuyentes y viceversa.





Por su parte, el Asesor Legal del Departamento de Normas Internacionales de la Subdirección Normativa del Servicio de Impuestos Internos, señor Néstor Venegas, explicó que el contenido del Tratado es amplio, pues va más allá del mero intercambio de información.





Expresó que se otorga a los países la posibilidad de efectuar reservas o declaraciones en la aplicación de ciertas materias, de manera de poder implementar, de manera gradual y flexible, algunas de las modalidades de asistencia.





Seguidamente, explicó que el intercambio de información puede hacerse de tres formas: previa solicitud, mediante la cual los Estados suscriptores están obligados a proporcionar a los demás Estados Partes, de manera bilateral la información; automática, que se traduce en que, normalmente una vez al año, se envía información estándar que se refiera a rentas y otros pagos obtenidos por residentes de ese otro Estado o transacciones sujetas a tributación en el otro Estado; y espontánea que significa que cada vez que la autoridad tributaria de un país esté fiscalizando o conociendo de un asunto y descubre algo que puede resultar de interés para la fiscalización o el cumplimiento de las leyes de nuestras contrapartes tenemos el deber de entregar esa información a ella.





Además, expresó que se contempla en la Convención una asistencia en el cobro, es decir, colaboración entre autoridades tributarias para la recaudación de los impuestos. Sin embargo, precisó que, en esta materia, el Servicio de Impuestos Internos y el Ministerio de Hacienda sugirieron efectuar reservas al momento del depósito. Al respecto, precisó que se va a reservar el derecho a colaborar en materia de recaudación de impuestos, con el fin de que no tenga un costo adicional a lo que ya se está haciendo en el marco de los veinticinco convenios tributarios que ya existen. Asimismo, nuestro país se reserva el derecho a no otorgar asistencia en la notificación o en el traslado de documentos.





Luego, explicó que también se contempla la posibilidad de compartir información con otras autoridades, a fin de combatir el lavado de dinero, el cohecho, el financiamiento del terrorismo y otros ilícitos, siempre y cuando lo autoricen las autoridades tributarias correspondientes, previa entrega de todos los antecedentes que justifiquen la investigación.





Finalmente, destacó que la Convención resguarda todos los derechos y garantías de los contribuyentes, proporcionando extensas salvaguardas para proteger la confidencialidad en el manejo de la información tributaria que se entregue, en los mismos términos que se maneja, hoy en día, el secreto tributario y confidencialidad en materia tributaria.





El Honorable Senador señor Chahuán consultó por qué se ha puesto urgencia al despacho del proyecto.





El señor Guerrero respondió que la OCDE tiene por objetivo avanzar en estas materias. En ese sentido, puntualizó que, recientemente, el Ministro de Hacienda firmó un acuerdo multilateral de autoridad competente con los distintos países que suscribieron esta Convención, mediante el cual nos comprometemos a iniciar los primeros intercambios de información automática a partir del año 2018. Precisó que el referido acuerdo permite el intercambio automático de información para las instituciones financieras, y estableció que será el Director del Servicio de Impuestos Internos o el Ministro de Hacienda quienes los podrán realizar. Añadió que es un compromiso adquirido con los países de la OCDE. Sin embargo, señaló que es necesario realizar ciertos ajustes a nuestra legislación para poder realizar dichos intercambios. Explicó que si no se hubiere suscrito dicho acuerdo, el intercambio de información de instituciones financieras habría empezado el año 2017.





El señor Venegas, agregó que es importante insistir en el contexto internacional de promoción de este instrumento. Al respecto, señaló que existe una institución denominada el “Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de Información” -que reúne a más de 120 países del mundo-, el cual ha logrado que jurisdicciones denominadas como paraísos fiscales también comenzaran a firmar acuerdos de intercambio de información. 
Agregó que hoy en día se exige como estándar que cada país tenga una red de intercambio de información lo más amplia posible.




Por su parte, el Honorable Senador señor Letelier preguntó por qué es necesario complementar los mecanismos de información si existen acuerdos de doble tributación que los contemplan. Por otra parte, consultó cuál es la razón de que recién se pueda utilizar el año 2018, pues es de interés para el país contar con esa información para poder aplicar la reforma tributaria.




El señor Guerrero manifestó que cuando el Convenio se ratifique se estará en condiciones de intercambiar información, sea de manera automática, espontánea o a requerimiento, con los demás países.





En relación al año 2018, precisó que, si no existiera el Acuerdo de Autoridad Competente multilateral, Chile tendría que firmar un Acuerdo de esa naturaleza con cada uno de los países miembros de la Convención. Por ejemplo, si se quiere intercambiar información con las Islas Vírgenes Británicas tendría que suscribirse un Acuerdo con esa jurisdicción. Por tanto, señaló que por el simple hecho de ser parte del Acuerdo multilateral podremos intercambiar información de manera automática, en materia de instituciones financieras.





El señor Venegas puntualizó que se trata de un acuerdo administrativo, de procedimientos, de quiénes son los puntos de contacto en cada país, que sirve para ejecutar y hacer operativo este Acuerdo Marco.





Luego, el Honorable Senador señor García-Huidobro consultó qué tipo de reservas han planteado otros países.





El señor Venegas indica que la Convención no permite hacer reservas en el intercambio de información, sino que en materias accesorias, tales como, qué tipo de impuestos cubre el intercambio; si permitimos o no la asistencia en la recaudación de impuestos, o en la notificación de documentos.





Explicó que las reservas que Chile realizará son las que permite la Convención. Añadió que las razones dicen relación con un tema de implementación y costo. Recordó que el intercambio automático de información bancaria empezará, por regla general, el año 2017, y como se necesita modificar nuestra legislación para nosotros será desde el 2018, tal como se explicó antes. Sin embargo, señaló que el resto de la información que ya tiene la autoridad chilena, se intercambiará desde el momento de la ratificación del Acuerdo.





A su vez, el Honorable Senador señor García Huidobro consultó si Estados Unidos tiene con la Unión Europea este tipo de intercambio de información.





El señor Venegas contestó que Estados Unidos cuenta, respecto de la información bancaria, con la conocida ley de cumplimiento tributario de cuentas extranjeras, FATCA.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, García Huidobro y Letelier.

- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos propuestos por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase la “Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Tributaria”, firmada por la República de Chile en Santiago, el 24 de octubre de 2013.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 1 de septiembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes y Juan Pablo Letelier Morel.





Sala de la Comisión, a 1 de septiembre de 2015.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA LA “CONVENCIÓN SOBRE ASISTENCIA ADMINISTRATIVA MUTUA EN MATERIA TRIBUTARIA” FIRMADA POR LA REPÚBLICA DE CHILE EN SANTIAGO EL 24 DE OCTUBRE DE 2013

(10.023-10)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Asesor Legal del Departamento de Servicios, Inversiones y Transporte Aéreo de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales, señor Pablo Nilo.
Del Ministerio de Hacienda, el Asesor de Política Tributaria, señor Ricardo Guerrero. Del Servicio de Impuestos Internos, el Asesor Legal del Departamento de Normas Internacionales de la Subdirección Normativa, señor Néstor Venegas. 

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Giovanni Semería.

Del Comité Partido por la Democracia, el asesor, señor Reinaldo Monardes.

El asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.
- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez, proposición que hace suya vuestra Comisión de Hacienda.

La Sala del Senado, en sesión de 12 de agosto de 2015, dispuso que el proyecto de acuerdo fuera conocido por vuestra Comisión de Hacienda en las materias de su competencia.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Ayudar a los gobiernos a hacer cumplir sus leyes tributarias, proporcionando un marco legal internacional para la cooperación entre países, a fin de combatir la elusión y la evasión.

- - -

ANTECEDENTES

En lo relativo a los antecedentes jurídicos y de hecho, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -

DISCUSIÓN


El artículo único del proyecto de acuerdo es el siguiente:

“Artículo único.- Apruébase la “Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Tributaria”, firmada por la República de Chile en Santiago, el 24 de octubre de 2013.”.

El Asesor Legal del Departamento de Servicios, Inversiones y Transporte Aéreo de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Pablo Nilo, el Asesor de Política Tributaria del Ministerio de Hacienda, señor Ricardo Guerrero, y el Asesor Legal del Departamento de Normas Internacionales de la Subdirección Normativa del Servicio de Impuestos Internos, señor Néstor Venegas, efectuaron una exposición del siguiente tenor:

MINUTA: “PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA LA CONVENCIÓN SOBRE ASISTENCIA ADMINISTRATIVA MUTUA EN MATERIA TRIBUTARIA”
1. Antecedentes generales

Con fecha 24 de octubre de 2013 se suscribió en la ciudad de Santiago la Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Tributaria, en adelante la “Convención”.

La Convención, fue adoptada conjuntamente por los Estados Miembros del Consejo de Europa y los Estados Miembros de la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), y originalmente solo estuvo abierta para firma de los Estados pertenecientes a estas instituciones, desde el 25 de enero de 1988.

Sin embargo, el año 2010 los Estados Miembros de estas entidades suscribieron un Protocolo para adaptar las disposiciones de la Convención a los estándares internacionales en materia de intercambio de información con fines tributarios y para abrir este instrumento a la firma del resto de los países, respondiendo a un llamado del G20, cuyo texto vigente data del 1 de junio de 2011 y que firmó Chile en la fecha señalada.

2. Contexto internacional del intercambio de información

Hasta la fecha, la Convención ha sido suscrita por 70 países y su aplicación ha sido extendida en los últimos años a 15 jurisdicciones tributarias de nula o baja tributación dependientes de países signatarios. Se espera que estos números aumenten constantemente como resultado de los esfuerzos que desarrolla el G20 y el Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de Información Tributaria, creado por iniciativa de la OCDE. De esta forma, en el futuro gran parte de las principales economías del mundo, los centros financieros más importantes y un creciente número de países en desarrollo serán parte de este esfuerzo de cooperación global para asegurar el correcto pago de los impuestos en cada país.
La Convención multilateral permitirá extender la red de países y jurisdicciones con los cuales Chile puede intercambiar información para fines tributarios, lo cual será de gran utilidad para el combate a la evasión y elusión fiscal en operaciones transfronterizas. En la actualidad, Chile tiene 25 convenios vigentes para evitar la doble imposición en materia de impuesto a la renta (convenios tributarios generales) que incluyen una norma que permite el intercambio de información para fines fiscales. La extensión de nuestra red de intercambio de información respecto de países con los cuales no hemos suscrito convenios tributarios generales y especialmente respecto de jurisdicciones de nula o baja tributación, será una gran ayuda a la función fiscalizadora del Servicio de Impuestos Internos, ya que gran parte de la evasión y elusión fiscal internacional utiliza estas jurisdicciones en sus esquemas. Tanto las normas de intercambio de información presentes en los convenios tributarios generales como la Convención multilateral establecen un marco jurídico que reúne los estándares internacionales en la materia y que permiten intercambiar información de manera efectiva y oportuna; manteniendo la confidencialidad de la información y asegurando el respeto a los derechos y garantías de las personas interesadas.

3. Reforma Tributaria y la Convención

El día 8 de julio de 2014 y en el marco de la tramitación de la Reforma Tributaria, se firmó el protocolo de acuerdo entre los miembros de la Comisión de Hacienda del Senado y el Poder Ejecutivo.

En el Protocolo se acordó el envío de la Convención al Congreso con el objetivo de obtener su ratificación, teniendo en cuenta que uno de los objetivos fundamentales de la Reforma Tributaria es el combate contra la elusión y evasión de impuestos.

El Ministerio de Hacienda ha reiterado constantemente que el combate efectivo de la elusión y la evasión es importante para avanzar en equidad tributaria, asegurando el cumplimiento tributario y, de esta forma, la justicia vertical y horizontal en que descansa el nuevo sistema impositivo. (1. Estado de la Hacienda Pública, página 91, presentación del Ministro de Hacienda)
Esta Convención nos permitirá seguir avanzando en esa lucha contra la elusión y evasión tributaria, teniendo en cuenta que le otorga a la administración tributaria diversas herramientas en un marco legal internacional de cooperación fiscal.

4. Objetivos generales y principales herramientas

Como se mencionó, la Convención otorga a los países un marco legal internacional de cooperación fiscal, a través del cual se espera que cooperen mutuamente para asegurar el cumplimiento de sus normas tributarias, principalmente a través del intercambio de información que efectúen entre ellas.

Dentro de las distintas herramientas que contiene la Convención se contemplan todas las formas de intercambio de información (por solicitud, automático o espontáneo), auditorías simultáneas, auditorías en el extranjero, asistencia en el cobro de impuestos, notificación de documentos tributarios y medidas precautorias.

Todos los tipos de intercambio se refieren a información que sea previsiblemente relevante para la administración o aplicación de la legislación interna de uno de los Estados con respecto a los impuestos comprendidos en el Convenio (renta, IVA impuestos a las herencias, etc).

El artículo 5 de la Convención regula el intercambio previa solicitud, disponiendo que los Estados suscriptores están obligados a proporcionar a los demás Estados Partes, de manera bilateral, la información que se solicite de acuerdo a la Convención.

El artículo 6 autoriza a los Estados suscriptores a intercambiar información automática, es decir, en forma periódica y en los plazos y forma previamente determinados, cada Estado remitirá a la autoridad del otro Estado información que se refiera a rentas y otros pagos obtenidos por residentes de ese otro Estado o transacciones sujetas a tributación en el otro Estado.

El artículo 7 dispone sobre intercambio de información espontaneo e indica que una parte, sin que exista solicitud previa, transmitirá a la otra la información de que tenga conocimiento en las circunstancias mencionadas en el mismo artículo (información que se presume es de interés para la autoridad tributaria del otro Estado).

El artículo 8 permite las auditorías simultáneas, mediante los cuales dos o más países acuerdan examinar simultáneamente, cada una en su territorio, a una misma persona o grupo de personas, con la finalidad de intercambiar la información relevante que obtengan.

Las auditorías en el extranjero están reguladas en el artículo 9, el cual dispone que, previa solicitud, la autoridad competente de un Estado podrá permitir a funcionarios de otro Estado Parte estar presentes en determinadas actuaciones de una auditoría tributaria.

La asistencia en el cobro está regulada en el artículo 11 y dispone que previa solicitud de un Estado, el otro Estado ejecutará las medidas para cobrar las deudas tributarias de contribuyentes específicos, bajo las condiciones indicadas en la misma Convención.

Contiene además, la posibilidad de compartir información con otras autoridades para combatir el lavado de dinero, el cohecho, el financiamiento del terrorismo y otros ilícitos, cuando se cumplan ciertas condiciones. Bajo supuestos similares, puede también compartirse información con terceros Estados.

Igualmente, la Convención respeta los derechos de los contribuyentes, proporcionando extensas salvaguardas para proteger la confidencialidad de la información intercambiada, en particular en relación a los datos personales.

El artículo 22 de la Convención dispone que la información que un Estado obtenga estará sometida a las mismas normas sobre secreto tributario que rige la información obtenida sobre la base de la legislación interna y sólo puede revelarse a las personas o autoridades encargadas de la determinación, recaudación o cobro de los impuestos y de los procedimientos judiciales de carácter tributario.

La Parte requirente puede exigir además que se respeten las salvaguardas específicas que establezca su ley de protección de datos personales. Sin perjuicio de lo anterior, la Convención autoriza a que la información recibida por un Estado sea utilizada para otros fines (no tributarios), cuando ello sea factible de acuerdo a la legislación de la Parte que otorga la información y la autoridad competente de esa Parte autorice dicho uso. La información que una Parte otorgue a otra Parte puede transmitirse por esta última a una tercera Parte, previa autorización de la autoridad competente de la Parte mencionada en primer lugar.

Sin perjuicio de lo señalado, la Convención permite efectuar declaraciones y reservas en la aplicación de ciertas materias al momento de suscribir la Convención y al momento del depósito del instrumento de ratificación de la Convención. Sobre esto podemos señalar que Chile efectuará las siguientes declaraciones y reservas:

En primer lugar, tal como lo permite el artículo 4, párrafo tercero de la Convención, Chile declarará que sus autoridades pueden informar a sus contribuyentes antes de enviar información relacionada con ellos en casos de intercambio de información a solicitud e intercambio espontáneo de información.

Además, se declarará que respecto de Chile la Convención se aplicará en relación a los impuestos contenidos en la Ley sobre Impuesto a la Renta, la ley de IVA y la ley sobre Impuesto a las Herencias Asignaciones y Donaciones. Consistentemente, Chile se reservará el derecho a no intercambiar información o brindar asistencia a sus contrapartes respecto de impuestos de una naturaleza distinta a los mencionados.

Chile se reservará el derecho a no prestar asistencia en el cobro de impuestos o multas respecto de impuestos de cualquier naturaleza. Asimismo, Chile se reservará el derecho a no otorgar asistencia en la notificación o en el traslado de documentos, respecto de impuestos de cualquier naturaleza. Chile también se reservará el derecho a no aceptar notificación o traslado de documentos por parte de nuestras contrapartes a través de correo a personas en el territorio de Chile.

Chile declarará, tal como lo permite la Convención, que por regla general no aceptará solicitudes para que se permita a representantes de la autoridad competente de sus contrapartes para estar presentes en fiscalizaciones tributarias que se realicen en Chile.

Respecto de los “efectos en el tiempo” del intercambio para fines tributarios penales, Chile efectuará una reserva del derecho a no intercambiar información relacionada con periodos fiscales que hayan estado vigentes, o para el cobro de impuestos que hayan surgido, con anterioridad al 1 de enero del tercer año precedente a la fecha de entrada en vigor para Chile de la Convención.

5. Comentarios finales
Como señalamos anteriormente, la Convención permitirá extender la red de países y jurisdicciones con los cuales Chile puede intercambiar información para fines tributarios, en especial con aquellos países considerados de baja o nula tributación que por regla general son utilizados en estructuras tributarias agresivas con fines meramente elusivos o evasivos de los impuestos respectivos.

Durante la tramitación de la Reforma Tributaria hicimos hincapié en los problemas que genera la elusión y evasión tributaria para nuestro sistema impositivo, fundamentalmente porque deja sin aplicación la ley mediante estructuras que en sí mismas no son necesariamente ilegales, pero que vulneran el hecho gravado establecido en la ley, dejándolo sin efecto, lo que en definitiva lesiona el mandato constitucional sobre la igual repartición de las cargas públicas, entre ellas por cierto los impuestos, y socaba la legitimidad del sistema tributario.

Además, se han tomado los resguardos necesarios para que la aplicación de las disposiciones de esta Convención no irrigue mayores costos fiscales y se lleve a cabo con la necesaria gradualidad.
Esta Convención es un avance de nuestro país en el combate a la elusión y evasión tributaria y nos permitirá continuar con los esfuerzos iniciados; esfuerzos necesarios para asegurar la equidad de nuestro sistema impositivo y fortalecer la transparencia de nuestra economía.

Respecto de las reservas que efectuará Chile, el Asesor del Servicio de Impuestos Internos, señor Venegas, destacó que se pueden formular al momento de suscribir la Convención y al momento del depósito del instrumento de ratificación de la Convención, y Chile efectuará reservas respecto de la aplicación de ciertas medidas al momento del depósito del instrumento de ratificación, conforme lo anuncia en las páginas 12, 13 y 14 del Mensaje con el que inicia el proyecto de acuerdo.

Asimismo, destacó que la Convención garantiza la confidencialidad de la información y los derechos de los contribuyentes.

El Honorable Senador señor Coloma preguntó si, en el caso de solicitarse información desde el extranjero, que en relación a nuestra legislación requiere autorización judicial para ser entregada -como ocurre en materia de secreto de las cuentas corrientes- se operará del mismo modo, esto es, solicitando autorización judicial para proporcionarla, o no.

El señor Venegas expresó que, básicamente, la Convención consiste en las mismas medidas que ya operan respecto de los 25 convenios que nuestro país ha suscrito y operan sobre la materia, en que si existe una solicitud de información que debe acogerse, Chile debe tramitarla cumpliendo sus procedimientos internos.

El Honorable Senador señor Montes consultó si existe un balance o estudio acerca de los efectos tributarios y las consecuencias generales que han provocado los 25 convenios vigentes para evitar la doble imposición en materia de impuesto a la renta, que incluyen una norma que permite el intercambio de información para fines fiscales. Afirmó que sería interesante conocer las conclusiones que pueda obtener la autoridad tributaria de un estudio como el mencionado.

Respecto del secreto bancario, preguntó qué ha ocurrido con la normativa complementaria que se debía disponer, específicamente en relación a los países miembros de la OCDE,  para poder precisar y cambiar la legislación que regula el secreto bancario.

Finalmente, inquirió qué está ocurriendo con los llamados paraísos fiscales y cómo modificará su situación la Convención que están considerando, además, también respecto de la normativa antielusión que acaba de entrar en vigencia en nuestro país.

El señor Venegas expresó que, respecto de los denominados refugios fiscales, la Convención representa un instrumento fundamental, dado que los otros convenios -para evitar la doble imposición- no se celebran con esos países o territorios, por lo que este será el primero que sirva para obtener información de esos territorios con tributación privilegiada.

Sobre una evaluación del desarrollo y efectos de los 25 convenios vigentes, señaló que no existe una que se haya realizado respecto de la totalidad de ellos, sólo existen datos parciales y singulares. Acoto, eso sí, que el impacto financiero recaudatorio ha mostrado ser positivo para Chile, aumentando su recaudación. Del mismo modo, es una herramienta muy útil desde el punto de vista de la fiscalización.

El Asesor de Política Tributaria del Ministerio de Hacienda, señor Guerrero, manifestó que la reforma tributaria incorporó normas que permitirán buscar e identificar ingresos tributables que chilenos tengan en el extranjero y que deberían pagar impuestos en nuestro país. La presente Convención, añadió, permitirá obtener la información para determinar si una renta del contribuyente se debe incluir en la base imponible como devengada o no. Detalló que el nuevo artículo 41 G de la ley sobre impuesto a la renta se refiere a la materia.

Acerca de la regulación del secreto bancario, señaló que la Convención es el gran acuerdo preliminar sobre intercambio de información tributaria, que implica poder entregar datos en forma espontánea o previa solicitud de otro Estado. Sin perjuicio de aquello, planteó que, en el proceso de aplicación de este mecanismo de intercambio de información, es probable que se deba modificar la regulación del secreto bancario para eliminarlo, pero sólo respecto de extranjeros que tengan cuentas corrientes e inversiones en nuestro país.  

En este último aspecto, observó, nuestro país es uno de los que cuenta con la normativa más estricta o restrictiva en materia de entrega de información relacionada con el llamado secreto bancario.

El Honorable Senador señor Lagos acotó que la legislación de Estados Unidos, Ley de Cumplimiento Tributario de Cuentas Extranjeras, conocida como FATCA (en inglés Foreign Account Tax Compliance Act), impone a las instituciones de servicios financieros de todo el mundo que puedan recoger y mantener la documentación válida de los clientes estadounidenses a disposición de la autoridad tributaria del referido país.
El Honorable Senador señor Montes observó que han comenzado a formularse cuestionamientos respecto de la nueva normativa antielusión, por lo que preguntó si la autoridad financiera y tributaria tiene alguna opinión o plan al respecto.

Asimismo, solicitó que la Comisión acuerde pedir una evaluación o balance de los efectos observados como consecuencia de la celebración de los 25 convenios para evitar la doble imposición en materia de impuesto a la renta.

Además, consultó si pueden aportar datos sobre lo que está ocurriendo con la norma que permite declarar rentas que contribuyentes de nuestro país mantengan en el exterior sin haberlas incluido en su base imponible cuando correspondía.

El Asesor de Política Tributaria, señor Guerrero, manifestó que en el sistema tributario existen dos tipos de norma antielusión, aquellas especiales que se enmarcan dentro de, por ejemplo, acuerdos como el que están debatiendo, y aquellas generales que cautelan el cumplimiento tributario en su conjunto, como es la que entró en vigencia a fines del mes de septiembre recién pasado, que definió lo que se entiende por elusión, además.

Respecto de los cuestionamientos que se hacen a la norma general, estimó que se busca desconocer el carácter objetivo con el que se construyó la regulación, lo que no corresponde.

Acerca de la llamada repatriación de capitales, indicó que no puede hacerse una evaluación, dado que el mecanismo tiene vigencia hasta el 31 de diciembre. Observo que, sumada esta normativa a la que se mencionó sobre entidades controladas en el exterior, se va a tener que, si un contribuyente no se acoge al mecanismo transitorio para declarar fondos que se mantienen en el extranjero, se verán sometidos al riesgo de que se considere como agravante si en el futuro se encuentra que mantienen fondos no declarados en el exterior.
La Comisión acordó, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos y Montes, que se envíe un oficio al Ministerio de Hacienda, solicitando que se elabore un estudio que evalúe todos los efectos observados como consecuencia de la celebración de los 25 convenios para evitar la doble imposición en materia de impuesto a la renta, incluyendo recaudación e intercambio de información, entre otros.
Puesto en votación el artículo único del proyecto de acuerdo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos y Montes.

---

FINANCIAMIENTO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 24 de abril de 2015, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

La Convención que se somete a consideración fue desarrollada conjuntamente por los Estados Miembros del Consejo de Europa y los Estados Miembros de la OCDE, y en su origen estuvo abierta sólo para los Estados pertenecientes a las instituciones mencionadas previamente. En el año 2010, los Estados Miembros de estas instituciones suscribieron un Protocolo para adaptar las disposiciones de la Convención a los estándares internacionales en materia de intercambio de información con fines tributarios y para abrir el instrumento a todos los países. El texto suscrito contiene las modificaciones introducidas por el Protocolo modificatorio, el que entró en vigor el 1 de junio de 2011.

En términos generales, la Convención Multilateral aspira a ayudar a los gobiernos a hacer cumplir sus leyes tributarias, proporcionando un marco legal internacional para la cooperación entre países para combatir la elusión y la evasión tributaria.

En lo medular, esta convención ofrece variadas herramientas para la cooperación administrativa en materia tributaria, contemplando todas las formas de intercambio de información, inspecciones simultáneas, inspecciones en el extranjero, asistencia en el cobro de impuestos y notificación de documentos y medidas precautorias. También considera la posibilidad de compartir información para combatir el lavado de dinero, cohecho, financiamiento del terrorismo y otros ilícitos, cuando se cumplen ciertas condiciones. Adicionalmente, respeta los derechos de los contribuyentes, proporcionando extensas salvaguardas para proteger la confidencialidad de la información intercambiada, en particular con la protección de los datos personales. Finalmente, permite efectuar reservas respecto de las materias que enumera, al momento de firmar o al depositar su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación, o en cualquier fecha posterior. Tal es el caso por ejemplo, de la lista de impuestos respecto de los cuales se intercambiará información y del tipo de asistencia que se otorgará.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

El Convenio de Asistencia Administrativa Mutua en comento no implica una reducción de los ingresos fiscales de la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos, por concepto de impuestos, ya que ninguno de los Estados Contratantes renuncia a su potestad tributaria para cobrar impuestos de acuerdo a su propia legislación interna.

Por otra parte, el Servicio de Impuestos Internos, al momento de la entrada en vigencia de estos convenios deberá destinar personal y solventar otros gastos de administración para atender los requerimientos que se reciban de las administraciones tributarias extranjeras y las solicitudes de información que elabore la propia administración, lo que supone un costo operacional adicional que se asumirá con la asignación corriente de la Ley de Presupuestos de acuerdo a las reglas generales.

Finalmente, resulta importante destacar que los beneficios para el Servicio de contar con un sistema eficiente de intercambio de información no provienen solo de la facultad de verificar el cumplimiento tributario de contribuyentes en particular, sino por el efecto indirecto que produce en la totalidad de los contribuyentes, que toman conciencia de que sus inversiones y operaciones con el exterior pueden ser fiscalizadas con más eficiencia, generando con esto un efecto positivo sobre la recaudación tributaria de mediano y largo plazo, el que sin embargo, al momento de la ratificación de este Convenio resulta imposible de cuantificar.”.
Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

---

En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase la “Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Tributaria”, firmada por la República de Chile en Santiago, el 24 de octubre de 2013.”.

---

Acordado en sesión celebrada el día 6 de octubre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot y Ricardo Lagos Weber (Presidente accidental).

Sala de la Comisión, a 13 de octubre de 2015.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE OTORGA UN APORTE ÚNICO, DE CARÁCTER REPARATORIO, A LAS VÍCTIMAS DE PRISIÓN POLÍTICA Y TORTURA RECONOCIDAS POR EL ESTADO DE CHILE

(10.196-17)

Honorable Senado:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”. 
- - -

Se dio cuenta del proyecto en análisis en la Sala del Senado, en sesión de 15 de septiembre de 2015, disponiéndose su estudio por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, y por la de Hacienda, en su caso.
Por Acuerdo de Comités, de 13 de octubre de 2015, se autorizó a la Comisión de Hacienda para analizarlo durante el trámite de primer informe.

- - -

A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la Subsecretaria, señora Patricia Silva; los asesores, señores Luis Batallé y Giovanni Semería.

De la Dirección de Presupuestos, la Jefa del Sector Trabajo, señora Jacqueline Canales, y el Analista Presupuestario, señor Eduardo Román.

Los asesores del Honorable Senador Coloma, señores Álvaro Pillado y César Moyano.

El Jefe de Gabinete del Honorable Senador Zaldívar, señor Christian Valenzuela.

Del Comité Partido por la Democracia, el asesor, señor Reinaldo Monardes.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el asesor parlamentario, señor Samuel Argüello.
- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 1°, 2°, 3°, 4° y 5°, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, como reglamentariamente corresponde.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY


Hacer efectivo, en parte, el derecho a la reparación integral, del cual son titulares las víctimas de prisión política y tortura y sus familiares por las violaciones que sufrieron a sus derechos humanos durante los años 1973 a 1990.

Para ello, se dispone la entrega de un aporte de carácter reparatorio por un monto de $1.000.000 a todas las personas calificadas como víctimas de prisión política y tortura, reconocidas por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, y la Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, incluyendo a las cónyuges sobrevivientes en la proporción que se indica.
- - -

DISCUSIÓN


Al comenzar la discusión, el Honorable Senador señor García consultó si, el aporte que ahora se somete a consideración, es adicional a los que se han otorgado anteriormente en diversos cuerpos normativos, mediante pensiones o aportes.
La Subsecretaria de la Secretaría General de la Presidencia, señora Patricia Silva, expuso que el proyecto de ley da cumplimiento a un acuerdo alcanzado en una mesa de trabajo –actualmente vigente- presidida por Monseñor Alejandro Goic e integrada por el Gobierno y representantes de la Comisión Negociadora de Ex Presos Políticos y Familiares. Acotó que todos los afectados han sido reconocidos como tales por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura (Comisión Valech I) y por la Comisión Asesora Presidencial para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura (Comisión Valech II), a los que, en su momento, se les otorgó un beneficio patrimonial consistente en pensiones, conocidas como “pensiones Valech”.

Observó que el objetivo de la mesa de trabajo es poder concordar una reparación del Estado de Chile a estas personas, sin afectar las pensiones vigentes.

Asimismo, entregó la siguiente información:
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Pensiones y Bonificaciones Valech (Leyes N° 19.992 y N° 20.405) 

Pensiones Valech:

- Gasto acumulado 2005-2014: $ 427.538 millones de 2015

- Cobertura 2015:

Titulares: 23.793

Viudas: 2.829

Bonificación Compensatoria:

- Gasto acumulado 2005-2014: $ 28.444 millones de 2015

- Cobertura acumulada:

N° Bonos Menores de edad: 46

N° Bonos por opción: 7.961

Total: $455.982 millones de 2015, equivalente a US$ 728 millones.[image: image1.png]



Monto y N° Actual Pensiones de Reparación:

[image: image6.png]N° Pensiones

Monto Pensién

Tipo de Pensién Vigentes Mensual
Victimas

Menores de 70 afios 16.890 $164.497
Victimas

Desde 70a 74 afios de edad 2932 $179.866
Victimas

De 75 0 més afios de edad 3971 $188.267
Viudas

Menores de 70 afios 1254 $123623
Viudas

Desde 70a 74 afios de edad 496 $135172
Viudas

De 75 0 més afios de edad 1079 $144.224

Total 26.622 $4.431.015.949





Añadió que la intención final del Ejecutivo es acordar un monto reparatorio definitivo, incluyendo a víctimas que no han iniciado juicios o que recibieron una sentencia que declaró la prescripción de lo demandado por ellas. Es por eso, señaló, que se habla de un aporte único en carácter de reparación parcial, el que sería imputable al aporte reparatorio total que se está negociando.

Planteó que el universo potencial de beneficiarios que podrían recibir el aporte son 38.365 personas incluidas en la llamada “Nómina Valech”.

Acotó que, actualmente, la pensión que se recibe va de $168.000 a $184.000 según el tramo etario en el que se encuentran las víctimas.

Respecto de la intención de que el aporte que se discute y el que potencialmente se acuerde en el futuro, sean constitutivos de una reparación única e indemnizatoria, señaló que ello representa un gran desafío dado que no existe acuerdo aún sobre el monto dentro de la Mesa presidida por Monseñor Goic a la que se ha hecho referencia.

Agregó que el Gobierno, a la hora de proponer montos totales para la referida indemnización reparatoria, ha tenido en vista las sumas que ha fijado la Excma. Corte Suprema en la materia, las que rondaban los $10.000.000, pero con fecha 14 de septiembre del presente año la referida Corte resolvió otorgar una indemnización de $150.000.000 a una víctima confinada a Isla Dawson, lo que ha cambiado el escenario de la negociación.

Manifestó que lo deseable desde el punto de vista del Fisco, es que la Excma. Corte Suprema unifique los montos a pagar por indemnización en estas materias, ojalá en una cifra parecida a la que actualmente el Gobierno ofrece de $10.000.000. A este respecto, mencionó que la señalada Corte definió recientemente que sea una sola Sala del tribunal la que conozca estas causas.

Adicionalmente, expuso que el Estado de Chile ha sido observado y ha sido objeto de recomendaciones por parte de organismos de derechos humanos precisamente en esta materia (no así en aquellas comprendidas en la Comisión Rettig que se refieren a la pérdida de la vida de las víctimas, por lo que se definieron estándares más altos de reparación, con pensiones de entre $400.000 y $600.000, y una reparación de $10.000.000 por hijo, y que se otorga en la actualidad a unas 3.500 personas).  

El Honorable Senador señor Coloma manifestó que, las materias relacionadas con las llamadas Comisiones Valech y Rettig, las han debatido anteriormente en el Congreso Nacional y las ha votado favorablemente.

Señaló que los casos que quedan comprendidos en la iniciativa legal son distintos a aquellos de la Comisión Rettig y de los exonerados por razones políticas y los exonerados de la tierra. Ahora, indicó, se le genera una gran duda, en un doble sentido, el primero de ellos debido al concepto de “reparación parcial” que contiene la iniciativa legal, sin conocer en este momento cuál sería el monto definitivo a pagar, agregándose la ambigüedad de que no se establece una obligación de que quien recibe el bono suscriba un acuerdo respecto de no demandar al Estado por indemnizaciones como las mencionadas anteriormente.

La segunda duda, observó, surge de lo expresado por el Presidente del Consejo de Defensa del Estado sobre el proyecto de ley, en cuanto expuso que: el proyecto de “ley corta” que se vota constituye una muy mala noticia para la defensa del patrimonio del Fisco chileno, esto debido a que al señalarse expresamente de que se trata de una reparación parcial de $1 millón, se está reconociendo de que el Estado es victimario de las más de 38.000 personas establecidas en las Leyes Valech, por lo que se genera un incentivo a la litigación, ya que la víctima tendrá por acreditada su condición (debido a que el Estado la reconoce a través del proyecto), y ganará cualquier juicio por el saldo de reparación.
 Estimó que a la luz de lo expuesto se puede estar abriendo un conflicto para el Estado más que cerrándolo, considerando, además, que no existe ningún compromiso de parte de quien recibe el aporte a no perseverar en demandas reparatorias contra el Fisco.

El Honorable Senador señor García consultó cómo se llega al total de 36.085 beneficiarios –entre titulares y cónyuges sobrevivientes- que expone el informe financiero, si en los datos proporcionados por la señora Subsecretaria se consignan 26.622 pensionados vigentes, entre titulares y viudas.
Respecto del inciso tercero del artículo 1°, que se refiere a la imputabilidad del aporte, señaló que el mismo debiera disponer que la reparación pecuniaria sea imputable a la que puedan fijar los tribunales de justicia, porque, caso contrario, queda la duda de si no existirá la posibilidad que exista una doble indemnización.

La señora Subsecretaria expresó que el carácter de parcial de la reparación surgió durante la tramitación ante la Cámara de Diputados, para aclarar que se trataba de una solución inmediata y que existiría otra solución –posterior y global- más adelante.

Acerca de las indemnizaciones que han fijado los tribunales de justicia, informó que las pensiones que se otorgan por el Estado, que ascienden a $4.431.015.949, no son reconocidas por el tribunal supremo como reparación, sino como una pensión asistencial, por lo que el Consejo de Defensa del Estado no logra que se imputen los desembolsos efectuados por el Estado -por concepto de pensión- a los montos que se fijan como indemnización. 

Agregó que, por esa razón, el artículo 2° del proyecto de ley establece que el aporte se pagará siempre que medie solicitud del interesado en el Instituto de Previsión Social, para lo cual el Ejecutivo está previendo que al momento de solicitar el aporte el interesado efectúe una declaración reconociendo que el aporte único no forma parte de la pensión sino que de una reparación indemnizatoria.

En orden al número de beneficiarios, señaló que las personas reconocidas por ambas comisiones Valech son 38.365, de las que 26.622 reciben su pensión y 11.743 no la reciben (algunas de ellas nunca la han cobrado y otras han fallecido con el paso de años).

El Honorable Senador señor Zaldívar indicó que se trata de un tema delicado para el Estado y es de esperar que la Excma. Corte Suprema unifique su jurisprudencia de un modo que el Fisco pueda abordar la reparación, dando un cierre a ese trabajo. En ese entendido, señaló, lo que hace el proyecto de ley es entregar un anticipo de lo que se espera sea esa reparación definitiva –más allá de que no existe una reparación efectiva posible del mal causado- para las víctimas de prisión política y tortura.

Acotó que las agrupaciones con las que se llega a acuerdo en la materia siempre tienen una representación parcial del total de las víctimas, por lo que cualquier solución a la que llegue el Gobierno será parcial respecto del problema en su globalidad.

El Honorable Senador señor Montes sostuvo que el daño producido por las violaciones a los derechos humanos que dan origen a las medidas que vienen comentando es muy amplio y en muchos casos afecta más, no a quienes las sufrieron directamente, sino que para sus descendientes y familiares, sin que exista una política pública respecto de ellos, sólo soluciones parciales o parches muy limitados.

Consideró que se debiese dialogar más respecto al tema.

Manifestó que soluciones como PRAIS, Programa de Reparación y Atención Integral de Salud, se han demostrado bastante limitadas, especialmente en lo que se refiere a salud mental. Además, debe tomarse en cuenta que existen personas que recién ahora -40 años después de los hechos- hablan por primera vez de lo que les ocurrió, por lo que existen efectos que por primera vez se están mostrando.

Respecto del texto de la iniciativa legal, observó que la redacción del inciso tercero del artículo 1° cuestionada por el Honorable Senador señor García, efectivamente parece extraña al permitir imputar el monto que se otorga como aporte a otro ítem que aún no se conoce.

Acerca de los incisos cuarto y quinto del mismo artículo, estimó válido que se excluya a ciertas personas del aporte por criterios económicos, pero conservando su derecho a ser reconocido como sujeto que amerita reparación, por lo que la disposición debería tener otra formulación. Además, se excluye sólo a personas del sector público, sin excluir a personas que laboran en el sector privado y cuentan con remuneraciones e ingresos altísimos.

El Honorable Senador señor Lagos manifestó que lo expresado por el Honorable Senador señor Montes lo lleva a reflexionar acerca de que se ha hecho mucho en materia de reparación de violaciones a los derechos humanos pero que todavía es insuficiente, sin que exista un diagnóstico compartido por los actores que toman decisiones en nuestro país sobre este tema.

Observó que sigue siendo un tema que genera incomodidad y que se sigue escondiendo, cuando sería deseable que en algún momento se elaboraran programas que versaran sobre casos concretos y situaciones reales de dolor, a partir de lo que los chilenos fuimos capaces de hacernos entre nosotros, como violaciones, abusos de niños, terror, etc.

Consideró triste y dramático que exista una huelga de hambre de los ex presos políticos en Rancagua y Valparaíso, que capta un mínimo de atención de los medios, porque en realidad importa poco el tema para esos efectos.

Planteó que lo que propone el proyecto de ley es una solución sui generis, que asegura recibir en vida al menos una parte de lo que se otorgará en el futuro, dado que se trata de un anticipo de una reparación más alta.

Manifestó que le parece inconcebible que el partido político chileno más grande medido por su representación en parlamentarios, esté en condiciones de postular un candidato a alcalde –Cristián Labbé- que le hace homenajes a un violador de derechos humanos condenado por secuestro y desaparición de personas como Miguel Krassnoff.

Finalmente, acotó haber acompañado a las personas que estuvieron en huelga de hambre reclamando una reparación del Estado, y constató que existe incomprensión y resentimiento de las víctimas por lo que se ha hecho como sociedad para enfrentar el daño causado, por lo que se alegra de poder aprobar un aporte que en el futuro deberá ser de mayor envergadura.

El Honorable Senador señor Coloma expresó que se abstendría en las votaciones que se efectuarán más adelante porque, a pesar de entender las motivaciones que explican la presentación de la iniciativa legal, no puede apoyar un proyecto que dispone que se trata de una reparación parcial, sin que exista una declaración expresa respecto de lo que se pretende resolver. Del mismo modo, las prevenciones formuladas por el Presidente del Consejo de Defensa del Estado mencionadas anteriormente, también lo llevan a la misma decisión.

El Honorable Senador señor García, no obstante entender el sufrimiento involucrado en los casos que se busca reparar, planteó que el proyecto de ley presenta serios problemas en su formulación técnica, que le impiden pronunciarse favorablemente. Además del anteriormente mencionado del artículo 1°, inciso tercero, llamó la atención sobre el artículo 5°, por cuanto dispone que el gasto que represente la iniciativa, durante el año 2015, se financiará con cargo al producto de la venta de activos financieros del Tesoro Público, cuando el último informe de finanzas públicas consigna que se consumieron los recursos de los llamados “otros activos financieros”, por lo que cabe preguntarse si los recursos se sacarán del FEES, Fondo de Estabilización Económica y Social.
- - -

A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las citadas disposiciones de competencia de vuestra Comisión:

Artículo 1°

Es del siguiente tenor:

“Artículo 1°.- Otórgase un aporte único, en carácter de reparación parcial, de $1.000.000 (un millón de pesos), a los titulares individualizados en la Nómina de Personas Reconocidas como Víctimas del Informe de la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, y a los titulares incluidos en la nómina de víctimas de prisión política y tortura elaborada por la Comisión Asesora para la calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y víctimas de Prisión Política y Tortura, conforme a las leyes N°19.992 y N°20.405, respectivamente.

Si el titular estuviere fallecido, corresponderá a la cónyuge sobreviviente el 60% del aporte referido en el inciso anterior.

Con todo, el aporte a que se refiere este artículo será imputable al monto que, en su caso, se otorgue por concepto de reparación pecuniaria a cada víctima de prisión política y tortura.

El aporte a que se refiere esta ley no podrá ser impetrado por el Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los diputados y senadores, los intendentes, los gobernadores, los jefes superiores de servicio, y quienes desempeñándose en la Administración Pública, en calidad de planta, contrata, o contratados a honorarios, tengan una remuneración regular igual o superior al promedio mensual de la recibida anualmente por un funcionario que se desempeñe en tercer nivel jerárquico, incluidas las asignaciones que correspondan.

La prohibición a que se refiere el inciso anterior se mantendrá mientras las personas señaladas se encuentren en el ejercicio del cargo o en el desempeño de las funciones antes indicadas.”.

Artículo 2°

Prescribe que el aporte a que se refiere la ley será pagado a partir del mes subsiguiente al de su publicación en el Diario Oficial a todas aquellas personas que tengan alguna de las calidades especificadas en el artículo 1° y soliciten el beneficio en el Instituto de Previsión Social.
Artículo 3°

Establece que el aporte a que se refiere esta ley no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.
Artículo 4°

Dispone que el aporte establecido en esta ley será de cargo fiscal, y su pago lo realizará el Instituto de Previsión Social en una sola cuota. 
Artículo 5°

Establece que el gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 2015 se imputará al presupuesto del Instituto de Previsión Social, y se financiará con cargo al producto de la venta de activos financieros del Tesoro Público. 
Puesto en votación los artículos 1°, 2°, 3°, 4° y 5°, fueron aprobados con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar, y las abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
---

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 15 de julio de 2015, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I Antecedentes.

1. El presente proyecto de ley tiene por objetivo otorgar un aporte único, de carácter reparatorio, de $ 1.000.000 (un millón de pesos), para los titulares individualizados en la Nómina de Personas Reconocidas como Víctimas del Informe de la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, y para los titulares incluidos en la nómina de víctimas de prisión política y tortura elaborada por la Comisión Asesora para la calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y víctimas de Prisión Política y Tortura, conforme a las leyes N° 19.992 y N° 20.405, respectivamente.

2. Si el titular estuviere fallecido y no se le otorgó este aporte único, dicho aporte será entregado a la cónyuge sobreviviente de los titulares calificados e incluidos en las nóminas elaboradas por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, y la Comisión Asesora para la calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y víctimas de Prisión Política y Tortura, conforme a las leyes N° 19.992 y N° 20.405, respectivamente, quienes recibirán el 60% del aporte referido en el inciso anterior.

3. El aporte será pagado, en una sola cuota, a partir del mes subsiguiente de su publicación en el Diario Oficial a todas aquellas personas que, teniendo alguna de las calidades especificadas en el artículo primero, soliciten el beneficio en el Instituto de Previsión Social.

4. Con todo, dicho aporte será imputable al monto que, en su caso, se otorgue a cada víctima de prisión política y tortura, por concepto de reparación pecuniaria.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

1. El proyecto de ley beneficiará con un aporte único, de carácter reparatorio, de $ 1.000.000 (un millón de pesos) a 29.898 personas titulares calificadas de acuerdo a lo dispuesto en las Leyes N° 19.992 y N° 20.405 y un aporte único, de carácter reparatorio de $ 600.000 (seiscientos mil pesos) a 6.187 cónyuges sobrevivientes, por lo cual, el costo fiscal de este proyecto de ley asciende a $ 33.610.200 miles.

2. El gasto fiscal que representa la aplicación de esta ley durante el año 2015 se imputará al presupuesto del Instituto de Previsión Social y se financiará con cargo al producto de la venta de activos financieros del Tesoro Público.”.
Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, cuyo texto es el siguiente:
PROYECTO DE LEY
“Artículo 1°.- Otórgase un aporte único, en carácter de reparación parcial, de $1.000.000 (un millón de pesos), a los titulares individualizados en la Nómina de Personas Reconocidas como Víctimas del Informe de la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, y a los titulares incluidos en la nómina de víctimas de prisión política y tortura elaborada por la Comisión Asesora para la calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y víctimas de Prisión Política y Tortura, conforme a las leyes N°19.992 y N°20.405, respectivamente.

Si el titular estuviere fallecido, corresponderá a la cónyuge sobreviviente el 60% del aporte referido en el inciso anterior.

Con todo, el aporte a que se refiere este artículo será imputable al monto que, en su caso, se otorgue por concepto de reparación pecuniaria a cada víctima de prisión política y tortura.

El aporte a que se refiere esta ley no podrá ser impetrado por el Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los diputados y senadores, los intendentes, los gobernadores, los jefes superiores de servicio, y quienes desempeñándose en la Administración Pública, en calidad de planta, contrata, o contratados a honorarios, tengan una remuneración regular igual o superior al promedio mensual de la recibida anualmente por un funcionario que se desempeñe en tercer nivel jerárquico, incluidas las asignaciones que correspondan.

La prohibición a que se refiere el inciso anterior se mantendrá mientras las personas señaladas se encuentren en el ejercicio del cargo o en el desempeño de las funciones antes indicadas.

Artículo 2°.- El aporte a que se refiere esta ley será pagado a partir del mes subsiguiente al de su publicación en el Diario Oficial a todas aquellas personas que tengan alguna de las calidades especificadas en el artículo 1° y soliciten el beneficio en el Instituto de Previsión Social.

Artículo 3°.- El aporte a que se refiere esta ley no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno. 

Artículo 4°.- El aporte establecido en esta ley será de cargo fiscal, y su pago lo realizará el Instituto de Previsión Social en una sola cuota. 

Artículo 5°.- El gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 2015 se imputará al presupuesto del Instituto de Previsión Social, y se financiará con cargo al producto de la venta de activos financieros del Tesoro Público.”.
---

Acordado en sesión celebrada el día 14 de octubre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Carlos Montes Cisternas.


Sala de la Comisión, a 14 de octubre de 2015.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE OTORGA UN APORTE ÚNICO, DE CARÁCTER REPARATORIO, A LAS VÍCTIMAS DE PRISIÓN POLÍTICA Y TORTURA RECONOCIDAS POR EL ESTADO DE CHILE 
(10.196-17)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, con urgencia calificada de “suma”.

La presente iniciativa tuvo su origen en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet.

Se dio cuenta del proyecto en análisis en la Sala del Senado, en sesión de 15 de septiembre de 2015, disponiéndose su estudio por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, y por la de Hacienda, en su caso.

La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.

A algunas de las sesiones en que la Comisión trató este proyecto de ley, además de sus miembros, asistió el Honorable Senador señor Letelier.

Asimismo, concurrieron:

Por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia: la Subsecretaria, señora Patricia Silva; la Abogada, señora Sara Lara, y los Asesores señores Luis Batallé y Guillermo Briceño.

Por el Ministerio del Interior, la Asesora de la Subsecretaria, señora María Jesús Fernández. 

Por la Coordinadora Nacional de Ex Presos Políticos Salvador Allende de Rancagua: el Presidente, señor David Quintana; el Secretario de Comunicaciones, señor Armando Romero; el Secretario, señor Pedro Muñoz; el Tesorero, señor Santiago Quintanilla, y las Dirigentes señoras Yasna Escudero y Gloria Carmona, y señores Jorge Sandoval e Higinio Espergue. 

Por el Comando Unitario de Ex Prisioneros (as) Políticos y Familiares: el Presidente, señor Manuel Jiménez; el Coordinador Nacional, señor Nelson Aramburu y loss Dirigentes señora Viviana Fernández y señores Miguel Retamal y Guillermo Dávalos.

Por los ex Huelguistas de Hambre de Valparaíso: el Vocero señor Arturo Samit.

Por la Agrupación de Marineros Antigolpistas 1973, el señor Ricardo Tobar. 

Por la Agrupación de Usuarios Prais de Recoleta, el Presidente, señor Rody Garate.

Por el Instituto Nacional de Derechos Humanos, la Abogada, señora Patricia Rada.

Por la Biblioteca del Congreso Nacional, el Analista, señor Matías Meza-Lopehandía.

El Asesor de la Honorable Senadora Lily Pérez, señor Renato Rodríguez.

Los Asesores del Honorable Senador Manuel José Ossandón, señora María Angélica Villadangos, y señores Alberto Jara y José Huerta. 

El Asesor de la Honorable Senadora Jacqueline Van Rysselberghe, señor Pablo Urquízar.

El Asesor del Honorable Senador Rabindranath Quinteros, señor Eduardo Toscani.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO
Este proyecto de ley tiene por objetivo hacer efectivo, en parte, el derecho a la reparación integral, del cual son titulares las víctimas de prisión política y tortura y sus familiares por las violaciones que sufrieron a sus derechos humanos durante los años 1973 a 1990.
Para ello, se dispone la entrega de un aporte de carácter reparatorio por un monto de $1.000.000 a todas las personas calificadas como víctimas de prisión política y tortura, reconocidas por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, y la Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, incluyendo a las cónyuges sobrevivientes en la proporción que se indica.
- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- La Constitución Política de la República, sus artículos 1°, 5° y 19 numerales 1°, 2° y 3°.


2.- La ley N° 19.992, que establece pensión de reparación y otorga beneficios a favor de las personas que indica.

3.- La ley N° 19.123, que crea la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de personas que indica.

4.- La ley N° 20.405, del Instituto Nacional de Derechos Humanos.

5.- La Declaración Universal de los Derechos Humanos, adoptada y proclamada por la Asamblea General en su resolución 217 A (III), de 10 diciembre de 1948.

6.- La Convención Americana Sobre Derechos Humanos, denominada “Pacto de San José de Costa Rica”, suscrita por Chile el 22 de noviembre de 1969, promulgada por el decreto supremo N° 873, de Relaciones Exteriores, de 1990, de 5 de enero de 1991.


7.- El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, suscrito por Chile el 16 de diciembre de 1966, y promulgado en el decreto supremo N°778, de Relaciones Exteriores de 1976, publicado en el Diario Oficial el 29 de abril de 1989.

8.- La Convención sobre Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes, ratificado por Chile el 30 de septiembre de 1988, promulgado mediante el decreto supremo N° 808, de Relaciones Exteriores, de 26 de noviembre de 1988.

9.- El Protocolo Facultativo de la Convención sobre Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, ratificado por Chile el 12 de diciembre de 2008,promulgado mediante el decreto supremo N° 340, de Relaciones Exteriores, de 14 de febrero de 2009.

10.- La Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, adoptada por Chile el 24 de septiembre de 1987, promulgada por el decreto N° 809, de Relaciones Exteriores, de 26 de noviembre de 1988.

11.- Los Convenios de Ginebra y sus Protocolos, relativos a la protección de las víctimas de los conflictos armados, promulgados por el decreto N° 752, publicado entre el 17 y el 20 de abril de 1951.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

II.1.- El Mensaje que da origen al presente proyecto de ley, señala que tiene por objeto establecer un aporte único, de carácter reparatorio a todas las personas calificadas como víctimas de prisión política y tortura, reconocidas por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, y la Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, incluyendo a las cónyuges sobrevivientes en la proporción que se indica.
Como antecedente, refiere que entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990 se verificaron en Chile graves, masivas y sistemáticas violaciones a los derechos humanos, como constan en los sendos Informes de las Comisiones de Verdad establecidas por nuestro Estado. Hace presente, que los efectos de tales violaciones a los derechos humanos se han perpetuado en el tiempo, afectando hasta nuestros días a compatriotas que se vieron enfrentados a vivir esta situación.

Detalla que a partir del 11 de marzo de 1990 se han constituido en el país dos Comisiones de Verdad que han calificado a las víctimas de prisión política y tortura, a saber:
1. La Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, que operó entre los años 2003 y 2004, y
2. La Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, que funcionó entre los años 2010 y 2011. 
Precisa que ambas Comisiones calificaron a un total de 38.254 víctimas de prisión política y tortura. Informa, además, que mediante las leyes Nº 19.992 y Nº 20.405 el Estado de Chile ha establecido diversas medidas de reparación, tendientes a resarcir el daño que se causó a las víctimas de prisión política y tortura y a sus familias, por los hechos cometidos por los agentes del Estado y por civiles, con la anuencia de los primeros. Agrega que las medidas y beneficios otorgados por ambas leyes se encuentran plenamente vigentes al día de hoy.

Asimismo, recuerda que conforme al Derecho Internacional de los Derechos Humanos, en particular al artículo 9° de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, suscrita por nuestro país y ratificada el 15 de septiembre de 1988, se establece la obligación de los Estados Partes para incorporar en sus legislaciones nacionales normas que garanticen una compensación adecuada para las víctimas del delito de tortura. 
En el mismo sentido, trae a colación el artículo 14 de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, suscrita y ratificada por Chile el 30 de septiembre de 1988, según el cual los Estados Partes deben velar para que su legislación garantice a la víctima de un acto de tortura la reparación y el derecho a una indemnización justa y adecuada, incluidos los medios para su rehabilitación lo más completa posible. En caso de muerte de la víctima, como resultado de un acto de tortura, las personas a su cargo tienen derecho a esa indemnización.

También, da cuenta que existen dos proyectos de acuerdo sobre la materia, a saber:

1.- El signado bajo el Nº 16 de la Honorable Cámara de Diputados, de 10 de abril de 2014, mediante el cual cuarenta diputados solicitaron al Ejecutivo revisar las normas establecidas en la ley Nº 19.992, que otorga reparación y otros beneficios a las personas que fueron víctimas de violaciones a los derechos humanos, a fin de analizar la posibilidad de entregarles una reparación económica equitativa y digna.

2.- El Boletín Nº S 1.644-12, del Senado de la República, de 22 de abril de 2014, suscrito por ocho senadores, por el cual se solicita al Ejecutivo enviar un proyecto de ley de carácter reparatorio, que considere para estas personas una indemnización justa y adecuada, al tenor de lo dispuesto por el artículo 14 de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes.

Adicionalmente, considera un argumento ético, cual es, que durante el Gobierno Militar el propio Estado fue el que ejecutó acciones que vulneraron los derechos humanos de las víctimas, por lo que el Estado debe reparar directa, justa y adecuadamente, en la medida de sus posibilidades, el daño que causó. De esta manera, apunta, el Estado da cuenta de su compromiso de restablecer el respeto y la protección de la dignidad humana y de los derechos humanos de las víctimas.

En definitiva, resalta la verdad, la justicia, la reparación y la memoria histórica son los ejes fundamentales que permitirán a Chile y, en especial, a las víctimas de la dictadura y sus familiares, superar las heridas provocadas por las graves violaciones a los derechos humanos cometidas en el pasado.

Informa que el 23 de mayo de 2015, en la ciudad de Rancagua, se suscribió un Acuerdo entre las víctimas que sufrieron prisión política y tortura, y representantes del Gobierno. En dicha instancia,  actuaron como testigos de fe el Obispo de Rancagua, Monseñor Alejandro Goic Karmelic y el Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier Morel.

Consigna que el referido Acuerdo tuvo como antecedente una huelga de hambre realizada por las víctimas de prisión política y tortura en diversas ciudades del país. Los huelguistas formularon demandas vinculadas con la mejora de los beneficios que les han sido otorgados, fundándose en la obligación de reparación integral del Estado. 
A continuación, cita tres párrafos de este Acuerdo, que señalan lo siguiente:
“Las partes, aceptando la constitución de la Mesa, acuerdan que ésta se abocará a la temática de las indemnizaciones civiles reparatorias, y además al carácter y diferencias de las pensiones establecidas en las leyes Valech N°s 19.992 y N° 20.405 y con la ley Rettig N° 19.123, buscando formas concordadas en que el Estado Chileno deberá cumplir con las obligaciones establecidas en la resolución 60/147, de la Asamblea General de las Naciones Unidas, de 16 de diciembre de 2005, en las materias de restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, a favor de los Ex Presos Políticos Chilenos, víctimas de violación a sus derechos humanos, durante la Dictadura Cívico-Militar.
La Mesa estudiará y acordará iniciativas administrativas, judiciales y legales las que se diseñarán y prepararán dentro de los seis meses siguientes de finalizados días trabajos, que den fe del compromiso de Gobierno de llegar a una solución definitiva a las demandas de los actuales beneficiarios Valech.

Teniendo en consideración las anteriores materias acordadas a abordar por la Mesa y como parte integrante de sus resultados, ella, en primera instancia, concordará el tenor de un proyecto de “ley corta” que tenga por objeto definir un aporte único, de carácter reparatorio, teniendo como referente las propuestas formuladas por los movilizados, en documento de 14 de mayo del presente, Considerando PRIMERO letra A por una parte, y por la otra, la propuesta formulada por el Gobierno, para todos los calificados de las Leyes Valech N°s 19.992 y 20.405. Dicho proyecto de ley deberá ser ingresado al Congreso Nacional en un mes, contado desde la constitución de la Mesa, y gozará de urgencia legislativa, la que se mantendrá durante sus tramitación.”.

De este modo, resalta, el presente proyecto de ley da cumplimiento al citado Acuerdo.

Por otra parte, destaca que el proyecto está en total concordancia con el Programa del Gobierno que, en lo pertinente, señala expresamente:
“Adoptaremos medidas, legislativas si fueren necesarias, para reconocer el derecho de las víctimas de las graves violaciones a los derechos humanos y sus familiares, a obtener reparaciones civiles de los victimarios y, en su caso, del Estado. Revisaremos las actuales leyes reparatorias.” (Programa de Gobierno, página 165).
En este orden de ideas, da cuenta que este proyecto de ley tiene como principio fundamental profundizar la medida de reparación individual de las víctimas de prisión política y torturas, particularmente estableciendo un aporte único, de carácter reparatorio para ellas.

Por todo lo anterior, expone que el objetivo principal de este proyecto de ley es hacer efectivo, en parte, el derecho a la reparación integral, del cual son titulares las víctimas de prisión política y tortura y sus familiares, ante las violaciones graves, masivas y sistemáticas a sus derechos humanos que les afectaron y que son constitutivas de crímenes internacionales.
Así, remarca, con este proyecto de ley se completa un capítulo más en la reparación pecuniaria de los seres humanos que fueron víctimas de prisión política y tortura, dando un paso adelante en este difícil camino que, si bien es cierto, puede no ser definitivo, mejora sustancialmente dicho aspecto. Señala que están conscientes de que han avanzado en materia de derechos humanos, tanto en su defensa como en su promoción, pero que todavía es posible alcanzar mayores niveles de satisfacción.

Reconoce que estas víctimas que actualmente reciben beneficios, resulta necesario establecer, dentro de las posibilidades del Estado, un aporte único de carácter reparatorio que complemente su pensión de reparación.

Bajo este contexto, explica, este aporte único consiste en una medida de reparación individual pagadera de una sola vez, correspondiente a $1.000.000, que no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno. 

Además, se establece que el 60% del valor de este aporte único será entregado a las cónyuges sobrevivientes de las víctimas de prisión política y tortura calificadas por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, y por la Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura.

Por todo lo anterior y con la finalidad de fortalecer las políticas de reparación y de respeto a los derechos humanos que forman parte de las ideas matrices de este proyecto, el Ejecutivo presentó el presente proyecto de ley.

II.2.- Oficio N° 12.098, de 10 de septiembre de 2015, de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley en estudio, el cual consta de cinco artículos permanentes.

Esta iniciativa fue informada en la Honorable Cámara de Diputados por las Comisión de Derechos Humanos y Pueblos Indígenas y por la de Hacienda. Fue aprobada, en general, por la Sala de esa Corporación, por 59 votos a favor, 1 en contra y 24 abstenciones.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Al iniciar el estudio de la presente iniciativa, la Comisión, en sesión de 30 de septiembre de 2015, recibió a la Subsecretaria del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Patricia Silva, quien señaló que este proyecto de ley es parte de los acuerdos de la mesa de trabajo integrada por las agrupaciones de los ex presos políticos y torturados y el Gobierno. Comentó que esta mesa surgió a partir de un acuerdo suscrito el pasado 23 de mayo, e informó que en esta instancia actuaron como testigos de fe el Obispo de Rancagua, Monseñor Alejandro Goic y el Honorable Senador señor Letelier.

Hizo presente a Sus Señorías que este acuerdo se centra en el marco de una propuesta que realizó el Gobierno para responder a las reivindicaciones que tienen las víctimas de prisión política y tortura, que pretende mejorar los beneficios que hoy se otorgan a estas personas, tales como las pensiones de la Ley Valech I y II, y los beneficios en materia de educación, salud y habitación, que también se abordaron en esa mesa.

En seguida, resaltó que el proyecto de ley propone entregar un aporte único de carácter reparatorio a las víctimas de prisión política y tortura reconocidas por el Estado de Chile, en las Comisiones Valech I y II. Destacó que el objetivo del Gobierno es poner término a la situación que afecta a los sobrevivientes de tortura y prisión política, y que este bono se imputará al pago de una reparación única y total que aún no se define. 

Comentó que la leyes Valech N°s 19.992 y 20.405 han beneficiado a 38.365 personas, quienes, sin embargo, sienten que las prestaciones entregadas no han cubierto sus necesidades de reparación, por lo que solicitan un aumento de su pensión, a fin de homologarse con los beneficios que entrega la Ley Rettig. 

Dio cuenta que la ley N° 19.123, conocida como Ley Rettig, otorga una pensión a las madres, cónyuge e hijos de las personas que murieron o desaparecieron entre los años 1973 a 1990, que son alrededor de 3.000 personas. Complementó que a las víctimas de la Ley Rettig se les entregó una pensión vitalicia que hoy bordea los 400.000 pesos y una indemnización para cada uno de los hijos de 10.000.000 de pesos.

Reconoció que el Estado ha efectuado una distinción entre los ejecutados y desaparecidos, y los prisioneros políticos y torturados, lo que ha motivado que las víctimas de prisión política y tortura reconocidas por el Estado de Chile pidan que la pensión que reciben sea homologada a la que otorga la Ley Rettig, pero observó que el Estado de Chile no está en condiciones de asimilar este gasto por la gran cantidad de personas de que se trata. 

Sin perjuicio de ello, señaló que el Gobierno entiende que tras su reivindicación existe una acción positiva y reconoció la condición especial de las personas que sufrieron tortura durante el Gobierno Militar.

Bajo este contexto, informó, el Estado, mediante este proyecto de ley, pretende entregar un anticipo de un monto único y total, por concepto de reparación, cuya cuantía sigue siendo materia de discusión de la mesa de trabajo. 

Al efecto, expresó, se acordó adelantar como parte de esta indemnización global y final un bono que asciende a 1.000.000 de pesos. Subrayó que este bono es de carácter reparatorio y no asistencial, porque no altera las pensiones vigentes sino que se trata de un monto paralelo que busca zanjar el tema de la reparación a las víctimas de tortura y prisión política reconocidas por el Estado. 

En esta materia, señaló, los tribunales de justicia han tenido distintas posturas. Comentó que en un principio, estas demandas fueron desechadas por prescripción de la acción, no obstante, las últimas sentencias sí las han acogido aunque no existe un criterio uniforme para fijar el monto de estas reparaciones. Con todo, acotó, la Excelentísima Corte Suprema ha reconocido en varios casos, por concepto de reparación, un monto ascendente a 10.000.000 de pesos.

En sintonía con lo anterior, hizo presente que el Ejecutivo en la mesa de trabajo propuso pagar por concepto de bono reparatorio la suma final de 10.000.000 de pesos, de los cuales se adelantan por medio de este proyecto de ley la suma de 1.000.000 de pesos. Así, se entregaría el mismo monto que ha otorgado la Excelentísima Corte Suprema para los torturados y ex presos políticos.

La Honorable Senadora señora Pérez hizo presente que el proyecto de ley es coherente con la propuesta del señor Juan Carlos Díaz, hijo del Presidente de uno de los Sindicatos de Correos de Chile, que fue asesinado durante el Gobierno Militar y que hoy es militante de Amplitud. 

Luego, informó que ha participado en varias reuniones con el Jefe del Área Jurídica del Programa de Derechos Humanos, del Ministerio de Interior y Seguridad Pública, Francisco Ugás, en las que le ha planteado la necesidad homologar todos los beneficios y montos que se entregan a los beneficiarios de las Leyes Rettig y Valech I y II, porque todos fueron víctimas de los agentes del Estado.

Por lo anterior, manifestó su interés en aprobar el proyecto de ley y, expresó a la señora Subsecretaria, su disposición para aportar el trabajo que ha estado desarrollando su equipo.
El Honorable Senador señor Quinteros enfatizó que la reparación de las víctimas es un derecho y no una dádiva y  tampoco una asistencia social. Bajo este contexto, apuntó, el Estado tiene la obligación de entregar una indemnización apropiada y proporcional a las violaciones a los derechos humanos y a las circunstancias de cada caso.

Refirió que esta obligación de reparación está establecida en diversos convenios internacionales y que se ha reconocido por la comunidad internacional que existen perjuicios materiales y morales que deben ser reparados. Por ello, indicó que se debe legislar cuanto antes en esta materia y no se puede seguir postergando esta decisión.

Valoró la existencia de la mesa de trabajo que se originó después de una serie de huelgas de hambre y que aprobó la entrega de este bono como un anticipo de una solución definitiva para una reparación total, cuyo monto será acordado por esta mesa.

Por  todo lo expuesto, anunció su voto favorable a esta iniciativa legal.

El Honorable Senador señor Ossandón compartió lo señalado por la Honorable Senadora señora Pérez en el sentido de apoyar que se homologuen los beneficios entregados para todas las víctimas de violaciones a los derechos humanos. Hizo presente que no entiende por qué no se otorga el monto total de esta reparación, ya sea de una sola vez o mediante una fórmula de pago a plazo.

En esta misma línea, llamó la atención y señaló que no le parece adecuado que se anticipe un monto de dinero de una cifra total que todavía no está definida. Por ello, pidió acelerar la negociación que fija esta reparación y dar claridad y transparencia respecto de todas las personas que serán beneficiadas.

Por otra parte y teniendo presente que el proyecto sólo beneficia a las viudas, manifestó su preocupación en esta materia y señaló que no se deben hacer distinciones entre viudas y viudos, ya que, a su juicio,  no tiene importancia el sexo de las personas si son víctimas de prisión política y tortura y manifestó su rechazo a que el proyecto de ley en caso de que la víctima estuviere fallecida sólo beneficie a las viudas.

Expresó que espera que se apruebe cuanto antes esta iniciativa, se fije el monto total de reparación y se determinen los beneficiarios en forma clara y transparente.

La señora Subsecretaria del Ministerio Secretaría General de la Presidencia aclaró que la diferenciación entre los viudos y viudas está consagrada en la Ley Valech.

Enseguida intervino el Presidente de los Ex Presos Políticos de Rancagua, señor David Quintana, quién señaló que es uno de los encargados de representar a las víctimas de prisión política y tortura en la mesa de trabajo. 

A continuación, sostuvo que la tortura no tiene precio, porque el dinero no compensa el dolor del compañero que fue quemado o mutilado.

En seguida, hizo presente su intención de terminar de una vez  con este conflicto, y dejó en claro que no están en contra de ningún Gobierno, pero sí en contra del Estado de Chile que usó sus fuerzas represivas para torturarlos, humillarlos y vejarlos. 

Remarcó que la solución no es la misericordia, puesto que debe tratarse de una reparación justa y satisfactoria, tal como lo señala la resolución 60/147 que firmó el Estado de Chile en la Naciones Unidas en que se dice que la reparación debe ajustarse a estos criterios.

Reparó que su pensión no sobrepasa los 162.000 pesos, por lo manifestó que no aprueban el ofrecimiento de una solución global sin que se les aumente el monto de esta pensión y recordó que, precisamente, este ha sido el motivo por el cual la mesa aún no llega a un acuerdo.

En sintonía con lo anterior, sugirió analizar este tema desde una mirada más global y orgánica, ya que la tortura es la misma, aunque hayan sido quemados o degollados. Hizo presente que no hay un día en que no piense que fueron ex presos políticos y torturados, por lo que exigen al Estado una solución. Resaltó que estuvieron 41 días en una huelga de hambre, en que sólo tomaron líquidos, y que hoy están dispuestos a retomarla, pero ahora serán miles de personas y no sólo 127 víctimas.

Antes de terminar, agradeció a Sus Señorías el haberlos recibido y les pidió sus esfuerzos para aprobar una solución justa y satisfactoria.

Al finalizar la sesión, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, los dejó invitados para exponer formalmente sus puntos de vistas en la próxima sesión  que la Comisión trate este proyecto de ley.

En sesión de 7 de octubre de 2015, la señora Subsecretaria del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, reiteró que este proyecto de ley pretende entregar un aporte único de carácter reparatorio a las víctimas de prisión y tortura reconocidas por el Estado de Chile, en las Comisiones Valech I y II, según el acuerdo suscrito con los beneficiarios el pasado 23 de mayo, en que se acordó formar una mesa de trabajo de alto nivel. Precisó que uno de los puntos de este acuerdo fue el presentar una ley corta al Congreso Nacional, lo que se materializó con la presentación de este proyecto de ley, que contempla la entrega de un bono único reparatorio.

Luego, dijo que el Estado de Chile ha otorgado una serie de beneficios a las víctimas de violaciones a los derechos humanos, tanto a los ejecutados de la Comisión Rettig, como a los torturados y presos políticos de las Comisiones Valech I y II. Resaltó que el Estado en ambos casos otorgó una reparación y, bajo este contexto, esta iniciativa viene a hacer un nuevo esfuerzo por resarcir el daño causado de carácter definitivo. Aclaró que este bono es sólo una parte de un monto mayor, que aún no se define. La idea, continuó, es fijar una reparación total y única, que en un futuro cercano ingresará al Parlamento como un nuevo proyecto de ley.

Todo ello, en el marco del cumplimiento del Estado de Chile para otorgar una reparación definitiva, a fin de avanzar en la deuda que tiene el Estado con las víctimas de los derechos humanos.

En seguida, mostró un cuadro de los beneficiarios de las Leyes Valech N°s 19.992 y 20.405. Dio cuenta que hoy esta nómina llega a 38.365 personas que han sido reconocidas por el Estado como presos políticos y torturados. Explicó que las citadas leyes entregan un beneficio de carácter patrimonial, que se conoce como pensión Valech, que se traduce en un bono anual que se divide en doce mensualidades. Enfatizó que el bono que entregará este proyecto de ley es paralelo a esta pensión, por lo que este beneficio no será tocado.

La Honorable Senadora señora Pérez solicitó a la señora Subsecretaria que aclarar si este bono, también, se entregará a los falsos exonerados, puesto que en el cuadro que mostró se habla de 4.916 exonerados. 

Asimismo, consultó por qué no aparecen como beneficiarios de este bono los viudos de las prisioneras políticas y torturadas.

La señora Subsecretaria del Ministerio Secretaría General de la Presidencia respondió que los 4.916 exonerados que aparecen en el cuadro corresponden a las personas que fueron simultáneamente calificadas como torturados y prisioneros políticos y como exonerados, y que no tienen nada que ver con los casos de los falsos exonerados.

Además, indicó que la ley N° 20.405 obligó a estas personas a optar por una de las dos pensiones. Con todo, consignó que el bono que entrega este proyecto de ley es paralelo a estas pensiones y que todas estas personas podrán acceder a él, incluso quienes hoy sólo se benefician con la pensión de exonerado, en la medida que tengan la doble calidad de torturado y de exonerado.

En relación con la segunda pregunta, explicó que la Ley Valech contempla a las viudas y que nuestro sistema previsional sólo reconoce como carga a las mujeres, luego, para incluir a los viudos en este proyecto de ley habría que hacer una modificación mayor al sistema previsional.

La Honorable Senadora señora Pérez formuló un llamado al Ejecutivo para modificar esta normativa, dado que tiene la prerrogativa para patrocinar este tipo de iniciativas, por los recursos financieros que ello implica.

A continuación, la Comisión recibió a los integrantes de la Comisión Negociadora de la Mesa de Alto Nivel: al Presidente de la Coordinadora Nacional de Ex Presos Políticos Salvador Allende Rancagua, señor David Quintana; al Coordinador Nacional del Comando Unitario de Ex Prisioneros(as) Políticos, señor Nelson Aramburu, y al Vocero de los ex Huelguistas de Hambre de Valparaíso, señor Arturo Samit.

En primer lugar, se dio la palabra al señor David Quintana, quien señaló que han transcurrido veintiséis años desde el retorno a la democracia y que aún se encuentran pidiendo justicia por hechos ocurrieron hace más de cuarenta años atrás. 

Puso de relieve que los ex presos políticos no han sido reparados, puesto que sólo se les ha dado una pensión de gracia, la cual es inferior al 50% del sueldo mínimo y reparó que todos sus aportes al seguro social fueron desconocidos.

Por esta razón, relató, iniciaron una huelga de hambre el día 1 de diciembre de 2014, en la ciudad de Rancagua. En esa ocasión, el Gobierno les ofreció conversar, circunstancia que detuvo la huelga veintisiete horas después. Sin embargo, no hubo ningún acercamiento.

Después de ciento cincuenta días, decidieron retomar la huelga de hambre, que duró cuarenta y un días, y que terminó con la firma del Acuerdo de Rancagua, que estipuló deponer la huelga y formar una mesa de alto nivel, que hoy es presidida por el Obispo, señor Alejandro Goic. En el Acuerdo de Rancagua, expresó, firmaron como observantes el Honorable Senador señor Letelier y el Honorable Diputado señor Arriagada. También, participó el representante del Alto Comisionado de las Naciones Unidas y la Directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos.

Luego, observó que la mesa de alto nivel no ha funcionado como lo prescribe el citado Acuerdo, porque en este instrumento se dijo que en cuarenta y cinco días tenía que definirse el monto total y único de reparación, lo que aún no se ha hecho.

Por otra parte, hizo un llamado urgente para aprobar cuanto antes este proyecto de ley, porque los beneficiarios mayores se están muriendo. Asimismo, dijo, ya no quieren más monumentos que luego serán rayados por los grupos antidemocráticos. 

Enfatizó que quieren una pensión digna que los pueda mantener, no obstante, pidió a Sus Señorías no minimizar su problema a un conflicto previsional, ya que se trata de un asunto político y de una sanción que el Estado de Chile debe asumir por los crímenes de lesa humanidad que cometieron sus agentes en un período determinado.

Tampoco desean una limosna, ni una pensión humillante como la que hoy reciben, quieren una reparación justa que les permita morir con dignidad y refirió que su petición siempre ha sido la misma: nivelarse con la pensión Rettig.

Con respecto a los viudos que no se incluyeron en este proyecto de ley, expresó que pueden acogerse a la Ley Zamudio, porque su exclusión es un caso evidente de discriminación arbitraria.

La Honorable Senadora señora Pérez consultó si tienen una cifra estimada del número de viudos que podrían acogerse a esta ley y la edad promedio de los beneficiarios de las Leyes Valech I y II.

El señor David Quintana respondió que en este momento no cuenta con esta información, pero que es una cifra menor a la de las viudas. Sobre la segunda pregunta, informó que la gran mayoría está sobre los setenta años.

En seguida, se dio la palabra al señor Nelson Aramburu, quien luego de agradecer a la Comisión la invitación y de valorar el esfuerzo de la señora Subsecretaria, señaló que efectivamente  existe una deuda de arrastre, que hoy es reconocida como una deuda del Estado de Chile con las víctimas sobrevivientes del Gobierno Militar.

Expresó que existe una apreciación errada de que el Gobierno Militar sólo violó los derechos humanos en la década del setenta, lo que no fue así, ya que existen casos de personas que fueron secuestradas y torturadas incluso en el año 1989. Por lo tanto, dijo, se trata de un problema histórico y les duele que veinticinco años después de recuperar la democracia recién estén tratando estos temas.

Remarcó que es una deuda del Estado de Chile y así lo ha considerado la Excelentísima Corte Suprema en los últimos fallos, en que reconoce que se cometieron violaciones gravísimas contra los derechos humanos y que a las víctimas les corresponde una reparación adecuada.

Aclaró a Sus Señorías que la idea de reparación para las víctimas sobrevivientes es una premisa básica de la legislación internacional y que consta en el Acuerdo de Naciones Unidas de la Asamblea Plenaria del año 2006, en la Resolución 60/147, que prescribe que los Estados deben resolver de manera oportuna, responsable, adecuada y eficaz la reparación a las víctimas de terrorismo de Estado.

Señaló que en la mesa de trabajo han señalado que Chile tiene una deuda histórica que no se ha resuelto y lamentó que el Gobierno siga proponiendo soluciones parciales. 

Por otra parte, indicó que el bono que consagra el proyecto de ley es de 1.000.000 de pesos y que será entregado a 38.000 personas. No obstante,  representó que existen otras 22.705 personas que en la última Comisión Valech no fueron calificadas como víctimas del Gobierno Militar.

Asimismo, consideró que este bono es como un paliativo, que se asemeja a un bono de término de conflicto, pero que  es una “migaja” para las personas que fueron secuestradas, torturadas o privadas de libertad. En esta misma línea, estimó que no existe coherencia entre el discurso del Gobierno, la pensión que se les otorga y este bono reparatorio.

Luego, agradeció la disposición de algunos funcionarios de Gobierno que han participado en la mesa de trabajo así como también al Honorable Senador señor Letelier y al Honorable Diputado señor Arriagada por acompañarlos en este proceso.

Finalmente, reconoció que se está haciendo un esfuerzo, pero lamentó  la voluntad política para resolver el problema de fondo, ya que a veinticinco años de recuperada la democracia, cuando gran parte de sus compañeros están muriendo, se les continúa ofreciendo soluciones parciales.

A continuación, se dio la palabra al señor Arturo Samit, quien enfatizó que la Resolución 60/147 de las Naciones Unidas deja en claro que los casos de violaciones a los derechos humanos cometidos por los agentes del Estado deben traer aparejada una reparación a entera satisfacción de las víctimas y no del Estado y, bajo este contexto, formuló un llamado al Gobierno a cumplir con esta Resolución y con el Acuerdo de Rancagua.

En seguida, comentó que en el citado Acuerdo se señaló expresamente que en treinta días se presentaría este proyecto de ley y que en el plazo de sesenta días, contado desde la suscripción del acuerdo, se presentaría el proyecto de ley definitivo. No obstante, reparó, recién se está discutiendo esta iniciativa, bono que debió ser pagado en el mes de julio.

Por otra parte, llamó la atención respecto a que en un principio, el bono  era de $1.200.000, pero, con el objeto de incluir a las viudas,  tuvieron que aceptar que se les bajara a $ 1.000.000.  Además, mostró su malestar porque se les dijo que sería pagado automáticamente con la pensión Valech del mes siguiente al de su aprobación. Sin embargo, el proyecto establece que el bono deberá ser solicitado por el beneficiario. Sobre este punto, consultó dónde deberán solicitar su pago y qué entidad será la encargada de pagarlo.

Después, hizo notar a Sus Señorías la urgencia de agilizar la tramitación de esta iniciativa dado que la mayoría de sus beneficiarios son mayores de 65 años y existen, al menos, 3.000 personas mayores a 80 años, y en caso de que muera una beneficiaria este bono no será transmisible a su viudo.

Valoró el respaldo que la Honorable Senadora señora Pérez ha dado al señor Carlos Díaz, hijo de un dirigente asesinado por el Gobierno Militar, quien plantea homologar las pensiones Valech con la Rettig, incluso, dijo, va más allá, ya que propone que estas pensiones bordeen los $600.000, que corresponde a lo que recibe un suboficial de las Fuerzas Armadas.

Al finalizar, dejó en claro que este bono es parte de una reparación integral, que de acuerdo a las cifras que ha dado el Gobierno, bordearía los $10.000.000, lo que consideró una “migaja”.

A continuación, la Honorable Senadora señora Pérez, en su calidad de Presidenta Accidental, pidió a Sus Señorías aprobar en esta sesión la idea de legislar de este proyecto de ley. Asimismo, compartió que el Estado tiene una deuda pendiente con los ex presos políticos y torturados, y que se trata de un tema político con un alcance social y económico.

En seguida, el Honorable Senador señor Quinteros resaltó que el proceso de reparación a las víctimas del Gobierno Militar comenzó en el Gobierno del Ex Presidente de la República, señor Patricio Aylwin, en el año 1991, con el Primer Informe de Verdad y Reconciliación y el Informe Rettig, enfocándose en las ejecuciones y en las desapariciones forzadas. De esta manera, destacó, el Gobierno de esa época aceptó su responsabilidad por las violaciones a los derechos humanos cometidas por los agentes del Estado entre los años 1973 y 1990. 

Luego, insistió en que este bono no es una dádiva, ni un beneficio social, sino un derecho, que tiene como contrapartida la obligación del Estado de reparar a las víctimas, y que el Estado ha reconocido la obligación de dar una indemnización apropiada y proporcional a la violación de los derechos humanos cometida en cada caso en concreto. 

Por todo lo anterior, anunció su voto favorable.

El Honorable Senador señor Ossandón se manifestó partidario de aprobar esta iniciativa, y expresó su interés en reivindicar el nombre de la Iglesia Católica, que tuvo una destacada participación en la defensa de los derechos humanos. En especial, mencionó, a Monseñor Sergio Valech y a todas las personas que trabajaron en la Vicaría de la Solidaridad.

El Honorable Senador señor Matta luego de manifestar que aprobará el presente proyecto de ley les hizo presente a los dirigentes que cuentan con todo su apoyo.

En la misma línea, la Honorable Senadora señora Pérez expresó que la violación a los derechos humanos no tiene contexto, ni causa y en este sentido estimó que la reparación a las víctimas es una carga de todos los chilenos y no de un sector político. En ese sentido, comentó que espera que el apoyo de esta Comisión sea un puente y un camino para el entendimiento.

En seguida, la señora Subsecretaria del Ministerio Secretario General de la Presidencia pidió a Sus Señorías votar en general y en particular este proyecto de ley, y expresó su reconocimiento al Obispo de Rancagua, señor Alejandro Goic, por la valiosa labor que ha tenido en la mesa de negociación. Asimismo, agradeció a los miembros de la Comisión su excelente disposición para aprobar este proyecto de ley.

La Honorable Senadora señora Pérez coincidió con la petición de la señora Subsecretaria, pero advirtió que deben pedir autorización a la Sala del Senado y para ello recabó el acuerdo de los demás miembros de la Comisión quienes accedieron a la solicitud de votar en general y en particular el proyecto.

Cabe hacer presente que efectuada la petición  en la Sala del Senado, de 7 de octubre de 2015, no se logró la unanimidad requerida para autorizar a la Comisión a votar en general y en particular esta iniciativa. Por este motivo, se procedió a votar la idea de legislar en la materia, como a continuación se detalla.


- Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Matta, Ossandón y Quinteros.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Otórgase un aporte único, en carácter de reparación parcial, de $1.000.000 (un millón de pesos), a los titulares individualizados en la Nómina de Personas Reconocidas como Víctimas del Informe de la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, y a los titulares incluidos en la nómina de víctimas de prisión política y tortura elaborada por la Comisión Asesora para la calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y víctimas de Prisión Política y Tortura, conforme a las leyes N°19.992 y N°20.405, respectivamente.

Si el titular estuviere fallecido, corresponderá a la cónyuge sobreviviente el 60% del aporte referido en el inciso anterior.

Con todo, el aporte a que se refiere este artículo será imputable al monto que, en su caso, se otorgue por concepto de reparación pecuniaria a cada víctima de prisión política y tortura.

El aporte a que se refiere esta ley no podrá ser impetrado por el Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los diputados y senadores, los intendentes, los gobernadores, los jefes superiores de servicio, y quienes desempeñándose en la Administración Pública, en calidad de planta, contrata, o contratados a honorarios, tengan una remuneración regular igual o superior al promedio mensual de la recibida anualmente por un funcionario que se desempeñe en tercer nivel jerárquico, incluidas las asignaciones que correspondan.

La prohibición a que se refiere el inciso anterior se mantendrá mientras las personas señaladas se encuentren en el ejercicio del cargo o en el desempeño de las funciones antes indicadas.

Artículo 2°.- El aporte a que se refiere esta ley será pagado a partir del mes subsiguiente al de su publicación en el Diario Oficial a todas aquellas personas que tengan alguna de las calidades especificadas en el artículo 1° y soliciten el beneficio en el Instituto de Previsión Social.

Artículo 3°.- El aporte a que se refiere esta ley no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno. 

Artículo 4°.- El aporte establecido en esta ley será de cargo fiscal, y su pago lo realizará el Instituto de Previsión Social en una sola cuota. 

Artículo 5°.- El gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 2015 se imputará al presupuesto del Instituto de Previsión Social, y se financiará con cargo al producto de la venta de activos financieros del Tesoro Público.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas el día 30 de septiembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señora Jacqueline Van Rysselberghe Herrera (Presidenta), señora Lily Pérez San Martín, y señores Manuel Antonio Matta Aragay, Manuel José Ossandón Irarrázabal y Rabindranath Quinteros Lara, y 7 de octubre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señora Lily Pérez San Martín (Presidenta Accidental), y señores Manuel Antonio Matta Aragay, Manuel José Ossandón Irarrázabal  y Rabindranath Quinteros Lara. 

Sala de la Comisión, a 13 de octubre de 2015.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann, Secretario.
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